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SENTENCIA DE FECHA 3 DE FEBRERO DE 1961 

sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-

mera Instancia del Distrito Nacional de fecha 22 de junio 

de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Manuel de Js. Ramírez de la Mota. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre .de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 

, H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día tres del mes de febrero de mil nove-
cientos sesentiuno, años 117' de la Independencia, 98' de la 
Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel de 
Jesús Ramírez de la Mota, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, empleado, domiciliado y residente en la calle 30 de Mar-
zo N' 39, de esta ciudad, cédula 24212, serie 47, cuyo sello de 
renovación no consta en el expediente, contra sentencia pro. 
nunciada en atribuciones correccionales y en grado de ape-
lación por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, en fecha veintidós de ju-
nio de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 
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Oido el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada. en la 
Secretaría de la Cámara a qua, en fecha primero de julio de 
mil novecientos sesenta, a requerimiento del Dr. Fabio T. 
Vásquez Cabral, cédula 2466, serie 57, sello 34346, abogado 
del recurrente, en la cual se invocan los medios que luego 
se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artícuosl 172 del Código de Procedimien-
to Civil, 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta que en fecha once 
de marzo de mil novecientos sesenta, el Juzgado de Paz de 
la Segunda Circunscripción del Distrito Nacional, regular-
mente apoderado por el ministerio público, dictó, en atribu-
ciones correccionales, una sentencia cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: 1 9—Debe pronunciar y como en efecto 
pronuncia el defecto contra el nombrado Manuel de Js. Ra-
mírez de la Mota, de generales ignoradas, por no haber com-
parecido a pesar de haber sido citado legalmente; y 2 9—Que 
debe condenar como en efecto condena al nombrado Manuel 
de Js. Ramírez de la Mota, a sufrir la pena de 3 meses de 
prisión y RD$25.00 de multa, y al pago de las costas, por 
el delito de violar la Ley 2540. Fullería"; 

Considerando que sobre recurso de apelación interpues-
to por el prevenido, la Cámara a qua dictó la sentencia aho-
ra impugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma 
el recurso de apelación interpuesto por Manuel de Jesús Ra-
mírez de la .Mota, contra sentencia del Juzgado de Paz de la 
Segunda Circunscripción del Distrito Nacional que lo con-
denó en defecto a tres meses de prisión y RD$25,00 de multa 
por violación a la Ley 2540 en perjuicio de Luisa R. de Fer- 

nández; SEGUNDO: Revoca la aludida sentencia en cuanto 
a la prisión, y la confirma en el aspecto relativo a la multa, 
condenándose además al recurrente al pago de las costas"; 

Considerando que en el acta del recurso de casación, el 
prevenido recurrente alega lo siguiente: 19—"que se hizo un 
pagaré (hubo novación) y el tribunal es incompetente en ma-
teria correccional para conocer de un asunto civil"; 2 9—que 
aun en el caso de que el tribunal correccional hubiese sido 
competente, en el fallo impugnado no quedó establecido que 
"el inculpado estuviera en la imposibilidad absoluta de pagar, 
toda vez que residió por más de un año en la pensión pagan-
do religiosamente y al final quedó coz una deuda, que no es 
una fullería sino una deuda de hotel de naturaleza civil"; 

Considerando que el artículo 172 del Código de Proce-
dimiento Civil es aplicable en materia penal, en el sentido 
de que los tribunales deben estatuir por sentencias distintas 
sobre la excepción de incompetencia y sobre el fondo, a me-
nos que los medios de incompetencia sean indivisibles con el 
examen de aquel; que si en este último caso se puede dictar 
urda sola sentencia sobre el incidente y el fondo, es a condi-
ción de que se estatuya distintamente, en el dispositivo, sobre 
ambos puntos; 

Considerando que en el presente caso el abogado del pre-
venido concluyó ante la Cámara a qua de la siguiente mane-
ra: "en razón de que se trata de una deuda civil el Tribunal 
se declare incompetente para conocer de este asunto, subsi-
diariamente que se descargue por no haber violación al art. 
401 Código Penal. Se declare costas de oficio"; que dicho 
Tribunal instruyó la causa y después de expresar en los mo-
tivos de su sentencia que el prevenido Ramírez de la Mota 
"se hospedó en un hotel de la querellante sin solicitar crédi-
to y dejó de pagar varias mensualidades", estatuyó en el dis-
positivo exclusivamente sobre el fondo de la prevención, co-
mo si no hubiera sido obligatorio para el juez comprobar su 
competencia en razón de la materia; que lo anteriormente 
expuesto pone de manifiesto que la Cámara a qua no estatu- 
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Abogados: Dres. Luis R. del Castillo M. y Carlos R. González Ba-

tista. . 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri- 
mer Sustituto de Presidente; Manuel 4. Amiama, doctor Ma-
nuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sánchez L y 
Olegario Helena Guzmán, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día tres de febrero de mil novecientos 
sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rufina Jo-

sefina Lluberes de Castro, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en 
Ciudad Trujillo, calle 14, casa N 9  80, cédula 393, serie 7, se-

, llo 234192 y Victoriano Castro, dominicano, mayor de edad, 
casado, obrero, del mismo domicilio y residencia, cédula 14- 
782, serie la, sello 2632209, quien representa a sus hijos me- 

lir
Recurrido: Victoria Josefa Chottin de Castellanos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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yó, de modo distinto, en el dispositivo de su sentencia, sobre 
la excepción de incompetencia propuesta por el prevenido 
y sobre el fondo de la inculpación, según lo exige la ley; q ue  

• por tanto, en el fallo impugnado se ha violado el artículo 172 
del Código de Procedimiento Civil, por lo cual debe ser casa-
do sin que sea necesario examinar los demás alegatos del re-
currente; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada en atribuciones correccionales y en grado de apela-
ción, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primer a 

 Instancia del Distrito Nacional, en fecha veintidós de junio 
de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otra 
parte del presente 'fallo, y envía el asunto al Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo; Segundo: 
Declara las costas de oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE FEBRERO DE 1961 

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 22 de 

marzo de 1960 

Materia: Tierras. 

Recurrentes: Rufina Josefina Lluberes de Castro y Victoriano Cas- 

. 	tro. 

:1 	Abogado: Dr. Juan E. Ariza Mendoza. 
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FINTENCIA DE FECHA 3 DE FEBRERO DE 1961 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

• 
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel 4. Amiama, doctor Ma-
nuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sánchez L y 
Olegario Helena Guzmán, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día tres de febrero de mil novecientos 
sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rufina Jo-
sefina Lluberes de Castro, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en 
Ciudad Trujillo, calle 14, casa N9 80, cédula 393, serie 7, se-

d  llo 234192 y Victoriano Castro, dominicano, mayor de edad, 
casado, obrero, del mismo domicilio y residencia, cédula 14-
782, serie la, sello 2632209, quien representa a sus hijos me- 
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nores Rosa Mireya, Julieta y María Victoria Castro Llube-
res, contra la decisión N" 28 dictada por el Tribunal su pe. 

 rior de Tierras, en fecha veintidós de marzo de mil nove. 
cientos sesenta, en relación con la parcela N" 124 del Distri- 
to Catastral N° 6 del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Juan E. Arizá Mendoza, cédula 47326, serie 

13, sello 33061, abogado de los recurrentes, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Dr. Luis R. del Castillo M., cédula 40583, serie 
la, sello 11123, por sí y a nombre del Dr. Carlos R. Gonzl 'ez 
Batista, cédula 26102, serie 13, sello 75382, abogados de la 
recurrida, Victoria Josefa Chottin de Castellanos, domini-
cana, mayor de edad, casada, domiciliada y residente en el 
Kilómetro 5 1/2  de la carretera Mella, Distrito Nacional, cé- 
dula 273, serie la, cuyo sello de renovación no consta en el 
expediente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el veinte y uno 
de mayo de mil novecientos sesenta, suscrito por el abogado 
de los recurrentes, en el cual se invocan los medios que lue- 1 
go se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha dos de julio de mil 
novecientos sesenta, suscrito por los abogados de la recu-
rrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1341 del Código Civil; 78, 79, 82, 
189 y 190 de la Ley de Registro de Tierras; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintitrés de diciembre de mil novecientos cincuen-
tiocho, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, dictó 
su decisión N' 2, cuyo dispositivo, en relación con la Parcela 

N9  124 del Distrito Catastral N 9  6 del Distrito Nacional, di-

ce lo siguiente: "FALLA: PARCELA NUMERO 124. AREA: 
4 has., 67 as., 14 cas. 1°—Que debe declarar como al efecto• 
declara, que las únicas personas con derecho para heredar 
los bienes relictos por la señora Isabel María Mañón Vda. del 
Rosario, son sus nietos Rafael, Modesto, Paula, Luz María, 
Digna y Antonio Quírico Avelino Perpiñán y del Rosario; 

21,—Que debe declarar y declara, que la única persona con 
derecho 'para heredar los bienes relictos por José María 
Ruiz fué su hijo legítimo Juan de Dio§ Ruiz Lluberes, y que 
a la muerte de éste las únicas personas con vocación para 
recoger sus bienes relictos son: su madre Josefina Lluberes 
de Castro y sus hermanas uterinas, menores, Rosa Mireya, 
Julieta y María Victoria Castro Lluberes; 3°—Que debe re-
chazar y rechaza, la petición formulada por la señora Vic-
toria Josefa Chottin de Castellanos, tendente a que se or-
dene dentro de esta parcela la transferencia a su favor de 
las 18 as., 86.6 cas., que le discuten los herederos de José 
M3 Ruiz y su cónyuge superviviente común en bienes, seño-
ra Josefina Lluberes de Castro, por no haber podido sumi-
nistrar la prueba de que ciertamente su causante adquirió 
legalmente la referida extensión de terreno, con sus mejo-
ras, por compra al finado señor José María Ruiz, y reserva 
a dicha señora el derecho de presentar al Registrador de Tí-
tulos del Distrito Nacional el documento comprobatorio de la 
citada venta, en cuyo caso queda el referido funcionario au-
torizado a ejecutar la transferencia solicitada; 4 9—Que debe 
ordenar y ordena, dentro de esta parcela, las siguientes trans-
ferencias: a) 4 has., 12 as., 44 cas., o sea todos los derechos 
registrados a favor del señor Luis E. Ruiz Monteagudo, en 
favor de la señora Victoria Josefa Chottin de Castellanos; 

b) 5 as., 85 cas, que adquirió Don Luis E. Ruiz Monteagudo 
por compra a los Sucs. de Isabel María Mañón, en favor de 
la señora Victoria Josefa Chottin de Castellanos;. c) El resto 
de los derechos correspondientes a la Suc. de Isabel IVI 3  Ma-

ñón Vda. del Rosario, o sea 28 as., 85., en la forma y pro- 
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nores Rosa Mireya, Julieta y María Victoria Castro  Llube- 
res, contra la decisión N9  28 dictada por el Tribunal supe_ 
rior de Tierras, en fecha veintidós de marzo de mil ho ye_ 
cientos sesenta, en relación con la parcela N" 124 del Distri. 
to Catastral N 9  6 del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Juan E. Ariza Mendoza, cédula 47326, serie 

13, sello 33061, abogado de los recurrentes, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Dr. Luis R. del Castillo M., cédula 40583, serie 
la, sello 11123, por sí y a nombre del Dr. Carlos R. GonWez 
Batista, cédula 26102, serie 1 3, sello 75382, abogados de la 
recurrida, Victoria Josefa Chottin de Castellanos, domini-
cana, mayor de edad, casada, domiciliada y residente en el 
Kilómetro 5 1/2  de la carretera Mella, Distrito Nacional, cé-
dula 273, serie la , cuyo sello de renovación no consta en el 
expediente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el veinte y uno 
de mayo de mil novecientos sesenta, suscrito por el abogado 
de los recurrentes, en el cual se invocan los medios que lue-
go se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha dos de julio de mil 
novecientos sesenta, suscrito por los abogados de la recu-
rrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1341 del Código Civil; 78, 79, 82, 
189 y 190 de la Ley de Registro de Tierras; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los , 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintitrés de diciembre de mil novecientos cincuen-
tiocho, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, dictó 
su decisión N" 2, cuyo dispositivo, en relación con la Parcela 

N9 124 del Distrito Catastral N 9  6 del Distrito Nacional, di-
ce lo siguiente: "FALLA: PARCELA NUMERO 124. ÁREA: 
4 has., 67 as., 14 cas. 1°—Que debe declarar como al efecto. 
declara, que las únicas personas con derecho para heredar 
los bienes relictos por la señora Isabel María Mañón Vda. del 
Rosario, son sus nietos Rafael, Modesto, Paula, Luz María, 
Digna y Antonio Quirico Avelino Perpiñán y del Rosario; 
2o_-Que debe declarar y declara, que la única persona con 
derecho 'para heredar los bienes relictos por José María 
Ruiz fué su hijo legítimo Juan de Dio§ Ruiz Lluberes, y que 
a la muerte de éste las únicas personas con vocación para 
recoger sus bienes relictos son: su madre Josefina Lluberes 
de Castro y sus hermanas uterinas, menores, Rosa Mireya, 
Julieta y María Victoria Castro Lluberes; 33—Que debe re-
chazar y rechaza, la petición formulada por la señora Vic-
toria Josefa Chottin de Castellanos, tendente a que se or-
dene dentro de esta parcela la transferencia a su favor de 
las 18 as., 86.6 cas., que le discuten los herederos de José 
W Ruiz y su cónyuge superviviente común en bienes, seño-
ra Josefina Lluberes de Castro, por no haber podido sumi-
nistrar la prueba de que ciertamente su causante adquirió 
legalmente la referida extensión de terreno, con sus mejo-
ras, por compra al finado señor José María Ruiz, y reserva 
a dicha señora el derecho de presentar al Registrador de Tí-
tulos del Distrito Nacional el documento comprobatorio de la 
citada venta, en cuyo caso queda el referido funcionario au-
torizado a ejecutar la transferencia solicitada; 49—Que debe 
ordenar y ordena, dentro de esta parcela, las siguientes trans-
ferencias: a) 4 has., 12 as., 44 cas., o sea todos los derechos 
registrados a favor del señor Luis E. Ruiz Monteagudo, en 
favor de la señora Victoria Josefa Chottin de Castellanos; 
b) 5 as., 85 cas, que adquirió Don Luis E. Ruiz Monteagudo 
por compra a los Sucs. de Isabel María Mañón, en favor de 
la señora Victoria Josefa Chottin de Castellanos; . c) El resto 

de los derechos correspondientes a la Suc. de Isabel W Ma-
ñón Vda. del Rosario, o sea 28 as., 85., en la forma y pro- 
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porción siguientes: A) 9 as., 99 cas., con sus mejoras, e
n  favor de la señora Paula Avelino Perpiñán, en el lugar de su 

Actual ocupación; B) 11 as., 79 cas., en favor de la seño
ra  Josefina Lluberes de 'Castro; y C) 7 as., 7 cas., en favor de 

los menores Rosa Mireya, Julieta y María Victoria Castro 
Lluberes; haciéndose constar: P que esta porción en su co. 
lindancia con la carretera Mella mide 18 metros lineales; y, 
2°—que las mejoras radicadas dentro de las letras 

b) y e) corresponden en igual proporción que el terreno, a la señora 
Josefina Lluberes de gastro y a sus hijos menores Rosa 

Mi- reya, Julieta y María Victoria Castro Lluberes; 5"— 20 
¿- s., en favor del Lic. Federico Antonio García"; b) que, sobre 

el recurso de apelación interpuesto por Pablo Avelino Pe r- 
piñán Marión y compartes, y por Victoria Josefa Chottin de 
Castellanos el Tribunal Superior de Tierras, dictó en fecha 
veintidós de marzo de mil novecientos sesenta, la decisión 
ahora impugnada, cuyo dispositivo, en lo que se refiere a la 
expresada parcela, dice así: "FALLA: PARCELA NUME- 
RO 	Area: 04 has., 67 as., 14 cas.— P—Se rechazan, 
en parte, las conclusiones de los apelantes Sucesores de Isa- 
bel María Mañón Vda. del Rosario; 2°--Se rechazan, en 
parte, las conclusiones de la apelante Victoria Josefa Chot-
tin de Castellanos; 3°--Se rechazan las conclusiones de los 
intimados Sucesores de José María Ruiz; zló---Se reforma el 
dispositivo de la Decisión número 2 del Tribunal de Tierras 
de Jurisdicción Original de fecha 23 de diciembre de 1958, 
respecto de esta parcela, en esta forma: a) Se declara que las 
únicas personas•con derecho para heredar los bienes relictos 
por la señora Isabel María Mañón Vda. del Rosario, son sus 
nietos Rafael, Modesto, Pablo, Luz María, Digna y Antonio 
Quírico Avelino Perpiñán y del Rosario; b) Se declara que la 
única persona con derecho para heredar los bienes relictos 
por José María Ruiz, fué su hijo legítimo Juan de Rios Ruiz 
y Lluberes, y que a la muerte de éste las únicas personas 
con vocación para recoger sus bienes son: su madre Josefina 
Lluberes de Castro y sus hermanas uterinas, menores, Rosa 
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Mireya, Julieta y María Victoria gastro Lluberes; e) Se or-
dena dentro de esta parcela, las siguientes transferencias: 

1 .-04 has., 12 as., 44 cas., o sean todos los derechos regis-
trados a favor del señor Luis E. Ruiz Monteagudo, en favor 
de la señora Victoria Josefa Chottin de Castellanos; 2.-
00 has., 18 as., 86.6 cas., con sus mejoras, en 'favor de la 
mencionada señora Victoria Josefa Chottin de Castellanos; 
3.— 00 has., 10 as., 00 cas., en favor de Paula Avelino Per-
piñán; d) Se ordena al Registrador de Títulos del Distrito 
Nacional, cancelar el Certificado de Título N^ 9158 y expe-
dir un nuevo Certificado en la siguiente forma y proporción: 
1.— 04 has., 31 as., 30.6 cas., con sus mejoras, en favor de 
la señora Victoria Josefa Chottin Carvajal de Castellanos, do-
minicana, mayor de edad, casada pon el Dr. Juan Luis Cas-
tellanos, provista de la cédula personal de identidad N^ 273, 
serie 11, domiciliada y residente en el Distrito Nacional; 2.-
00 ha., 10 as., 00 cas., en favor de la señora Paula Avelino 
Perpiñán, de generales ignoradas; 3.— 00 ha., 20 as., 00 cas., 
en favor del Lic. Federico Antonio García; y 4.— El resto, o 
sean 00 ha., 05 as., 83.4 cas., en favor de los herederos de-
terminados de la finada Isabel María Mañón Vda. del Rosa-
rio, en la siguiente forma y proporción: 00 ha., , 00 as., 97 
cas., 23 dm2., para cada uno de los señores Rafael, Modesto, 
Pablo y Luz María Avelino Perpiñán y del Rosario; y 00 ha., 
00 as., 97 dm2., para cada uno de los señores Digna y Anto-
nio Quírico Avelino Perpiñán y del Rosario"; 

Considerando que en el memorial de casación los recu-
rrentes alegan los siguientes medios: 'PRIMER MEDIO: 
Violación del art. 1341 del Código Civil. SEGUNDO MEDIO: 
Violación del Art. 82 de la Ley de Registro de Tierras en su 
párrafo único. TERCER MEDIO: Violación del Art. 78 de la 
Ley de Registro de Tierras. CUARTO MEDIO: Violación 
del Art. 189 y 190 de la Ley de Registro de Tierras. QUIN-
TO MEDIO: Violación del Art. 79 de la Ley de Registro de 
Tierras.— SEXTO MEDIO: Desnaturalización de los testi-
monios y desnaturalización de los hechos de la causa"; 
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porción siguientes: A) 9 as., 99 cas., con sus mejoras, 
en  favor de la señora Paula Avelino Perpiñán, en el lugar de s
u  ,actual ocupación; B) 11 as., 79 cas., en favor de la señora 

Josefina Lluberes de 'Castro; y C) 7 as., 7 cas., en favor de 
los menores Rosa Mireya, Julieta y María Victoria Castro 
Lluberes; haciéndose constar: 1° que esta porción en su co-
lindancia con la carretera Mella mide 18 metros lineales; 

y, 2°—que las mejoras radicadas dentro de las letras b) y c) corresponden en igual proporción que el terreno, a la señora 
Josefina Lluberes de gastro y a sus hijos menores Rosa Mi-
reya, Julieta y María Victoria Castro Lluberes; 5°— 20 rs., 
en favor del Lic. Federico Antonio García"; b) que, sobre 
el recurso de apelación interpuesto por Pablo Avelino Per-
pirián Mañón y compartes, y por Victoria Josefa Chottin de 
Castellanos el Tribunal Superior de Tierras, dictó en fecha 
veintidós de marzo de mil novecientos sesenta, fa decisión 
ahora impugnada, cuyo dispositivo, en lo que se refiere a la 
expresada parcela, dice así: "FALLA: PARCELA NUME-RO 124.— Area: 04 has., 67 as., 14 cas.-- 1"—Se rechazan, 
en parte, las conclusiones de los apelantes Sucesores de Isa-
bel María Mañón Vda. del Rosario; 2"—Se rechazan, en 
parte, las conclusiones de la apelante Victoria Josefa Chot-
tin de Castellanos; 3°—Se rechazan las conclusiones de los 't

. 
 intimados Sucesores de José María Ruiz; 4°—Se reforma el 

dispositivo de la Decisión número 2 del Tribunal de Tierras 
de Jurisdicción Original de fecha 23 de diciembre de 1958, 
respecto de esta parcela, en esta forma: a) Se declara que las 
únicas personas•con derecho para heredar los bienes relictos 
por la señora Isabel María Mañón Vda. del Rosario, son sus 
nietos Rafael, Modesto, Pablo, Luz María, Digna y Antonio 
Quírico Avelino Perpiñán y del Rosario; b) Se declara que la 
única persona con derecho para heredar los bienes relictos 
por José María Ruiz, fué su hijo legítimo Juan de Rios Ruiz 
y Lluberes, y que a la muerte de éste las únicas personas 
con vocación para recoger sus bienes son: su madre Josefina 
Lluberes de Castro y sus hermanas uterinas, menores, Rosa 
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Mireya, Julieta y María Victoria lastro Lluberes; c) Se or-

dena dentro de esta parcela, las siguientes transferencias: 
1._04 has., 12 as., 44 cas., o sean todos los derechos regis-
trados a favor del señor Luis E. Ruiz Monteagudo, en favor 

de la señora Victoria Josefa Chottin de Castellanos; 2.-
00 has., 18 as., 86.6 cas., con sus mejoras, en 'favor de la 
mencionada señora Victoria Josefa Chottin de Castellanos; 
3.— 00 has., 10 as., 00 cas., en favor de Paula Avelino Per-
piñán; d) Se ordena al Registrador de Títulos del Distrito 
Nacional, cancelar el Certificado de Título N° 9158 y expe-
dir un nuevo Certificado en la siguiente forma y proporción: 
1.— 04 has., 31 as., 30.6 cas., con sus mejoras, en favor de 
la señora Victoria Josefa Chottin Carvajal de Castellanos, do-
minicana, mayor de edad, casada pon el Dr. Juan Luis Cas-
tellanos, provista de la cédula personal de identidad N° 273, 
serie la, domiciliada y residente en el Distrito Nacional; 2.-
00 ha., 10 as., 00 cas., en favor de la señora Paula Avelino 
Perpiñán, de generales ignoradas; 3.— 00 ha., 20 as., 00 cas., 

en favor del Lic. Federico Antonio García; y 4.— El resto, o 
sean 00 ha., 05 as., 83.4 cas., en favor de los herederos de-
terminados de la finada Isabel María Mañón Vda. del Rosa-
rio, en la siguiente forma y proporción: 00 ha., .00 as., 97 
cas., 23 dm2., para cada uno de los señores Rafael, Modesto, 
Pablo y Luz María Avelino Perpiñán y del Rosario; y 00 ha., 
00 as., 97 dm2., para cada uno de los señores Digna y Anto-
nio Quírico Avelino Perpiñán y del Rosario"; 

Considerando que en el memorial de casación los recu-
rrentes alegan los siguientes medios: 'PRIMER MEDIO: 
Violación del art. 1341 del Código Civil. SEGUNDO MEDIO: 
Violación del Art. 82 de la Ley de Registro de Tierras en su 
párrafo único. TERCER MEDIO: Violación del Art. 78 de la 
Ley de Registro de Tierras. CUARTO MEDIO: Violación 

d  del Art. 189 y 190 de la Ley de Registro de Tierras. QUIN-
TO MEDIO: Violación del Art. 79 de la Ley de Registro de 
Tierras.— SEXTO MEDIO: Desnaturalización de los testi-
monios y desnaturalización de los hechos de la causa"; 

4 
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Considerando que eh el desenvolvimiento del prim er 
 medio se alega, en síntesis, que la sentencia impugnada, al 

estimar como un hecho cierto que José María Ruiz vendió 
las tres tareas de terreno en disputa a Luis Ruiz Monteagu.. 
do, violó el artículo 1341 del Código Civil, porque admitió la 
prueba testimonial de una operación jurídica que envolvía 
un valor de más de treinta pesos, no obstante que los recu-
rrentes habían hecho oposición a ese medio de prueba, la 
cual no era admisible, además, porque la recurrida alegaba 
que esa operación se había efectuado por escrito; pero, 

Considerando que en la decisión impugnada consta, que 
José María Ruiz adquirió tres tareas de terreno, o sean 18 
áreas 386 centiáreas, en la Parcela N°  124 del Distrito Ca-
tastral No 6 del Distrito Nacional, registrada catastralmente; 
que Victoria Chottin de Castellanos sometió al Tribunal de 
Tierras, una instancia en solicitud de la transferencia de 
esa porción, alegando que la adquirió por compra a Luis 
Ruiz Monteagudo quien a su vez la hubo mediante compra ' 
al finado José María Ruiz; que Josefina Lluberes de Castro, 
Rosa Mireya, Julieta y María Victoria Castro Lluberes, in-
vocando su calidad de sucesores de José María Ruiz, se opu-
sieron a dicha instancia, y obtuvieron que el Tribunal de 
Tierras de Jurisdicción Original ordenara el registro de la 
porción en disputa, en favor de las oponentes; que sobre el 
recurso de apelación de Victoria Chottin de Castellanos, el 
Tribunal Superior de Tierras, revocó el fallo del primer gra-
do y ordenó la transferencia solicitada por la apelante por 
estimar que, como resultado del informativo realizado ante el 
Tribunal de Jurisdicción Original, se establece que José Ma-
ría Ruiz, vendió a Luis Ruiz Monteagudo las tres tareas que 
éste vendió posteriormente a la recurrida; 

Considerando que para admitir, en la especie, la prueba 
por testigos como medio de establecer la venta de José Ma-
ría Ruiz a Luis Ruiz Monteagudo el Tribunal a quo expone 
'en su sentencia que, según consta en las notas de la audien-
cia celebrada en Jurisdicción Original el doce de julio de  

mil n
ovecientos cincuenticinco, la audición de los testigos fué 

• propuesta por el representante de los recurrentes, el cual 

(5,10 después de concluido el informativo, fué cuando alegó 
"que el Código Civil no admite la prueba testimonial sobre 
el valor de treinta pesos para probar cualquier clase de ven-

ias, y por tanto los testimonios aportados. .. no pueden ser 

admitidos"; que la regla del artículo 1341 del Código Civil 
no es de orden público, sino de interés privado, por lo que, 
aún en los litigios acerca de cosas cuyo valor excede de 
treinta pesos, o que estén en contrariedad con actas escritas, 
no pueden los jueces del fondo desechar la prueba testimo-
nial, y menos desecharla después de producida, cuando la 
parte contra cuyo interés se propone no objeta su admisión 
antes de producirse dicha prueba; que ,en consecuencia, ha-
biendo solicitado esa prueba los mismos recurrentes, y obje-
tado su admisión después de producirla, procede ponderarla 
para determinar la suerte del litigio; 

Considerando que, al decidir de esa manera el Tribunal 

a quo lejos de incurrir en la violación del artículo 1341 del 
Código Civil, hizo una correcta aplicación de ese texto legal, 
por lo que, consecuentemente, procede desestimar el primer 

medio; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los medios 
segundo y cuarto, que se examinan conjuntamente, se alega 
que, como en la especie no se trata de agricultores, ni de un 
proceso de saneamiento, el Tribunal a quo, al admitir la 

prueba por testigos de la venta de José María Ruiz a Luis 
Ruiz Monteagudo, violó el párrafo del artículo 82 de la Ley 
de Registro de Tierras, según el cual "El Tribunal de Tie- 
rras podrá, cuando lo considere conveniente y necesario, 
aceptar en audiencia declaraciones de venta verbales de te- 

/ rrenos, realizadas por campesinos, en casos en que se trate 
de un procedimiento de saneamiento"; y que, además, al ad- 
mitir ese medio de prueba, violó los artículos 189 y 190 de 
la ley citada, ya que admitió una venta en forma distinta a 
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Considerando que eh el desenvolvimiento del primer 
 medio se alega, en síntesis, que la sentencia impugnada, al 

estimar como un hecho cierto que José María Ruiz vendió 
las tres tareas de terreno en disputa a Luis Ruiz Monteagú. 
do, violó el artículo 1341 del Código Civil, porque admitió la 
prueba testimonial de una operación jurídica que envolvía 
un valor de más de treinta pesos, no obstante que los recu-
rrentes habían hecho oposición a ese medio de prueba, la 
cual no era admisible, además, porque la recurrida alegaba 
que esa operación se había efectuado por escrito; pero, 

Considerando que en la decisión impugnada consta, que 
José María Ruiz adquirió tres tareas de terreno, o sean 18 
áreas 386 centiáreas, en la Parcela N9 124 del Distrito Ca-
tastral N9 6 del Distrito Nacional, registrada catastralmente; 
que Victoria Chottin de Castellanos sometió al Tribunal de 
Tierras, una instancia en solicitud de la transferencia de 
esa porción, alegando que la adquirió por compra a Luis 
Ruiz Monteagudo quien a su vez la hubo mediante compra ' 
al finado José María Ruiz; que Josefina Lluberes de Castro, 
Rosa Mireya, Julieta y María Victoria Castro Lluberes, in-
vocando su calidad de sucesores de José María Ruiz, se opu-
sieron a dicha instancia, y obtuvieron que el Tribunal de 
Tierras de Jurisdicción Original ordenara el registro de la 
porción en disputa, en favor de las oponentes; que sobre el 
recurso de apelación de Victoria Chottin de Castellanos, el 
Tribunal Superior de Tierras, revocó el fallo del primer gra-
do y ordenó la transferencia solicitada por la apelante por 
estimar que, como resultado del informativo realizado ante el 
Tribunal de Jurisdicción Original, se establece que José Ma-
ría Ruiz, vendió a Luis Ruiz Monteagudo las tres tareas que 
éste vendió posteriormente a la recurrida; 

Considerando que para admitir, en la especie, la prueba 
por testigos como medio de establecer la venta de José Ma-
ría Ruiz a Luis Ruiz Monteagudo el Tribunal a quo expone 
'en su sentencia que, según consta en las notas de la audien-
cia celebrada en Jurisdicción Original el doce de julio de 

1111 novecientos cincuenticinco, la audición de los testigos fué 
• propuesta por el representante de los recurrentes, el cual 
cólo después de concluido el informativo, fué cuando alegó 
"que el Código Civil no admite la prueba testimonial sobre 
el valor de treinta pesos para probar cualquier clase de ven-

tas, y por tanto los testimonios aportados. .. no pueden ser 

admitidos"; que la regla del artículo 1341 del Código Civil 
no es de orden público, sino de interés privado, por lo que, 
aún en los litigios acerca de cosas cuyo valor excede de 
treinta pesos, o que estén en contrariedad con actas escritas, 
no pueden los jueces del fondo desechar la prueba testimo-
nial, y menos desecharla después de producida, cuando la 
parte contra cuyo interés se propone no objeta su admisión 
antes de producirse dicha prueba; que ,en consecuencia, ha-
biendo solicitado esa prueba los mismos recurrentes, y obje-
tado su admisión después de producirla, procede ponderarla 
para determinar la suerte del litigio; 

Considerando que, al decidir de esa manera el Tribunal 
a quo lejos de incurrir en la violación del artículo 1341 del 
Código Civil, hizo una correcta aplicación de ese texto legal, 
por lo que, consecuentemente, procede desestimar el primer 
Medio; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los medios 
segundo y cuarto, que se examinan conjuntamente, se alega 
que, como en la especie no se trata de agricultores, ni de un 
proceso de saneamiento, el Tribunal a quo, al admitir la 
prueba por testigos de la venta de José María Ruiz a Luis 
Ruiz Monteagudo, violó el párrafo del artículo 82 de la Ley 
de Registro de Tierras, según el cual "El Tribunal de Tie-
rras podrá, cuando lo considere conveniente y necesario, 
aceptar en audiencia declaraciones de venta verbales de te- 
rrenos, realizadas por campesinos, en casos en que se trate 
de un procedimiento de saneamiento"; y que, además, al ad- 
mitir ese medio de prueba, violó los artículos 189 y 190 de 
la ley citada, ya que admitió una venta en forma distinta a 
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la que dice la ley, otorgada por una persona que no figuraba 
en el certificado de título correspondiente; pero, 

Considerando que el examen de la decisión impugnada 
pone de manifiesto, que en el caso ocurrente el tribunal a quo no aplicó los textos legales cuya violación alegan los re-
currentes; que, por otra parte esas disposiciones carecen de 
aplicación en la especie, en que se trata de una litis sobre 
derechos registrados, puesto que el primero de dichos ar-
tículos se refiere a las declaraciones o ratificaciones de ven-
tas verbales hechas por los mismos vendedores durante el 
proceso de saneamiento; y, los otros dos artículos se refiere ,. 
a la forma como deben ser redactados y a los requisitos a 
que se encuentran sometidos los actos traslativos de dere-
chos registrados, que se presenten al Registrador de Títulos 
para obtener la transferencia correspondiente; que, en con-
secuencia, estos medios carecen de fundamento y deben ser 
desestimados; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los medios 
tercero y quinto que se examinan juntos, los recurrentes 
alegan que la sentencia impugnada viola el artículo 78 de la 
Ley de Registro de Tierras, porque en las notas de audiencia 
no consta que los testigos oídos fueron juramentados, lo que 
hace nula la sentencia porque no se basa en otra prueba que 
la testimonial; y viola, además el inciso a) del artículo 79 
de la misma ley, ya que se oyó como testigo a Pipí Obregón, 
cuñado de Ruiz Monteagudo, por lo que su testimonio era 
irrecibible; pero, 

Considerando que del examen de la sentencia impugna-
da y de los documentos a que ella se refiere, resulta, que los 
recurrentes no propusieron al Tribunal a quo los medios de-
ducidos de la violación de los supradichos artículos de la Ley 
de Registro de Tierras; que la nulidad que pueda derivarse 
de irregularidades de esa naturaleza, cometidas en el curso 
de un informativo, no es de orden público, y queda cubierta 
cuando la parte interesada no hace las observaciones o las 
tachas que considere pertinentes; que, por otra parte, ante 

la 
Suprema Corte de Justicia, en funciones de Corte de Ca-

sación no se puede hacer valer ningún medio que no haya 
sido anteriormente propuesto por la parte que lo invoca, al 
tribunal del cual proviene la sentencia impugnada, a menos 
que se imponga su examen de oficio en un interés de orden 
público, lo que no ocurre en este caso; que, por consiguiente, 
tales medios de casación deben ser desestimados; 

Considerando que en el desenvolvimiento del sexto y úl-
timo medio, los recurrentes alegan que el Tribunal a quo 
"ha ponderado únicamente los testimonios de las personas 
oídas, en interés de favorecer al comprador y no ha dicho 
nada sobre las otras declaraciones que sería importante 
examinar; que si hubieran dicho que los demás testigos eran 
falsos o mentirosos, fuera cubierto el defecto" ... que los 
testigos dijeron que nunca Ruiz Monteagudo había com-
prado, que había ocupado, pero no en vida de José María 
Ruiz; que también los hechos de la causa fueron desnatura-
lizados, pretendiendo "deducir de los hechos, cuestiones muy 
diferentes de las que resultan del sano examen de los sucesos 
del lugar; con base en ello se ha repetido que Josefina Llu-
beres se limitó a decir que deseaba se le mostrara la prueba 
de que había comprado,... de lo que se ve a juicio del Tri-
bunal, que ella confirma o que no niega la venta, mientras 
que su abogado pide que se declare sin lugar la venta, por no 
haber escrito, por no haber prueba alguna, por en fin su 
esposo no haber vendido. . ."; que cuando los testimonios 
son examinados a medias, cuando no se dicen razones para 
preferir unos y dividir otros, aprovechan partes y desechan 
la verdad, no se puede determinar si la ley ha sido bien apli-
cada, y la sentencia es sujeta a casación, al igual que cuando 
se han desnaturalizado los hechos y se ha partido de hechos 
falsos para deducir razonamientos equívocos; pero, 

Considerando que los jueces del fondo tienen un poder 
soberano para apreciar el valor del testimonio en justicia, y 
pueden, por tanto, en caso de desacuerdo de los testigos, aco-
ger las deposiciones que aprecien como sinceras, sin nece- 
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la que dice la ley, otorgada por una persona que no figuraba 
en el certificado de título correspondiente; pero, 

Considerando que el examen de la decisión impugnada 
pone de manifiesto, que en el caso ocurrente el tribunal a quo no aplicó los textos legales cuya violación alegan los re-
currentes; que, por otra parte esas disposiciones carecen de 
aplicación en la especie, en que se trata de una litis sobre 
derechos registrados, puesto que el primero de dichos ar-
tículos se refiere a las declaraciones o ratificaciones de ven-
tas verbales hechas por los mismos vendedores durante el 
proceso de saneamiento; y, los otros dos artículos se refiere.- 
a la forma como deben ser redactados y a los requisitos a 
que se encuentran sometidos los actos traslativos de dere-
chos registrados, que se presenten al Registrador de Títulos 
para obtener la transferencia correspondiente; que, en con-
secuencia, estos medios carecen de 'fundamento y deben ser 
desestimados; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los medios 
tercero y quinto que se examinan juntos, los recurrentes 
alegan que la sentencia impugnada viola el artículo 78 de la 
Ley de Registro de Tierras, porque en las notas de audiencia 
no consta que los testigos oídos fueron juramentados, lo que 
hace nula la sentencia porque no se basa en otra prueba que 
la testimonial; y viola, además el inciso a) del artículo 79 
de la misma ley, ya que se oyó como testigo a Pipí Obregón, 
cuñado de Ruiz Monteagudo, por lo que su testimonio era 
irrecibible; pero, 

Considerando que del examen de la sentencia impugna-
da y de los documentos a que ella se refiere, resulta, que los 
recurrentes no propusieron al Tribunal a quo los medios de-
ducidos de la violación de los supradichos artículos de la Ley 
de Registro de Tierras; que la nulidad que pueda derivarse 
de irregularidades de esa naturaleza, cometidas en el curso 
de un informativo, no es de orden público, y queda cubierta 
cuando la parte interesada no hace las observaciones o las 
tachas que considere pertinentes; que, por otra parte, ante 
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la Suprema Corte de Justicia, en funciones de Corte de Ca-
sación no se puede hacer valer ningún medio que no haya 
sido anteriormente propuesto por la parte que lo invoca, al 
tribunal del cual proviene la sentencia impugnada, a menos 
que se imponga su examen de oficio en un interés de orden 
público, lo que no ocurre en este caso; que, por consiguiente, 
tales medios de casación deben ser desestimados; 

Considerando que en el desenvolvimiento del sexto y úl-
timo medio, los recurrentes alegan que el Tribunal a quo 
"ha ponderado únicamente los testimonios de las personas 
oídas, en interés de favorecer al comprador y no ha dicho 
nada sobre las otras declaraciones que sería importante 
examinar; que si hubieran dicho que los demás testigos eran 
falsos o mentirosos, fuera cubierto el defecto" ... que los 
testigos dijeron que nunca Ruiz Monteagudo había com-
prado, que había ocupado, pero no en vida de José María 
Ruiz; que también los hechos de la causa fueron desnatura-
lizados, pretendiendo "deducir de los hechos, cuestiones muy 
diferentes de las que resultan del sano examen de los sucesos 
del lugar; con base en ello se ha repetido que Josefina Llu-
beres se limitó a decir que deseaba se le mostrara la prueba 
de que había comprado, ... de lo que se ve a juicio del Tri-
bunal, que ella confirma o que no niega la venta, mientras 
que su abogado pide que se declare sin lugar la venta, por no 
haber escrito, por no haber prueba alguna, por en fin su 
esposo no haber vendido. . ."; que cuando los testimonios 
son examinados a medias, cuando no se dicen razones para 
preferir unos y dividir otros, aprovechan partes y desechan 
la verdad, no se puede determinar si la ley ha sido bien apli-
cada, y la sentencia es sujeta a casación, al igttal que cuando 
se han desnaturalizado los hechos y se ha partido de hechos 
falsos para deducir razonamientos equívocos; pero, 

Considerando que los jueces del fondo tienen un poder 
soberano para apreciar el valor del testimonio en justicia, y 
pueden, por tanto, en caso de desacuerdo de los testigos, aco-
ger las deposiciones que aprecien como sinceras, sin nece- 
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sidad de motivar de una manera .  especial o expresa, por qué 
no se acoge cada una de las declaraciones que se hayan pr o. 
ducido en sentido contrario; que, además, contrariament e  a 
lo que se alega en este medio, la sentencia impugnada copia 
textualmente la declaración del testigo Elpidio Antonio Mota 
y las de los demás testigos que depusieron en la audiencia 
celebrada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Origin al 
en fecha doce de julio de mil novecientos cincuenticinco, y 
después de ponderarlos infiere el Tribunal a quo, sin desna-
turalizar esos testimonios, que por su conjunto se establece 
que José María Ruiz vendió la porción de terreno antes ci-
tada, y sus mejoras, a Luis Ruiz Monteagudo, causante de la 
recurrida Victoria Chottin de Castellanos; que también fi-
gura copiada en la sentencia impugnada la declaración de 
Josefina Lluberes, en la misma audiencia de jurisdicción 
original, afirmando "que no acusaba a Luis Ruiz Monteagu-
do de no haber comprado, pero que si aparecen documentos 
de esa venta tienen que ser legalizados"; agregando su abo-
gado en esa audiencia, "que en ningún momento la señora 
Lluberes ha hecho oposición, sino que simplemente que co-
mo ella representa bienes de menores, desea ver el docu-
mento de venta. Así es que deseamos muy respetuosamente, 
la presentación de testigos y vecinos del lugar. . . para que 
informen al respecto"; que, en consecuencia, el Tribunal a 
quo no pudo haber desnaturalizado los hechos de la causa, 
como alega el recurrente, por haber expuesto en la sentencia 
impugnada, que Josefina Lluberes se limitó a decir que de-
seaba se le mostrara la prueba de la compra alegada por 
Ruiz Monteagudo, ya que esa afirmación expresa fielmente 
lo ocurrido en la audiencia antes mencionada, hasta el mo-
mento en que terminada la información testimonial realiza 
da a solicitud de su abogado, éste propuso la inadmisibilidad 
de la prueba por testigos porque la venta alegada por Luis 
Ruiz Monteagudo, sobrepasaba el límite previsto por el ar-
tículo 1341 del Código Civil; 

Considerando que, por consiguiente, este último medio 
carece de fundamento, y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Rufina Josefina Lluberes de Castro 
y Victoriano Castro, contra la decisión N° 28 dictada por el 
Tribunal Superior de Tierras en fecha veintidós de marzo de 
mil novecientos sesenta, en relación con la parcela N° 124 del 

Distrito Catastral 1\1 0  6 del Distrito Nacional, cuyo disposi-
tivo ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y 
segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón 
T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Ernesto Curiel 

hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 'fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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turalizar esos testimonios, que por su conjunto se establece 
que José María Ruiz vendió la porción de terreno antes ci-
tada, y sus mejoras, a Luis Ruiz Monteagudo, causante de la 
recurrida Victoria Chottin de Castellanos; que también fi-
gura copiada en la sentencia impugnada la declaración de 
Josefina Lluberes, en la misma audiencia de jurisdicción 
original, afirmando "que no acusaba a Luis Ruiz Monteagu-
do de no haber comprado, pero que si aparecen documentos 
de esa venta tienen que ser legalizados"; agregando su abo-
gado en esa audiencia, "que en ningún momento la señora 
Lluberes ha hecho oposición, sino que simplemente que co-
mo ella representa bienes de menores, desea ver el docu-
mento de venta. Así es que deseamos muy respetuosamente, 
la presentación de testigos y vecinos del lugar. . . para que 
informen al respecto"; que, en consecuencia, el Tribunal a 
quo no pudo haber desnaturalizado los hechos de la causa, 
como alega el recurrente, por haber expuesto en la sentencia 
impugnada, que Josefina Lluberes se limitó a decir que de-
seaba se le mostrara la prueba de la compra alegada por 
Ruiz Monteagudo, ya que esa afirmación expresa fielmente 
lo ocurrido en la audiencia antes mencionada, hasta el mo-
mento en que terminada la información testimonial realiza 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Rufina Josefina Lluberes de Castro 
y Victoriano Castro, contra la decisión N" 28 dictada por el 
Tribunal Superior de Tierras en fecha veintidós de marzo de 

mil n
ovecientos sesenta, en relación con la parcela N" 124 del 

Distrito Catastral N° 6 del Distrito Nacional, cuyo disposi-
tivo ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y 
sgundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas. e  

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón 
T. Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Ernesto Curiel 

hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 'fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 24 
de mayo de 1960. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Lorenzo de la Cruz. 
Abogado: Dr. Luis Mercedes Moreno. 

Recurrido: José Dolores 011er. 

Abogado: Lie. Ercilio de Castro García. 

Dios, Patria, y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L. y Olegario Helena Guzmán, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito. Nacional, hoy día 
ocho del mes de febrero de mil novecientos sesentiuno, años 
117' de la Independencia, 98' de la Restauración y 31' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lorenzo 
de la Cruz, mayor de edad, dominicano, casado, comerciante, 
cédula 7898, serie 25, sello 11283, domiciliado en El Seibo, 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras del vein-
tucuatro de mayo del mil novecientos sesenta, cuyo disposi-
tivo se copia a continuación: "FALLA: Se rechaza la apela-
lación interpuesta por el señor Eustacio Ramos, en fecha 
22 de octubre de 1959, contra la decisión N° 1 dictada por 
el Tribunal de Tierras de jurisdicción original en fecha 19 de 
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octubre de 1959, relativa a la Porción B de la Parcela NQ 23 
del Distrito Catastral N° 4 del Municipio de El Seibo, y con-
secuentemente, se confirma en todas sus partes la decisión 
impugnada, cuyo dispositivo dice así: 'PRIMERO: Que debe 
rechazar y rechaza, por improcedente y mal fundada la re-
clamación del señor Eustacio Ramos. SEGUNDO: Se da 
acta del desistimiento que hizo el señor Domingo Villa de 
su reclamación de esta porción. TERCERO: Se da acta al 
señor José Dolores 011er, para los 'fines que procedan, de 
su demanda en garantía intentada contra el señor Pedro 
Nieves. CUARTO: Que debe ordenar y ordena, el registro 
del derecho de propiedad de la Porción "B" de la Parcela 

N9  23 del Distrito Catastral N° 4 del Municipio de El Seibo, 
con un área de 48 Has., 49 As., 37 Cas., y sus mejoras, en 
favor del señor José Dolores 011er, dominicano, mayor de 
edad, casado, comerciante, portador de la Cédula Personal 
de Identidad N° 7898, serie 25, domiciliado y residente en la 
"Avenida Asomante" N° 27 de la ciudad de El Seibo"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Juan de Jesús Bueno Lora, cédula 3703, se-

rie 44, sello 74841, en representación del Dr. Luis Mercedes 
Moreno, cédula 1423, serie 1, sello 74965, abogado del re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Ercilio de Castro García, cédula 4201, serie 
25, sello 61659, abogado del recurrido José Dolores 011er, 
dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, domicilia-
do y residente en la ciudad de El Seibo, cédula 7898, serie 
25, sello 11283, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
ticinco de julio de mil novecientos sesenta, suscrito por el 
abogado del recurrente, en el cual se invocan los medios que 
más adelante se indican; 

Visto el memo' lal de defensa de fecha tres de septiem-
bre de mil novecientos sesenta, suscrito por el abogado del 
recurrido; 
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DE 1%1 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 24 
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el Tribunal de Tierras de jurisdicción original en fecha 19 de 

BOLETÍN JUDICIAL 
	 179 

octubre de 1959, relativa a la Porción B de la Parcela N 9  23 

del Distrito Catastral N9  4 del Municipio de El Seibo, y con-
secuentemente, se confirma en todas sus partes la decisión 
impugnada, cuyo dispositivo dice así: 'PRIMERO: Que debe 
rechazar y rechaza, por improcedente y mal fundada la re-
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acta del desistimiento que hizo el señor Domingo Villa de 
su reclamación de esta porción. TERCERO: Se da acta al 
señor José Dolores 011er, para los 'fines que procedan, de 
su demanda en garantía intentada contra el señor Pedro 
Nieves. CUARTO: Que debe ordenar y ordena, el registro 
del derecho de propiedad de la Porción "B" de la Parcela 
N° 23 del Distrito Catastral N9  4 del Municipio de El Seibo, 
con un área de 48 Has., 49 As., 37 Cas., y sus mejoras, en 
favor del señor José Dolores 011er, dominicano, mayor de 
edad, casado, comerciante, portador de la Cédula Personal 
de Identidad N° 7898, serie 25, domiciliado y residente en la 
"Avenida Asomante" N° 27 de la ciudad de El Seibo"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Juan de Jesús Bueno Lora, cédula 3703, se-

rie 44, sello 74841, en representación del Dr. Luis Mercedes 
Moreno, cédula 1423, serie 1, sello 74965, abogado del re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Ercilio de Castro García, cédula 4201, serie 
25, sello 61659, abogado del recurrido José Dolores 011er, 
dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, domicilia-
do y residente en la ciudad de El Seibo, cédula 7898, serie 
25, sello 11283, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
ticinco de julio de mil novecientos sesenta, suscrito por el 
abogado del recurrente, en el cual se invocan los medios que 
más adelante se indican; . 

Visto el memo]. jai de defensa de fecha tres de septiem-
bre de mil novecientos sesenta, suscrito por el abogado del 
recurrido; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 133 de la Ley de Registro de 
Tierras; y 1, 4 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de C a-sación; 

Considerando que el recurrido sostiene en su memorial 
de defensa que el recurso de casación debe ser declarado 
inadmisible en razón de que el recurrente, Lorenzo de la 
Cruz, en ningún momento fué parte en el proceso de sanea, 
miento que culminó con la sentencia ahora impugnada; 

Considerando que las personas calificadas para inter-
poner el recurso de casación son las que han sido partes en 
la instancia que culmina con la sentencia impugnada; que 
esta condición resulta explícitamente de los términos del 
artículo 4 de la Ley sobre Procedimiento de Casación según 
el cual, sólo pueden pedir la casación las partes interesadas 
que hubieren figurado en el juicio; que, dicha condición, es 
tá establecida por el artículo 133 de la Ley de Registro de 
Tierras, según cuyas disposiciones, "pueden recurrir en ca-
sación, en materia civil, las partes interesadas que hubieren 
figurado verbalmente o por escrito en el procedimiento segui-
do por ante el tribunal que dictó la sentencia impugnada"; 

Considerando que el recurso de casación que es objeto 
de esta sentencia fué interpuesto por Lorenzo de la Cruz; que • 
el examen del fallo impugnado pone de manifiesto que dicho 
recurrente no figuró como parte ante los jueces del fondo, 
sino Eustacio Ramos, cuyo recurso de apelación fué recha-
zado por la decisión ahora impugnada, la cual confirmó el 
fallo apelado; que, en tal virtud, Lorenzo de la Cruz no • 
tiene calidad para recurrir en casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Lorenzo de la Cruz, con-
tra la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, 
en fecha veinticuatro de mayo del mil novecientos sesentá; 
en relación con la Porción B de la Parcela N° 23 del Distrito 
Catastral N° 4 d'el Municipio de El Seibo, cuyo dispositivo 
se copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con- 

ena al recurrente al pago de las costas, cuya distracción se 
ordena en provecho del Lic. Ercilio de Castro García, abo-
gado de la parte recurrida, quien afirma haberlas avanzado 

en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 

Olegario Helena Guzmán.— Ernesto Curiel hijo, Se- 

cretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 'fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 133 de la Ley de Registro de 
Tierras; y 1, 4 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca.. 
ración; 

Considerando que el recurrido sostiene en su memo 
de defensa que el recurso de casación debe ser declarad 
inadmisible en razón de que el recurrente, Lorenzo de 
Cruz, en ningún momento fué parte en el proceso de san 
miento que culminó con la sentencia ahora impugnada; 

Considerando que las personas calificadas para inter-
poner el recurso de casación son las que han sido partes en 
la instancia que culmina con la sentencia impugnada; que 
esta condición resulta explícitamente de los términos del 
artículo 4 de la Ley sobre Procedimiento de Casación según 
el cual, sólo pueden pedir la casación las partes interesadas 
que hubieren figurado en el juicio; que, dicha condición, es= 
tá establecida por el artículo 133 de la Ley de Registro de 
Tierras, según cuyas disposiciones, "pueden recurrir en ca-
sación, en materia civil, las partes interesadas que hubieren 
figurado verbalmente o por escrito en el procedimiento segui-
do por ante el tribunal que dictó la sentencia impugnada"; 

Considerando que el recurso de casación que es objeto 
de esta sentencia fué interpuesto por Lorenzo de la Cruz; que • 
el examen del fallo impugnado pone de manifiesto que dicho 
recurrente no figuró como parte ante los jueces del fondo, 
sino Eustacio Ramos, cuyo recurso de apelación fué recha-
zado por la decisión ahora impugnada, la cual confirmó el 
fallo apelado; que, en tal virtud, Lorenzo de la Cruz no • 
tiene calidad para recurrir en casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Lorenzo de la Cruz, con-
tra la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, 
en fecha veinticuatro de mayo ,del mil novecientos sesenta; 
en relación con la Porción B de la Parcela N° 23 del Distrito 
Catastral N" 4 del Municipio de El Seibo, cuyo dispositivo 
se copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con- 
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na al recurrente al pago de las costas, cuya distracción se 

o
rdena en provecho del Lic. Ercilio de Castro García, abo-

gado de la parte recurrida, quien afirma haberlas avanzado 

en su totalidad. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 

Juan 
A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 

Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Ernesto Curiel hijo, Se- 

cretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue* 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, d 
fecha 7 de septiembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Aurora Ruiz de Camarena y 
Seguros "La Comercial", C. por A 

Abogados: Dr. Rafael Duarte Pepín y Lic. 
Rocha. 

Intervinlente: Dolores Lithgow o Mercado. 
Abogados: Lic. Francisco A. Hernández y Dr. Gastón Barry F. . 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupan', licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día ocho de febrero de mil novecientos 
sesenta y uno, años 117' de la Independencia 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aurora Ruiz 
de Camarena, dominicana, mayor de edad, casada, ,  domici- 
liada y residente en esta ciudad, calle Padre Billini, casa \ 
N9 106, cédula 157, serie 10, cuyo sello de renovación no 
consta en el expediente, y por la Compañía General de Se- 
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ros "La Comercial", con su asiento social en esta misma 
udad, contra sentencia dictada por la Corte de Apelación 
e Ciudad Trujillo, en sus atribuciones correccionales, en 
echa siete de septiembre de mil novecientos sesenta, cuyo 

djspositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: 
Admite en la forma, las presentes apelaciones; SEGUNDO: 
pronuncia el defecto contra la persona puesta en causa co-
mo civilmente responsable Aurora Ruiz de Camarena, pov 
no haber comparecido a esta audiencia ni haberse hecho re-
presentar por ministerio de abogado, no obstante haber sido 
legalmente citada; TERCERO: Modifica en cuanto a las 
condenaciones impuestas, la sentencia apelada, dictada en 
atribuciones correccionales por la Primera Cámara de lo 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal en fecha primero del mes de junio del año 1960, que con-
denó al prevenido Fabio Enrique Laranctient hijo, por el 
delito de violación a la Ley número 2022 golpes involunta-
rios causados con el manejo de vehículos de motor que curan 
después de veinte días en perjuicio de Dolores Lithgow y an-
tes tes de diez en perjuicio de Porfirio Hernández Valdez, a seis 
meses de prisión correccional y al pago de una multa de cien 
pesos oro dominicanos (RD$100.00) y la cancelación de su 
licencia para manejar vehículos de motor por un período de 
seis meses; pronunció el defecto contra la persona civilmen-
te responsable Aurora Ruiz de Camarena y condenó a ésta 
al pago de una indemnización de trescientos pesos oro domi-
nicanos en favor de la parte civil constituida Dolores Lith-
gow, más el interés legal, a partir de la demanda; oponible a 
la Compañía General de Seguros "La Comercial, C. por A.", 
y condenó al prevenido al pago de las costas penales y civiles, 
con distracción de estas últimas, en favor de los Dres. Fran-
cisco Hernández F., y Gastón Barry F., quienes afirman ha-
2rlas avanzado en su mayor parte; y, en consecuencia, con-
dena al prevenido Fabio Enrique Larancuent hijo a tres me-
ses de prisión correccional ,y al pago de una multa de cin-
cuenta pesos oro dominicanos (RD$50.00), estimando que 
también contribuyó al accidente faltas imputables a las víc- 

la Compañía. General de 

Joaquín Ramírez de •la 
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DE 1881 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
fecha 7 de septiembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Abogados: Dr. Rafael Duarte Pepin y Lic 

Recurrentes: Aurora Ruiz de Camarena y 

Rocha. 

Seguros "La Comercial", C. por A 

. Joaquín Ramírez de la 

la Compañía General de 

Interviniente: Dolores Lithgow o Mercado. 
Abogados: 

Lic. Francisco A. Hernández y Dr. Gastón Barry F. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día ocho de febrero de mil novecientos 
sesenta y uno, años 117' de la Independencia 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aurora Ruiz 
de Camarena, dominicana, mayor de edad, casada, ,  domicl, 
liada y residente en esta ciudad, calle Padre Billini, casa \ 1\19 

 106, cédula 157, serie 10, cuyo sello de renovación no 
consta en el expediente, y por la Compañía General de Se- 
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s "La Comercial", con su asiento social en esta misma 
udad, contra sentencia dictada por la Corte de Apelación 
e Ciudad 'Trujillo, en sus atribuciones correccionales, en 
echa sieté de septiembre de mil novecientos sesenta, cuyo 

aspositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: 
Admite en la forma, las presentes apelaciones; SEGUNDO: 
pronuncia el defecto contra la persona puesta en causa co-
no civilmente responsable Aurora Ruiz de Camarena, poy 
no haber comparecido a esta audiencia ni haberse hecho re-
presentar por ministerio de abogado, no obstante haber sido 
legalmente citada; TERCERO: Modifica en cuanto a las 
condenaciones impuestas, la sentencia apelada, dictada en 
atribuciones correccionales por la Primera Cámara de lo 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal en fecha primero del mes de junio del año 1960, que con-
denó al prevenido Fabio Enrique Laranchent hijo, por el 
delito de violación a la Ley número 2022 golpes involunta-
rios causados con el manejo de vehículos de motor que curan 
después de veinte días en perjuicio de Dolores Lithgow y an-

tes tes de diez en perjuicio de Porfirio Hernández Valdez, a seis 
meses de prisión correccional y al pago de una multa de cien 
pesos oro dominicanos (RD$100.00) y la cancelación de su 
licencia para manejar vehículos de motor por un período de 
seis meses; pronunció el defecto contra la persona civilmen-
te responsable Aurora Ruiz de Camarena y condenó a ésta 
al pago de una indemnización de trescientos pesos oro domi-
nicanos en favor de la parte civil constituida. Dolores Lith-
gow, más el interés legal, a partir de la demanda; oponible a 
la Compañía General de Seguros "La Comercial, C. por A.", 
y condenó al prevenido al pago de las costas penales y civiles, 
con distracción de estas últimas, en favor de los Dres. Fran-
cisco Hernández F., y Gastón Barry F., quiénes afirman ha-
2rlas avanzado en su mayor parte; y, en consecuencia, con-
dena al prevenido Fabio Enrique Larancuent hijo a tres me-
ses de prisión correccional ,y al pago de una multa de cin-
cuenta pesos oro dominicanos (RD$50.00), estimando que 
también contribuyó al accidente faltas imputables a las víc- 
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timas del mismo; y ordena la cancelación de la licencia pa
ra  manejar vehículos de motor expedida a favor del prevenido 

por un período de tres meses, a partir de la extinción de la 
pena impuesta; CUARTO: Modifica la sentencia apelada en 
cuanto al monto de la indemnización, y en consecuencia, 
condena a la persona civilmente responsable Aurora Ruiz 
de Camarera al pago de una indemnización de doscientos pe- 
sos oro dominicanos, en favor de la parte civil constituida 
Dolores Lithgow, como justa reparación por los daños mora- 
les y materiales sufridos, a consecuencia del hecho delictuo- 
so cometido por el prevenido Fabio Enrique Larancuent hi- 
jo; QUINTO: Condena al prevenido Fabio Enrique Laran- 
cuent hijo al pago de las costas penales; SEXTO: Condena 
a la persona civilmente responsable Aurora Ruiz de Cama- 
rena, al pago de las costas civiles de ambas instancias, con 
distracción de lag mismas en provecho de los abogados Lic. 
Francisco A. Hernández J., y Dr. Gastón Barry Fortun, quie- 
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Rafael Duarte Pepín, cédula 24776, serie 

31, sello 75120, por sí y por el Lic. Joaquín Ramírez de la 
Rocha, cédula 40345, serie 11, sello 1166, abogados consti-
tuidos por los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Francisco A. Hernández, cédula 625, serie 
1', sello 74286, por sí y por el Dr. Gastón Barry F., cédula 
959, serie 26, sello 74749, abogados constituidos por la parte 
civil interviniente, Dolores Lithgow o Mercado, dominicana, 
mayor de edad, soltera, domiciliada y residente en esta ciu-
dad, calle Filantrópica N° 5, cédula 84682, serie 11, sello 
2369745, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en fecha 
dieciocho de octubre de mil novecientos sesenta, en la Se-
cretaría   de la Corte a qua, a requerimiento del Dr. Joaquín 
Ramírez de la Rocha, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha nueve de di-
c iembré de mil novecientos sesenta, suscrito por los aboga-
dos de los recurrentes, en el cual se invocan los siguientes 
medios: 'PRIMER MEDIO: Falta de base legal"; "SEGUNDO 
MEDIO: Violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil, por motivos inoperantes o insuficientes"; "TER-
CER MEDIO: Violación del artículo 130 del Código de Pro- 

cedimientov  ist  oel  ese 
ito de intervención de fecha nueve de di-

ciembre de mil novecientos sesenta, suscrito por los aboga-
dos de la interviniente, así como su escrito de ampliación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 185, 186 y 208 del Código de 
Procedimiento Criminal; y 1, 30 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que las sentencias dictadas en defecto pro-
nunciadas en últimas instancia no pueden ser impugnadas en 
casación mientras esté abierto el plazo de la oposición, ni 
aún por aquellas partes respecto de quienes la sentencia es 
contradictoria; que, en tal virtud, y por aplicación del ar-
tículo 30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, el plazo 
de la casación en esos casos, comenzará a correr, respecto 
de todas las partes en causa, a partir del vencimiento del pla-
zo de la oposición, y de ser intentado este recurso, a partir 
del día en que intervenga sentencia sobre la oposición; 

Considerando que el examen de la sentericia impugnada 
pone de manifiesto que la misma fué dictada en defecto con-
tra Aurora Ruiz de Camarena, persona puesta en causa como 
civilmente responsable y contradictoriamente contra la Com-
pañía General de Seguros "La Comercial, C. por A."; que no 
habiendo constancia en el expediente de que dicha sentencia 
pera notificada a la persona civilmente responsable, el pla-

no de la oposición señalado por el artículo 186 del Código de 
Procedimiento Criminal le está abierto, por lo cual no ha 
podido comenzar a correr el plazo de la casación para ningu-
na de las partes; que, en tales condiciones, los presentes re- 
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timas del mismo; y ordena la cancelación de la licencia pa
ra  manejar vehículos de motor expedida a favor del prevenido 

por un período de tres meses, a partir de la extincióri de la pena impuesta; CUARTO: Modifica la sentencia apelada en 
cuanto al monto de la indemnización, y en consecuencia, 
condena a la persona civilmente responsable Aurora Rui

z  de Camaúera al pago de una indemnización de doscientos pe-
sos oro dominicanos, en favor de la parte civil constituida 
Dolores Lithgow, como justa reparación por los daños mora-
les y materiales sufridos, a consecuencia del hecho delictuo-
so cometido por el prevenido Fabio Enrique Larancuent hi-
jo; QUINTO: Condena al prevenido Fabio Enrique Laran-
cuent hijo al pago de las costas penáles; SEXTO: Condena 
a la persona civilmente responsable Aurora Ruiz de Cama-
rena, al pago de las costas civiles de ambas instancias, con 
distracción de las' mismas en provecho de los abogados Lic. 
Francisco A. Hernández J., y Dr. Gastón Barry Fortun, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Rafael Duarte Pepín, cédula 24776, serie 

31, sello 75120, por sí y por el Lic. Joaquín Ramírez de la 
• Rocha, cédula 40345, serie 1a, sello 1166, abogados consti-
tuidos por los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Francisco A. Hernández, cédula 625, serie 
14, sello 74286, por sí y por el Dr. Gastón Barry F., cédula 
959, serie 26, sello 74749, abogados constituidos por la parte 
civil interviniente, Dolores Lithgow o Mercado, dominicana, 
mayor de edad, soltera, domiciliada y residente en esta ciu-
dad, calle Filantrópica N9  5, cédula 84682, serie la , sello 2369745, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en fecha  
dieciocho de octubre de mil novecientos sesenta, en la Se-
cretaría de la Corte a qua, a requerimiento del Dr. Joaquín 
Ramírez de la Rocha, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha nueve de di-

c iembré de mil novecientos sesenta, suscrito por los aboga-
dos de los recurrentes, en el cual se invocan los siguientes 

medios: 'PRIMER MEDIO: Falta de base legal"; "SEGUNDO 
iyIEDIO: Violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil, por motivos inoperantes o insuficientes"; "TER-
CER MEDIO: Violación del artículo 130 del Código de Pro-

cedimiento Civil"; 
Visto el escrito de intervención de fecha nueve de di-

ciembre de mil novecientos sesenta, suscrito por los aboga-
dos de la interviniente, así como su escrito de ampliación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 185, 186 y 208 del Código de 
Procedimiento Criminal; y 1, 30 y 65 de ia Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que las sentencias dictadas en defecto pro-
nunciadas en últimas instancia no pueden ser impugnadas en 
casación mientras esté abierto el plazo de la oposición, ni 
aún por aquellas partes respecto de quienes la sentencia es 
contradictoria; que, en tal virtud, y por aplicación del ar-
tículo 30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, el plazo 
de la casación en esos casos, comenzará a correr, respecto 
de todas las partes en causa, a partir del vencimiento del pla-
zo de la oposición, y de ser intentado este recurso, a partir 
del día en que intervenga sentencia sobre la oposición;  

— 
Considerando que el examen de la sentencia impugnada 

pone de manifiesto que la misma fué dictada en defecto con-
tra Aurora Ruiz de Camarena, persona puesta en causa como 
civilmente responsable y contradictoriamente contra la Com-
pañía General de Seguros "La Comercial, C. por A."; que no 
habiendo constancia en el expediente de que dicha sentencia 

ra notificada a la persona civilmente responsable, el pla-
zo la oposición señalado por el artículo 186 del Código de 
Procedimiento Criminal le está abierto, por lo cual no ha 
podido comenzar a correr el plazo de la casación para ningu- 
na de las part-es; que, eri tales condiciones, los presentes re- I 
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cursos de casación deben ser declarados inadmisibles, p
or  prematuros; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Dolores Lithgow o Mercado, parte civil constituida; Seg un-
do: Declara inadmisibles los recursos de casación interpues-
tos por Aurora Ruiz de Camarena y la Compañía General de 
Seguros "La Comercial, C. por A.", contra sentencia pro-
nunciada por la Corte de Apelación de 'Ciudad Trujillo, en 
sus atribuciones correccionales, el día siete de septiembre de 
mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otra 
parte del presente fallo; Tercero: Condena a la recurrente 
Aurora Ruiz de Camarena al pago de las costas, conforme al 
pedimento de la parte civil interviniente, Dolores Lithgow 
o Mercado, ordenando su distracción en provecho del doctor 
Gastón Barry Fortun y del licenciado Francisco A. Hernán-
dez J., abogados de la misma parte civil, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, la que 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DE 1961 

tenia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fe-
cha 19 de septiembre de 1960. 

materia: Penal. 

gecurrente: Antonio Villanueva. 
Abogado: Dr. Manuel Eduardo González. 

prevenido Juan Cuevas. 
Abogado: Dra. Binelli Ramírez Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día ocho del mes de 'febrero, del año mil 
novecientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 
98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio 
Villanueva, dominicano, mayor de edad, agricultor, domici-
liado y residente en la casa N9 30 de la calle Duarte, de la 

,,ludad de Barahona, cédula 11630, serie 18, sello 1454771, 
contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, en fecha diecinueve de septiembre de mil nove-
cientos sesenta, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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cursos de casación deben ser declarados inadmisibles, 
po  prematuros; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Dolores Lithgow o Mercado, parte civil constituida; 	- do: Declara inadmisibles los recursos de casación 

interpues-tos 
por Aurora Ruiz de Camarena y la Compañía General de 

Seguros "La Comercial, C. por A.", contra sentencia 
 nunciada por la Corte de Apelación de 'Ciudad Tru Aro-  

sus 	en sus 
atribuciones correccionales, el día siete de septiembre de 

mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otra 
parte del presente fallo; Tercero: Condena a la recurrente 
Aurora Ruiz de Camarena al pago de las costas, conforme al 
pedimento de la parte civil .interviniente, Dolores Lithgow 
o Mercado, ordenando su distracción en provecho del doctor 
Gastón Barry Fortun y del licenciado Francisco A. Hernán-
dez J., abogados de la misma parte civil, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán— Alfredo Conde Pausas.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, la que 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DE 1961 

tenia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fe-
cha 19 de septiembre de 1960. 

terca: Penal. 

Recurrente: Antonio Villanueva. 

Abogado: Dr. Manuel Eduardo González. 

prevenido Juan Cuevas. 
Abogado: Dra. Binelli Ramírez Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés iChupani, licen-
ciados Blrón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día ocho del mes de 'febrero, del año mil 
novecientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 
98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio 
Villanueva, dominicano, mayor de edad, agricultor, domici-
liado y residente en la casa N9 30 de la calle Duarte, de la 

udad de Barahona, cédula 11630, serie 18, sello 1454771, 
contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, en fecha diecinueve de septiembre de mil nove-
cientos sesenta, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. José A. Silié Gatón, cédula 36281, serie 1. 
sello 10066, en representación del Dr. Manuel Eduardo Co

n. 
zález Féliz, cédula 12217, serie 18, sello 63208, abogado del 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a qua, en fecha trece del mes de octubre 
del año mil novecientos sesenta, a requerimiento del recu- 
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

Visto el memorial de casación, de fecha dieciséis de di-
ciembre de mil novecientos sesenta, suscrito por el Dr. Ma- 
nuel Eduardo González Féliz, en el cual se alegan los medios 
que más adelante se enuncian; 

Visto el escrito de fecha veintinueve de noviembre de 
mil novecientos sesenta, suscrito por la Dra. Binelli Ramírez 
Pérez, abogado, cédula 10095, serie 18, sello 70546, en nom-
bre y representación del prevenido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil; 1° de la Ley N° 43, del año 1930; 1382 del Có- 
digo Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que, en fecha 
veintinueve de febrero de mil novecientos sesenta, Aquiles 
Féliz presentó querella contra Juan Cuevas, por violación de 
propiedad y tumba de árboles frutales; b) que en fecha cua-
tro del mes de mayo de mil novecientos sesenta, el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, re-
gularmente apoderado del hecho, lo decidió por la sentencia 
cuyo dispositivo figura inserto en el de la ahora impugnada ;\ 

Considerando que sobre la apelación interpuesta por la 
parte civil, intervino el fallo ahora impugnado en casación, 
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cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular y válido en la 'forma el presente recurso de apelación, 
interpuesto por la parte civil constituida, señor Antonio Vi-
llanueva, por haber sido interpuesto en tiempo hábil y de 
conformidad con los preceptos legales; SEGUNDO: Confir-
ma la sentencia apelada, dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Barahona, en fecha 4 de 
mayo de 1960, cuyo dispositivo es el siguiente: 'FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar y declara al nombrado Juan 
Cuevas, de generales anotadas, no culpable de los delitos de 
violación de propiedad y destrucción de árboles frutales, en 
perjuicio de Aquiles Féliz, y en consecuencia lo descarga por 
insuficiencia de pruebas; SEGUNDO: Se declaran de oficio 
las costas; TERCERO: Rechaza las pretensiones de la parte 
civil, por improcedentes y mal fundadas'; TERCERO: Con-
dena a la parte civil constituida, señor Antonio Villanueva, al 
pago de las costas civiles"; 

Considerando que en el memorial de casación se invo-
can los siguientes medios: "Primero: Violación al artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil, falta de motivos.—
Segundo: Violación del artículo 1' de la Ley N° 43, del año 
1930.— Tercero: Violación de las reglas establecidas en la 
excepción prejudicial de propiedad.— Cuarto: Violación del 
artículo 1382 del Código Civil"; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos pri-
meros medios, reunidos, el recurrente alega, que "para la 
Corte a qua justificar su sentencia confirmatoria debió hacer 
una exposición de motivos serios, claros, precisos, especiales 
y pertinentes; es decir, que estuvieran basados en documen-
tos jurídicamente aceptables, o si era suficiente, a su juicio, 
la prueba testimonial, ésta debía ser la obra de testigos idó-
neos e imparciales, para ser serios"; que los motivos del 'fallo 
impugnado "no explican la clase de documentos presentados 

si son el producto de decisiones del Tribunal de Tierras, 
venta notarial o bajo firma privada; ni son precisos, porque 
si se pesan los testimonios vertidos en audiencia, resulta 
constante el derecho de propiedad de las mejoras destruidas 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. José A. Silié Gatón, cédula 36281, serie 1 
sello 10066, en representación del Dr. Manuel Eduardo Gon- 
zález Féliz, cédula 12217, serie 18, sello 63208, abogado del 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a qua, en fecha trece del mes de octubre 
del año mil novecientos sesenta, a requerimiento del recu- 
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

Visto el memorial de casación, de fecha dieciséis de di-
ciembre de mil novecientos sesenta, suscrito por el Dr. Ma- 
nuel Eduardo González Féliz, en el cual se alegan los medios 
que más adelante se enuncian; 

Visto el escrito de fecha veintinueve de noviembre de 
mil novecientos sesenta, suscrito por la Dra. Binelli Ramírez 
Pérez, abogado, cédula 10095, serie 18, sello 70546, en nom-
bre y representación del prevenido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil; 19 de la Ley N9  43, del año 1930; 1382 del Có- 
digo Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que, en fecha 
veintinueve de febrero de mil novecientos sesenta, Aquiles 
Féliz presentó querella contra Juan Cuevas, por violación de 
propiedad y tumba de árboles frutales; b) que en fecha cua-
tro del mes de mayo de mil novecientos sesenta, el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, re-
gularmente apoderado del hecho, lo decidió por la senternia 
cuyo dispositivo figura inserto en el de la ahora impugnada ;\ 

Considerando que sobre la apelación interpuesta por la 
parte civil, intervino el fallo ahora impugnado en casación,  

yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular y válido en la 'forma el presente recurso de apelación, 
interpuesto por la parte civil constituida, señor Antonio Vi-
llanueva, por haber sido interpuesto en tiempo hábil y de 
conformidad con los preceptos legales; SEGUNDO: Confir-
ma la sentencia apelada, dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Barahona, en fecha 4 de 
mayo de 1960, cuyo dispositivo es el siguiente: 'FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar y declara al nombrado Juan 
Cuevas, de generales anotadas, no culpable de los delitos de 
violación de propiedad y destrucción de árboles frutales, en 
perjuicio de Aquiles Feliz, y en consecuencia lo descarga por 
insuficiencia de pruebas; SEGUNDO: Se declaran de oficio 

• las costas; TERCERO: Rechaza las pretensiones de la parte 
civil, por improcedentes y mal fundadas'; TERCERO: Con-
dena a la parte civil constituida, señor Antonio Villanueva, al 
pago de las costas civiles"; 

Considerando que en el memorial de casación se invo- -
can los siguientes medios: "Primero: Violación al artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil, falta de motivos.— 
Segundo: Violación del artículo 1 9  de la Ley N^ 43, del año 
1930.— Tercero: Violación de las reglas establecidas en la 
excepción prejudicial de propiedad.— Cuarto: Violación del 
artículo 1382 del Código Civil"; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos pri-
meros medios, reunidos, el recurrente alega, que "para la 

Corte a qua justificar su sentencia confirmatoria debió hacer 
una exposición de motivos serios, claros, precisos, especiales 
y pertinentes; es decir, que estuvieran basados en documen-
tos jurídicamente aceptables, o si era suficiente, a su juicio, 
la prueba testimonial, ésta debía ser la obra de testigos idó-
neos e imparciales, para ser serios"; que los motivos del 'fallo 
impugnado "no explican la clase de documentos presentados 

si son el producto de decisiones del Tribunal de Tierras, 
venta notarial o bajo firma privada; ni son precisos, porque 
si se pesan los testimonios vertidos en audiencia, resulta 
constante el derecho de propiedad de las mejoras destruidas 
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a favor del recurrente"; y finalmente agrega dicho rec
errente, que la Corte a qua violó el artículo 19 de la Ley N, 

43, del año 1930, "en razón de que hizo un marcado menos.. 
precio de las pruebas que aportó al debate público, oral y 
contradictorio, el recurrente Antonio Villanueva, y dió ga.. 
nancia al hacendado Juan Cuevas. .. en detrimento directo 
de lo que enuncia dicha ley en su primer artículo, porque si 
a todo lo largo del proceso no se ha probado el, derecho de-
propiedad del señor Carrasco. .., contra el Estado DoMini-
cano, y si por los testimonios desinteresados de los testigos 
Luis A. Román. Cirilo Féliz y Leonardo Féliz. .., (quedó 
establecido) que esas mejoras son de la legítima propiedad 
del recurrente Antonio Villanueva, el señor Cuevas. .. no; 
podía entrar en esa propiedad sin el consentimiento de su 
dueño"; pero 

Considerando que en la sentencia impugnada consta que 
la Corte a qua dió por establecido "mediante la ponderación 
de las pruebas aportadas regularmente en audiencia, así co-
mo por los documentos que obran en el expediente, los he-
chos siguientes: a) que en fecha veintinueve del mes de fe-
brero del año en curso, cbmpareció por ante el Magistrado 
Proc. Fiscal del Dist. Judicial de Barahona, el señor Aquiles 
Féliz, con el objeto de presentar querella contra Juan Cuevas, 
por el hecho de éste haber violado su propiedad, sita en la. 
sección Juan Esteban, paraje "El Jalón", de la provincia de 
Barahona, y además, por haberle cercado dicha propiedad 
eon alambres y destruido varias matas de café, plátanos y 
ñames; b) que el terreno en cuestión es propiedad del señor 
Paulino Carrasco. .., quien se lo había comprado conforme 
documentos justificativos al señor José del Carmen Cuello 
en el año mil novecientos cuarenta y siete; c) que el señor 
Paulino Carrasco encargó al (prevenido) Juan Cuevas fíe 
vigilar y administrar la parcela y en cambio le permitía qú 
éste entrara sus animales a pastar; d) que al informarle Cue-
vas a Carrasco que parte de la empalizada estaba en el sue-
lo, éste lo autorizó a que la levantara por el mismo sitio don- 
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de se había caído, haciéndolo así el (prevenido) Cuevas; e) 
que en el año 1951, Paulino Carrasco le cedió un p¿dazo de 
terreno de más o menos diez varas de frente por veinticinco 
de fondo al señor Antonio Villanueva, a fin de que éste cons-
truyera un bohío en la parte de la propiedad que está fuera 
de la cerca; f) que en el año mil novecientos cincuenta y tres, 
el señor Paulino Carrasco le prestó esos terrenos al señor 
Tomás Medina, quien hizo unos cultivos y posteriormente sa-
lió de la propiedad sin ninguna dificultad"; 

Considerando que lo anteriormente transcrito revela 
que para descargar al prevenido del hecho imputadóle, los 
jueces del fondo hicieron uso del podér soberano de que es-
tán investidos para apreciar los hechos y circunstancias de 
la causa, lo que escapa al control de la casación; que, por 
otra parte, los jueces no están obligados a dar motivos par-
ticulares para cada uno de los títulos o hechos invocados 
por las partes, ni mucho menos para cada argumento de los 
litigantes; que, además, y contrariamente a lo que invoca 
el recurrente; el fallo imugnado contiene motivos suficien-
tes y pertinentes que justifican, en cuanto al descargo del 
prevenido, su dispositivo; que, por tanto, los medios que se 
examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que en el desenvolvimient¿ del tercer me-
dio, se alega que la sentencia impugnada viola "las reglas 
establecidas en la excepción prejudicial de propiedad", por-
que "esas tierras no habían sido saneadas catastralmente. 
y siempre se han conocido como propiedad del Estado Da 
minicano; pero como al término de nueve años de estarlas 
cultivando el recurrente había aparecido un presunto dueño, 
era de principio en materia de violación de propiedad, que 
el Tribunal apoderado de la acción pública sobreseyeya el 
conocimiento y fallo del asunto hasta que se resolviera de-
pdtivamente sobre el derecho de propiedad invocado por 
el inculpado"; pero 

Considerando que el examen del fallo mipugnado mues-
tra, que el prevenido, lejos de invocar ningún derecho real 
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a favor del recurrente"; y finalmente agrega dicho rece 
rrente, que la Corte a qua violó el artículo 19 de la Ley N 
43, del.año 1930, "en razón de que hizo un marcado menos. 
precio de las pruebas que aportó al debate público, oral y 
contradictorio, el recurrente Antonio Villanueva, y dió ga. 
nancia al hacendado Juan Cuevas. .. en detrimento directo 
de lo que enuncia dicha ley en su primer artículo, porque si 
a todo lo largo del proceso no se ha probado el , derecho de 
propiedad del señor Carrasco..., contra el Estado Domini-
cano, y si por los testimonios desinteresados de los testigos 
Luis A. Román Cirilo Féliz y Leonardo Féliz. .., (quedó 
establecido) que esas mejoras son de la legítima propiedad 
del recurrente Antonio Villanueva, el señor Cuevas. .. no., 
podía entrar en esa propiedad sin el consentimiento de su 
dueño"; pero 

Considerando que en la sentencia impugnada consta que 
la Corte a qua dió por establecido "mediante la ponderación 
de las pruebas aportadas regularmente en audiencia, así co-
mo por los documentos que obran en el expediente, los he-
chos siguientes: a) que en fecha veintinueve del mes de fe-
brero del año en curso, cbmpareció por ante el Magistrado 
Proc. Fiscal del Dist. Judicial de Barahona, el señor Aquiles 
Féliz, con el objeto de presentar querella contra Juan Cuevas, 
por el hecho de éste haber violado su propiedad, sita en la 
sección Juan Esteban, paraje "El Jalón", de la provincia de 
Barahona, y además, por haberle cercado dicha propiedad 
eon alambres y destruido varias matas de café, plátanos y 
ñames; b) que el terreno en cuestión es propiedad del señor 
Paulino Carrasco. .., quien se lo había comprado conforme 
documentos justificativos al señor José del Carmen Cuello 
en el año mil novecientos cuarenta y siete; c) que el señor 
Paulino Carrasco encargó al (prevenido) Juan Cuevas de 
vigilar y administrar la parcela y en cambio le permitía qti 
éste entrara sus animales a pastar; d) que al informarle Cue-
vas a Carrasco que parte de la empalizada estaba en el sue-
lo, éste lo autorizó a que la levantara por el mismo sitio don- 
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e 
se había caído, haciéndolo así el (prevenido) Cuevas; e) 

ue en el año 1951, Paulino Carrasco le cedió un p¿dazo de 
erren° de más o menos diez varas de frente por veinticinco 

de fondo al señor Antonio Villanueva, a fin de que éste cons-

truyera un bohío en la parte de la propiedad que está fuera 
de la cerca; f) que en el año mil novecientos cincuenta y tres, 
el señor Paulino Carrasco le prestó esos terrenos al señor 
Tomás Medina, quien hizo unos cultivos y posteriormente sa-
lió de la propiedad sin ninguna dificultad"; 

Considerando que lo anteriormente transcrito revela 
que para descargar al prevenido del hecho imputadóle, los 
jueces del fondo hicieron uso del podér soberano de que es-
tán investidos para apreciar los hechos y circunstancias de 
la causa, lo que escapa al control de la casación; que, por 
otra parte, los jueces no están obligados a dar motivos par-
ticulares para cada uno de los títulos o hechos invocados 
por las partes, ni mucho menos para cada argumento de los 
litigantes; que, además, y contrariamente a lo que invoca 
el recurrente; el fallo imugnado contiene motivos suficien-
tes y pertinentes que justifican, en cuanto al descargo del 
prevenido, su dispositivo; que, por tanto, los medios que se 
examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que en el desenvolvimiento; del tercer me-
dio, se alega que la sentencia impugnada viola "las reglas 
establecidas en la excepción prejudicial de propiedad", por-
que "esas tierras no habían sido saneadas catastralmente . 

y siempre se han conocido como propiedad del Estado Do-
minicano; pero como al término de nueve años de estarlas 
cultivando el recurrente había aparecido un presunto dueño, 
era de principio en materia de violación de propiedad, que 
el Tribunal apoderado de la acción pública sobreseyera el 
conocimiento y fallo del asunto hasta que se resolviera de- 

itivamente sobre el derecho de propiedad invocado por 
el inculpado"; pero 

Considerando que el examen del fallo mipugnado mues-

tra, que el prevenido, lejos de invocar ningún derecho real 
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sobre la.propiedad cuya violación se le imputa, admitió qu e 
 solamente la cuidaba, lo que fué establecido en hecho por 

 los jueces del fondo, según consta en dicho fallo, en el cual 
se lee lo que sigue: "Que el señor Paulino Carrasco encargó 
al (prevenido) Juan Cuevas de vigilar y administrar la par_ 
cela y en cambio le permitía que éste entrara sus animales 
a pastar; que al informarle Cuevas a Carrasco que parte de 
la empalizada estaba en el suelo, éste lo autorizó a que la 
levantara por el mismo sitio donde se había caído, haciéndo-
lo así el (prevenido) Cuevas"; que, en consecuencia, el ter-
cer medio del recurso carece también de fundamento y debe 
ser desestimado; 

Considerando que por el cuarto y último medio, el re-
currente alega la violación del artículo 1382 del Código Civil, 
fundándose en que, "a todo lo largo del expediente, se ha 
probado que las mejoras destruídas y que fueron verificadas 
por dos Alcaldes Pedáneos son de la propiedad de Antonio 
Villanueva, y en el supuesto de que no hubiesen pruebas de 
la intención delictuosa de Juan Cuevas, y la Corte a qua, le 
hubiese descargado (tal como lo hizo) de la acción represi-
va establecida por la ley, ... no podía preterir los daños y 
perjuicios que en el orden civil se le han irrogado al recu-
rrente, . .. en razón de que la destrucción de los cultivos ha 
tenido su origen en la misma acción represiva puesta a car- 
go" del prevenido; 

Considerando que los tribunales apoderados de un hecho 
calificado infracción penal pueden condenar al inculpado 
descargado a daños y perjuicios en 'favor de la parte civil, 
a condición de que el daño tenga su fuente en los hechos 
que han sido objeto de la acusación o la prevención, y de que 
tales hechos constituyan un delito o un cuasi-delito civil, en 
el sentido de los artículos 1382 y 1383 del Código Civil; 

Considerando que, en la especie, la Corte a qua, despu1S-
de haber reconocido que las infracciones penales puestas a 
cargo del prevenido Juan Cuevas no estaban caracterizadas, 
rechazó las pretensiones de la parte civil limitándose a ex- 

asar en la sentencia impugnada, "que en cuanto al fondo, 
s conclusiones de la parte civil constituida deben ser re-

chazadas, por improcedentes y mal fundadas"; pero sin pon-
derar, como era su deber, si no obstante el descargo penal del 
prevenido, subsistía un delito o un cuasi-delito civil que le 

fuera imputable, fundado en los mismos elementos de hecho 
que constituyen el objeto de la prevención, y capaz de com-
prometer su responsabilidad civil; que en tales condiciones, 
la Suprema Corte de Justicia, en funciones de Corte de Ca-

sación, está en la imposibilidad de verificar si en este aspec-
to la ley ha sido correctamente aplicada; 

Por tales motivos, Primero: Casa en el aspecto delimi-
tado la sentencia dictada en fecha diecinueve de septiembre 
de mil novecientos sesenta por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del 
presente fallo, y envía el asunto a la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo; y Segundo: Condena al prevenido al pago 
de las costas, ordenando su distracción en favor del Dr. Ma-
nuel Eduardo González Féliz, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama. —Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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sobre la propiedad cuya violación se le imputa, admitió qu e 
 solamente la cuidaba, lo que fué establecido en hecho por  

los jueces del fondo, según consta en dicho fallo, en el cual 
se lee lo que sigue: "Que el señor Paulino Carrasco encargó 
al (prevenido) Juan Cuevas de vigilar y administrar la par_ 
cela y en cambio le permitía que éste entrara sus animales 
a pastar; que al informarle Cuevas a Carrasco que parte de 
la empalizada estaba en el suelo, éste lo autorizó a que la 
levantara por el mismo sitio donde se había caído, haciéndo-
lo así el (prevenido) Cuevas"; que, en consecuencia, el ter-
cer medio del recurso carece también de fundamento y debe 
ser desestimado; 

Considerando que por el cuarto y último medio, el re-
currente alega la violación del artículo 1382 del Código Civil, 
fundándose en que, "a todo lo largo del expediente, se ha 
probado que las mejoras destruídas y que fueron verificadas 
por dos Alcaldes Pedáneos soh de la propiedad de Antonio 
Villanueva, y en el supuesto de que no hubiesen pruebas de 
la intención delictuosa de Juan Cuevas, y la Corte a qua, le 
hubiese descargado (tal como lo hizo) de la acción represi-
va establecida por la ley, . . . no podía preterir los daños y 
perjuicios que en el orden civil se le han irrogado al recu-
rrente, . .. en razón de que la destrucción de los cultivos ha 
tenido su origen en la misma acción represiva puesta a car- 
go" del prevenido; 

Considerando que los tribunales apoderados de un hecho 
calificado infracción penal pueden condenar al inculpado 
descargado a daños y perjuicios en 'favor de la parte civil, 
a condición de que el daño tenga su fuente en los hechos 
que han sido objeto de la acusación o la prevención, y de que 
tales hechos constituyan un delito o un cuasi-delito civil, en 
el sentido de los artículos 1382 y 1383 del Código Civil; 

Considerando que, en la especie, la Corte a qua, después 
de haber reconocido que las infracciones penales puestas a 
cargo del prevenido Juan Cuevas no estaban caracterizadas, 
rechazó las pretensiones de la parte civil limitándose a ex- 

esar en la sentencia impugnada, "que en cuanto al fondo, 
s conclusiones de la parte civil constituida deben ser re-

chazadas, por improcedentes y mal fundadas"; pero sin pon-
derar, como era su deber, si no obstante el descargo penal del 
prevenido, subsistía un delito o un cuasi-delito civil que le 
fuera imputable, fundado en los mismos elementos de hecho 
que constituyen el objeto de la prevención, y capaz de com-
prometer su responsabilidad civil; que en tales condiciones, 
la Suprema Corte de Justicia, en funciones de Corte de Ca-
sación, está en la imposibilidad de verificar si en este aspec-
to la ley ha sido correctamente aplicada; 

Por tales motivos, Primero: Casa en el aspecto delimi-
tado la sentencia dictada en fecha diecinueve de septiembre 
de mil novecientos sesenta por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del 
presente fallo, y envía el asunto a la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo; y Segundo: Condena al prevenido al pago 
de las costas, ordenando su distracción en favor del Dr. Ma-
nuel Eduardo González Féliz, quien a'firma haberlas avan-
zado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama. —Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DE 196.1 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Dishi 

Judicial de Barahona, de f.cha 30 de septiembre de 1 

Materia: Penal. 

Recurrente: Juan Bautista Féliz. 

Abogado: Dr. Manuel Castillo Corporán. 

Prevenido: Casa Toral Hermanos, C. por A. 
Abogado: Dr. J. M. Cocco A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República, Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto.  de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licencia-
dos Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfre-
do Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día ocho del mes de febrero de mil novecientos 
sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Bau-
tista Féliz, dominicano, mayor de edad, agricultor, domici-
liadá y residente en el municipio de Cabral, provincia de Ba-
rahona, cédula 1349, serie 19, sello 34847, contra sentencia 
dictada en grado de apelación por el Juzgado de Primera„ , 

 Instancia del Distrito Judicial de Barahona, en fecha treinta 
de septiembre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el doctor Manuel Castillo Corporán, cédula 11804, 

serie 1, sello 10094, abogado del recurrente, en la lectura de 

sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General dé 

ja República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría del Tribunal a quo, en fecha cinco de octubre de 
mil novecientos sesenta, a requerimiento del recurrente, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha tres de diciem- 
bre de mil novecientos sesenta, suscrito por el abogado del 
recurrente, en el cual se invocan los medios que más adelan- 

te se enuncian; 
Visto el memorial de fensa del prevenido, de fecha vein- 

tiuno de diciembre de mil novecientos sesenta, suscrito por el 
Dr. J. M. Coceo A., cédula 2549, serie 47, sello 16958; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber den. 
berado, y vistos los artículos 12 de la Ley No 1841, del año 
1948, sobre Préstamos con Prenda sin Desapoderamiento; 
185 del Código de Procedimiento Criminal; 130 y 141 del. 
Código de Procedimiento Civil; 1315 del Código Civil; y 1 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
tres de junio de mil novecientos sesenta, Juan Bautista Féliz 
presentó querella por ante el Fiscalizador del Juzgado de 
Paz del municipio de Cabral, "contra la Casa Toral Herma-
nos, C. por A., en la persona del Secretario-Tesorero de dicha 
casa comercial, señor Manuel A. Toral C., por violación de 
la Ley No 1841, sobre Préstamos con Prenda sin Desapode-
ramiento"; b) que el Juzgado de Paz del municipio de Cabral, 
apoderado del hecho, lo decidió por su sentencia de Techa 
veintidós del mes de julio del año mil novecientos sesenta, 

la cual contiene el dispositivo que figura inserto en el de la 

sentencia ahora impugnada en casación; 
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SENTENQIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrj 

Judicial de Barahona, de folcha 30 de septiembre de 1 

Materia: Penal. 

Recurrente: Juan Bautista Féliz. 

Abogado: Dr. Manuel Castillo Corporán. 

Prevenido: Casa Toral Hermanos, C. por A. 
Abogado: Dr. J. M. Cocco A. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúblioa Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Bi]lini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto .  de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licencia-
dos Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfre-
do Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día ocho del mes de febrero de mil novecientos 
sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Bau-
tista Féliz, dominicano, mayor de edad, agricultor, domici-
liadd y residente en el municipio de Cabral, provincia de Ba-
rahona, cédula 1349, serie 19, sello 34847, contra sentencia 
dictada en grado de apelación por el Juzgado de Primera„ , 

 Instancia del Distrito Judicial de Barahona, en fecha treinta 
de septiembre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el doctor Manuel Castillo Corporán, cédula 11804, 

serie 1, sello 10094, abogado del recurrente, en la lectura de 

sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General dé 

la  República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría del Tribunal a quo, en fecha cinco de octubre de 
mil novecientos sesenta, a requerimiento del recurrente, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha tres de diciem- - 
bre de mil novecientos sesenta, suscrito por el abogado del 
recurrente, en el cual se invocan los medios que más adelan- 

te se enuncian; 
Visto el memorial de fensa del prevenido, de fecha vein- 

tiuno de diciembre de mil novecientos sesenta, suscrito por el 
Dr. J. M. Coceo A., cédula 2549, serie 47, sello 16958; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell. 
berado, y vistos los artículos 12 de la Ley N^ 1841, del año 
1948, sobre Préstamos con Prenda sin Desapoderamiento; 
185 del Código de Procedimiento Criminal; 130 y 141 del. 
Código de Procedimiento Civil; 1315 del Código Civil; y 1 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
tres de junio de mil novecientos sesenta, Juan B áutista Féliz 

presentó querella por ante el Fiscalizador del Juzgado de 
Paz del municipio de Cabral, "contra la Casa Toral Herma-
nos, C. por A., en la persona del Secretario-Tesorero de dicha 
casa comercial, señor Manuel A. Toral C., por violación de 
la Ley N" 1841, sobre Préstamos con Prenda sin Desapode-
ramiento"; b) que el Juzgado de Paz del municipio de Cabral, 

'apoderado del hecho, lo decidió por su sentencia de fecha 
veintidós del mes de julio d91 año mil novecientos sesenta, 

• la cual contiene el dispositivo que figura inserto en el de la 
sentencia ahora impugnada en casación; 
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Considerando que sobre la apelación de la parte civil ,  
intervino el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo dice así

:  
"FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara regula r  
y válido el recurso de apelación interpuesto por el señor 
Juan Bautista Féliz, en su calidad de parte civil, contra sen_ 
tencia dictada en fecha 22 del mes de julio de 1960, por el 
Juzgado de Paz del Municipio de Cabral, cuyo dispositivo co- 
piado textualmente dice así: 'PRIMERO: Que admite en 
cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha en 
Estrados contra la Casa Toral Hermanos, C. por A., hecha 
por el señor Juan Bautista Féliz; SEGUNDO: Se rechaza en 
cuanto al fondo los alegatos invocados en sus conclusiones 
hechas por el señor Juan Bautista Féliz, por medio de su 
abogado constituido por improcedentes y mal fundadas; 
TERCERO: Se descarga la casa Toral Hermanos, C. por A., 
de toda responsabilidad penal y civil, por no haber cometi-
do el hecho y daños puestos a su cargo; CUARTO: Se conde-
na a la parte civil constituida al pago de las costas; QUIN-
TO: Que se declaren de oficio las costas en cuanto a la Casa 
Toral Hermanos, C. por A."; SEGUNDO: Confirma los or-
dinales 1 9, 3° y 4° y 5°, de la presente sentencia en apelación 
dictada por el Juzgado de Paz del Municipio de Cabral en 
fecha 22 de julio de 1960; y modifica el ordinal 2° y en con-
secuencia rechaza las conclusiones de la parte civil por no 
haber aportado la prueba de la falta cometida por el pre-
venido; TERCERO: Declara las costas de la presente instan-
cia, de oficio,' en cuanto al prevenido Toral Hermanos, C. por 
A., en la persona de Manuel Toral Cavallo"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial, 
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Violación 
por falsa aplicación de los arttículos 12 y 20 de la Ley N°  
1841, de Préstamos con Prenda sin Desapoderamiento, de 
fecha 9 de noviembre de 1948, Gaceta Oficial N9 6857; Se-
gundo Medio: Violación por faya de aplicación del artículo 
185 del Código de Procedimiento Criminal; Tercer Medio: 
Violación a los artículos 162, 173, 194 y 277 del Código de  

procedúniento Criminal y del artículo 130 del Código de 
procedimiento Civil; Cuarto Medio: Violación al artículo 

1315 del Código Civil e insuficiencia de motivos en la senten-

cia y falta de base legal; Quinto Medio: Violación al artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil, falta de base legal en 

otro aspecto; 
Considerando que en el desenvolvimiento del primer 

medio, el recurrente alega, en síntesis, que el juez a quo in-

curre en contradicción en la sentencia impugnada al decir 
que los abonos hechos por el deudor al poseedor de los cer-
tificados no obligaba a éste "a expedir recibos (o extender 
recibos), ya que esto es obligatorio solamente cuando la re-
ducción se hace antes del vencimiento, haciendo constar que 
los indicados abonos fueron hechos en favor del primer prés-
tamo, cuyo vencimiento tuvo lugar el 30 de abril de 1959; 
y que en cuanto al préstamo cuyo vencimiento era el día 
30 de enero de 1960, la parte civil no ha aportado prueba al 
Tribunal de que las 924.25 latas de café con un valor de 
RD$837.22 'fueron entregadas para abonar a su cuenta"; y 
agrega el recurrente, que "no se explica de dónde saca el 

Juez a quo la conclusión de que los abonos hechos por él 
fueron en favor del formulario ya en ejecución, cuyo ven-
cimiento tuvo lugar el 30 de abril de 1959, y no para el que 
estaba próximo a vencerse, cuando precisamente al hacer 
entrega de los recibos del café recibido en la factoría "La 
Alianza", que dicha casa Toral Hnos. tiene en Polo, en fecha 
14 de enero del año en curso, lo que quiso evitar Juan Bau-
tista Féliz era que fuese sometido para fines de ejecución el 
segundo formulario, cuyo vencimiento iba a tener lugar el 
30 del mes de enero, en que fueron entregados dichos recibos 
para fines de abono de ambos 'formularios"; pero 

Considerando que en la sentencia impugnada consta, que 
,ara descargar a la Casa Toral Hnos., C. por A., del delito 

imputádole,, consecuentemente, rechazar la acción civil 
intentada accesoriamente a la acción pública por Juan Bau- 
tista Féliz, el Tribunal a quo dió por establecido mediante 
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Considerando que sobre la apelación de la parte civil, 
intervino el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo dice así : 

 "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara regular 
 y válido el recurso de apelación interpuesto por el señor 

Juan Bautista Féliz, en su calidad de parte civil, contra sen-
tencia dictada en fecha 22 del mes de julio de 1960, por el 
Juzgado de Paz del Municipio de Cabral, cuyo dispositivo co-
piado textualmente dice así: 'PRIMERO: Que admite en 
cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha en 
Estrados contra la Casa Toral Hermanos, C. por A., hecha 
por el señor Juan Bautista Féliz; SEGUNDO: Se rechaza en 
cuanto al fondo los alegatos invocados eh sus conclusiones 
hechas por el señor Juan Bautista Féliz, por medio de su 
abogado constituido por improcedentes y mal fundadas; 
TERCERO: Se descarga la casa Toral Hermanos, C. por A., 
de toda responsabilidad penal y civil, por no haber cometi- 
do el hecho y daños puestos a su cargo; CUARTO: Se conde- 
na a la parte civil constituida al pago de las costas; QUIN- 
TO: Que se declaren de oficio las costas en cuanto a la Casa 
Toral Hermanos, C. por A."; SEGUNDO: Confirma los or-
dinales 1°, 3° y 4° y 5°, de la presente sentencia en apelación 
dictada por el Juzgado de Paz del Municipio de Cabral en 
fecha 22 de julio de 1960; y modifica el ordinal 2° y en con-
secuencia rechaza las conclusiones de la parte civil por no 
haber aportado la prueba de la falta cometida por el pre-
venido; TERCERO: Declara las costas de la presente instan-
cia, de oficio; en cuanto al prevenido Toral Hermanos, C. por 
A., en la persona de Manuel Toral Cavallo"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial, 
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Violación 
por falsa aplicación de los arttículos 12 y 20 de la Ley N° 
1841, de Préstamos con Prenda sin Desapoderamiento, de 
fecha 9 de noviembre de 1948, Gaceta Oficial N° 6857; Se-N., 
gundo Medio: Violación por faya de aplicación del artículo 
185 del Código de Procedimiento Criminal; Tercer Medio: 
Violación a los artículos 162, 173, 194 y 277 del Código de 
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procedimiento Criminal y del artículo 130 del Código de 
procedimiento Civil; Cuarto Medio: Violación al artículo 
1315 del Código Civil e insuficiencia de motivos en la senten-

cia  y falta de base legal; Quinto Medio: Violación al artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil, falta de base legal en 

otro aspecto; 
Considerando que en el desenvolvimiento del primer 

medio, el recurrente alega, en síntesis, que el juez a quo in-

curre en contradicción en la sentencia impugnada al decir 
que los abonos hechos por el deudor al poseedor de los cer-
tificados no obligaba a éste "a expedir recibos (o extender 
recibos), ya que esto es obligatorio solamente cuando la re-
ducción se hace antes del vencimiento, haciendo constar que 
los indicados abonos fueron hechos en favor del primer prés-
tamo, cuyo vencimiento tuvo lugar el 30 de abril de 1959; 
y que en cuanto al préstamo cuyo vencimiento era el día 
30 de enero de 1960, la parte civil no ha aportado prueba al 
Tribunal de que las 924.25 latas de café con un valor de 
RD$837.22 fueron entregadas para abonar a su cuenta"; y 
agrega el recurrente, que "no se explica de dónde saca el 

Juez a quo la conclusión de que los abonos hechos por él 
fueron en favor del formulario ya en ejecución, cuyo ven-
cimiento tuvo lugar el 30 de abril de 1959, y no para el que 
estaba próximo a vencerse, cuando precisamente al hacer 
entrega de los recibos del café recibido en la factoría "La 
Alianza", que dicha casa Toral Hnos. tiene en Polo, en fecha 
14 de enero del año en curso, lo que quiso evitar Juan Bau-
tista Féliz era que fuese sometido para fines de ejecución el 
segundo formulario, cuyo vencimiento iba a tener lugar el 
30 del mes de enero, en que fueron entregados dichos recibos 
para fines de abono de ambos 'formularios"; pero 

Considerando que en la sentencia impugnada consta, que 
a descargar a la Casa Toral Hnos., C. por A., del delito 

imputádole,y, consecuentemente, rechazar la acción civil 
intentada ac'cesoriamente a la acción pública por Juan Bau- 
tista Féliz, el Tribunal a quo dió por establecido mediante 
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la ponderación de los elementos de prueba que fueron regu- 
larmente administrados en la instrucción de la causa, lo 
siguiente: "e) que en fecha 12 de febrero del año 1959, s e  
formalizaron dos contratos de préstamos con prelida sin 
desapoderamiento entre el señor Juan Bautista Feliz y lo s  
señores Toral Hermanos, C. por A., mediante uno de los 
cuales, los señores Toral Hnos., C. por A., le prestaron a 
Juan Bautista Féliz la suma de RD$2,841.35 (dos mil ocho- 
cientos cuarentiún pesos oro 0.35 cts.) , con vencimiento el 
día 30 del mes de abril del año 1959; y mediante el otro le 
prestaron la suma de RD$2,500.00 (dos mil/quinientos pesos 
oro) con vencimiento el día 30 del mes de enero del año 
1959; d) que el señor Juan Bautista Feliz le hizo varias en- 
tregas de latas de café en uva a Toral Hnos., C. por A. "para 
ser elavorado en su central', las cuales alcanzaron la totali- 
dad de 934.25 latas de café, con un valor de RD$837.22, se- 
gún recibos números: 529 de fecha 18 de noviembre de 1959; 
565 de fecha 19 de noviembre de 1959; 588 de fecha 20 de 
noviembre de 1959, 630 de fecha 21 de noviembre de 1959; 
646 de fecha 23 de noviembre de 1959; 694 de fecha 24 de 
noviembre de 1959; 764 de fecha 26 de noviembre de 1959; 
793 de fecha 27 de noviembre de 1959; 828 de fecha 28 de 
noviembre de 1959; 900 de fecha 3 de octubre de 1959; 931 
de fecha 4 de octubre de 1959; 951 de fecha 5 de octubre de 
1959; 970 de fecha 7 de octubre de 1959; 994 de fecha 8 de 
octubre de 1959; 1072 de fecha 11 de octubre de 1959; 1092 
de fecha 12 de octubre de 1959; 1135 de fecha 15 de octubre 
de 1959 y 1166 de fecha 16 de octubre de 1959; que le exten-
dieron los señores Toral Hnos. C. por A., a Juan Bautista 
Feliz; e) que el señor Juan Bautista Feliz, parte civilmente 
constituida alega haber entregado a Toral Hnos., C. por A. 
las 934.25 latas de café con un valor de RD$837.22, para 
abonar a las sumas dadas en préstamo por los señores ToraIN N 

 Hnos., C. por A., sin que estos señores le expidieran los re-
cibos correspondientes, de acuerdo con el Art. 12 de la Ley 
N° 1841 Sobre Préstamo con Prenda sin Desapoderamiento, 
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sin aportar la parte civil la prueba de su aseveración; f) que 
en cuanto al primer préstamo, cuyo vencimiento tuvo efecto 
el día 30 de abril del año 1959, no constituye infracción a la 
Ley el hecho de que el tenedor del certificado extendiera 
recibos de la reducción ya que dichos abonos se hicieron 
posteriormente al vencimiento del término, porque el presta-
mista no estaba obligado a extender recibos, ya que esto es 
obligatorio solamente cuando la reducción se hace antes de 
su vencimiento; que en cuanto al préstamo cuyo vencimiento 
era el día 30 de enero del año 1960 la parte civilmente cons-
tituida no ha aportado la prueba al tribunal de que las 934.25 
latas de café con un valor de RD$837.22 fueron entregadas 
por él a los señores Toral Hnos., C. por A., para abonar a 
sus cuentas, ya que ni por el testimonio de los testigos seño-
res Manuel Feliz y Miguel Angel Féliz, puesto que por dichas 
declaracioneá se ha establecido únicamente la prueba mate-
rial de la entrega del café, ni por los demás elementos y cir-
cunstancias de la causa, se ha podido establecer la falta im-
imputada al prevenido"; que, además, en dicho fallo se ex-
presa "que a los prevenidos no le es imputable ninguna falta 
generadora de un cuasi-delito civil"; 

Considerando que de conformidad con el penúltimo pá-
rrafo del artículo 12 de la Ley N° 1841, del año 1948, la obli-
gación del tenedor del certificado de hacer constar mediante 
recibo otorgado por él o por un apoderado los pagos parcia-
les que haga el deudor, es exigida solamente cuando la re-

' ducción de la suma dada se hiciera antes del vencimiento: 
que, por consiguiente, al descargar sobre ese fundamento a 
la casa Toral Hnos., C. por A., del delito que se le imputaba, 
y rechazar la acción civil intentada contra ella por el actual 
recurrente, porque a los prevenidos no le es imputable nin-
guna falta generadora de u...1 cuasi-delito civil, en la senten-
cia impugnada no se ha tncurrido en la contradicción que 
alega el recurrente; que, por otra parte, el juez del fondo for-
mó su convicción haciendo uso del poder soberano de que 
está investido para apreciar los hechos y circunstancias de 
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la. ponderación de los elementos de prueba que fueron regu- 
larmente administrados en la instrucción de la causa, lo 
siguiente: "e) que en fecha 12 de febrero del año 1959, s e  
formalizaron dos contratos de préstamos con prelida sin 
desapoderamiento entre el señor Juan Bautista Féliz y le s  
señores Toral Hermanos, C. por A., mediante uno de los 
cuales, los señores Toral Hnos., C. por A., le prestaron a 
Juan Bautista Feliz la suma de RD$2,841.35 (dos mil ocho- 
cientos cuarentiún pesos oro 0.35 cts.), con vencimiento el 
día 30 del mes de abril del año 1959; y mediante el otro le 
prestaron la suma de RD$2,500.00 (dos mil/quinientos pesos 
oro) con vencimiento el día 30 del mes de enero del año 
1959; d) que el señor Juan Bautista Feliz le hizo varias en- 
tregas de latas de café en uva a Toral Hnos., C. por A. "para 
ser elavorado en su central', las cuales alcanzaron la totali- 
dad de 934.25 latas de café, con un valor de RD$837.22, se- 
gún recibos números: 529 de fecha 18 de noviembre de 1959; 
565 de fecha 19 de noviembre de 1959; 588 de fecha 20 de 
noviembre de 1959, 630 de fecha 21 de noviembre de 1959; 
646 de fecha 23 de noviembre de 1959; 694 de fecha 24 de 
noviembre de 1959; 764 de fecha 26 de noviembre de 1959; 
793 de fecha 27 de noviembre de 1959; 828 de fecha 28 de 
noviembre de 1959; 900 de fecha 3 de octubre de 1959; 931 
de fecha 4 de octubre de 1959; 951 de fecha 5 de octubre de 
1959; 970 de fecha 7 de octubre de 1959; 994 de fecha 8 de 
octubre de 1959; 1072 de fecha 11 de octubre de 1959; 1092 
de fecha 12 de octubre de 1959; 1135 de fecha 15 de octubre 
de 1959 y 1166 de fecha 16 de octubre de 1959; que le exten-
dieron los señores Toral Hnos. C. por A., a Juan Bautista 
Feliz; e) que el señor Juan Bautista Féliz, parte civilmente 
constituida alega haber entregado a Toral Hnos., C. por A. 
las 934.25 latas de café con un valor de RD$837.22, para 
abonar a las sumas dadas en préstamo por los señores Tora.  
Hnos., C. por A., sin que estos señores le expidieran los re-
cibos correspondientes, de acuerdo con el Art. 12 de la Ley 
N9  1841 Sobre Préstamo con Prenda sin Desapoderamiento,  

sin aportar la parte civil la prueba de su aseveración; f) que 
en cuanto al primer préstamo, cuyo vencimiento tuvo efecto 
el día 30 de abril del año 1959, no constituye infracción a la 
Ley el hecho de que el tenedor del certificado extendiera 
recibos de la reducción ya que dichos abonos se hicieron 
posteriormente al vencimiento del término, porque el presta-
mista no estaba obligado a extender recibos, ya que esto es 
obligatorio solamente cuando la reducción se hace antes de 
su vencimiento; que en cuanto al préstamo cuyo vencimiento 
era el día 30 de enero del año 1960 la parte civilmente cons-
tituida no ha aportado la prueba al tribunal de que las 934.25 
latas de café con un valor de RD$837.22 fueron entregadas 
por él a los señores Toral Hnos., C. por A., para abonar a 
sus cuentas, ya que ni por el testimonio de los testigos seño-
res Manuel Feliz y Miguel Angel Feliz, puesto que por dichas 
declaraciones se ha establecido únicamente la prueba mate-
rial de la entrega del café, ni por los demás elementos y cir-
cunstancias de la causa, se ha podido establecer la falta im-
imputada al prevenido"; que, además, en dicho fallo se ex-
presa "que a los prevenidos no le es imputable ninguna falta 
generadora de un cuasi-delito civil"; 

Considerando que de conformidad con el penúltimo pá-
rrafo del artículo 12 de la Ley N° 1841, del año 1948, la obli-
gación del tenedor del certificado de hacer constar mediante 
recibo otorgado por él o por un apoderado los pagos parcia-
les que haga el deudor, es exigida solamente cuando la re-
ducción de la suma dada se hiciera antes del vencimiento; 
que, por consiguiente, al descargar sobre ese fundamento a 
la casa Toral Hnos., C. por A., del delito que se le imputaba, 
y rechazar la acción civil intentada contra ella por el actual 
recurrente, porque a los prevenidos no le es imputable nin-
guna falta generadora de uz cuasi-delito civil, en la senten-

Aia impugnada no se ha Incurrido en la contradicción que 
alega el recurrente; que, por otra parte, el juez del fondo for-
mó su convicción haciendo uso del poder soberano de que 
está investido para apreciar los hechos y circunstancias de 
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la causa, lo que escapa al control de la casación; que, p or 
 tanto, el primer medio del recurso carece de fundamento y 

debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo 
medio, el recurrente alega que "en todas las audiencias qu e 

 fueron celebradas por el Tribunal a quo, a las cuales no com-
pareció nunca la Casa Toral Hnos., C. por A., siempre solici-
tó formalmente por vía de su abogado, el que se pronunciase 
el defecto contra la misma, y como se puede apreciar, la sen-
tencia recurrida incurrió en la violación señalada (Art. 185 
del Código de Procedimiento Criminal) al no pronunciar el 
defecto contra una parte que no compareció a la audiencia, 
no obstante haber sido legalmente citada"; que, "aún cuan-
do en esta materia, de acuerdo con el párrafo segundo del 
artículo 20 de la Ley N°  1841, no procede el recurso de 
oposición, no por ello deja de ser obligatorio•el pronuncia-
miento del defecto"; que, "por lo tanto, la sentencia rece-,l„ 
rrida además de haber violado el artículo precedentemente 
citado carece de base legal"; pero 

Considerando que cuando el prevenido no comparece a 
la audiencia para la cual ha sido citado legalmente, la sen-
tencia dictada en es en defecto respecto de él, aunque el Tri-
bunal no lo haya pronunciado expresamente, y la omisión de 
la declaración del defecto no afecta la validez del fallo; que, 
en consecuencia, el presente medio carece de fundamento 
y debe ser desestimado; 

Considerando que por el tercer medio el recurrente aleg4 
que "la sentencia recurrida después de rechazar las conclusio-
nes de la parte civil por no haber aportado prueba de la falta 
cometida por el prevenido, declaró las costas de la presente 
instancia de oficio en cuanto al prevenido Toral Hnos. C. 
por A., en la persona de Manuel Toral Cavallo; ... y al silen-
ciar las costas en cuanto a la parte civil representada por 
actual recurrente y la persona civilmente responsable, Casa • 
Toral Hnos., C. por A., parece que era obligatorio el que la 
parte sucumbiente, aún siendo el recurrente, debía ser conde- 
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nada en costas por la sentencia intervenida; que, "en tal vir-
tud, además de haberse violado el artículo 130 y el artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil, se violaron también 
los artículos 162, 173, 194 y 277 del Código de Procedimiento 
Criminal"; pero 

Considerando que la condenación en costas en materia 
civil no es de orden público, puesto que su objeto es regular 
los intereses privados de los litigantes, y, por tanto, no pue-
den pronunciarse de oficio; que esta misma regla se aplica 
a las costas relativas a la acción civil, aún cuando sea lleva-
da accesoriamente a la acción pública ante los tribunales 
represivos, porque el carácter de las costas no depende de 
la jurisdicción apoderada, sino de los intereses que se recla-
men o discutan en justicia; que, en el presente caso, al no 
haber solicitado la Casa Tora! Hnos., C. por A., por haber 
hecho defecto, que la parte civil constituída fuera condenada 

al pago de las costas, el juez del 'fondo no podía pronunciarla 
de oficio; 

Considerando ,además, que independientemente de las 
razones que preceden, es evidente que, en la especie, el re-
currente no tiene interés en quejarse de un punto de la senten-
cia que, no le hace agravio, como es, el no habérsele conde-
nado al pago de las costas a pesar de haber sucumbido en su 
defanda; que, en consecuencia, el medio que se examina ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos últi-
mos medios, reunidos, el recurrente alega, en resumen, que 
"al limitarse el juez de segundo grado a decir en su primer 
considerando, entre otras cosas, que la parte civil no ha apor-
tado la prueba al Tribunal de que las 934.25 latas de café 
con un valor de RD$837.22 fueron entregadas para abonar a 
su cuenta, ya que ni por el testimonio de los testigos Manuel 
'éliz y Miguel Angel Féliz, —puesto que por dichas declara-

ciones se ha establecido únicamente la prueba material de 
la entrega del café— ni por los demás elementos y circuns-
tancias de la causa, se ha podido establecer la falta impu-. 



la causa, lo que escapa al control de la casación; que, p or 
 tanto, el primer medio del recurso carece de fundamento y 

debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo 
medio, el recurrente alega que "en todas las audiencias que 
fueron celebradas por el Tribunal a quo, a las cuales no com-
pareció nunca la Casa Toral Hnos., C. por A., siempre solici-
tó formalmente por vía de su abogado, el que se pronunciase 
el defecto contra la misma, y como se puede apreciar, la sen-
tencia recurrida incurrió en la violación señalada (Art. 185 
del Código de Procedimiento Criminal) al no pronunciar el 
defecto contra una parte que no compareció a la audiencia, 
no obstante haber sido legalmente citada"; que, "aún cuan-
do en esta materia, de acuerdo con el párrafo segundo del 
artículo 20 de la Ley N9  1841, no procede el recurso de 
oposición, no por ello deja de ser obligatorio.el pronuncia-
miento del defecto"; que, "por lo tanto, la sentencia recu-
rrida además de haber violado el artículo precedentemente 
citado carece de base legal"; pero 

Considerando que cuando el prevenido no comparece a 
la audiencia para la cual ha sido citado legalmente, la sen-
tencia dictada en es en defecto respecto de él, aunque el Tri-
bunal no lo haya pronunciado expresamente, y la omisión de 
la declaración del defecto no afecta la validez del fallo; que, 
en consecuencia, el presente medio carece de fundamento 
y debe ser desestimado; 

Considerando que por el tercer medio el recurrente alega, 
que "la sentencia recurrida después de rechazar las conclusio-
nes de la parte civil por no haber aportado prueba de la falta 
cometida por el prevenido, declaró las costas de la presente 
instancia de oficio en cuanto al prevenido Toral Hnos. C. 
por A., en la persona de Manuel Toral Cavallo; . . . y al silen-
ciar las costas en cuanto a la parte civil representada por eiN, 
actual recurrente y la persona civilmente responsable, Casa 
Toral Hnos., C. por A., parece que era obligatorio el que la 
parte sucumbiente, aún siendo el recurrente, debía ser conde- 
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nada en costas por la sentencia intervenida; que, "en tal vir-
tud, además de haberse violado el artículo 130 y el artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil, se violaron también 
los artículos 162, 173, 194 y 277 del Código de Procedimiento 
Criminal"; pero 

Considerando que la condenación en costas en materia 
civil no es de orden público, puesto que su objeto es regular 
los intereses privados de los litigantes, y, por tanto, no pue-
den pronunciarse de oficio; que esta misma regla se aplica 
a las costas relativas a la acción civil, aún cuando sea lleva-
da accesoriamente a la acción pública ante los tribunales 
represivos, porque el carácter de las costas no depende de 
la jurisdicción apoderada, sino de los intereses que se recla-
men o discutan en justicia; que, en el presente caso, al no 
haber solicitado la Casa Toral Hnos., C. por A., por haber 
hecho defecto, que la parte civil constituída fuera condenada 
al pago de las costas, el juez del 'fondo no podía pronunciarla 
de oficio; 

Considerando ,además, que independientemente de las 
razones que preceden, es evidente que, en la especie, el re-
currente no tiene interés en quejarse de un punto de la senten-
cia que, no le hace agravio, como es, el no habérsele conde-
nado al pago de las costas a pesar de haber sucumbido en su 
defanda; que, en consecuencia, el medio que se examina ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos últi-
mos medios, reunidos, el recurrente alega, en resumen, que 
"al limitarse el juez de segundo grado a decir en su primer 
considerando, entre otras cosas, que la parte civil no ha apor-
tado la prueba al Tribunal de que las 934.25 latas de café 
con un valor de RD$837.22 fueron entregadas para abonar a 
su cuenta, ya que ni por el testimonio de los testigos Manuel 
'éliz y Miguel Angel Féliz, —puesto que por dichas declara-

ciones se ha establecido únicamente la prueba material de 
la entrega del café— ni por los demás elementos y circuns-
tancias de la causa, se ha podido establecer la falta impu-* 
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tada al prevenido, etc. etc.", dicho juez hizo una mala apre-
ciación de "los testimonios de los señores Angel Ruiz, 11lign ei 
Angel Feliz, José Prebisterio Pérez y Manuel Feliz, cuya s 

 declaraciones constan en las actas de audiencias del 22 de 
junio de 1960 y 29 de septiembre de este año, celebradas por 
los jueces de primer y segundo grado, respectivamente"; y 
en seguida el recurrente reproduce las declaraciones presta.. 
das por los mencionados testigos, para concluir afirmando 
que "resulta inexplicable que el juez a quo tratara este asun-
to con tan notorio laconismo y silenciara o pasara por in_ 
advertido todos los documentos aportados. .. por ante el 
juez de primer grado y que forman parte del expediente, los 
que ha debido ponderar aún cuando fuese para desestimar.. 
los"; de donde infiere el recurrente, que la,sentencia impug-
nada viola los artículos 1315, del Código Civil y 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil, y adolece de vicio de falta de 
base legal; pero, 

Considerando que como se advierte, lo que hace el re-
currente en estos medios es criticar la apreciación que hizo el 
juez del fondo de los testimonios vertidos en la instrucción 
de la causa, repitiendo con otras palabras los argumentos 
que expuso en el primer medio de su recurso, los cuales fue 
ron contestados al hacerse el examen de ese primer medio; 
que, por otra parte, y según resulta de la sentencia que se 
impugna, el juez no solamente ponderó los documentos so-
metidos al debate, interpretándolos conforme a las faculta-
des que tiene para ello, sino que, además, los enuncia y des-
cribe por orden de fecha y por su contenido en el primer con-
siderando de su sentencia; 

Considerando, por último, que la sentencia impugnada 
contiene motivos suficientes y pertinentes que justifican ple-
namente su dispositivo, así como una descripción completa 
de los hechos y circunstancias de la causa que ha permitido 
a la Suprema Corte de Justicia verificar que en el presente 
caso se hizo una correcta aplicación de la ley; que, por tanto, 
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los dos últimos medios del recurso carecen de fundamento, 

al igual que los anteriores, y deben ser desestimados; 

Considerando que no obstante haber sucumbido la par-
te civil recurrente, ésta no puede ser condenada al pago de 
las costas, en razón de no haber pedido la prevenida dicha 

condenación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Juan Bautista Feliz, contra la sen-
tencia dictada en grado de apelación por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, en fecha 
treinta de septiembre de mil novecientos sesenta, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, la que 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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tada al prevenido, etc. etc.", dicho juez hizo una mala apr e, 
ciación de "los testimonios de los señores Angel Ruiz, Miguel 
Angel Féliz, José Prebisterio Pérez y Manuel Féliz, cuyas' 
declaraciones constan en las actas de audiencias del 22 de 
junio de 1960 y 29 de septiembre de este año, celebradas por 
los jueces de primer y segundo grado, respectivamente"; y'. 
en seguida el recurrente reproduce las declaraciones presta-
das por los mencionados testigos, para concluir afirmando 
que "resulta inexplicable que el juez a quo tratara este asun-
to con tan notorio laconismo y silenciara o pasara por in-
advertido todos los documentos aportados. .. por ante el 
juez de primer grado y que forman parte del expediente, los 
que ha debido ponderar aún cuando fuese para desestimar-
los"; de donde infiere el recUrrente, que la, sentencia impug-
nada viola los artículos 1315, del Código Civil y 141 del. Có-
digo de Procedimiento Civil, y adolece de vicio de falta de 
base legal; pero, 

Considerando que como se advierte, lo que hace el re-
currente en estos medios es criticar la apreciación que hizo el 
juez del fondo de los testimonios vertidos en la instrucción 
de la causa, repitiendo con otras palabras los argumentos 
que expuso en el primer medio de su recurso, los cuales fue 
ron contestados al hacerse el examen de ese primer medio; 
que, por otra parte, y según resulta de la sentencia que se 
impugna, el juez no solamente ponderó los documentos so-
metidos al debate, interpretándolos conforme a las faculta-
des que tiene para ello, sino que, además, los enuncia y des-
cribe por orden de fecha y por su contenido en el primer con-
siderando de su sentencia; 

Considerando, por último, que la sentencia impugnada 
contiene motivos suficientes y pertinentes que justifican ple-
namente su dispositivo, así como una descripción complefti 
de los hechos y circunstancias de la causa que ha permitido 
a la Suprema Corte de Justicia verificar que en el presente 
caso se hizo una correcta aplicación de la ley; que, por tanto,  

los dos últimos medios del recurso carecen de fundamento, 

al igual que los anteriores, y deben ser desestimados; 

Considerando que no obstante haber sucumbido la par-
te civil recurrente, ésta no puede ser condenada al pago de 
las costas, en razón de no haber pedido la prevenida dicha 

condenación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Bautista Féliz, contra la sen-
tencia dictada en grado de apelación por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, en fecha 
treinta de septiembre de mil novecientos sesenta, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 

L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, la que 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 23 de diciem. 
bre de 1959. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Luis Manuel Espinal. 
Abogado: Dr. Humberto A. de Lima M. 

Recurrido: Eugenio Pérez y Pérez. 
Abogado: Dr. Rogelio Sánchez Tejeda. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diez de febrero de mil novecientos 
sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Ma-
nuel Espinal, dominicano, mayor de edad, obrero, domici-
liado y residente en la casa 1\19 7 de la calle Imbert, de Ciu-
dad Trujillo, cédula 50636, serie P, sello 425765, contra sen-
tencia de fecha veintitrés de diciembre de mil novecientoS' 
cincuentinueve, dictada por la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Luis Ortiz Matos, cédula 20049, serie 18, se-

llo 74422, en representación del Dr. Humberto A. de Lima 
m., cédula 37838, serie P, sello 75510, abogado del recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Rogelio Sánchez Tejeda, cédula 8765, serie 

10, sello 34200, abogado del recurrido Eugenio Pérez y Pé-
rez, dominicano, mayor de edad, casado, industrial, domici-
liado en la casa N9  8 de la calle 31, de Ciudad Trujillo, cédu-
la 8495, serie 31, sello 2919, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha seis de abril 
de mil novecientos sesenta, suscrito por el Dr. Humberto 
Arturo de Lima M., en el cual se alegan contra la sentencia 
impugnada los medios que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha dieciocho de ma-
yo de mil novecientos sesenta, suscrito por el Dr. Rogelio 
Sánchez Tejeda; 

Visto el escrito de fecha tres de diciembre de mil nove-
cientos sesenta, suscrito por el Dr. Rogelio Sánchez Tejeda, 
por el cual el recurrido amplía su memorial de defensa; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 78, 81 y 82 del Código de Tra-
bajo, 141 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada, y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que, 
con motivo de una demanda laboral incoada por el traba-
jador Luis Manuel Espinal contra Eugenio Pérez y Pérez, 
después de infructuosa tentativa de conciliación administra-
tiva, el Júzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional 
dictó en fecha veinticuatro de junio de mil novecientos cin-
cuentinueve una sentencia con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara, la rescición del contrato de 
trabajo que existió entre las partes por causa de despido in- 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Luis Ortiz Matos, cédula 20049, serie 18, se-

llo 74422, en representación del Dr. Humberto A. de Lima 
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liado en la casa N9 8 de la calle 31, de Ciudad Trujillo, cédu-
la 8495, serie 31, sello 2919, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General, 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha seis de abril 
de mil novecientos sesenta, suscrito por el Dr. Humberto 
Arturo de Lima M., en el cual se alegan contra la sentencia 
impugnada los medios que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha dieciocho de ma-
yo de mil novecientos sesenta, suscrito por el Dr. Rogelio 
Sánchez Tejeda; 

Visto el escrito de fecha tres de diciembre de mil nove-
cientos sesenta, suscrito por el Dr. Rogelio Sánchez Tejeda, 
por el cual el recurrido amplía su memorial de defensa; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 78, 81 y 82 del Código de Tra-
bajo, 141 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada, y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que, 
con motivo de una demanda laboral incoada por el traba-
jador Luis Manuel Espinal contra Eugenio Pérez y Pérez, 
después de infructuosa tentativa de conciliación administra-
tiva, el Júzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional 
dictó en fecha veinticuatro de junio de mil novecientos cin-
cuentinueve una sentencia con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara, la rescición del contrato de 
trabajo que existió entre las partes por causa de despido in- 
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justificado; SEGUNDO: Condena, al señor Eugenio Pérez 
a pagarle a su trabajador Luis Manuel Espinal las siguien-
tes sumas: RD$33.12 (treinta y tres pesos oro con doce C eo.. 
tavos) por concepto de 24 días de preaviso; RD$144.00 (cien-
to cuarenticuatro pesos oro) por concepto de 120 días de 
auxilio de cesantía; RD$6.40 (seis pesos oro con cuarenta 
centavos) por concepto de Regalía Pascual proporcional, 
RD$2.56 (dos pesos con cincuentiséis centavos) por concep_ 
to de vacaciones proporcionales; TERCERO: Condena, al 
señor Eugenio Pérez a pagarle a su trabajador una suma 
igual a los salarios que habría recibido el trabajador desde 
el día de su demanda hasta que intervenga sentencia de-
finitiva dictada en última instancia sin exceder a los salarios 
correspondientes a 3 meses; CUARTO: Condena, a la parte 
que sucumbe al pago de los costos"; b) que, sobre apelación 
de Eugenio Pérez y Pérez, la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, después de 
efectuarse una comunicación de documentos y una infor-
mación testimonial, dictó en fecha veintitrés de diciembre 
de mil novecientos cincuentinueve una sentencia, que es la 
ahora impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: 
"FALLA: PRIMERO: Acoge, tanto en la forma como en 
el fondo, el recurso de apelación intentado por Eugenio Pé-
rez y Pérez contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo 
de este Distrito Nacional, de fecha 24 de junio de 1959, dic-
tada en favor de Luis Manuel Espinal, cuyo dispositivo ha 
sido transcrito en otro lugar de esta misma sentencia, y, en 
consecuencia, revoca en todas sus partes la sentencia im-
pugnada; SEGUNDO: declara justificado el despido de que 
fué objeto el trabajador Luis Manuel Espinal por parte de 
su patrono Eugenio Pérez y Pérez, según las razones que se 
han apuntado; TERCERO: Condena al trabajador Luis Ma-
nuel Espinal al pago de una multa de cinco pesos oro (RD 
$5.00) como sanción disciplinaria; CUARTO: Condena, asf-
mismo, al preindicado trabajador al pago de las costas, por 
haber sucumbido en esta instancia, tan solo en un cincuenta 
por ciento, de acuerdo con los artículos 691 del Código de 
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Trabajo y 52-mod. de la Ley N° 637, sobre Contratos de 
Trabajo vigente"; c) que, por sentencias de fechas catorce 
de julio y veintisiete de octubre de mil novecientos sesenta, 
la Suprema Corte de Justicia, respectivamente, declaró no 
haber lugar a la exclusión del recurrente Luis Manuel Es-
pinal pedida por el recurrido Eugenio Pérez y Pérez, ni aco-
ger la oposición a la denegatoria de exclusión pedida por el 

mismo recurrido; 
Considerando, que, contra la sentencia impugnada, el 

recurrente Espinal alega los siguientes medios: "Primer Me-
dio: Violación de los artículos 81 y 82 del Código de Tra-
bajo; Segundo Medio: Errónea interpretación del Art. 78 
del Código de Trabajo; y Tercer Medio: Insuficiencia de mo-
tivos. Falta de base legal"; 

Considerando, que, en el desenvolvimiento del primer 
medio, el recurrente sostiene, en restañen, que, habiendo 
avisado el patrono Pérez y Pérez el despido del trabajador 
recurrente Espinal el veintiséis de enero de mil novecientos 
cincuentinueve, por haber dejando de asistir Espinal a sus 
labores los días 17 y 19 de enero de 1959, o sea después de 
48 horas de la inasistencia, la sentencia, al considerar re-
gular el aviso del despido ha violado los artículos 81 y 82 
del Código de Trabajo; pero, 

Considerando, que, en la sentencia impugnada, se da 
por establecido, como cuestión de hecho, que el trabajador 
ahora recurrente, faltó a sus labores los días 17 y 19 de 
enero de 1959, sin permiso del patrono, y que el despido de 
dicho trabajador ocurrió el 26 de enero subsiguiente y fué 
comunicado ese mismo día a la autoridad laboral; que, en 
tales condiciones, la comunicación del despido fué hecha en 
tiempo hábil por el patrono Pérez, puesto que el plazo que 
prescriben los artículos 81 y 82 del Código de Trabajo se 
debe computar a partir del día del despido, y no, como erró-

- neamente lo entiende el recurrente, desde el día de la ocu- 
rrencia de la falta; que, por tanto, el primer medio del re- 
curso carece de fundamento y debe ser desestimado; 
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dicho trabajador ocurrió el 26 de enero subsiguiente y fué 
comunicado ese mismo día a la autoridad laboral; que, en 
tales condiciones, la comunicación del despido fué hecha en 
tiempo hábil por el patrono Pérez, puesto que el plazo que 
prescriben los artículos 81 y 82 del Código de Trabajo se 
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Considerando, que, en el desenvolvimiento del segund
o  medio, el recurrente Espinal sostiene, en resumen, lo si-

guiente: que, al dar por establecido, la sentencia impugna_ 
da, que el trabajador recurrente, para dejar de asistir a sus 
labores los días 17 y 19 de enero, no obtuvo el debido per_ 
miso del patrono, desconoció la prueba, aportada por el tra-
bajador, de que el patrono Pérez le entregó su Libreta de 
Cotizaciones para fines de ser asistido por enfermedad por 
el Seguro Social, entrega que hacía saber al patrono la en- 
fermedad del trabajador y equivalía implícitamente al per-
miso; pero, 

Considerando, que, en la sentencia impugnada, se da 
por establecido, como cuestión de hecho sustraída al control 
de la casación, que la Libreta de Cotizaciones del trabaja-
dor Espinal llegó a manos de éste porque se la hizo entre-
gar por un mensajero, Cecilio Arturo Rabssatt, de la em-
presa de Pérez y que dicho mensajero no podía ser califi-
cado como un representante del patrono; que, en estas con-
diciones el alegato que el recurrente hace basado en el efec-
to que podía resultar de la entrega de la Libreta por el pa-
trono, pierde toda posible eficacia; que, por tanto, el segun- 
do medio del recurso carece de fundamento y debe ser des-
estimado; 

Considerando, que, en el desenvolvimiento del tercero 
y último medio del recurso, el recurrente Espinal sostiene, 
en resumen, que la sentencia impugnada carece de motivos 
suficientes y de base legal en relación con las facultades del 
mensajero Rabssatt que fué quien le entregó la Libreta; 
pero, 

Considerando, que, en cuanto al punto señalado por el 
recurrente, los motivos de hecho y de derecho que contiene 
la sentencia impugnada son suficientes, explícitos y con-, 
gruentes para justificar la decisión de que el mensajero 
Rabssatt no era representante del patrono a no ser para 
recibir llamadas telefónicas y pedidos; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Manuel Espinal contra la sen-
tencia de fecha veintitrés de diciembre de mil novecientos 

cincuentinueve, dictada por la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dis7 
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y 
segundo: Condena al recurrente al pago de las costas y or-
dena su distracción en provecho del Dr. Rogelio Sánchez 
Tejeda, abogado del recurrido Eugenio Pérez y Pérez, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando, que, en el desenvolvimiento del segund o 
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fermedad del trabajador y equivalía implícitamente al per_ 
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Considerando, que, en la sentencia impugnada, se da 
por establecido, como cuestión de hecho sustraída al control 
de la casación, que la Libreta de Cotizaciones del trabaja-
dor Espinal llegó a manos de éste porque se la hizo entre-
gar por un mensajero, Cecilio Arturo Rabssatt, de la em-
presa de Pérez y que dicho mensajero no podía ser califi-
cado como un representante del patrono; que, en estas con-
diciones el alegato que el recurrente hace basado en el efec-
to que podía resultar de la entrega de la Libreta por el pa-
trono, pierde toda posible eficacia; que, por tanto, el segun- 
do medio del recurso carece de fundamento y debe ser des-
estimado; 

Considerando, que, en el desenvolvimiento del tercero 
y último medio del recurso, el recurrente Espinal sostiene, 
en resumen, que la sentencia impugnada carece de motivos 
suficientes y de base legal en relación con las facultades del 
mensajero Rabssatt que fué quien le entregó la Libreta; 
pero, 

Considerando, que, en cuanto al punto señalado por el 
recurrente, los motivos de hecho y de derecho que contiene 
la sentencia impugnada son suficientes, explícitos y con-
gruentes para justificar la decisión de' que el mensajero 
Rabssatt no era representante del patrono a no ser para 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Manuel Espinal contra la sen-
tencia de fecha veintitrés de diciembre de mil novecientos 

cincuentinueve, dictada por la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dis-; 
positivo se ha copiado en parte 'anterior del presente fallo; y 
segundo: Condena al recurrente al pago de las costas y or-
dena su distracción en provecho del Dr. Rogelio Sánchez 
Tejeda, abogado del recurrido Eugenio Pérez y Pérez, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DE 1861 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Puerto Plata, de fecha 25 de abril de 1960. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Industrias de Pastas Alimenticias, C. por A. 
Abogados: Lic. Federico C. Alvarez y Dr. Federico C. Alvarez hijo. 

Recurrido: Clemente Lawrence Pickett. 

Abogados: Dr. Miguel Angel Sosa Duarte y Lic. Carlos Tomás 
Nouel Simpson. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licencia-
dos Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfre-
do Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día diez del mes de febrero de mil novecien-
tos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' de la 
Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Indus-
tria de Pastas Alimenticias, C. por A., compañía industrial 
y comercial organizada de acuerdo con las leyes dominicanas, \, 
dominiciliada en la ciudad de Puerto Plata, contra sentencia 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Puerto Plata, como Tribunal de Trabajo de segundo 

grado, en fecha veinticinco de abril de mil novecientos se-
senta, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído a la Dra. Margarita Tavares, cédula 30652, serie 

sello 17022, en representación del Lic. Federico C. Alva-
rez, cédula 4041, serie 1, sello 1324 y del Dr. Federico C. 
Alvarez hijo, cédula 38684, serie 31, sello 4656, abogados de 

la recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Miguel Angel Sosa Duarte, cédula 11011, se-
rie 56, sello 70199, por sí y en representación del Lic. Car-
los Tomás Nouel Simpson, cédula 765, serie 1, sello 1077, 

abogados del recurrido Clement Lawrence Pickett, norte-
americano, mayor de edad, casado, ingeniero, domiciliado y 
residente en la ciudad de Puerto Plata, y accidentalmente en 
San Francisco de Macorís, calle 'José Trujillo Valdez", casa 

N9  86, cédula 1305, serie 1, sello 74744, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en secreta-
ría el nueve de junio de mil novecientos sesenta, suscrito por 
los abogados de la recurrente, en el cual se invocan los me-
dios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados 
del recurrido, notificado a los abogados de la recurrente en 
fecha dos de julio de mil novecientos sesenta; 

Visto el escrito de ampliación a su memorial de casa-
ción, suscrito por los abogados de la recurrente, y notificado 
a los abogados del recurrido en fecha dos de diciembre de 
mil novecientos sesenta; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 133 del Código de Procedi-
miento Civil; 48 de la Ley N'? 637, del 16 de junio de 1944, 
sobre Contratos de Trabajo; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Puerto Plata, de fecha 25 de abril de 1960. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Industrias de Pastas Alimenticias, C. por A. 

Abogados: Lic. Federico C. Alvarez y Dr. Federico C. Alvarez hijo. 

Recurrido: Clemente Lawrence Pickett. 

Abogados: Dr. Miguel Angel Sosa Duarte y Lic. Carlos Tomás 
Nouel Simpson. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licencia-
dos Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfre-
do Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día diez del mes de febrero de mil novecien-
tos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' de la 
Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Indus-
tria de Pastas Alimenticias, C. por A., compañía industrial 
y comercial organizada de acuerdo con las leyes dominicanas, 
dominiciliada en la ciudad de Puerto Plata, contra sentencia 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Puerto Plata, como Tribunal de Trabajo de segundo  

grado, en fecha veinticinco de abril de mil novecientos se-
nta, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído a la Dra. Margarita Tavares, cédula 30652, serie 

1, sello 17022, en representación del Lic. Federico C. Alva-
rez, cédula 4041, serie 1, sello 1324 y del Dr. Federico C. 
Alvarez hijo, cédula 38684, serie 31, sello 4656, abogados de 

la recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Miguel Angel Sosa Duarte, cédula 11011, se-
rie 56, sello 70199, por sí y en representación del Lic. Car-
los Tomás Nouel Simpson, cédula 765, serie 1, sello 1077, 
abogados del recurrido Clement Lawrence Pickett, norte-
americano, mayor de edad, casado, ingeniero, domiciliado y 
residente en la ciudad de Puerto Plata, y accidentalmente en 
San Francisco de Macorís, calle 'José Trujillo Valdez", casa 

N9  86, cédula 1305, serie 1, sello 74744, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en secreta-
ría el nueve de junio de mil novecientos sesenta, suscrito por 
los abogados de la recurrente, en el cual se invocan los me-
dios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados 
del recurrido, notificado a los abogados de la recurrente en 
fecha dos de julio de mil novecientos sesenta; 

Visto el escrito de ampliación a su memorial de casa-
ción, suscrito por los abogados de la recurrente, y notificado 
a los abogados del recurrido en fecha dos de diciembre de 
mil novecientos sesenta; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 133 del Código de Procedi-
miento Civil; 48 de la Ley N" 637, del 16 de junio de 1944, 
sobre Contratos de Trabajo; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en l os 
 documentos a que ella se refiere, constan los hechos expues

-tos a continuación: a) que, previa tentativa infructuosa de 
conciliación, Clement Lawrence Pickett, demandó por ante 
el Juzgado de Paz del Municipio de Puerto Plata como Tri.. 
bunal de Trabajo de primer grado, a la Industria de Pastas 
Alimenticias, C. por A., en cobro de diversas prestaciones 
acordadas por el Código de Trabajo por concepto de des-
ahucio, y otros más, derivadas del contrato de trabajo que 
existía entre el demandante y la compañía demandada; b) 
que con motivo de esa demanda dicho Juzgado de Paz, dictó 
la sentencia de fecha veinte de agosto de mil novecientos 
cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe rechazar como en efecto rechaza las con-
clusiones presentadas por la Industria de Pastas Alimenti-
cias, C. por A., en cuanto se refiere a la'  usión de la deman-
da principal y lá incidental, y a lanulidad del procedimiento; 
SEGUNDO: Que debe ordenar, como al efecto ordena la 
comparecencia personal de las partes; TERCERO: Que debe 
fijar como al efecto fija, el día cuatro de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y nueve, a las tres horas de la tarde, 
para conocer de la comparecencia personal de los litigantes; 
CUARTO: Que debe condenar, como en efecto condena, a la 
Industria de Pastas Alimenticias, C. por A., al pago de los 
costos"; c) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
contra esa sentencia por la Industria de Pastas Alimenticias, 
C. por A., el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Puerto Plata, actuando como Tribunal de Trabajo 
de segundo grado, dictó en fecha veinticinco de abril de 
mil novecientos sesenta, la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo se copia: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar y declara regular y válido, en cuanto a la forma, el pre-
sente recurso de apelación; SEGUNDO: Que debe rechazar 
y rechaza, por improcedente, dicho recurso de apelación, in-
tentado por la Industria de Pastas Alimenticias, C. por A., 
contra la sentencia del Juzgado de Paz del Municipio de Puer- 
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to Plata, en funciones de Tribunal de Trabajo, de fecha vein-
te de agosto del año mil novecientos cincuentinueve, cuyo 
dispositivo figura copiado en el cuerpo de la presente sen-
tencia; TERCERO: Que debe confirmar y confirma, en to-

das sus partes, la sentencia recurrida, y, en consecuencia, 
ordena el envío del expediente al Juzgado de Paz del Muni-
cipio de Puerto Plata, para que se cumplan las medidas de 
nistrucción dispuestas por dicho Júzgado de Paz; CUARTO: 
Que debe condenar y condena a la Industria de Pastas Ali-
menticias, C. por A., al pago de las costas, ordenándose su 
distracción en provecho de los abogados doctor Miguel Angel 
Sosa Duarte y licenciado Carlos Tomás Nouel, quienes afir-
man haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que en su memorial de casación la recu-
rrente invoca contra la sentencia impugnada los siguientes 
medios: "PRIMER MEDIO: Falsa aplicación del artículo 
1382 del Código Civil y del artículo primero del de Procedi-
miento Civil, y violación del artículo 48 de la Ley N9  637 del 
año 1944, al negarse el Tribunal de Trabajo a conocer de la 
demanda reconvencional; y SEGUNDO MEDIO: Violación 
de las reglas relativas a la unión de las demandas recon-
vencionales con las demandas principales y violación del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil, por insuficien-
cia de motivos y por contradicción entre los motivos y el dis-
positivo, y falta de base legal, al examinar los jueces del fon-
do la conexidad de esas dos demandas después de declararse 
incompetente para conocer de la demanda reconvencional"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer me-
dio se alega, que, como consecuencia del desahucio de Cle-
ment Lawrence Pickett del cargo de administrador de la In-
dustria de Pastas Alimenticias, C. por A., el "desahuciado 
demandó a su antigua patrona", el veinticinco de febrero de 
mil novecientos cincuenta y nueve, en cobro de diversas pres-
taciones; que, en la audiencia en que se iba a efectuar la com-
parecencia personal de las partes, ordenada para los fines 
de dicha demanda, ante el Juzgado de Paz del Municipio de 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en l os 
 documentos a que ella se refiere, constan los hechos expues-

tos a continuación: a) que, previa tentativa infructuosa de 
conciliación, Clement Lawrence Pickett, demandó por ante 
el Juzgado de Paz del Municipio de Puerto Plata como Tri_ 
bunal de Trabajo de primer grado, a la Industria de Pastas 
Alimenticias, C. por A., en cobro de diversas prestaciones 
acordadas por el Código de Trabajo por concepto de des-
ahucio, y otros más, derivadas del contrato de trabajo que 
existía entre el demandante y la compañía demandada; b) 
que con motivo de esa demanda dicho Juzgado de Paz, dictó 
la sentencia de fecha veinte de agosto de mil novecientos 
cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe rechazar como en efecto rechaza las con-
clusiones presentadas por la Industria de Pastas Alimenti-
cias, C. por A., en cuanto se refiere a la fusión de la deman-
da principal y la incidental, y a lanulidad del procedimiento; 
SEGUNDO: Que debe ordenar, como al efecto ordena la 
comparecencia personal de las partes; TERCERO: Que debe 
fijar como al efecto fija, el día cuatro de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y nueve, a las tres horas de la tarde, 
para conocer de la comparecencia personal de los litigantes; 
CUARTO: Que debe condenar, como en efecto condena, a la 
Industria de Pastas Alimenticias, C. por A., al pago de los 
costos"; e) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
contra esa sentencia por la Industria de Pastas Alimenticias, 
C. por A., el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Puerto Plata, actuando como Tribunal de Trabajo 
de segundo grado, dictó en fecha veinticinco de abril de 
mil novecientos sesenta, la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo se copia: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar y declara regular y válido, en cuanto a la forma, el pre-
sente recurso de apelación; SEGUNDO: Que debe rechazar 
y rechaza, por improcedente, dicho recurso de apelación, in-
tentado por la Industria de Pastas Alimenticias, C. por A., 
contra la sentencia del Juzgado de Paz del Municipio de Puer- 
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tu Plata, en funciones de Tribunal de Trabajo, de fecha vein-
te de agosto del año mil novecientos cincuentinueve, cuyo 
dispositivo figura copiado en el cuerpo de la presente sen-
tencia; TERCERO: Que debe confirmar y confirma, en to-
das  sus partes, la sentencia recurrida, y, en consecuencia, 
ordena el envío del expediente al Juzgado de Paz del 11 ,1uni-
cipio de Puerto Plata, para que se cumplan las medidas de 
nistrucción dispuestas por dicho Jüzgado de Paz; CUARTO: 
Que debe condenar y condena a la Industria de Pastas Ali-
menticias, C. por A., al pago de las costas, ordenándose su 
distracción en provecho de los abogados doctor Miguel Angel 
Sosa Duarte y licenciado Carlos Tomás Nouel, quienes afir-
man haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que en su memorial de casación la recu-
rrente invoca contra la sentencia impugnada los siguientes 
medios: "PRIMER MEDIO: Falsa aplicación del artículo 
1382 del Código Civil y del artículo primero del de Procedi-
miento Civil, y violación del artículo 48 de la Ley N 9  637 del 
año 1944, al negarse el Tribunal de Trabajo a conocer de la 
demanda reconvencional; y SEGUNDO MEDIO: Violación 
de las reglas relativas a la unión de las demandas recon-
vencionales con las demandas principales y violación del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil, por insuficien-
cia de motivos y por contradicción entre los motivos y el dis-
positivo, y falta de base legal, al examinar los jueces del fon-
do la conexidad de esas dos demandas después de declararse 
incompetente para conocer de la demanda reconvencional"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer me-
dio se alega, que, como consecuencia del desahucio de Cle-
ment Lawrence Pickett del cargo de administrador de la In-
dustria de Pastas Alimenticias, C. por A., el "desahuciado 
demandó a su antigua patrona", el veinticinco de febrero de 
mil novecientos cincuenta y nueve, en cobro de diversas pres-
taciones; que, en la audiencia en que se iba a efectuar la com-
parecencia personal de las partes, ordenada para los fines 
de dicha demanda, ante el Juzgado de Paz del Municipio de 
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Puerto Plata, en funciones de Tribunal de Trabajo de primer 
grado, la compañía demandada pidió que se uniera a la de-
manda de Clement Lawrence Pickett, o sea a la que se ven-
tilaba en esa audiencia, una demanda reconvencional que ella 
había hecho notificar ese mismo día; que dicho Juzgado de 
Paz rechazó ese pedimento, siendo confirmada su sentencia 
por la sentencia ahora impugnada; que al fallar de ese modo 
el Tribunal a quo ha violado el artículo 1382 del Código Ci-
vil, y el 48 de la Ley N° 637, del año 1944, por negarse a co-
nocer de la demanda reconvencional, estimando "que tal de-
manda reconvencional no es otra cosa que una acción prin-
cipal introductiva de instancia, regida por el artículo 1382 
del Código Civil, que escapa a la competencia del Juzgado de 
Paz, tanto en razón de la materia como en razón de la cuan-
tía"; que tal afirmación constituye un evidente error de los 
jueces del fondo, porque la responsabilidad del antiguo ad-
ministrador de la compañía recurrente, no está regida por el 
artículo 1382, sino por los artículos 1146 y siguientes del Có-
digo Civil, sin que importe que la falta no esté prevista en 
el contrato, como se desprende de los artículos 1135 y 1992 
del citado Código; "que, además, en la misma demanda re-
convencional se reclama rectificaciones de sueldos, esto es, 
en 'ejecución de un contrato de trabajo", que son contesta-
ciones que surgen entre las partes con motivo de la ejecu-
ción de los contratos de trabajo, y en tal virtud es de la 
competencia de los Tribunales de Trabajo, según los térmi-
nos expresos del referido artículo 48; pero, 

Considerando que en la sentencia impugnada se expone 
lo siguiente: que la empresa demandaltriginalmente, incoó 
una demanda ante el mismo Tribunal de Trabajo contra el 
demandante Pickett, en cobro de treinta mil pesos por los 
daños y perjuicios causados por este señor, mientras admi-
nistraba la Industria de Pastas Alimenticias, C. por A.; que 
en una audiencia en que se ventilaba la primera demanda, 
dicha compañía pidió la unión de ambas demandas, y que 
fuera sobreseída la comparecencia personal fijada para esa 
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audiencia, hasta que se conozca contradictoriamente de las 
dos demandas; que el Juzgado de Paz, decidió correctamente 
al rechazar el pedimento tendiente a la fusión de dichas de-
mandas, porque la referida acción en daños y perjuicios cons-
tituye una demanda principal, introductiva de instancia, que, 
en razón de su naturaleza esencialmente civil y por su cuan-

tía escapa a la competencia del Juzgado de Paz; que ,según 
se desprende de lo antes expuesto, el Tribunal a quo, para 

declarar la incompetencia del Tribunal de Trabajo en rela-
ción con dicha demanda en daños y perjuicios, y rechazar 
consecuentemente la unión de ambas demandas, se fundó, 
principalmente, en que la acción ejercida por la recurrente 
es esencialmente civil y queda fuera de su competencia tan-
to en razón de la materia cuanto en razón de la cuantía; que, 
por consiguiente, en el caso de que la mencionada demande 
estuviese regida por los artículos 1146 y siguientes del Códi-
go Civil, y no por el citado artículo 1382, este hecho care-
cía de influencia sobre lo decidido en el 'fallo impugnado 
puesto que no cambiaría la naturaleza de la demanda ni 
alteraría el valor envuelto en la misma; que, además, la 
competencia del Juzgado de Paz, para conocer de una de-
manda principal o reconvencional, en daños y perjuicios, con 
excepción de las que se fundan en difamación, injurias o 
riñas, está limitada por el artículo 19 del Código de Proce-
dimiento Civil, a aquellas cuya cuantía no sobrepase el valor 
de cien pesos; que, si bien la Ley sobre Contratos de Traba-
jo, atribuye a dichos Juzgados de Paz competencia ilimitada 
en cuanto al monto, para conocer como Tribunales de Tra-
bajo, de las controversias que surjan entre las partes con 
motivo de la ejecución de los contratos de trabajo, esa com-
petencia está circunscrita exclusivamente a las acciones de-
rivadas de las disposiciones legales o reglamentarias del de-
recho del trabajo, contenidas en el Código de Trabajo y en 
las demás leyes y reglamentos que rigen las relaciones la-
borales entre los patronos y los trabajadores; que, por con-
siguiente, como ninguna de esas disposiciones se refiere a 
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Puerto Plata, en funciones de Tribunal de Trabajo de primer 
grado, la compañía demandada pidió que se uniera a la de-
manda de Clement Lawrence Pickett, o sea a la que se ven.. 
tilaba en esa audiencia, una demanda reconvencional que ella 
había hecho notificar ese mismo día; que dicho Juzgado de 
Paz rechazó ese pedimento, siendo confirmada su sentencia 
por la sentencia ahora impugnada; que al fallar de ese modo 
el Tribunal a quo ha violado el artículo 1382 del Código Ci-
vil, y el 48 de la Ley N° 637, del año 1944, por negarse a co-
nocer de la demanda reconvencional, estimando "que tal de-
manda reconvencional no es otra cosa que una acción prin-
cipal introductiva de instancia, regida por el artículo 1382 
del Código Civil, que escapa a la competencia del Juzgado de • 
Paz, tanto en razón de la materia como en razón de la cuan-
tía"; que tal afirmación constituye un evidente error de los 
jueces del fondo, porque la responsabilidad del antiguo ad-
ministrador de la compañía recurrente, no está regida por el 
artículo 1382, sino por los artículos 1146 y siguientes del Có-
digo Civil, sin que importe que la falta no esté prevista:en 
el contrato, como se desprende de los artículos 1135 y 1992 
del citado Código; "que, además, en la misma demanda re-
convencional se reclama rectificaciones de sueldos, esto es, 
en 'ejecución de un contrato de trabajo", que son contesta-
ciones que surgen entre las partes con motivo de la ejecu-
ción de los contratos de trabajo, y en tal virtud es de la 
competencia de los Tribunales de Trabajo, según los térmi-
nos expresos del referido artículo 48; pero, 

Considerando que en la sentencia impugnada se expone 
lo siguiente: que la empresa demand9Wriginalmente, incoó 
una demanda ante el mismo Tribunal de Trabajo contra el 
demandante Pickett, en cobro de treinta mil pesos por los 
daños y perjuicios causados por este señor, mientras admi-
nistraba la Industria de Pastas Alimenticias, C. por A.; que 
en una audiencia en que se ventilaba la primera demanda, 
dicha compañía pidió la unión de ambas demandas, y que 
fuera sobreseída la comparecencia personal fijada para esa  

audiencia, hasta hasta que se conozca contradictoriamente de las 
dos demandas; que el Juzgado de Paz, decidió correctamente 
al rechazar el pedimento tendiente a la fusión de dichas de-
mandas, porque la referida acción en daños y perjuicios cons-
tituye una demanda principal, introductiva de instancia, que, 
en razón de su naturaleza esencialmente civil y por su cuan-
tía escapa a la competencia del Juzgado de Paz; que ,segn 
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to en razón de la materia cuanto en razón de la cuantía; que, 
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estuviese regida por los artículos 1146 y siguientes del Códi-
go Civil, y no por el citado artículo 1382, este hecho care-
cía de influencia sobre lo decidido en el Tallo impugnado 
puesto que no cambiaría la naturaleza de la demanda ni 
alteraría el valor envuelto en la misma; que, además, la 
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las demandas en daños y perjuicios que puedan incoar los 
patronos contra sus trabajadores, es obvio que, en la espe-
cie, al considerar el Tribunal a quo que el Juzgado de Paz 
es incompetente para conocer como Tribunal de Trabajo, de 
la demanda intentada por la recurrente .contra el recurrido, 
en cobro de RD$30,000.00 por concepto de reparaciones, in-
demnizaciones y daños y perjuicios, y, consecuentemente, 
rechazar el pedimento de unión de esa demanda con la de-
manda que el recurrido había incoado antes contra la recu-
rrente, en ocasión de su desahucio como administrador de 
esa empresa, hizo una correcta aplicación del artículo 1" 
del Código de Procedimiento Civil, y del 48 de la Ley N' 
637, sobre Contratos de Trabajo; que, en consecuencia, pro-
cede desestimar este medio ya que, en su primer aspecto 
carece de pertinencia, y en el segundo, se encuentra despro-
visto de fundamento; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo 
medio alega la recurrente, que, "el Tribunal de Trabajo sólo 
tenía que examinar su competencia, y, si entendía que era 
incompetente en razón de la materia, estaba obligado a re-
chazar el pedimento de unión, no por falta de conexidad, 
sino por la imposibilidad de que un Tribunal de excepción 
como el Tribunal de Trabajo entendiera en cuestiones ex-
trañas a su competencia; que, por esa razón, al examinar en 
la sentencia impugnada la cuestión de conexidad después 
de haber reconocido su incompetencia, el Tribunal a quo exa-
minó una cuestión que dejó de "ser pertinente", desde el 
momento en que había declarado su incompetencia; que co-
nexa o inconexa la demanda reconvencional no podía unirse 
a la demanda principal en tales circunstancias; que la sen-
tencia en ese aspecto carece de base legal, en el supuesto de 
que la cuestión de la conexidad fuera admisible; que "proce-
de calificar ese motivo como fuera de la sentencia, como im-
propio para sustentarla, como superfluo y también como 
contrario a la ley; pero, 
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Considerando que el motivo deducido de la incompeten-
del Tribunal de Trabajo para conocer de la demanda 

Incoada por la Industria de Pastas Alimenticias, C. por A., es 
-suficiente y pertinente para justificar el rechazamiento de 
¡as conclusiones formuladas por la demandante en el sentido 

de que se ordenara la unión de su demanda con la demanda 
incoada precedentemente contra ella por Clemént Lawrence 
pickett, puesto que, como se ha expresado antes, un tribu-
nal de excepción no puede conocer de cuestiones, que en ra-
zón de la materia, son ajenas a su competencia; que, en tal 
virtud eran innecesarias las demás consideraciones hechas 
por los jueces del fondo, después de haber expuesto, como 
motivo fundamental del rechazamiento de dichas conclusio-
nes, la incompetencia absoluta del Tribunal de excepción; 

y, por consiguiente, el medio deducido de la inexistencia de 
lazos de conexidad entre las mencionadas demandas carece 
de pertinencia para servir de base a la casación por estar di-
rigido contra un motivo superfluo de la sentencia impugna-
da, que no está en contradicción con su dispositivo; por todo 
lo cual procede desestimar el segundo y último medio del 
memorial de casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Industria de Pastas Alimenticias, 
C. por A., contra sentencia dictada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Puertd Plata, como 
Tribunal de Trabajo de segundo grado, en fecha veinticinco 
de abril de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo ha sido 

• transcrito en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
Condena a la recurrente al pago de las costas, las cuales se 
declaran distraídas en provecho del Dr. Miguel Angel Sosa 
Duarte y del Lic. Carlos Tomás Nouel Simpson, abogados 
del recurrido, quienes declaran haberlas avanzado en su 
mayor parte. 

(Firmados) H. Berrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— . 

 Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 

Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
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L.-- Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Paus 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente_ sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au_ 
diencia pública del día, mes, y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 31 de mayo de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Luis Rafael Paradas Valdez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituíaa por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doc-
tor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sánchez 
L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
diez del mes de febrero de mil novecientos sesenta y uno, 
años 117' de la Independencia, 98' de la Restauración y 31' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Ra-
fael Paradas Valdez, dominicano, casado, mayor de edad, 
empleado público, del domicilio y residencia de Ciudad Tru-
jillo, cédula 50395, serie 1, sello 57662, contra sentencia dic-
tada en fecha treintiuno de mayo del año de mil novecientos 
sesenta, dictada en sus atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en ausencia del pre-
venido, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Pro-
nuncia el defecto contra la parte civil constituida, por falta 
de concluir; SEGUNDO: Declara regular y válido, en cuanto 
a la forma, el presente recurso de oposición interpuesto por 
el prevenido Luis Rafael Paradas Valdez, contra sentencia 
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en atribuciones correccionales por esta Corte de Apel ación 
 en fecha 28 del mes de enero del año, 1960, cuyo dispositivo 
 copiado textualmente dice así: 'FALLA: PRIMERO: Recha-

za la petición de reenvío formulada por el prevenido; SE-
GUNDO: Pronunria el defelto contra el prevenido Luis R a.. 
fael Paradas Valdez, por no haber comparecido a esta au-
diencia para la cual fué legalmente citado; TERCERO: De-
clara regular y válido, en la forma, el presente recurso de 
apelación; CUARTO: Confirma la sentencia apelada, dictada 
en atribuciones correccionales por la Segunda Cámara de lo 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nado-
nal, en fecha (9) del mes de octubre del año mil novecientos 
cincuentinueve, cuyo dispositivo copiado textualmente dice' 
así: "Falla: Primero: Declara al nombrado Luis Rafael Pa-
radas Valdez culpable del delito de sustracción en perjuicio 
de la menor de 18 años, pero mayor de 17, Ramona I. Rodrí-
guez Méndez, y, en consecuencia, acogiendo circunstancias 
atenuantes, lo condena a pagar una multa de RD$200.00 que 
en caso de insolvencia compensará a razón de un día de pri-
sión por cada peso dejado de pagar, más el pago de las cos-
tas penales; Segundo: Declara regular y válida en cuanto a 
la forma la constitución en parte civil hecha en audiencia 
por la señora Aura Méndez Lazala, en su condición de madre 
legítima y tutora legal de la menor Ramona I. Rodríguez 
Méndez, representada por el Dr. Rafael Richiez Saviñón y 
condena al nombrado Luis Rafael Paradas Valdez, a pagar 
a dicha parte civil constituida la suma de RD$5,000.00 (cin-
co mil pesos oro) por los daños y perjuicios sufridos en su 
doble condición de madre legítima y tutora legal de dicha 
menor, con apremio según lo establece el párrafo final del 
Art. 355 del Código Penal y con distracción de las costas 
en favor del abogado representante de dicha parte civil cons-
tituída Dr. Rafael Richiez Saviñón'; QUINTO: Condena al 
prevenido Luis Rafael Paradas Valdez, al pago de las costas, 
con distracción de las civiles en provecho del Dr. Rafael Ri-
chiez Saviñón, quien afirma haberlas avanzado'; TERCE- 

RO: Modifica la sentencia objeto del presente recurso de opo-
sición, en cuanto al monto de la indemnización se refiere, y 
obrando por propia autoridad, condena al nombrado Luis 
Rafael Paradas Valdez, a pagar a la parte civil constituida, 
señora Aurora Méndez Lazala, la suma de un mil quinientos 
pesos oro dominicanos (RD$1,500.00) , como justa repara-
ción de los daños morales y materiales sufridos, por dicha 
parte civil constituída, a consecuencia del hecho delictuoso 
cometido por el prevenido; compensable dicha indemnización 
en caso de insolvencia, con prisión a razón de un día por 
cada peso dejado de pagar; y CUARTO: Condena al preveni-
do al pago de las cost'as penales"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del Lic. Juan 
Manuel Pellerano G., cédula 49307, serie 1', sello 30315, 
abogado del recurrente, en fecha dieciocho de julio del año 
mil novecientos sesenta, en la cual no se expresa ningún 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 186 del Código de Procedimien-
to Criminal; y 1, 30 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

'Considerando que las sentencias dictadas en defecto pro-
nunciadas en última nistancia no pueden ser impugnadas en 
casación mientras esté abierto el plazo de la oposición, ni 
aún por aquellas partes respecto de quienes la sentencia es 
contradictoria; que, en tal virtud, y por aplicación del ar-
tículo 30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, el pla-
zo de la casación en esos casos, comenzará a correr, respecto 
de todas las partes en causa, a partir del vencimiento del 
plazo de la oposición, y de ser intentado este recurso, a partir 
del día en que intervenga sentencia sobre la oposición; 
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Rafael Paradas Valdez, a pagar a la parte civil constituida, 
señora Aurora Méndez Lazala, la suma de un mil quinientos 
pesos oro dominicanos (RD$1,500.00) , como justa repara-
ción de los daños morales y materiales sufridos, por dicha 
parte civil constituida, a consecuencia del hecho delictuoso 
cometido por el prevenido; compensable dicha indemnización 
en caso de insolvencia, con prisión a razón de un día por 
cada peso dejado de pagar; y CUARTO: Condena al preveni-
do al pago de las costas penales"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del Lic. Juan 
Manuel Pellerano G., cédula 49307, serie la, sello 30315, 
abogado del recurrente, en fecha dieciocho de julio del año 
mil novecientos sesenta, en la cual no se expresa ningún 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 186 del Código de Procedimien-
to Criminal; y, 1, 30 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que las sentencias dictadas en defecto pro-
nunciadas en última nistancia no pueden ser impugnadas en 
casación mientras esté abierto el plazo de la oposición, ni 
aún por aquellas partes respecto de quienes la sentencia es 
contradictoria; que, en tal virtud, y por aplicación del ar-
tículo 30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, el pla-
zo de la casación en esos casos, comenzará a correr, respecto 
de todas las partes en causa, a partir del vencimiento del 
plazo de la oposición, y de ser intentado este recurso, a partir 
del día en que intervenga sentencia sobre la oposición; 



BOLETÍN JUDICIAL 	 223 
222 	 BOLETÍN JUDICIAL 

Considerando que el examen de la sentencia impugnad a, 
pone de manifiesto que la misma fué dictada en defecto con 
respecto a Ana Mercedes Lazala, parte civil constituida; que 

 no habiendo constancia en el expediente de que dicha sen, 
tencia fuera notificada a la parte civil constituida, el plazo 
de la oposición señalado por el artículo 186 del Código de 
Procedimiento Criminal está abierto, por lo cual no ha podi-
do comenzar a correr el plazo de la casación para ningun a 

 de las partes; que, en tales condiciones, el presente recurso 
de casación debe ser declarado inadmisible, por prematuro; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Luis Rafael Paradas Val-
dez, contra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, en fecha treinta y uno de mayo de mil 
novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— F.E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena 
Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en, su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DE '1961 

tencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Julia Molina de fecha 14 de octubre de 1960. 

materia: Penal. 

gecurrente: Alejo Santana. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Manuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, 
licenciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y 
Alfredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diez del mes de febrero de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el 'recurso de casación interpuesto por Alejo San-
tana, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domi-
ciliado y residente en Julia Molina, cuya cédula personal de 
identidad no consta en el expediente, contra sentencia co-
rreccional pronunciada en grado de apelación por el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Julia Moli-
na, en fecha catorce del mes de octubre del año mil nove-
cientos sesenta, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 



.4,•••3••-•”.• • •-•-"••- 

222 	 BOLETfN JUDICIAL 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
pone de manifiesto que la misma fué dictada en defecto con 
respecto a Ana Mercedes Lazala, parte civil constituida; que 

 no habiendo constancia en el expediente de que dicha sen. 
tencia fuera notificada a la parte civil constituida, el plazo 
de la oposición señalado por el artículo 186 del Código de 
Procedimiento Criminal está abierto, por lo cual no ha podi-
do comenzar a correr el plazo de la casación para ningun a 

 de las partes; que, en tales condiciones, el presente recurso 
de casación debe ser declarado inadmisible, por prematuro; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Luis Rafael Paradas Val-
dez, contra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, en fecha treinta y uno de mayo de mil 
novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— F.E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena 
Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en, su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DE '1961 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Julia Molina de fecha 14 de octubre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Alejo Santana. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
er Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-

te, Manuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, 
licenciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y 
Alfredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diez del mes de febrero de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alejo San-
tana, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domi-
ciliado y residente en Julia Molina, cuya cédula personal de 
identidad no consta en el expediente, contra sentencia co-
rreccional pronunciada en grado de apelación por el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Julia Moli-
na, en fecha catorce del mes de octubre del año mil nove-
cientos sesenta, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a quo el mismo día del fallo-, en la 

 cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 8, inciso 2, apartado h) de la 
Constitución; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 
sación; 

Considerando que en 1/ sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha dos de octubre del año mil novecientos sesenta la 
Policía Nacional en la ciudad de Julia Molina, Municipio y 
Provincia del mismo nombre, sometió a Alejo Santana por 
vagancia; y b) que apoderado regularmente del caso el Juz-
gado de Paz del mencionado Distrito Judicial, lo decjdió por 
sentencia de fecha tres del referido mes de octubre, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
declarar y declara al nombrado Alejo Santana, de generales 
anotadas, culpable del hecho que se le imputa ejercer la va-
gancia, según sometimiento instrumentado por la Policía 
Nacional, en fecha 29 del mes de septiembre de 1960, y en 
consecuencia se le condena a sufrir 3 meses de prisión y al 
pago de los costos"; 

Considerando que sobre recurso interpuesto por el pre-
venido el mismo día de la sentencia intervenida en la juris-
dicción de primer grado, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Julia Molina, en grado de apelación, 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara bue-
no y válido, 'en cuanto a la forma, el presente recurso de 
apelación interpuesto por el nombrado Alejo Santana, cuyas 
generales constan, contra sentencia dictada porr el Juzgado 
de Paz del Municipio de Julia Molina en fecha tres de octu-
bre del año mil novecientos sesenta, que lo condenó a sufrir 
la pena de tres meses de prisión correccional y al pago de 
las costas, por el delito de ejercer la vagancia, por haber si-
do interpuesto en tiempo hábil; SEGUNDO: Obrando por 
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Acopia autoridad, se confirma en todas sus partes la senten-
cia recurrida, y sujeción, después de sufrida esta condena, a 
la vigilancia de la alta policía durante un año; TERCERO: 
Que debe condenar y condena a dicho recurrente al pago de 
las costas de la presente alzada"; 

Considerando que no obstante los alegatos que sobre su 
inocencia hizo el prevenido ante los jueces del fondo y de su 
reiterado pedimento de que se oyera como testigo a Ernesto 
Estrella para justificar que él trabajaba al servicio de dicha 
persona cuando fué sometido a la justicia, el fallo impugna-
do no contiene examen alguno al respecto, ni ordenó tam-
poco la medida de instrucción solicitada; que, en tal virtud, 

el tribunal a quo ha violado el derecho de defensa del pre- 

venido; 
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 

en atribuciones correccionales, en grado de apelación por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Julia 
Molina, en fecha catorce del mes de octubre del año mil 
novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo y envía el asunto a la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia de Duarte; y Segundo: Decla-

ra las costas de oficio; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. 
Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde 
Pausas.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a quo el mismo día del fallo; en l a 

 cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 8, inciso 2, apartado h) de la 
Constitución; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 
sación; 

Considerando que en lg sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha dos de octubre del año mil novecientos sesenta la 
Policía Nacional en la ciudad de Julia Molina, Municipio y 
Provincia del mismo nombre, sometió a Alejo Santana por 
vagancia; y b) que apoderado regularmente del caso el Juz-
gado de Paz del mencionado Distrito Judicial, lo decjdió por 
sentencia de fecha tres del referido mes de octubre, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
declarar y declara al nombrado Alejo Santana, de generales 
anotadas, culpable del hecho que se le imputa ejercer la va-
gancia, según sometimiento instrumentado por la Policía 
Nacional, en fecha 29 del mes de septiembre de 1960, y en 
consecuencia se le condena a sufrir 3 meses de prisión y al 
pago de los costos"; 

Considerando que sobre recurso interpuesto por el pre-
venido el mismo día de la sentencia intervenida en la juris-
dicción de primer grado, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Julia Molina, en grado de apelación, 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara bue-
no y válido, -en cuanto a la forma, el presente recurso de 
apelación interpuesto por el nombrado Alejo Santana, cuyas 
generales constan, contra sentencia dictada pdr el Juzgado 
de Paz del Municipio de Julia Molina en fecha tres de octu-
bre del año mil novecientos sesenta, que lo condenó a sufrir 
la pena de tres meses de prisión correccional y al pago de 
las costas, por el delito de ejercer la vagancia, por haber si-
do interpuesto en tiempo hábil; SEGUNDO: Obrando por  

propia autoridad, se confirma en todas sus partes la senten-

cia  recurrida, y sujeción, después de sufrida esta condena, a 
la vigilancia de la alta policía durante un año; TERCERO: 
Que debe condenar y condena a dicho recurrente al pago de 
las costas de la presente alzada"; 

Considerando que no obstante los alegatos que sobre su 
inocencia hizo el prevenido ante los jueces del fondo y de su 
reiterado pedimento de que se oyera como testigo a Ernesto 
Estrella para justificar que él trabajaba al servicio de dicha 
persona cuando fué sometido a la justicia, el fallo impugna-

do no contiene examen alguno al respecto, ni ordenó tam-
poco la medida de instrucción solicitada; que, en tal virtud, 
el tribunal a quo ha violado el derecho de defensa del pre- 

venido; 
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 

en atribuciones correccionales, en. grado de apelación por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Julia 
Molina, en fecha catorce del mes de octubre del año mil 
novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo y envía el asunto a la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia de Duarte; y Segundo: Decla-
ra las costas de oficio; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. 
Sánchez L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde 
Pausas.— 

Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de te. 
cha 14 de septiembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Victor Manuel González. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de J 
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciad 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-tor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sán-
chez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día diez del mes de febrero de mil novecientos sesenta y uno, 
años 117' de la Independencia, 98' de la Restauración y 31' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor Ma-
nuel González, dominicano, mayor de edad, soltero, ayudan-
te de mecánica, domiciliado y residente en Barahona, cédula 
26583, serie 18, cuyo sello de renovación no consta en el 
expediente, contra sentencia criminal dictada por la Corte 
de Apelación de San Cristóbal, en fecha catorce de septiem-
bre del año mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua el día veintidós del mes de sep-
tiembre del año mil novecientos sesenta, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corté de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 295 y 321 del Código Penal, y 
1, 20 y 43 de la Ley sobre ProcediMiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha cinco del mes de enero del año mil novecientos se-
senta, el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Baraho-
na dictó un requerimiento mediante el cual apoderó al Juez 
de Instrucción del mismo Distrito Judicial, para que instru-
yera la sumaria correspondiente en relación con el homici-
dio de que fué víctima Francisco González; b) que el Juez 
de Instrucción dictó acerca del hecho, la siguiente provi-
dencia calificativa: "RESOLVEMOS: DECLARAR: como al 
efecto declaramos, que existen cargos e indicios suficientes 
de culpabilidad contra los nombrados Víctor Manuel Gon-
zález, Eleuterio Enrique Pérez Reyes y Luis Peña (a) Turco, 
para inculparlos, el primero como autor del crimen de ho-
micidio voluntario y los dos últimos de complicidad en el 
mismo hecho, perpetrado en la persona del que eh vida res-
pondía al nombre de Francisco González Román (a) Paco; 
hecho ocurrido en la madrugada del día 1 9  de enero de 1960, 
en el Batey Central de este Municipio; POR TANTO": MAN-

' DAMOS Y ORDENAMOS: PRIMERO: Enviar como al efec-
to enviamos, a los procesados Víctor Manuel González, Eleu-
terio Enrique Pérez Reyes y Luis Peña (a) Turco, de gene-
rales que constan, por ante el Tribunal Criminal, para que 
allí se les juzgue con arreglo a la Ley"; y c) que así apode-
rado del caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona, dictó una sentencia en fecha veinti-
cinco del mes de marzo del año mil novecientos sesenta, cu-
yo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que de-
be declarar y declara al nombrado Víctor Manuel González, 
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SENTENCLA DE FECHA 10 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de / 
cha 14 de septiembre de 1960. 

Materia; Penal. 

Recurrente: Víctor Manuel González. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc- 
tor  

 Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sán- 
chez L., Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día diez del mes de febrero de mil novecientos sesenta y uno, 
años 117' de la Independencia, 98' de la Restauración y 31' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor Ma-
nuel González, dominicano, mayor de edad, soltero, ayudan-
te de mecánica, domiciliado y residente en Barahona, cédula 
26583, serie 18, cuyo sello de renovación no consta en el 
expediente, contra sentencia criminal dictada por la Corte 
de Apelación de San Cristóbal, en fecha catorce de septiem-
bre del año mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua el día veintidós del mes de sep-
tiembre del año mil novecientos sesenta, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corté de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 295 y 321 del Código Penal, y 
1, 20 y 43 de la Ley sobre ProcediMiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha cinco del mes de enero del año mil novecientos se-
senta, el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Baraho-
na dictó un requerimiento mediante el cual apoderó al Juez 
de Instrucción del mismo Distrito Judicial, para que instru-
yera la sumaria correspondiente en relación con el homici-
dio de que fué víctima Francisco González; b) que el Juez 
de Instrucción dictó acerca del hecho, la siguiente provi-
dencia calificativa: "RESOLVEMOS: DECLARAR: como al 
efecto declaramos, que existen cargos e indicios suficientes 
de culpabilidad contra los nombrados Víctor Manuel Gon-
zález, Eleuterio Enrique Pérez Reyes y Luis Peña (a) Turco, 
para inculparlos, el primero como autor del crimen de ho-
micidio voluntario y los dos últimos de complicidad en el 
mismo hecho, perpetrado en la persona del que en vida res-
pondía al nombre de Francisco González Román (a) Paco; 
hecho ocurrido en la madrugada del día 1 9  de enero de 1960, 
en el Batey Central de este Municipio; POR TANTO': MAN-
DAMOS Y ORDENAMOS: PRIMERO: Enviar como al efec-
to enviamos, a los procesados Víctor Manuel González, Eleu-
terio Enrique Pérez Reyes y Luis Peña (a) Turco, de gene-
rales que constan, por ante el Tribunal Criminal, para que 
allí se les juzgue con arreglo a la Ley"; y e) que así apode-
rado del caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona, dictó una sentencia en fecha veinti-
cinco del mes de marzo del año mil novecientos sesenta, cu-
yo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que de-
be declarar y declara al nombrado Víctor Manuel González, 
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culpable del crimen de homicidio voluntario en la persona del 
que en vida respondía al nombre de Francisco González (a) 
Paco, y en consecuencia se condena a sufrir quince (15) años 
de trabajos públicos y al pago de las costas; SEGUNDO: 
Que debe declarar y declara culpable al nombrado Eleuterio 
Pérez Reyes, de complicidad en el mismo hecho y en tal vir-
tud se condena a sufrir dos años de prisión correccional, 
acogiendo a su favor circunstancias atenuantes, y al pago 
de las costas; TERCERO: Que debe condenar y condena a 
ambos acusados a pagar solidariamente a la parte civil 
constituida, la suma de RD$10,000.00, oro, como justa re-
paración de los daños morales y materiales ocasionándoles 
con su hecho criminal; CUARTO: Que debe condenar y con-
dena los acusados al pago solidario de las costas civiles con 
distracción en favor del abogado de la parte civil, Dr. Ale-
jandro Féliz Gerardo, por afirmar haberlas avanzado en su 
mayor parte; QUINTO: La indemnización será perseguible 
con apremio corporal de hasta dos años de prisión; SEXTO: 
Que debe declarar y declara no culpable al nombrado Luis 
Peña (a) Turco, y se le descarga de toda responsabilidad 
penal, por no haber cometido,el hecho de que se le acusa, 
y las costas en relación a este último, se declaran de oficio"; 

Considerando que sobre recursos interpuestos por Víc-
tor Manuel González y Eleuterio Pérez Reyes la Corte a qua 
pronunció la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regulares y válidos en la forma los presentes recursos de 
apelación, por haber sido interpuestos en tiempo hábil y de 
conformidad con los preceptos legales; SEGUNDO: Revoca 
el ordinal segundo de la sentencia apelada, dictada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bara-
hona, de fecha 25 de marzo del año 1960, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente Tallo, en cuanto declaró 
culpable al nombrado Eleuterio Pérez Reyes de complicidad 
en los hechos puestos a cargo del acusado Víctor Manuel 
González, y, en consecuencia, obrando por propia autoridad  

y contrario imperio, lo descarga del hecho que se le imputa 

por insuficiencia de pruebas; TERCERO: Modifica en cuan-
to a la pena impuesta en relación con el acusado Víctor Ma-
nuel González, la referida sentencia, y obrando por própia 
autoridad, acogiendo en su favor el beneficio de circunstan-
cias atenuantes, lo condena a sufrir 10 (diez). años de tra-
bajos públicos, por el crimen de homicidio voluntario, en 
perjuicio de quien en vida respondía al nombre de Francis-
co González Román (a) Paco; CUARTO: Modifica el ordinal 
tercero de la aludida sentencia en cuanto puso las condena-
ciones civiles a cargo de ambos acusados, condenando tan 
solo al acusado Víctor Manuel González a pagar la suma de 
Ocho Mil Pesos Oro (RD$8,000.00), a favor de la parte civil 
constituida, señor Juan B. González, como justa reparación 
de los daños morales y materiales ocasionados con su hecho 
criminal; QUINTO: Condena al acusado Víctor Manuel Gon-
zález al pago de las costas penales; SEXTO: Declara res-
pecto de Eleuterio Pérez Reyes las costas de oficio"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, que el acusado 
Víctor Ml. González respondiendo a una agresión de que fué 
objeto de parte de la víctima Francisco González, que le 
produjo "herida traumática en la región 'fronto-parietal, y 
traumatismo en el hemitórax lado izquierdo, infirió a la víc-
tima, con un cuchillo que portaba, dos heridas penetrantes, 
localizadas en el hemitórax izquierdo y región infra-axilar, 
lesiones éstas que produjeron una intensa hemorragia", 
mortales por necesidad; pero, 

Considerando que la Corte a qua condenó al acusado 
co-autor del crimen de homicidio voluntario en perjuicio de 
Francisco González, sin responder al medio de defensa for-
mulado ante ella por el actual recurrente, tendiente a que 
se acogiera en su beneficio la excusa legal de la provo-
cación; y 

Considerando que los jueces del fondo están en el deber 
de responder a todos los puntos de las conclusiones de las 
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culpable del crimen de homicidio voluntario en la persona del 
que en vida respondía al nombre de Francisco González (a) 
Paco, y en consecuencia se condena a sufrir quince (15) años 
de trabajos públicos y al pago de las costas; SEGUNDO: 
Que debe declarar y declara culpable al nombrado Eleuterio 
Pérez Reyes, de complicidad en el mismo hecho y en tal vir-
tud se condena a sufrir dos años de prisión correccional, 
acogiendo a su favor circunstancias atenuantes, y al pago 
de las costas; TERCERO: Que debe condenar y condena a 
ambos acusados a pagar solidariamente a la parte civil 
constituida, la suma de RD$10,000.00, oro, como justa re-
paración de los daños morales y materiales ocasionándoles 
con su hecho criminal; CUARTO: Que debe condenar y con-
dena los acusados al pago solidario de las costas civiles con 
distracción en favor del abogado de la parte civil, Dr. Ale-
jandro Féliz Gerando, por afirmar haberlas avanzado en su 
mayor parte; QUINTO: La indemnización será perseguible 
con apremio corporal de hasta dos años de prisión; SEXTO: 
Que debe declarar y declara no culpable al nombrado Luis 
Peña (a) Turco, y se le descarga de toda responsabilidad 
penal, por no haber cometido,el hecho de que se le acusa, 
y las costas en relación a este último, se declaran de oficio"; 

Considerando que sobre recursos interpuestos por Víc-
tor Manuel González y Eleuterio Pérez Reyes la Corte a qua 
pronunció la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regulares y válidos en la forma los presentes recursos de 
apelación, por haber sido interpuestos en tiempo hábil y de 
conformidad con los preceptos legales; SEGUNDO: Revoca 
el ordinal segundo de la sentencia apelada, dictada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bara-
hona, de fecha 25 de marzo del año 1960, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo, en cuanto declaró 
culpable al nombrado Eleuterio Pérez Reyes de complicidad 
en los hechos puestos a cargo del acusado Víctor Manuel 
González, y, en consecuencia, obrando por propia autoridad  
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Ocho Mil Pesos Oro (RD$8,000.00), a favor de la parte civil 
constituida, señor Juan B. González, como justa reparación 
de los daños morales y materiales ocasionados con su hecho 
criminal; QUINTO: Condena al acusado Víctor Manuel Gon-
zález al pago de las costas penales; SEXTO: Declara res-
pecto de Eleuterio Pérez Reyes las costas de oficio"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, que el acusado 
Víctor Ml. González respondiendo a una agresión de que fué 
objeto de parte de la víctima Francisco González, que le 
produjo "herida traumática en la región fronto-parietal, y 
traumatismo en el hemitórax lado izquierdo, infirió a la víc-
tima, con un cuchillo que portaba, dos heridas penetrantes, 
localizadas en el hemitórax izquierdo y región infra-axilar, 
lesiones éstas que produjeron una intensa hemorragia", 
mortales por necesidad; pero, 

Considerando que la Corte a qua condenó al acusado 
co-autor del crimen de homicidio voluntario en perjuicio de 
Frarlcisco González, sin responder al medio de defensa for-
mulado ante ella por el actual recurrente, tendiente a que 
se acogiera en su beneficio la excusa legal de la provo-
cación; y 

Considerando que los jueces del fondo están en el deber 
de responder a todos los puntos de las conclusiones de las 
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partes para admitirlas o rechazarlas, dando los motivos que 
sean pertinentes; que esta regla se aplica tanto a las con-
clusiones principales como a las subsidiarias que contengan 
una excepción o un medio de inadmisión; que en la especie, 
la Corte a qua al fallar como lo hizo, rechazó implícitamen-
te la excusa de la provocación alegada por el acusado sin 
dar ningún motivo al respecto; que, por ello, dicha sentencia 
debe ser casada sin que sea necesario examinarla en sus 
demás aspectos; 

Por tales motivos, Primero: Casa, en cuanto a la cali-
ficación y a las condenaciones pronunciadas, la sentencia 
criminal dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal 
en fecha catorce del mes de septiembre del año mil nove-
cientos sesenta, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar del presente fallo, y envía el asunto ante la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo; y Segundo: Declara las costas 
de oficio. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena 
Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE FEBRERO DE 1961 

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Prime-

ra Instancia del Distrito Nacional de fecha 27 de mayo 

de 1960. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Mecanización Agrícola, C. por A. 
abogados: Dres. A. Ballester Hernández y M. Antonio Báez Brito. 

Recurrido: Luis E. Tavárez Santelises. 
Abogados: Dres. Pericles Andújar Pimentel y Lupo Hernández 

Rueda. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día trece de febrero de mil novecientos 

). sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' de la Res- 
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú- 
blica, , como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mecani- 
zación Agrícola, C. por A., sociedad comercial dominicana, 
domiciliada en esta ciudad, contra sentencia dictada por la 
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, en fecha veintisiete de mayo de mil nove- 
cientos sesenta, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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una 'excepción o un medio de inadmisión; que en la especie, 
la Corte a qua al fallar Como lo hizo, rechazó implícitamen-
te la excusa de la provocación alegada por el acusado sin 
dar ningún motivo al respecto; que, por ello, dicha sentencia 
debe ser casada sin que sea necesario examinarla en sus 
demás aspectos; 

Por tales motivos, Primero: Casa, en cuanto a la cali-
ficación y a las condenaciones pronunciadas, la sentencia 
criminal dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal 
en fecha catorce del mes de septiembre del año mil nove-
cientos sesenta, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar del presente fallo, y envía el asunto ante la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo; y Segundo: Declara las costas 
de oficio. 
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La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Oído el Dr. A. Ballester Hernández, por sí y por el D r, 
M. Antonio Báez Brito, abogados constituidos de la recu-
rrente, portadores respectivamente de las cédulas 141 y 
38853, series 48 y 26, sellos 18312 y 74579, para 1960, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Pericles Andújar Pimentel, por sí y por el 
Dr. Lupo Hernández Rueda, portadores respectivament e 

 de las cédulas 52000 y 51617, de la primera serie, sello 34459 
y 75283, abogados de la parte recurrida, Luis E.. Tavárez 
Santelises, dominicano, soltero, topógrafo, mayor de edad, 
cédula 15955, serie 31, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, domiciliado y residente en esta ciudad, calle 
Baltazara de los Reyes N' 30; en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha ocho del mes 
de julio de mil novecientos sesenta, suscrito por los abogados 
de la recurrente, doctores A. Ballester Hernández y M. An-
tonio Báez Brito; 

Visto el memorial de defensa de la parte recurrida, de 
fecha dos de agosto del año de mil novecientos sesenta, sus-
crito por sus abogados, doctores Lupo Hernández Rueda y 
Pericles Andújar Pimentel; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 20 y 65, inciso 3, de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de la demanda intentada por Luis E. Tavárez 
Santelises, contra su patrono, la Mecanización Agrícola, C. 
por A., en pago de las prestaciones que le acuerda la ley por 
dimisión injustificada, el Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, dictó en fecha veintinueve de julio del 
año de mil novecientos cincuentinueve, una sentencia con 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara, la  

rescición del Contrato de Trabajo que existió entre las par-
tes por causa de dimisión injustificada; SEGUNDO: Conde-
na, a la Cía. Mecanización Agrícola, C. por A., a pagarle al 
señor Luis E. Tavárez Santelises las sumas de RD$231.28 
(Doscientos treinta y un pesos con veintiocho centavos) y 
RD$43.86 (Cuarenta y tres pesos con ochenta y seis centa-
vos) por concepto de salarios adeudados; TERCERO: Com-
pensa, los costos entre las partes"; b) que contra esta deci-
sión recurrió en apelación principal Luis E. Tavárez Sante-
lises, e incidentalmente la Mecanización Agrícola, C. por A.; 

Considerando que sobre dichos recursos, la Cámara de 
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Di§frito Na-
cional, dictó la sentencia ahora recurrida, cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Acoge, tanto en la forma co-
mo en el 'fondo, los recursos de apelación principal e inci-
dental interpuestos por el trabajador Luis E. Tavárez San-
telises y la Mecanización Agrícola, C. por A., respectiva-
mente, contra la sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo 
de este Distrito Nacional, de fecha 29 de julio de 1959, dic-
tada parcialmente en favor de Mecanización Agrícola, C. 
por A., y, en consecuencia, revoca íntegramente dicha sen-
tencia atacada; SEGUNDO: Declara justificada la dimisión 
ejercida por el trabajador Luis E. Tavárez Santelises y, 
consiguientemente, condena a Mecanización Agrícola, C. por 
A., a pagarle al mencionado trabajador las siguientes pres-
taciones: veinticuatro (24) días por preaviso; cuarenticinco 
(45) días por auxilio de cesantía doce (12) días por vaca-
ciones no disfrutadas y noventa (90) días por concepto de 
la indemnización prevista en el ordinal 3 0  del artículo 84 del 
Código de Trabajo; todo a razón de RD$15.13 promedio dia-
rio, según se ha expuesto; TERCERO: Condena a la Meca-
nización Agrícola, C. por A., al pago de los intereses legales 
de las sumas resultantes; 'CUARTO: Condena a Mecaniza-
ción Agrícola, C. por A., parte sucumbiente en cuanto al re-
curso principal, al pago de las costas del procedimiento, tan 
solo en un cincuenta por ciento, de acuerdo con los artículos 
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la indemnización prevista en el ordinal 3° del artículo 84 del 
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691 del Código de Trabajo y 52-mod. de la Ley N9 637, so.. 
bre Contratos de Trabajo, vigente, ordenándose su distrac-
ción en provecho de los Dres. Lupo Hernández Rueda y Pe-
rieles Andújar Pimentel, abogados del trabajador litigante, 
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte; 
QUINTO: Condena al trabajador Luis E. Tavárez Santelises, 
parte sucumbiente en cuanto al recurso incidental al pago 
de las costas, tan, solo en un cincuenta por ciento de acuerdo 
con los artículos 691 del Código de Trabajo y 52-mod. de la 
Ley N9 637, sobre Contratos de Trabajo, vigente, ordenán-
dose su distracción en provecho del Dr. A. Ballester Hez-- 

4 nández, abogado de la compañía intimada, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que de conformidad con la querella del 
trabajador Santelises ante el Departamento de Trabajo, di-
cho trabajador dimitió debido a que "su patrono, la Meca-
nización Agrícola, C. por A., le hizo una reducción ilegal a 

„su salario",  y también" por no haberle pagado los salarijs- 
correspondientes a los trabajos realizados en Matayaya, en 
los plazos  legales";  

Considerando que la Cámara a qua, para declarar justi-
ficada la dimisión del trabajador y darle ganancia de causa, 
se fundó en que "Mecanización Agrícola, C. por A.,' propor-
cionó trabajos por ajuste a Tavárez Santelises que le repor-
taron a dicho trabajador un promedio mensual, durante los 
cuatro años preseñalados (1955, 1956, 1957 y 1958) de RD 
$561.27"; y que "una Certificación emanada de la Caja de 
Seguros Sociales, fechada a 12 de abril. de 1960, hace cons-
tar que en enero de 1959 el trabajador Tavárez Santelises 
devengó salarios de la empresa litigante por un valor de RD 
$336.32, en febrero de 1959 por un valor de RD$41.52 y en 
marzo de 1959 no percibió salario", y concluir de ahí en que 
desde enero de 1959 hasta marzo del mismo año, el salario 
del trabajador fué ilegalmente reducido; pero, 

S.. 
Considerando qug no bastaba esthbleeer, como lo hizo 

la Cámara a qua, el promedio mensual de las sumas percibi- 
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das por el trabajador hasta el año 1959, para que quedara 

así fijado el salario convenido entre las partes; que para el 
efecto era necesar_ip_ademásestablecer que dicho promedio 

 correspondía  igualmente al monto del  salario convenido; )7 

Considerando que la comprobación omitida no solamen-
te constituye un hecho decisivo en cuanto a la determinación 
de si en verdad el salario del obrero fué indebidamente re-
ducido, sino también necesario para que esta Suprema Corte 
de Justicia pueda ponderar el valor del medio de inadmisión 
propuesto ante los jueces del fondo por la recurrente, invo-
cado como medio de casación y fundado en la alegada pres-
cripción de la demanda del obrero, ya que dicha prescripción, 
al tener como punto de partida el momento mismo en que 
la reducción del salario se hubiese efectuado, está insepa-
rablemente vinculada a la exacta determinación del monto 
de dicho salario; que, en consecuencia, la sentencia impug-
nada carece de base legal y debe ser casada; 

Considerando que al tenor del artículo 65, inciso 3, de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, las costas podrán 
ser compensadas cuando la sentencia fuere casada por falta 
de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, de fecha veintisiete de mayo de mil 
novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo y envía el asunto por ante el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo; y Se-
gundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini. —Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E: Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena -Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curie} hijo, Secretario General. 

?•js.. 
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691 del Código de Trabajo y 52-mod. de la Ley N 637, s o _ 
bre Contratos de Trabajo, vigente, ordenándose su distrac-
ción en provecho de los Dres. Lupo Hernández Rueda y Pe_ 
rieles Andújar Pimentel, abogados del trabajador litigante, 
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte; 
QUINTO: Condena al trabajador Luis E. Tavárez Santelises, 
parte sucumbiente en cuanto al recurso incidental al pago 
de las costas, tan, solo en un cincuenta por ciento de acuerdo 
con los artículos 691 del Código de Trabajo y 52-mod. de la 
Ley N9  637, sobre Contratos de Trabajo, vigente, ordenán-
dose su distracción en provecho del Dr. A. Ballester Her-
nández, abogado de la compañía intimada, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que de conformidad con la querella del 
trabajador Santelises ante el Departamento de Trabajo, di-
cho trabajador dimitió debido a que "su patrono, la Meca-
nización Agrícola, C. por A., le hizo una reducción ilegal a 

,su salario", y también" por no haberle pagado los salarijr • 
 correspondientes a los trabajos realizados en Matayaya, en 

los plazos legales"; 

Considerando que la Cámara a qua, para declarar justi-
ficada   la dimisión del trabajador y darle ganancia de causa, 
se fundó en que "Mecanización Agrícola, C. por A.,' propor-
cionó trabajos por ajuste a Tavárez Santelises que le repor-
taron a dicho trabajador un promedio mensual, durante los 
cuatro años preseñalados (1955, 1956, 1957 y 1958) de RD 
$561.27"; y que "una Certificación emanada de la Caja de 
Seguros Sociales, fechada a 12 de abril, de 1960, hace cons-
tar que en enero de 1959 el trabajador Tavárez Santelises 
devengó salarios de la empresa litigante por un valor de RD 
$336.32, en febrero de 1959 por un valor de RD$41.52 y en 

Lmarzo de 1959 no percibió salario", y concluir de ahí en que 
desde enero de 1959 hasta marzo del mismo año, el salario 
del trabajador fué ilegalmente reducido; pero, 

CConsiderando qug no bastaba establecer, como lo hizo 
Cámara a qua, el promedio mensual de las sumas percibi- 
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das  por el trabajador hasta el año 1959, para que quedara 

así fijado el salario convenido entre las partes; que para el 
efecto era necesario además establecer que dicho promedio 
correspóndía igualmente al monto del salario convenido -

_ 
Considerando que la comprobación omitida no solamen-

te constituye un hecho decisivo en cuanto a la determinación 
de si en verdad el salario del obrero fué indebidamente re-
ducido, sino también necesario para que esta Suprema Corte 
de Justicia pueda ponderar el valor del medio de inacimisión 
propuesto ante los jueces del fondo por la recurrente, invo-
cado como medio de casación y fundado en la alegada pres-
cripción de la demanda del obrero, ya que dicha prescripción, 
al tener como punto de partida el momento mismo en que 
la reducción del salario se hubiese efectuado, está insepa-
rablemente vinculada a la exacta determinación del monto 
de dicho salario; que, en consecuencia, la sentencia impug-
nada carece de base legal y debe ser casada; 

Considerando que al tenor del artículo 65, inciso 3, de 

la Ley sobre Procedimiento de Casación, las costas podrán 
ser compensadas cuando la sentencia fuere casada por falta 
de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 

•Pir. por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, de fecha veintisiete de mayo de mil 
-novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo y envía el asunto por ante el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo; y Se-
gundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini. —Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E: Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena .Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curie} hijo, Secretario General. 

' 1 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE FEBRERO DE 1961 

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 18 
de julio de 1960. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Arístides Martínez. 
Abogado: Dr. Rafael Rodríguez Peguero. 

Recurrido: Maria Magdalena Adames de Laucer. 
Abogados: Dres. José Altagracia Marte y Caonabo Jiménez Pau-

lino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Juecel licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día trece del mes de febrero de mil no-
vecientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, corno corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Arístides 
Martínez, dominicano, agricultor, casado, domiciliado y re-
sidente en Ciudad Trujillo, cédula 17674, serie 1, sello 14994, 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha 
dieciocho de julio del mil novecientos sesenta, que confirmó 
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la de jurisdicción original del tres de junio del mismo año, 
dictada en relación con los solares Nos. 11 y 12 de la Ma n. 
zana N9  33 del Distrito Catastral N^ 1 del Distrito Nacional, 
y cuyo dispositivo dice así: "FALLA: SOLARES NU:11E. 
ROS 11 y 12 DE LA MANZANA NUMERO 33.— PRIME_ 
RO: Que debe rechazar y rechaza por improcedentes y mal 
fundadas las conclusiones del señor Arístides Martínez; SE-
GUNDO: Que debe declarar y declara que existe una inva-
sión de 2.83 metros cuadrados del Solar N^ 11, propiedad 
del señor Arístides Martínez, en perjuicio del Solar N^ 12, 
propiedad de la señora María Magdalena Adames de Laucer, 
según el croquis de fecha 30 de octubre de 1959, levantado 
por el Inspector General de Mensuras Catastrales y apro-
bado por el Revisor Oficial de Mensuras Catastrales; TER-
CERO: Que debe ordenar y ordena la movilización o destruc-
ción de la verja o pared de bloques, levantada por el señor 
Arístides Martínez dentro del Solar N" 12, poniendo los gas-
tos de ese trabajo a cargo del señor Arístides Martínez"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Julio de Windt Pichardo, abogado, cédula 
27190, serie 23, sello 74608, en representación del Dr. Ra-
fael Rodríguez Peguero, cédula 16935, serie 1, sello 12078, 
abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. José Altagracia Marte, cédula 20659, serie 
1, sello 74273, por sí y en representación del Dr. Caonabo 
Jiménez Paulino, cédula 32037, serie 31, sello 12309, abo-
gados de la recurrida, María Magdalena Adames de Laucer, 
dominicana, mayor de edad, casada, de quehaceres domés-
ticos, cédula 24934, serie la , sello 88053, domiciliada y resi-
dente en Ciudad Trujillo, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en 'fecha die-
cisiete de agosto del mil novecientos sesenta, suscrito por el 
Dr. Rafael Rodríguez Peguero, abogado del recurrente, en 
el cual se invocan los Medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha nueve de sep-
tiembre de mil novecientos sesenta, suscrito por los aboga-
dos de la recurrida; 

Vistos los memoriales de ampliación de sus respectivos 
escritos presentados por los abogados de ambas partes en 

causa; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 126 y 132 de la Ley de Regis-
tro de Tierras; y 1, 4 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que la parte recurrida ha alegado en su 
memorial de defensa que Arístides Martínez recurrió en ca-
sación contra una decisión de Jurisdicción Original del Tri-
bunal de Tierras, la cual no fué dictada en última instancia, 
como lo requieren los artículos 19 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación y 132 de la Ley de Registro de Tierras; 
que el recurrente debió interponer su recurso contra la sen-
tencia de revisión del Tribunal Superior de Tierras del dieci-
ocho de julio del mil novecientos sesenta, en vez le hacerlo 
contra la dictada en jurisdicción original; 

Considerando que el recurrente alega, en contra del me-
dio de inadmisión presentado por el recurrido, que éste "no 

..se limitó a sostener el fin de inadmisión por ella propuesto, 
sino que también concluyó al fondo, y con ello hizo renuncia 
automáticamente, a su pretensión"; pero 

Considerando que la presentación de conclusiones sub-
'sidiarias no implica necesariamente la renuncia a las con-
clusiones principales; que en la especie para que esta Corte 
se encuentre en condiciones de examinar y fallar acerca de 
las conclusiones subsidiarias presentadas por la recurrida, 
María Magdalena Adames Laucer, es indispensable pro-
ceder, previamente, al examen de las conclusiones prin-
cipales; 

Considerando que el recurrente expresa en su memorial 
de casación lo siguiente: que impugnaba la decisión del Tri-
bunal de Tierras de jurisdicción original, "la cual fué revi- 
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la de jurisdicción original del tres de junio del mismo año
, 

dictada en relación con los solares Nos. 11 y 12 de la Ma n, 
zana N9 33 del Distrito Catastral N" 1 del Distrito Nacional, 
y cuyo dispositivo dice así: "FALLA: SOLARES NUME.. 
ROS 11 y 12 DE LA MANZANA NUMERO 33.— PRIME_ 
RO: Que debe rechazar y rechaza por improcedentes y mal 
fundadas las conclusiones del señor Arístides Martínez; SE-
GUNDO: Que debe declarar y declara que existe una inva-
sión de 2.83 metros cuadrados del Solar N^ 11, propiedad 
del señor Arístides Martínez, en perjuicio del Solar N" 12, 
propiedad de la señora María Magdalena Adames de Laucer, 
según el croquis de fecha 30 de octubre de 1959, levantado 
por el Inspector General de Mensuras Catastrales y apro-
bado por el Revisor Oficial de Mensuras Catastrales; TER-
CERO: Que debe ordenar y ordena la movilización o destruc-
ción de la verja o pared de bloques, levantada por el señor 
Arístides Martínez dentro del Solar N" 12, poniendo los gas-
tos de ese trabajo a cargo del señor Arístides Martínez"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Julio de Windt Pichardo, abogado, cédula 
27190, serie 23, sello 74608, en representación del Dr. Ra-
fael Rodríguez Peguero, cédula 16935, serie 1, sello 12078, 
abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. José Altagracia Marte, cédula 20659, serie 
1, sello 74273, por sí y en representación del Dr. Caonabo 
Jiménez Paulino, cédula 32037, serie 31, sello 12309, abo-
gados de la recurrida, María Magdalena Adames de Laucer, 
dominicana, mayor de edad, casada, de quehaceres domés-
ticos, cédula 24934, serie 1 1, sello 88053, domiciliada y resi-
dente en Ciudad Trujillo, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en 'fecha die-
cisiete de agosto del mil novecientos sesenta, suscrito por el 
Dr. Rafael Rodríguez Peguero, abogado del recurrente, en 
el cual se invocan los Medios que luego se indican; 
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Visto el memorial de defensa de fecha nueve de sep-
tiembre de mil novecientos sesenta, suscrito por los aboga- 
dos de la recurrida; 

Vistos los memoriales de ampliación de sus respectivos 
escritos presentados por los abogados de ambas partes en 

causa; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 

berado, y vistos los artículos 126 y 132 de la Ley de Regis- 
tro de Tierras; y 1, 4 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que la parte recurrida ha alegado en su 
memorial de defensa que Arístides Martínez recurrió en ca-
sación contra una décisión de Jurisdicción Original del Tri-
bunal de Tierras, la cual no fué dictada en última instancia, 
como lo requieren los artículos 19 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación y 132 de la Ley de Registro de Tierras; 
que el recurrente debió interponer su recurso contra la sen-
tencia de revisión del Tribunal Superior de Tierras del dieci-
ocho de julio del mil novecientos sesenta, en vez cle hacerlo 
contra la dictada en jurisdicción original; 

'Considerando que el recurrente alega, en contra del me-
dio de inadmisión presentado por el recurrido, que éste "no 
se limitó a sostener el fin de inadmisión por ella propuesto, 
sino que también concluyó al fondo, y con ello hizo renuncia 
automáticamente, a su pretensión"; pero 

Considerando que la presentación de conclusiones sub-
sidiarias no implica necesariamente la renuncia a las con-
clusiones principales; que en la especie para que esta Corte 
se encuentre en condiciones de examinar y fallar acerca de 
las conclusiones subsidiarias presentadas por la recurrida, 
María Magdalena Adames 'de Laucer, es indispensable pro-
ceder, previamente, al examen de las conclusiones prin-
cipales; 

Considerando que el recurrente expresa en su memorial 
de casación lo siguiente: que impugnaba la decisión del Tri-
bunal de Tierras de jurisdicción original, "la cual fué revi- 
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sada por el Tribunal Superior en fecha dieciocho del mes de 
julio de este mismo año", lo que no deja lugar a dudas de 
que su recurso 'fué interpuesto contra esta última sentencia ; 

 que en sus alegatos el recurrente tenía irremisiblemente que 
referirse a la sentencia de jurisdicción original, ya que el 
Tribunal Superior, al revisarla, no redactó una sentencia, 
sino que procedió de acuerdo con las disposiciones del artícu-
lo 126 de la Ley de Registro de Tierras, reformada por la 
Ley 3787 del 1954, según el cual "cuando la revisión se hu-
biere hecho en cámara de consejo y el fallo de jurisdicción 
original resultare confirmado, bastará con poner al pie del 
original y de la copia gruesa de la sentencia, la fecha y los 
datos esenciales de la revisión, según la fórmula que adopte 
el Tribunal de Tierras; 

Considerando, sin embargo, que las únicas personas que 
pueden recurrir en casación contra la sentencia dictada por 
el Tribunal Superior de Tierras, que no haya modificado la 
situación jurídica creada por la sentencia de jurisdicción 
original, son las que hubieren apelado contra dicho fallo, o 
bien aquellas partes interesadas que concurrieron al juicio 
de revisión e hicieron valer allí sus derechos verbalmente o 
por escrito; que el actual recurrente, Arístides Martínez, no 
interpuso recurso de apelación contra la sentencia de juris-
dicción original, ni formuló ningún pedimento al Tribunal 
Superior que revisó dicha decisión, ni tampoco la sentencia 
de revisión modificó la situación jurídica creada por la deci-
sión del primer grado, condiciones indispensables para qué el 
recurrente hubiera podido interponer válidamente el recur-
so de casación; 

Por tales motivos, Primero: Se declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Arístides Martínez con-
tra sentencia del Tribunal Superior de Tierras del dieciocho 
de julio del mil novecientos sesenta, dictada en relación con 
los solares Nos. 11 y 12 de la Manzana N° 33 del Distrito Ca-
tastral N° 1 del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia 
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al 
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recurrente al pago de las costas, las cuales deben ser distraí-
das en provecho de los Dres. José Altagracia Marte y Cao-
nabo Jiménez Paulino, abogados de la parte recurrida, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiania.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 

L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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sada por el Tribunal Superior en fecha dieciocho del mes de 
julio de este mismo año", lo que no deja lugar a dudas de 
que su recurso 'fué interpuesto contra esta última sentencia ; 

 que en sus alegatos el recurrente tenía irremisiblemente que 
referirse a la sentencia de jurisdicción original, ya que el 
Tribunal Superior, al revisarla, no redactó una sentencia, 
sino que procedió de acuerdo con las disposiciones del artícu-
lo 126 de la Ley de Registro de Tierras, reformada por la 
Ley 3787 del 1954, según el cual "cuando la revisión se hu-
biere hecho en cámara de consejo y el fallo de jurisdicción 
original resultare confirmado, bastará con poner al pie del 
original y de la copia grueSa de la sentencia, la fecha y los 
datos esenciales de la revisión, según la fórmula que adopte 
el Tribunal de Tierras; 

Considerando, sin embargo, que las únicas personas que 
pueden recurrir en casación contra la sentencia dictada por 
el Tribunal Superior de Tierras, que no haya modificado la 
situación jurídica creada por la sentencia de jurisdicción 
original, son las que hubieren apelado contra dicho fallo, o 
bien aquellas partes interesadas que concurrieron al juicio 
de revisión e hicieron valer allí sus derechos verbalmente o 
por escrito; que el actual recurrente, Arístides Martínez, no 
interpuso recurso de apelación contra la sentencia de juris-
dicción original, ni formuló ningún pedimento al Tribunal 
Superior que revisó dicha decisión, ni tampoco la sentencia 
de revisión modificó la situación jurídica creada por la deci-
sión del primer grado, condiciones indispensables para qué el 
recurrente hubiera podido interponer válidamente el recur-
so de casación; 

Por tales motivos, Primero: Se declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Arístides Martínez con-
tra sentencia del Tribunal Superior de Tierras del dieciocho 
de julio del mil novecientos sesenta, dictada en relación con 
los solares Nos. 11 y 12 de la Manzana N° 33 del Distrito Ca-
tastral N° 1 del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia 
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al 
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recurrente al pago de las costas, las cuales deben ser distraí-
das en provecho de los Dres. José Altagracia Marte y Cao-
nabo Jiménez Paulino, abogados de la parte recurrida, quie-

nes afirman haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiaina.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DE 1%1 

Sentencia Impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado d e 
 Primera Instancia del Distrito Judical de La Vega de fe; . 

cha 29 de julio de 1960. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Máquinas Pesadas y Transportes, C. por A. 
Abogados: Dres. Rafael 'de Moya Grullón y Antonio Martínez Ra-

mírez. 

Recurrido: José Amado Rodríguez. 
Abogado: Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día quince de febrero de mil novecientos 
sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Máquinas 
Pesadas y Transportes, C. por A., sociedad comercial cons-
tituida conforme a las leyes dominicanas, con su domicilio 
y principal establecimiento en Ciudad Trujillo, Avenida Pre-
sidente Troncoso N^ 89, debidamente representada por su 
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drninistrador interino, señor José D. Ares Maldonado, do- 
icano, mayor de edad, casado, comerciante, domiciliado 

y residente en la Avenida Independencia N" 162, de Ciudad 
Trujillo, cédula 41284, serie 1 1, sello 1409, contra sentencia 
pronunciada por la Cámara Civil y 'Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, como 
Tribunal de Trabajo de segundo grado, en fecha veintinueve 
de julio de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Rafael de Moya Grullón, cédula 1050, serie 
sello 6289, por sí y en representación del Dr. Antonio 
inez Ramírez, cédula 22494, serie 31, sello 74467, abo-

dos de la recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia, cédula 
20267, serie 47, sello 30888, abogado del recurrido losé Ama-
do Rodríguez, dominicano, mayor de edad, chófer, domici-
liado y residente en el municipio de Constanza, Provincia de 
La Vega, cédula 5553, serie 47, sello 163379, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictameQ del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el seis de oc-
tubre de mil novecientos sesenta, suscrito por los abogados 
de la recurrente, en el cual se invocan los medios que luego 
se indicarán; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado del 
recurrido, notificado a los abogados de la recurrente por ac-
to de fecha quince de noviembre de mil novecientos sesenta; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49, 51 y 60 de la Ley N9  637, 
de 1944, sobre Contratos de Trabajo; 691 del Código de Tra- 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia Impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judical de La Vega de fe. 
cha 29 de julio de 1960. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Máquinas Pesadas y Transportes, C. por A. 
Abogados: Dres. Rafael ele Moya Grullón y Antonio Martínez Ra 

mí rez. 

Recurrido: José Amado Rodríguez. 

Abogado: Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día quince de febrero de mil novecientos 
sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Máquinas 
Pesadas y Transportes, C. por A., sociedad comercial cons-
tituída conforme a las leyes dominicanas, con su domicilio 
y principal establecimiento en Ciudad Trujillo, Avenida Pre-
sidente Troncoso N" 89, debidamente representada por su 
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Administrador interino, señor José D. Ares Maldonado, do-
minicano, mayor de edad, casado, comerciante, domiciliado 
y residente en la Avenida Independencia N" 162, de Ciudad 
Trujillo, cédula 41284, serie 1 1, sello 1409, contra sentencia 
pronunciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, como 
Tribunal de Trabajo de segundo grado, en fecha veintinueve 
de julio de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Rafael de Moya Grullón, cédula 1050, serie 
56, sello 6289, por sí y en representación del Dr. Antonio 

rtínez Ramírez, cédula 22494, serie 31, sello 74467, abo-
gados de la recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia, cédula 
20267, serie 47, sello 30888, abogado del recurrido José Ama-
do Rodríguez, dominicano, mayor de edad, chófer, domici-
liado y residente en el municipio de Constanza, Provincia de 
La Vega, cédula 5553, serie 47, sello 163379, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen' del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el seis de oc-
tubre de mil novecientos sesenta, suscrito por los abogados 
de la recurrente, en el cual se invocan los medios que luego 
se indicarán; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado del 
recurrido, notificado a los abogados de la recurrente por ac-
to de fecha quince de noviembre de mil novecientos sesenta; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49, 51 y 60 de la Ley N° 637, 
de 1944, sobre Contratos de Trabajo; 691 del Código de Tra- 
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bajo; 133, 404 y 443 y siguientes del Código de Procedimien. 
to Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que con motivo de la demanda en cobro 
de las prestaciones que el Código de Trabajo acuerda a los 
trabajadores despedidos sin causa justificada, intentada por 
José Amado Rodríguez contra la Máquinas Pesadas y Trans-
portes, C. por A., el Juzgado de Paz del municipio de Cons-
tanza, en funciones de Tribunal de Trabajo de primer grado, 
dictó una sentencia en fecha nueve de mayo de mil nove-
cientos sesenta, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Rechazar por improcedente y mal fundada la excep-
ción de inadmisión de la acción intentada por José Amado 
Rodríguez contra las Máquinas Pesadas y Transportes C. 
por A. (Mápeco), fundada en la prescripción extintiva, por 
haber sido introducida dicha acción dentro del plazo de dos 
meses; SEGUNDO: Declara injustificado el despido ejercido 
por Máquinas Pesadas y Transportes, C. por A., contra José 
Amado Rodríguez, y en consecuencia condena a dicha Com-
pañía a pagar al trabajador desahuciado las siguientes pres-
taciones: a) Doscientos sesenta y cuatro pesos por concepto 
de auxilio de cesantía; b) veinte y cuatro días de salarlo por 
concepto de pre-aviso, o sea doscientos once pesos oro con 
veinte centavos; c) Una suma igual al salario devengado por 
el trabajador desde el día de la demalda, hasta la fecha de 
la sentencia definitiva, sin que esta suma exceda de tres 
meses de salario; TERCERO: Condena a Máquinas Pesadas 
y Transportes, C. por A., al pago de las costas del procedi-
miento"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por la actual recurrente, el Tribunal á quo dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pronun-
ciado en la audiencia contra la parte intimante la Máquinas 
Pe'sadas y Transportes, C. por A., (Mapeco) por su falta de 
concluir; SEGUNDO: Acoge las conclusiones principales pre-
sentadas en audiencia por la intimada por conducto de su  

apoderado especial y abogado constituido por ser justas y 
reposar en una prueba legal; y en consecuencia debe: Decla-
rar la inadmisibilidad del recurso de apelación intentado por 
la Máquinas Pesadas y Transportes, C. por A. (Ma-
peco) contra la sentencia del Juzgado de Paz del Municipio 
de Constanza de fecha 9 de mayo de 1960 por no haber apor-
tado al Tribunal copia de la referida sentencia; TERCERO: 
Condenar a la parte intimante que sucumbe, la Máquinas 
Pesadas y Transportes, C. por A. (Mapeco), al pago de las 
costas de esta instancia, con distracción en provecho del Dr. 
Hugo Frandsco Alvarez V., tan solo de un cincuenta por 
ciento, de conformidad a la Ley N° 5055, y quien afirma ha-
berlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios: "Primer Medio: Violación del artículo 8, párrafo 2, 
inciso (h) de la Constitución de la República. Segundo Me-
dio: Violación de la Ley, o sea de los artículos 2224 y si-
guientes del Código Civil y 150 del Código de Procedimiento 
Civil, y 659, 661 y 662 del Código de Trabajo, puestos estos 
últimos en vigencia por la ley N° 5183, del 31 de julio de 
1959, G.O. N? 8389, del 5 de agosto de 1959"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, que el ape-
lante está obligado a depositar una copia certificada o la co-
pia notificada de la sentencia de primera instancia, a fin de 
que el tribunal de apelación pueda apreciar el mérito de está 
sentencia y el valor de los agravios alegados contra ella; 

Considerando que el examen del fallo impugnado mues-
tra que el Tribunal a quo declaró inadmisible el recurso de 
apelación interpuesto por la actual recurrente, por no haber 
éste depositado una copia auténtica de la sentencia apelada; 

Considerando que al estatuir de este modo el tribunal 
a quo no ha incurrido en la violación del derecho de defensa 
alegado por la actual recurrente, puesto que, al no haber sido 
depositada la copia auténtica del fallo de primera instancia, 
dicho tribunal se encontraba en la imposibilidad de exami-
nar los agravios del apelante y de determinar si éstos esta- 

e 



BOLETÍN JUDICIAL 
	

245 244 	 BOLETÍN JUDICIAL 

bajo; 133, 404 y 443 y siguientes del Código de Procedimi
en- 

to Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que con motivo de la demanda en cobro 
de las prestaciones que el Código de Trabajo acuerda a los 
trabajadores despedidos sin causa justificada, intentada por 
José Amado Rodríguez contra la Máquinas Pesadas y Trans-
portes, C. por A., el Juzgado de Paz del municipio de Cons-
tanza, en funciones de Tribunal de Trabajo de primer grado, 
dictó una sentencia en fecha nueve de mayo de mil nove-
cientos sesenta, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Rechazar por improcedente y mal fundada la excep-
ción de inadmisión de la acción intentada por José Amado 
Rodríguez contra las Máquinas Pesadas y Transportes C. 
por A. (Mápeco), fundada en la prescripción extintiva, por 
haber sido introducida dicha acción dentro del plazo de dos 
meses; SEGUNDO: Declara injustificado el despido ejercido 
por Máquinas Pesadas y Transportes, C. por A., contra José 
Amado Rodríguez, y en consecuencia condena a dicha Com-
pañía a pagar al trabajador desahuciado las siguientes pres-
taciones: a) Doscientos sesenta y cuatro pesos por concepto 
de auxilio de cesantía; b) veinte y cuatro días de salario por 
concepto de pre-aviso, o sea doscientos once pesos oro con 
veinte centavos; c) Una suma igual al salario devengado por 
el trabajador desde el día de la demaiida, hasta la fecha de 
la sentencia definitiva, sin que esta suma exceda de tres 
meses de salario; TERCERO: Condena a Máquinas Pesadas 
y Transportes, C. por A., al pago de las costas del procedi-
miento"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por la actual recurrente, el Tribunal á quo dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pronun-
ciado en la audiencia contra la parte intimante la Máquinas 
Peladas y Transportes, C. por A., (Mapeco) por su falta de 
concluir; SEGUNDO: Acoge las conclusiones principales pre-
sentadas en audiencia por la intimada por conducto de su  

apoderado especial y abogado constituido por sel' justas y 
reposar en una prueba legal; y en consecuencia debe: Decla-
rar la inadmisibilidad del recurso de apelación intentado por 
la Máquinas Pesadas y Transportes, C. por A. (Ma-
peco) contra la sentencia del Juzgado de Paz del Municipio 
de Constanza de fecha 9 de mayo de 1960 por no haber apor-
tado al Tribunal copia de la referida sentencia; TERCERO: 
Condenar a la parte intimante que sucumbe, la Máquinas 
Pesadas y Transportes, C. por A. (Mapeco), al pago de las 
costas de esta instancia, con distracción en provecho del Dr. 
Hugo Francisco Alvarez V., tan solo de un cincuenta por 
ciento, de conformidad a la Ley N° 5055, y quien afirma ha-
berlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios: "Primer Medio: Violación del artículo 8, párrafo 2, 
inciso (h) de la Constitución de la República. Segundo Me-
dio: Violación de la Ley, o sea de los artículos 2224 y si-
guientes del Código Civil y 150 del Código de Procedimiento 
Civil, y 659, 661 y 662 del Código de Trabajo, puestos estos 
últimos en vigencia por la ley N° 5183, del 31 de julio de 
1959, G.O. N? 8389, del 5 de agosto de 1959"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, que el ape-
lante está obligado a depositar una copia certificada o la co-
pia notificada de la sentencia de primera instancia, a fin de 
que el tribunal de apelación pueda, apreciar el mérito de está 
sentencia y el valor de los agravios alegados contra ella; 

Considerando que el examen del fallo impugnado mues-
tra que el Tribunal a quo declaró inadmisible el recurso de 
apelación interpuesto por la actual recurrente, por no haber 
éste depositado una copia auténtica de la sentencia apelada; 

Considerando que al estatuir de este modo el tribunal 
a quo no ha incurrido en la violación del derecho de defensa 
alegado por la actual recurrente, puesto que, al no haber sido 
depositada la copia auténtica del fallo de primera instancia, 
dicho tribunal se encontraba en la imposibilidad de exami-
nar los agravios del apelante y de determinar si éstos esta- 
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ban o no justificados; que, en tales condiciones, el prim er 
 medio del recurso carece de fundamento y debe ser desesti. 

mado; 
Considerando, en cuanto al segundo y último medio, que 

la recurrente sostiene que a pesar de que los agravios con-
tra el fallo de primera instancia eran conocidos por el Tribu-
nal a quo, por estar contenidos en el acta de apelación, éste 
"no requirió a la parte intimante el depósito de la sentencia 
impugnada, otorgándole un plazo reglamentario"; pero, 

Considerando que el Tribunal a quo no estaba obligado 
a otorgar ningún plazo al apelante para que depositara la 

• copia auténtica de la sentencia, especialmente si se tiene 
en cuenta que dicho apelante no formuló ningún pedimento' 
en tal sentido, pues hizo defecto, y que la parte intimada no 
concuyó al fondo, sino que se limitó a proponer formalmen-
te el rnedio'de inadmisión; 

Considerando que, además, en el desenvolvimiento del 
medio que se examina la recurrente trata de justificar que 
la acción interpuesta por el trabajador demandante estaba 
cubierta por la prescripción cuando fué intentada, y que de 
no haber acogido el medio de inadmisión, el Tribunal a quo 
hubiese revocado la sentencia apelada y declarada prescrita 
la acción; pero 

Considerando que, como se ha expresado ya en el exa-
men del primer medio, el Tribunal a quo no podía apreciar el 
mérito de la sentencia de primera instancia que rechazó la 
prescripción alegada, por no haberse depositado, como se 
ha dicho, copia de esa sentencia; que, por consiguiente, el 
segundo y último medio del recurso carece de pertinencia y 
debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Máquinas Pesadas y Transportes, 
C. por A., contra sentencia pronunciada por la Cámara Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Vega, como Tribunal de Trabajo de segundo 
grado, en 'fecha veintinueve de julio de mil novecientos se- 

senta, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente 

fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pago de las cos-
tas, cuya distracción se ordena en provecho del Dr. Hugo 
Francisco Alvarez Valencia, abogado del recurrido, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A: - 

 Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, la que 

fu •  firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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ban o no justificados; que, en tales condiciones, el prime; 
medio del recurso carece de fundamento y debe ser desesti. 
mado; 

Considerando, en cuanto al segundo y último medio, qu e 
 la recurrente sostiene que a pesar de que los agravios con-

tra el fallo de primera instancia eran conocidos por el Tribu-
nal a quo, por estar contenidos en el acta de apelación, éste 
"no requirió a la parte intimante el depósito de la sentencia 
impugnada, otorgándole un plazo reglamentario"; pero, 

Considerando que el Tribunal a quo no estaba obligado 
a otorgar ningún plazo al apelante para que depositara la 

• copia auténtica de la sentencia, especialmente si se tiene 
en cuenta que dicho apelante no formuló ningún pedimento 
en tal sentido, pues hizo defecto, y que la parte intimada no 
concuyó al fondo, sino que se limitó a proponer formalmen-
te el medió de inadmisión; 

Considerando que, además, en el desenvolvimiento del 
medio que se examina la recurrente trata de justificar que 
la acción interpuesta por el trabajador demandante estaba 
cubierta por la prescripción cuando fué intentada, y que de 
no haber acogido el medio de inadmisión, el Tribunal a quo 
hubiese revocado la sentencia apelada y declarada prescrita 
la acción; pero 

Considerando que, como se ha expresado ya en el exa-
men del primer medio, el Tribunal a quo no podía apreciar el 
mérito de la sentencia de primera instancia que rechazó la 
prescripción alegada, por no haberse depositado, como se 
ha dicho, copia de esa sentencia; que, por consiguiente, el 
segundo y último medio del recurso carece de pertinencia y 
debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Máquinas Pesadas y Transportes, 
C. por A., contra sentenció pronunciada por la Cámara Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Vega, como Tribunal de Trabajo de segundo 
grado, en Techa veintinueve de julio de mil novecientos se- 

ta, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente 

fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pago de las cos-
tas, cuya distracción se ordena en provecho del Dr. Hugo 

ancisco Alvarez Valencia, abogado del recurrido, quien 
firma haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A: 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, la que 
fué, firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, d e 
 fecha 13 de julio de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Guen Chen Sang. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-, 
ciadqs Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Patisas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día quince de febrero de mil novecientos 
sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Guen Chen 
Sang, de nacionalidad china, mayor de edad, soltero, comer-
ciante, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, Avenida 
José Trujillo Valdez N9 72, cédula 61188, serie P, sello 
236024, contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo el trece de julio de mil novecientos 
sesenta, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regulares y válidas, en sus respectivas 
formas, las presentes apelaciones; SEGUNDO: Revoca la 
sentencia apeladae  dictada en atribuciones correccionales 
por la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, en fecha dos del mes de  

junio del año mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo apa-

í-ece copiado en otro lugar del presente fallo; y, obrando por 
propia autoridad, descarga al prevenido Men Chez del delito 
de heridas involuntarias curables después de diez y antes de 
veinte días, en perjuicio de Guen Chen Sang, por haber ocu-
rrido el hecho por una'  alta exclusiva de la víctima; TERCE-
RO: Rechaza las conclusiones formuladas por la parte civil 
constituida Guen Chen Sang, por improcedentes y mal fun-
dadas; y CUARTO: Condena a la parte civil que sucumbe, 
al pago de las costas civiles, distraídas en provecho de los 
abogados licenciados José A. Turull Ricart, José Miguel Pe-
reyra Goico y Dr. Manuel Tomás Rodríguez, quienes afir-
man haberlas avanzado en su mayor parte; declarando de 
oficio las penales en lo que respecta al procesado Men Chez"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

secretaría de la Corte a qua, en fecha veinte de julio de mil 
novecientos sesenta, a requerimiento del Dr. Francisco Au-
gusto Mendoza C., cédula 10178, serie 37, sello 74925, abo-
gado del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de casa-
ción sea interpuesto por el ministerio público, por la parte 
civil o por la persona civilmente responsable, el depósito de 
un memorial con la exposición de los medios en que se fun-
da será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado 
el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso el recurrente, 
parte civil constituida, no invocó, cuando declaró su recurso, 
ningún medio determinado de casación; que dicho recurren- 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
fecha 13 de julio de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Guen Chen Sang. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-, 
ciadqs Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día quince de febrero de mil novecientos 
sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Guen Chen 
Sang, de nacionalidad china, mayor de edad, soltero, comer-
ciante, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, Avenida 
José Trujillo Valdez N9 72, cédula 61188, serie 13, sello 
236024, contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo el trece de julio de mil novecientos 
sesenta, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regulares y válidas, en sus respectivas 
formas, las presentes apelaciones; SEGUNDO: Revoca la 
sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales 
por la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, en fecha dos del mes de 
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• del año mil novecientos sesenta, cuy.  o dispositivo apa-

"rece copiado en otro lugar del presente fallo; y, obrando por 
propia autoridad, descarga al prevenido Men Chez del delito 
de heridas involuntarias curables después de diez y antes de 
veinte días, en perjuicio de Guen Chen Sang, por haber ocu-
rrido el hecho por una falta exclusiva de la víctima; TERCE-
RO: Rechaza las conclusiones formuladas por la parte civil 

constituida Guen Chen Sang, por improcedentes y mal fun-
dadas; y CUARTO: Condena a la parte civil que sucumbe, 
al pago de las costas civiles, distraídas en provecho de los 
abogados licenciados José A. Turull Ricart, José Miguel Pe-
reyra Goico y Dr. Manuel Tomás Rodríguez, quienes afir-
man haberlas avanzado en su mayor parte; declarando de 
oficio las penales en lo que respecta al procesado Men Chez"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

secretaría de la Corte a qua, en fecha veinte de julio de mil 
novecientos sesenta, a requerimiento del Dr. Francisco Au-
gusto Mendoza C., cédula 10178, serie 37, sello 74925, abo-
gado del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de casa-
ción sea interpuesto por el ministerio público, por la parte 
civil o por la persona civilmente responsable, el depósito de 
un memorial con la exposición de los medios en que se fun-
da será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado 
el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso el recurrente, 
parte civil constituida, no invocó, cuando declaró su recurso, 
ningún medio determinado de casación; que dicho recurren- 
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te tampoco ha presentado con posterioridad a la declaración 
del recurso, el memorial con la exposición de los medios qu e 

 le sirvan de fundamento; 
Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 

caseación interpuesto por Guen Chen Sang, contra sentencia 
pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
en fecha trece de julio de mil novecientos sesenta, cuyo dis-
positivo se copia en otra parte del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel. F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DE 1961 

la impugnada: Corte de Apelación 'de Ciudad Trujillo, de . 

fecha 19 de septiembre de 1960. 

materia: Penal. 

gecurrente: Eduardo de los Santos y Marta Cristina Brazobán. 

Interviniente: La Kettle Sánchez & Co. C. por A. 
Abobados: Dr. F. R. Cantizano Arias y Lic. Héctor Sánchez Morcelo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la •Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario Gerieral, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día quince del mes de febrero de mil 
novecientos sesentiuno, años 117' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

.ht 	Sobre el recurso de casación interpuesto por Eduardo 
de los Santos, dominicano, mayor de edad, casado, agricul-
tor, cédula 2781, serie 5, sello 1334882, y Marta Cristina 
Brazoban de De los Santos, dominicana, mayor de edad,  

f 	

casa- 
I ' . da, de quehaceres domésticos, cédula 77179, serie 1, sello 666- 

876, ambos domiciliados en esta ciudad, contra sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo el diez y 
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te tampoco ha presentado con posterioridad a la declaració n 
 del recurso, el memorial con la exposición de los medios que 

 le sirvan de fundamento; 
Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 

caseación interpuesto por Guen Chen Sang, contra sentencia 
pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
en fecha trece de julio de mil novecientos sesenta, cuyo dis-
positivo se copia en otra parte del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel. F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretarió General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DE 1961 

:Regencia impugnada: Corte de Apelación 'de Ciudad Trujillo, de . 

fecha 19 de septiembre de 1960. 

materia: Penal. 

'Rcurrente: Eduardo de los Santos y Marta Cristina Brazobán. 

, Zintervloiente: La Kettle Sánchez & Co. C. por A. 

l 'Abolidos: Dr. F. R. Cantizano Arias y Lic. Héctor Sánchez Morcelo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario Gerieral, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día quince del mes de febrero de mil 
novecientos sesentiuno, años 117' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eduardo 
de los Santos, dominicano, mayor de edad, casado, agricul-
tor, cédula 2781, serie 5, sello 1334882, y Marta Cristina 
Brazoban de De los Santos, dominicana, mayor de edad, casa-
da, de quehaceres domésticos, cédula 77179, serie 1, sello 666- 

( 	876, ambos domiciliados en esta ciudad, contra sentencia dic- 
tada por. la  Corte de Apelación de Ciudad Trujillo el diez y 
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nueve de septiembre de mil novecientos sesenta, cuyo disposp ". 
 tivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Admite en 

cuanto a la forma, el presente recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. F. R. Cantizano, a nombre y representa-
ción de Kettle Sánchez & Co., C. por A., contra sentencia 
dictada en atribuciones correccionales por la Segunda Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en fecha dos del mes de diciembre del año 
mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispostivo copiado 
textualmente dice así: 'FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válida en cuanto a la forma la constitución en parte 
civil hecha en audiencia por los señores Eduardo de los San-
tos y Marta Cristina Brazobán de De los Santos, representa-
dos por el Dr. Ernesto Calderón Cuello, contra Rafael Anto-
nio Pérez, contra el propietario de la motoneta guiada por di-
cho prevenido Señor Virgilio Uribe Zapata y contra la Kettle 
Sánchei & Co., C. por A., Agentes Aseguradores de la moto-
neta causante del presente accidente; SEGUNDO: Se conde-
nan a Rafael Antonio Pérez y Virgilio Uribe Zapata, éste 
último en defecto, por no haber comparecido ni haberse hecho 
representar, a pagar a dicha parte civil constituida señores 
Eduardo de los Santos y Marta Cristina Brazobán de De los 
Santos, padres legítimos del menor accidentado, solidaria-
mente la suma de RD$1,000.00 (un mil pesos oro) por los 
daños y perjuicios experimentados por dicha parte civil cons-
tituida en el accidente en el cual resultó con golpes y heri-
das su hijo legítimo menor Meregildo de los Santos Brazo-
bán, hecho en el cual fué condenado penalmente dicho nom-
brado Rafael Antonio Pérez, por violación a la Ley 2022, 
siendo esta sentencia oponible a la Compañía de Seguros 
Kettle Sánchez & Co., C. por A., la cual ha sido puesta en 
causa por la parte civil constituida, de acuerdo con acta de 
alguacil que figura en el expediente; TERCERO: Condena a 
los nombrados Rafael Antonio Pérez y Virgilio Uribe Zapa-
ta, al pago de las costas con distracción en favor del aboga-
do representante de la parte civil constituida Dr. Ernesto 
Calderón Cuello'; SEGUNDO: Revoca la antes mencionada 
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sentencia, en lo que se refiere a la oponibilidad de la misma 

a  Kettle Sánchez & Co., C. por A., y, en consecuencia, decla-

ra que dicha sentencia no es oponible a la Kettle Sánchez j 
& Co., C. por A., por no ser la Compañía aseguradora del -

señor Uribe Zapata; TERCERO: Condena a la parte civil 
constituida señores Eduardo de los Santos y Marta Cristina 
Brazobán de De los Santos, al pago de las costas civiles, con 
distracción de las mismas en provecho del Dr. F. R. Canti-
zano, abogado de la Kettle Sánchez & Co., C. por A., quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. F. R. Cantizano Arias, cédula 17554, serie 

37, sello 16830, por sí y en representación del Dr. Héctor 
E. Sánchez M., cédula 20224, serie 1, sello 34555, abogados 
de Kettle Sánchez & Co., C. por A., compañía comercial 
constituida de «cuerdo con las leyes de la República Domi-
nicana, domiciliada en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
Capital de la República Dominicana, calle Isabel la Católica 
N9  87, representados por su Administrador General-Tesore-
ro, señor Maximiliano Valdez Cestero, quien se identifica 
mediante cédula personal N9  2193, serie 1, sello 1308, parte 
interviniente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha diez y ocho de octubre 
de mil novecientos sesenta, a requerimiento del Dr. Ernesto 
Calderón Cuello, cédula 20546, serie 23, sello 74462, aboga-
do de los recurrentes, en el cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 133 del Código de Procedimien-
to Civil; y 1, 29 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que al tenor del artículo 29 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, el plazo para interponer el 
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nueve de septiembre de mil novecientos sesenta, cuyo disposi-
tivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Admite ea 
cuanto a la forma, el presente recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. F. R. Cantizano, a nombre y representa. 
ción de Kettle Sánchez & Co., C. por A., contra sentencia 
dictada en atribuciones correccionales por la Segunda Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en fecha dos del mes de diciembre del año 
mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispostivo copiado 
textualmente dice así: 'FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válida en cuanto a la forma la constitución en parte 
civil hecha en audiencia por los señores Eduardo de los San-
tos y Marta Cristina Brazobán de De los Santos, representa-
dos por el Dr. Ernesto Calderón Cuello, contra Rafael Anto-
nio Pérez, contra el propietario de la motoneta guiada por di-
cho prevenido Señor Virgilio Uribe Zapata y contra la Kettle 
Sánchei & Co., C. por A., Agentes Aseguradores de la moto-
neta causante del presente accidente; SEGUNDO: Se conde-
nan a Rafael Antonio Pérez y Virgilio Uribe Zapata, éste 
último en defecto, por no haber comparecido ni haberse hecho 
representar, a pagar a dicha parte civil constituida señores 
Eduardo de los Santos y Marta Cristina Brazobán de De los 
Santos, padres legítimos del menor accidentado, solidaria-
mente la suma de RD$1,000.00 (un mil pesos oro) por los 
daños y perjuicios experimentados por dicha parte civil cons-
tituida en el accidente en el cual resultó con golpes y heri-
das su hijo legítimo menor Meregildo de los Santos Brazo-
bán, hecho en el cual fué condenado penalmente dicho nom-
brado Rafael Antonio Pérez, por violación a la Ley 2022, 
siendo esta sentencia oponible a la Compañía de Seguros 
Kettle Sánchez & Co., C. por A., la cual ha sido puesta en 
causa por la parte civil constituida, de acuerdo con acta de 
alguacil que figura en el expediente; TERCERO: Condena a 
los nombrados Rafael Antonio Pérez y Virgilio Uribe Zapa-
ta, al pago de las costas con distracción en favor del aboga-
do representante de la parte civil constituida Dr. Ernesto 
Calderón Cuello'; SEGUNDO: Revoca la antes mencionada 
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sentencia, en lo que se refiere a la opo nibilidad de la misma 

a  Kettle Sánchez & Co., C. por A., y, en consecuencia, decla-

ra que dicha sentencia no es oponible a la Kettle Sánchez 
& Co., C. por A., por no ser la Compañía aseguradora del 
señor Uribe Zapata; TERCERO: Condena a la parte civil 

constituida señores Eduardo de los Santos y Marta Cristina 
Brazobán de De los Santos, al pago de las costas civiles, con 
distracción de las mismas en provecho del Dr. F. R. Canti-
zano, abogado de la Kettle Sánchez & Co., C. por A., quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. F. R. Cantizano Arias, cédula 17554, serie 

37, sello 16830, por sí y en representación del Dr. Héctor 
E. Sánchez M., cédula 20224, serie 1, sello 34555, abogados 
de Kettle Sánchez & Co., C. por A., compañía comercial 
constituida de acuerdo con las leyes de la República Domi-
nicana, domiciliada en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
Capital de la República Dominicana, calle Isabel la Católica 
N9  87, representados por su Administrador General-Tesore-
ro, señor Maximiliano Valdez Cestero, quien se identifica 
mediante cédula personal N° 2193, serie 1, sello 1308, parte 
interviniente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha diez y ocho de octubre 
de mil novecientos sesenta, a requerimiento del Dr. Ernesto 
Calderón Cuello, cédula 20546, serie 23, sello 74462, aboga-
do de los recurrentes, en el cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 133 del Código de Procedimien-
to Civil; y 1, 29 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que al tenor del artículo 29 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, el plazo para interponer el 
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recurso de casación es de diez días; que este plazo tiene pffi. 
punto de padtida el día de la notificación de la sentencia, 
cuando las partes no estén presentes .  en la audiencia en que 

 ésta sea pronunciada, o cuando no hayan sido debidamente  
citadas para la misma; 

Considerando que en la especie lá vista de la causa tuvo 
lugar el catorce de septiembre de mil novecientos sesenta; 
que el fallo fué aplazado para una próxima audiencia, y fué 
dictado, posteriormente, el día diecinueve; que dicho fallo 
fué notificado a los actuales recurrentes en fecha treinta del 
mismo mes, y el recurso de casación se interpuso el diez y 
ocho de octubre de mil novecientos sesenta, cuando ya habla 
vencido ventajosamente el plazo legal; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Kettle Sánchez & Co., C. por A., Segundo: Declara inadmi-
sible, por tardío, el recurso de casación interpuesto por 
Eduardo de los Santos y Marta Cristina Brazobán, contra 
sentencia pronunciada• por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, en fecha diez y nueve de septiembre -de mil nove-
cientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otra parte del 
presente fallo; y Tercero: Condena a los recurrentes al pago 
de las costas, cuya distracción se ordena en provecho de los 
Dres. F. R. Cantizano Arias y Héctor Sánchez Morcelo, abo-
gados de la parte interviniente, quienes afirman haberlas 
avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada,' leída .y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DE 1961 

tendí' Impugnada: Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia de Duarte de fecha 25 de octubre de 1960. 

Merla: Penal. 

Recurrente: Anastacio Paula Mercedes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
'dados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán, y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día quince del mes de febrero de mil 
novecientos sesentiuno, años 117' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Anastacio 
Paula Mercedes, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, del domicilio y residencia de Hostos, cédula 2355, se-
rie 59, sello 1319751, contra sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales, en fecha veinte y cinco de octubre 
del año de mil novecientos sesenta, por la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo, en fecha veinticinco de octu- 
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recurso de casación es de diez días; que este plazo tiene p or 
 punto de padtida el día de la notificación de la sentencia, 

 cuando las partes no estén presentes.  en la audiencia en qu e 
 ésta sea pronunciada, o cuando no hayan sido debidamente 
 citadas para la misma; 

Considerando que en la especie lá vista de la causa tuvo 
lugar el catorce de septiembre de mil novecientos sesenta; 
que el fallo fué aplazado para una próxima audiencia, y fué 
dictado, posteriormente, el día diecinueve; que dicho fallo 
fué notificado a los actuales recurrentes en fecha treinta del 
mismo mes, y el recurso de casación se interpuso el diez y 
ocho de octubre de mil novecientos sesenta, cuando ya había 
vencido ventajosamente el plazo legal; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Kettle Sánchez & Co., C. por A., Segundo: Declara inadmi-
sible, por tardío, el recurso de casación interpuesto por 
Eduardo de los Santos y Marta Cristina Brazobán, contra 
sentencia pronunciada• por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, en fecha diez y nueve de septiembre .de mil nove-
cientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otra parte del 
presente fallo; y Tercero: Condena a los recurrentes al pago 
de las costas, cuya distracción se ordena en provecho de los 
Dres. F. R. Cantizano Arias y Héctor Sánchez Morcelo, abo-
gados de la parte interviniente, quienes afirman haberlas 
avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada,' leída .y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DE 1961 

sentencia impugnada: Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins- 

tancia de Duarte de fecha 25 de •octubre de 1960. 

Diuteria: Penal. 

Recurrente: Anastacio Paula Mercedes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana.. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán, y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día quince del mes de febrero de mil 
novecientos sesentiuno, años 117' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Anastacio 
Paula Mercedes, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, del domicilio y residencia de Hostos, cédula 2355, se-
rie 59, sello 1319751, contra sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionalés, en fecha veinte y cinco de octubre 
del año de mil novecientos sesenta, por la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo, en fecha veinticinco de octu- 
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bre de mil novecientos sesenta, a requerimiento del recurren-
te, en la cual no se invoca ningún medio determinado 

de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 2, inciso c), 14 y 19 de la Le y 

 sobre Conservación Forestal y Arboles Frutales N9  1688 del 
1948, modificado por la Ley 1746 del mismo año, 1 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
cuatro de octubre de mil novecientos sesenta, el Jefe Seccio-
nal de Cerrejón, del Distrito Municipal de Hostos, provincia 
Duarte, puso a disposición de la justicia al nombrado Anas-
tacio Paula Mercedes, por "haber hecho un desmonte descu-
briendo una quebrada, la cual sirve de abastecimiento a los 
moradores del paraje Cerrejón"; b) que apoderado del asun-
to el Juzgado de Paz del Distrito Municipal de Hostos, dictó 
en fecha diez del mes de octubre del año de mil novecientos 
sesenta, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Con-
denando a Anastacio Paula a sufrir la pena de treinta días 
de prisión y multa de RD$25.00 y al pago de las costas"; 

Considerando que no conforme con esta decisión, el pre-
venido recurrió en apelación -oportunamente contra ella, y 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Duarte, apoderada de dicho recurso, lo 
decidió con su sentencia de fecha veinticinco del mismo mes y 
año cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Que debe declarar y declara, bueno y válido el recurso de 
apelación interpuesto por el prevenido Anastacio Paula 
Mercedes, de generales anotadas, inculpado del delito de vio-
lación a la Ley 1688, por haberlo interpuesto en tiempo há-
bil y de acuerdo con la ley; SEGUNDO: Que debe confirmar 
y confirma, la sentencia que lo condenó a RD$25.00 de mul-
ta y a 30 días de prisión correccional en la cárcel pública de 
esta ciudad; TERCERO: Que debe condenar y condena, ade-
más al indicado prevenido al pago de las costas"; 
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Considerando que para fundar su decisión, la Cámara 

a, qua se basó "en la misma declaración del prevenido y ape-
lante que hizo un desmonte próximo a una quebrada, con 
la diferencia de que en su defensa alega que la quebrada que-
daba a una larga distancia del lugar del desmonte, cosa esta 
que no ha sido establecida por la prueba en contrario, única 
forma de destruir el acta del sometimiento"; 

Considerando que en la referida acta se hace constar 
que "el desmonte dejó descubierta", la quebrada o abaste-
cimiento de agua que surte a los habitantes del paraje de 

Cerrejón; 
Considerando que en los hechos así comprobados y ad-

mitidos por el Juzgado a quo, se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de desmonte previsto por 
el artículo 2, apartado c) de la Ley Na 1688 del año de 1948, 
modificada por la Ley 1746, del mismo año, y sancionado 
por su artículo 14 con las penas de multa de veinticinco a 
doscientos pesos oro y prisión de uno a seis meses; que, en 
consecuencia, el Juzgado a quo atribuyó a los hechos de la 
prevención la calificación legal que les corresponde, y al 
condenar al prevenido a las penas de un mes de prisión co-
rreccional y a veinticinco pesos oro de multa, dicho tribunal 
impuso al prevenido una pena que se ajusta a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Anastacio Paula Mercedes, contra 
sentencia dictada el veinticinco de octubre del año de mil 
novecientos sesenta, por la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio l3eras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
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bre de mil novecientos sesenta, a requerimiento del recurren_ 
te, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 2, inciso e), 14 y 19 de la Le y 

 sobre Conservación Forestal y Arboles Frutales N9 1688 del 
1948, modificado por la Ley 1746 del mismo año, 1 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en 'fecha 
cuatro de octubre de mil novecientos sesenta, el Jefe Seccio-
nal de Cerrejón, del Distrito Municipal de Hostos, provincia 
Duarte, puso a disposición de la justicia al nombrado Anas-
tacio Paula Mercedes, por "haber hecho un desmonte descu-
briendo una quebrada, la cual sirve de abastecimiento a los 
moradores del paraje Cerrejón"; b) que apoderado del asun-
to el Juzgado de Paz del Distrito Municipal de Hostos, dictó 
en fecha diez del mes de octubre del año de mil novecientos 
sesenta, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Con-
denando a Anastacio Paula a sufrir la pena de treinta días 
de prisión y multa de RD$25.00 y al pago de las costas"; 

Considerando que no conforme con esta decisión, el pre-
venido recurrió en apelación -oportunamente contra ella, y 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Duarte, apoderada de dicho recurso, lo 
decidió con su sentencia de fecha veinticinco del mismo mes y 
año cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Que debe declarar y declara, bueno y válido el recurso de 
apelación interpuesto por el prevenido Mutado Paula 
Mercedes, de generales anotadas, inculpado del delito de vio-
lación a la Ley 1688, por haberlo interpuesto en tiempo há-
bil y de acuerdo con la ley; SEGUNDO: Que debe confirmar 
y confirma, la sentencia que lo condenó a RD$25.00 de mul-
ta y a 30 días de prisión correccional en la cárcel pública de 
esta ciudad; TERCERO: Que debe condenar y condena, ade-
más al indicado prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que para fundar su decisión, la Cámara 

a, qua se basó "en la misma declaración del prevenido y ape-
lante que hizo un desmonte próximo a una quebrada, con 
la diferencia de que en su defensa alega que la quebrada que-
daba a una larga distancia del lugar del desmonte, cosa esta 
que no ha sido establecida por la prueba en contrario, única 
forma de destruir el acta del sometimiento"; 

Considerando que en la referida acta se hace constar 
que "el desmonte dejó descubierta", la quebrada o abaste-
cimiento de agua que surte a los habitantes del paraje de 

Cerrejón; 
Considerando que en los hechos así comprobados y ad-

mitidos por el Juzgado a quo, se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de desmonte previsto por 
el artículo 2, apartado c) de la Ley N9  1688 del año de 1948, 
modificada por la Ley 1746, del mismo año, y sancionado 
por su artículo 14 con las penas de multa de veinticinco a 
doscientos pesos oro y prisión de uno a seis meses; que, en 
consecuencia, el Juzgado a quo atribuyó a los hechos de la 
prevención la calificación legal que les corresponde, y al 
condenar al prevenido a las penas de un mes de prisión co-
rreccional y a veinticinco pesos oro de multa, dicho tribunal 
impuso al prevenido una pena que se ajusta a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Anastacio Paula Mercedes, contra 
sentencia dictada el veinticinco de octubre del año de mil 
novecientos sesenta, por la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
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L.--- Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo s 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General qup 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DE 1961 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fe-
cha 22 de septiembre de 1960. 

Materia: Penal. 

• 	Recurrente: Juan Corporán. 
Abogados: Dres. Manuel Castillo Corporán y Francisco Mauro Cas-

tillo Corporán. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En' Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día quince del mes de febrero de mil 
novecientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 
98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Cor-
porán, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, do-
miciliado y residente en la Sección "Borbón" del Municipio 
de San Cristóbal, cédula 7933, serie 2, sello 1518113, contra 
sentencia pronunciada en atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha veintidós de 
septiembre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 
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L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas. —
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 10 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DE 1961 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fe-

cha 22 de septiembre de 1960. 

Bectu.rente: Juan Corporán. 
Abogados: Dres. Manuel Castillo Corporán y Francisco Mauro Cas-

tillo Corporán. 

   

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En' Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día quince del mes de febrero de mil 
novecientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia. 
98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Cor-
porán, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, do-
miciliado y residente en la Sección "Borbón" del Municipio 
de San Cristóbal, cédula 7933, serie 2, sello 1518113, contra 
sentencia pronunciada en atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha veintidós de 
septiembre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 
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Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Manuel Castillo Corporán, cédula 11804, s e. 

rie la, sello 10094, por sí y en representación del Dr. Fran. 
cisco Mauro Castillo Corporán, cédula 23150, serie 2, sell o  • 
3959195, abogados del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; 

011 el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha treinta de septiembre 
de mil novecientos sesenta, a requerimiento del recurrente, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

Visto el Memorial de casación de fecha dieciséis de di-
ciembre de mil novecientos sesenta, suscrito por los docto-
res Francisco Mauro Castillo Corporán y Manuel Castillo 
Corporán, abogados del recurrente en el cual se invocan los 
medios que más adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 155 y 156 del Código de Proce- 
dimiento Criminal y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en Ir" 
documentos a que ella se refiere consta que en fecha cuatro 
de abril de mil novecientos sesenta, el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, regularrriente apo-
derado por el ministerio público, dictó en atribuciones co-
rreccionales una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Declara que Juan Justina o Corpo-
rán, es culpable de destrucción de frutos, en perjuicio de 
Domingo Corporán, en consecuencia lo condena a pagar una 
multa de cinco pesos oro RD$5.00; SEGUNDO: Condena ade-
más al procesado al pago de las costas"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de 
Trujillo y por el prevenido, la Corte a qua pronunció la sen-
tencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguiente:  

«FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos en la for-
ma los presentes recursos de apelación interpuestos por el 
prevenido y el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito 
Judicial de Trujillo, por haber sido interpuestos en tiempo 
hábil y de conformidad con los preceptos legales; SEGUNDO: 
Rechaza el pedimento del abogado de la defensa en el sen-
tido de que se sobresea el conocimiento de la causa hasta 
tanto el Tribunal de Tierras resuelva sobre la propiedad dh 
la parcela objeto del presente litigio, por improcedente y mal 
fundado; TERCERO: Confirma la sentencia contra la cual 
se apela, dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo, en fecha 4 de abril de 1960, cu-
yo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra que Juan Justino o Corporán, es culpable de destrucción 
de frutos, en perjuicio de Domingo Corporán, en consecuen-

cia lo condena a pagar una multa de cinco pesos oro RD 
$5.00) ; SEGUNDO: Condena además al procesado al pago 
de las costas"; CUARTO: Condena al prevenido Juan Cor-
porán (a) Justina, al pago de las costas"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios: "Primer Medio: Violación al derecho de defensa, 
Contradicción en los motivos y el dipositivo. Falta de base 
legal y desnaturalización de los hechos de la causa. Segundo 
Medio: Violación al artículo 155 del Código de Procedimien-, 
to Criminal por falta de aplicación y falta de base legal en 
otro aspecto. Tercer Medio: Violación a la regla de la com-
petencia y al artículo 1315 del Código Civil"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo 
medio el recurrente sostiene en síntesis, "que la Corte a qua 
no tomó el juramento de ley al testigo José Sánchez", y que 
no obstante esa irregularidad "fundamentó su sentencia en 
el estudio de los documentos de la causa y en la declaración 
de los testigos"; 

Considerando que de conformidad cdn el artículo 155 
del Código de Procedimiento Criminal, aplicable a la materia 
correccional de acuerdo con las disposiciones del artículo 
189 del mismo Código, los testigos prestarán en audiencia, a 
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Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Manuel Castillo Corporán, cédula 11804, se. 

rie la, sello 10094, por sí y en representación del Dr. Fran- 
cisco Mauro Castillo Corporán, cédula 23150, serie 2, sell o  
3959195, abogados del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oídc el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha treinta de septiembre 
de mil novecientos sesenta, a requerimiento del recurrente, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

Visto el Memorial de casación de fecha dieciséis de di- 
ciembre de mil novecientos sesenta, suscrito por los docto- 
res Francisco Mauro Castillo Corporán y Manuel Castillo 
Corikirán, abogados del recurrente en el cual se invocan los 
medios que más adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 155 y 156 del Código de Proce- 
dimiento Criminal y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación: 

Considerando que en la sentencia impugnada y en lGe. 
documentos a que ella se refiere consta que en fecha cuatro 
de abril de mil novecientos sesenta, el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, regulan -riente apo-
derado por el ministerio público, dictó en atribuciones co-
rreccionales una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Declara que Juan Justina o Corpo-
rán, es culpable de destrucción de frutos, en perjuicio de 
Domingo Corporán, en consecuencia lo condena a pagar una 
multa de cinco pesos oro RD$5.00; SEGUNDO: Condena ade-
más al procesado al pago de las costas"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de 
Trujillo y por el prevenido, la Corte a qua pronunció la sen- 
tencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguiente: 

• 
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4.FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos en la for-
ma los presentes recursos de apelación interpuestos por el 
prevenido y el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito 
Judicial de Trujillo, por haber sido interpuestos en tiempo 
hábil y de con'formidad con los preceptos legales; SEGUNDO: 
Rechaza el pedimento del abogado de la defensa en el sen-
tido de que se sobresea el conocimiento de la causa hasta 
tanto el Tribunal de Tierras resuelva sobre la propiedad dh 
la parcela objeto del presente litigio, por improcedente y mal 
fundado; TERCERO: Confirma la sentencia contra la cual 
se apela, dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo, en fecha 4 de abril de 1960, cu-
yo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra que Juan Justino o Corporán, es culpable de destrucción 
de frutos, en perjuicio de Domingo Corporán, en consecuen-
cia lo condena a pagar una multa de cinco pesos oro RD 
$5.00) ; SEGUNDO: Condena además al procesado al pago 
de las costas"; CUARTO: Condena al prevenido Juan Cor-
porán (a) Justina, al pago de las costas"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios: "Primer Medio: Violación al derecho de defensa, 
Contradicción en los motivos y el dispositivo. Falta de base 
legal y desnaturalización de los hechos de la causa. Segundo 
Medio: Violación al artículo 155 del Código de Procedimien-, 
to Criminal por falta de aplicación y falta de base legal en 
otro aspecto. Tercer Medio: Violación a la regla de la com-
petencia y al artículo 1315 del Código Civil"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo 
medio el recurrente sostiene en síntesis, "que la Corte a qua 
no tomó el juramento de ley al testigo José Sánchez", y que 
no obstante esa irregularidad "fundamentó su sentencia en 
el estudio de los documentos de la causa y en la declaración 
de los testigos"; 

Considerando que de conformidad cán el artículo 155 \ 
del Código de Procedimiento Criminal, aplicable a la materia 
correccional de acuerdo con las disposiciones del artículo 
189 del mismo Código, los testigos prestarán en audiencia, a / 
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pena de nulidad, el juramento de decir "toda la verdad, v 
nada más que la verdad"; qué este juramento debe ser pres-
tado aún por las personas señaladas en el artículo 156 del 
Código de Procedimiento Criminal si a su audición no se 
hubieren opuesto el ministerio público, la parte civil o el 
procesado, pues la disposición establecida en el artículo 231 
del Código de Procedimiento Criminal que autoriza a los 
presidentes de los tribunales en materia criminal a recibir 
las declaraciones de testigos a título de simple referencia 
en virtud del poder discrecional de que ellos están investidos, 
no es aplicable en materia correccional; que, en la especie, 
en el acta de audiencia celebrada por la Corte a qua en 'fe-
cha veintidós de septiembre de mil novecientos sesenta, 
consta que la testigo María de Regla Corporán fué oída sin 
prestar el "juramento que rige el artículo 155 del Código de 
Procedimiento Criminal por ser hermana del prevenido"; 
que además, en ninguna de las actas de audiencia, ni en el 
fallo impugnado consta que el testigo José Sánchez, prestase 
el juramento exigido por dicho artículo; que, en consecuen, 
cia, la Corte a qua, al condenar al prevenido, fundándose en 
estas declaraciones irregularmente prestadas, violó el ar-
tículo 155 del Código de Procedimiento Criminal, por lo 
cual la sentencia impugnada debe ser casada sin que sea 
necesario ponderar los demás medios propuestos por el re-
currente; 

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal, en fecha veintidós de septiembre de 
mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otra 
parte del presente fallo, y envía el asunto ante la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo; Segundo: Declara las costas 
de oficio; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morél.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 

L -
- Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—

Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís en fecha 12 de julio, 1960.« 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Luis Emilio Ramírez, Félix Tejada y Juana González. 
Abogado: Dr. Luis Silvestre Nina Mota. 

Interviniente: Juana González. 
Abogado: Dr. Máximo Vidal Rijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
. ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituito de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en lá 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día quince de febrero de mil novecientos 
sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis 
Emilio Ramírez, dominicano, mayor de edad, chófer, solte-
ro, domiciliado y residente en la ciudad de San Pedro de Ma-
corís, cédula 20457, serie 23, cuyo sello de renovación no 
consta en el expediente; Félix Tejada, dominicano, mayor 
de edad, comerciante, casado, domiciliado y residente en la 
casa NQ 14 de la calle José Martí de la ciudad de San Pedro 
de Macorís, cédula 7237, serie 23, sello 64657; y Juana Gon- 
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zález, dominicana, mayor de edad, de quehaceres domésti-
cos, cédula 3464, serie 56, cuyo sello de renovación no consta 
en el expediente, domiciliada y residente en San Pedro de 
Macorís, contra sentencia dictada en primera y última ins-
tancia por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Pedro de Macorís, en fecha doce del mes de 
julio del año mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Licdo. Federico Nina hijo, cédula 670, serie 23, 

sello 1171, en representación del Dr. Luis Silvestre Nina Mo-
ta, cédula 22398, serie 23, sello 5241, abogado de los recu-
rrentes Luis Emilio Ramírez y Félix Tejada, en la lectura 
de sus conclusioneá; 

Oído el Dr. Máximo Vidal Rijo, cédula 27603, serie 23, 
sello 75122, abogado de la parte interviniente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretaría del Tribunal a quo en fecha dieciocho de julio del 
año mil novecientos sesenta, a requerimiento del Dr. Luis 
Silvestre Nina y Mota, en nombre y representación de los 
recurrentes Luis Emilio Ramírez y Félix María Tejada, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo en fecha dieciocho de julio del 
año mil novecientos sesenta, a requerimiento del Dr. Luis 
Eduardo Martí Guzmán, cédula 415, serie 23, sello 1665, en 
nombre y representación de la recurrente Juana González, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca- 
sación; 

Vista el acta de desistimiento levantada en la Secreta-
ría del Tribunal a quo en fecha siete de noviembre del año 
mil novecientos sesenta, a requerimiento de la recurrente 
Juana González; 
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Visto el memorial de casación de los recurrentes L 
Emilio Ramírez y Félix María Tejada, de fecha nueve de  
diciembre de mil novecientos sesenta, suscrito por el Dr. Luis 
Silvestre Nina y Mota, en el cual se invocan los in,edios de 
casación que más adelante se enuncian; 

Visto el escrito de la parte civil interviniente; de fecha 
nueve de diciembre de mil novecientos sesenta, suscrito por 
el Dr. Máximo Vidal Rijo; 

La Suprema Corte de Justicia, después .de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 3 del Código de Procedi-
miento Criminal; 1384 del Código Civil; 3 de la Ley N9  
2022 sobre accidentes causados con el manejo de vehículo 
de motor, del año 1949, modificada por la Ley 3749 del año 
1954 y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
catorce de junio de mil novecientos sesenta, Luis Emilio Ra-
mírez fué sometido a la acción de la justicia por el hecho de 
haber ocasionado golpes por imprudencia a Juana González 
con el manejo de un vehículo de motor; b) que el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de 
Macorís, regularmente apoderado del hecho, lo decidió por 
la sentencia ahora impugnada en casación, dictada en pri-
mera y última instancia, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar y declara regular y válida la 
constitución en parte civil hecha por la señora Juana Gon-
zález contra el señor Félix Tejada, por haberlo hecho me-
diante requisitos legales; SEGUNDO: Que debe declarar y 
declara al nombrado Luis Emilio Ramírez, culpable del de-
lito de golpes involuntarios, que curan antes de 10 días; 
TERCERO: Que debe condenar y condena al nombrado Luis 
Emilio Ramírez, a sufrir seis días de prisión correccional y 
a pagar una multa de RD$6.00 pesos oro dominicanos, por su 
hecho culposo; juzgándolo en última instancia; CUARTO: 
Que debe suspender y suspende la licencia para manejar 
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vehículo de motor al chófer Luis Emilio Ramírez, a partir de 
la extinción de la pena impuesta por dos meses; QUINTO: 
Que debe condenar y condena a la parte civil responsable a 
pagar una indemnización a favor de la agraviada señora 
Juana González, de RD$200.00; SEXTO: Que debe rechazar 

y rechaza la solicitud de inadmisión hecha por la parte civil 
demandada, por improcedente y mal fundada; SEPTIMO: 
Que debe condenar y condena al prevenido al pago de las 
costas; OCTAVO: Que debe condenar y condena a la parte 
civil que sucumbe al pago de las costas civiles con distrac-
ción en favor del Dr. Luis Eduardo Marty Guzmán, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

En cuanto al recurso de la parte civil. 

Considerando que en fecha siete del mes de noviembre 
del año mil novecientos sesenta, la parte civil Juana Gonzá-
lez compareció por ante el Secretario del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, 
y le declaró: "que comparecía para desistir como en efecto 
desiste del recurso de casación interpuesto por el Dr. Luis 
Eduardo Marty Guzmán, a su nombre y representación, en 
fecha 18 de julio de 1960, contra la sentencia N• 415, dictada 
por este Tribunal en fecha 12 de julio del año 1960, que decla-
ró regular y válida su constitución en parte civil, contra el 
señor Félix Tejada, por haberlo hecho mediante requisitos 
legales; declaró al nombrado Luis Emilio Ramírez, culpable 
del delito de golpes involuntarios, en su perjuicio, curables 
antes de 10 días, y lo condena a seis días de prisión correc-
cional y pagar una multa de seis pesos oro (RD$6.00) domi-
nicanos, por su hecho culposo, juzgándolo en última instan-
cia; suspendió la licencia para manejar vehículo de motor, a 
partir de la extinción de la pena impuesta, por dos meses; 
condenó a la parte civil responsable a pagar una indemniza-
ción en favor de dicha señora Juana González, de RD$200.00; 
rechazó la solicitud de inadmilión hecha por la parte civil 
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demandada por improcedente y mal fundada; condenó al pre. 
venido al pago de las costas; y condenó a la parte civil qu e 

 sucumbe al pago de las costas civiles, con distracción en fa. , 
vor del Dr. Luis Eduardo Marty Guzmán, quien afirma ha-
berla avanzado en su totalidad"; levantándose el acta co. 
rrespondiente; 

En cuanto al recurso del prevenido. 

Considerando que en el memorial presentado, los re-
currentes Luis Emilio Ramírez, prevenido, y Félix Tejada, 
puesto en causa como persona civilmente responsable invo-
can, conjuntamente, los siguientes medios de casación; "PRI-
MER MEDIO: Falsa aplicación de los artículos 1 y 3 del 
Código de Procedimiento Criminal; SEGUNDO MEDIO: Vio-
lación por falsa aplicación del párrafo 1 9  del artículo 1384 
del Código Civil; TERCER MEDIO: Violación de las dispo-
siciones del apartado quinto (5) del artículo veintitrés (23) 
de la Ley NQ 3726, sobre Procedimiento de Casación ,del 29 
de diciembre del año 1953"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del tercer me-
dio, el prevenido recurrente sostiene, en primer término, que 
el Tribunal a quo lo declaró culpable del hecho imputádole, 
fundándose, según consta en el fallo impugnado, en las "com-
prObaciones que resultan de las declaraciones de los testigos 
Manuel de Jesús Gabriel Kury, Juana Rosario y Aurora de 
León, así como de la propia agraviada"; que, "sin embargo, 
del análisis de las actas de audiencia" se puede comprobar 
"que de tales declaraciones no han podido resultar los he-
chos en la forma expuesta por el juez a quo", declaraciones 
que glosa el recurrente para concluir afirmando, que la pon-
deración que de ellas hizo el juez a quo, "constituye eviden-
temente una desnaturalización de los hechos de la causa, 
que redunda en una falta de motivos que debe ser suficiente 
para la anulación de la sentencia impugnada"; y en segundo 
término, sostiene el recurrente, que "aun dentro de la hipó-
tesis de que se hubiese establecido, en forma legal, una falta  

a  cargo de él, ello no era suficiente para declararlo culpa-
ble a la Ley N^ 2022, sobre golpes y heridas involuntarios 
causados con el manejo de un vehículo de motor", ya que 
"no existe en el expediente certificación médica alguna por 
la cual se pueda comprobar que Juana González recibió tal o 

cual golpe en alguna parte del cuerpo, a más de la fractura 
del hueso del pie informada por el certificado médicó-legal"; 
que, por tanto, el Juez a quo no pudo dar por establecido "el 
elemento material de golpes y heridas involuntarios que se le 
imputaba a Luis Emilio Ramírez, después de haberse con-
vencido de que la fractura no era la consecuencia del acci-
dente" . . . "sin que por sus propios sentidos haya podido 
constatar la existencia de esos golpes curables en menos de 
diez días"; . . . "ni mucho menos porque ello resultara de 
testimonios idóneos"; por lo cual, en lá sentencia impugnada 
"se ha hecho una errada aplicación de las disposiciones del 
artículo tres (3) de la Ley N 9  2022"; pero 

Considerando que el Tribunal a quo, después de hacer el 
análisis de los testimonios vertidos en la instrucción de la 
causa, reconoce en su fallo, "que por las declaraciones de los 
testigos Manuel de Jesús Gabriel Kury, Juana Rosario y Au-
rora de León, así como por la de la propia agraviada Juana 
González y las del prevenido, se estableció y se comprobó 
tanto en la audiencia como en el descenso efectuado, que el 
chófer Luis Emilio Ramírez cometió una imprudencia al 
tomar derriasiado a la izquierda la calle "Sánchez esquina 
10 de Septiembre" y sin tener la precaución debida a ver pa-
sar a la agraviada Juana González de una acera a la otra, 
habiéndola golpeado con la guagua que manejaba . . . , pero 
que dichos golpes no fueron certificados por el médico legis-
ta, por ser demasiado leves"; 

Considerando que el examen del acta de audiencia mues-
tra que la testigo Juana Rosario declaró: "yo vivo frente a 
ella y había.una guagua parada, y al cruzar (la agraviada) 
la calle se atravesó otra guagua y al subir la acera le dió 
y la tumbó". . . ; "le dió en las caderas"; . . . "de chanfle"; 
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demandada por improcedente y mal fundada; condenó al pre. 
venido al pago de las costas; y condenó a la parte civil qu e 

 sucumbe al pago de las costas civiles, con distracción en fa. . 
vor del Dr. Luis Eduardo Marty Guzmán, quien afirma ha-
berla avanzado en su totalidad"; levantándose el acta co. 
rrespondiente; 

En cuanto al recurso del prevenido. 

Considerando que en el memorial presentado, los re-
currentes Luis Emilio Ramírez, prevenido, y Félix Tejada, 
puesto en causa como persona civilmente responsable invo-
can, conjuntamente, los siguientes medios de casación; "PRI-
MER MEDIO: Falsa aplicación de los artículos 1 y 3 del 
Código de Procedimiento Criminal; SEGUNDO MEDIO: Vio-
lación por falsa aplicación del párrafo 10 del artículo 1384 
del Código Civil; TERCER MEDIO: Violación de las dispo-
siciones del apartado quinto (5) del artículo veintitrés (23) 
de la Ley Na 3726, sobre Procedimiento de Casación ,del 29 
de diciembre del año 1953"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del tercer me-
dio, el prevenido recurrente sostiene, en primer término, que 
el Tribunal a quo lo declaró culpable del hecho imputádole, 
fundándose, según consta en el fallo impugnado, en las "com-
prObaciones que resultan de las declaraciones de los testigos 
Manuel de Jesús Gabriel Kury, Juana Rosario y Aurora de 
León, así como de la propia agraviada"; que, "sin embargo, 
del análisis de las actas de audiencia" se puede comprobar 
"que de tales declaraciones no han podido resultar los he-
chos en la forma expuesta por el juez a quo", declaraciones 
que glosa el recurrente para concluir afirmando, que la pon-
deración que de ellas hizo el juez a quo, "constituye eviden-
temente una desnaturalización de los hechos de la causa, 
que redunda en una falta de motivos que debe ser suficiente 
para la anulación de la sentencia impugnada"; y en segundo 
término, sostiene el recurrente, que "aun dentro de la hipó-
tesis de que se hubiese establecido, en forma legal, una falta  

a cargo de él, ello no era suficiente para declararlo culpa-
ble a la Ley N9  2022, sobre golpes y heridas involuntarios 
causados con el manejo de un vehículo de motor", ya que 
"no existe en el expediente certificación médica alguna por 
la cual se pueda comprobar que Juana González recibió tal o 
cual golpe en alguna parte del cuerpo, a más de la fractura 
del hueso del pie informada por el certificado médicó-legal"; 
que, por tanto, el Juez a quo no pudo dar por establecido "el 
elemento material de golpes y heridas involuntarios que se le 
imputaba a Luis Emilio Ramírez, después de haberse con-
vencido de que la fractura no era la consecuencia del acci-
dente" . . . "sin que por sus propios sentidos haya podido 
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rora de León, así como por la de la propia agraviada Juana 
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tanto en la audiencia como en el descenso efectuado, que el 
chófer Luis Emilio Ramírez cometió una imprudencia al 
tomar deMasiado a la izquierda la calle "Sánchez esquina 
10 de Septiembre" y sin tener la precaución debida a ver pa-
sar a la agraviada Juana González de una acera a la otra, 
habiéndola golpeado con la guagua que manejaba . . . , pero 
que dichos golpes no fueron certificados por el médico legis-
ta, por ser demasiado leves"; 

Considerando que el examen del acta de audiencia mues-
tra que la testigo Juana Rosario declaró: "yo vivo frente a 
ella y había una guagua parada, y al cruzar (la agraviada) 
la calle se atravesó otra guagua y al subir la acera le dió 
y la tumbó". ; "le dió en las caderas"; . . . "de chanfle"; 
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que la testigo Aurora de León declaró: "yo estaba en frant e 
 de mi negocio, estaba una guagua parada en la esquina y 

desembocó la guagua de Luis y le dió un golpe en la cadera 
a Juana González y cayó y se quiso parar y no pudo, y l a 

 paró el cobrador de la guagua"; que el juez le hizo al preve. 
nido Luis Emilio Ramírez la siguiente pregunta: "Cuántos 
golpes le dió?"; y dicho prevenido respondió: "un golpe e n 

 el lado derecho". . . ; 

Considerando que la desnaturalización de los hechos de 
la causa supone que a los hechos establecidos como verdade-
ros no se les ha dado el sentido o alcance inherente a su pro-
pia naturaleza; que cuando los jueces del fondo reconocen 
como sinceros ciertos testimonios y fundan en ellos su ínti-
ma convicción, lejos de incurrir en una desnaturalización de 
los hechos de la causa, hacen un correcto uso del poder so-
berano de apreciación de que están investidos en la depu-
ración de la prueba; que, en la especie, el Juez a quo pudo 
establecer, como lo hizo correctamente, mediante la ponde• 
ración de las declaraciones de los testigos mencionados en 
la sentencia impugnada, la causa del accidente y la materia-
lidad de los golpes recibidos por la persona lesionada; que, 
por consiguiente, todo lo argüido por el prevenido recurren-
te.en el medio que se examina carece de fundamento y debe 
ser desestimado; 

Considerando que los hechos comprobados y admitidos 
por el Tribunal a quo constituyen el delito de golpes por im-
prudencia causados con el manejo de un vehículo de motor, 
previsto y sancionado por el inciso a) del artículo 3 de la 
Ley N9  2022, del año 1949, reformada por la Ley I\19 3749, 
del año 1954, con las penas de seis días a seis meses de pri-
sión y multa de seis pesos a ciento ochenta pesos; que, por 
consiguiente, los hechos de la prevención han sido correc-
tamente calificados; que, por otra parte, al declarar al pre-
venido culpable del referido delito y, al condenarlo, conse-
cuentemente, a las penas de seis días de prisión correccional 
y una multa de RD$6.00, así como a la cancelación de la li•  

,cenia para manejar vehículo de motor por un período de 
s meses, a partir de la extinción de las penas impuestas, 
Tribunal a quo hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne al in-
terés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique 
su casación; 

En cuanto al recurso de la persona civilmente responsable. 

Considerando, que en el desenvolvimiento de los dos 
medios del recurso, reunidos para su examen, el recurrente 
alega, que en la sentencia impugnada se han violado los ar-
tículos 1 y 3 del Código de Procedimiento Criminal y 1384 
del Código Civil, puesto que habiendo sido puesto en causa 
"en su condición de propietario del automóvil con el cual la 
demandante alega haber sufrido los daños cuya reparación 
reclama. .. y a pesar de haber concluido formalmente. .. en 
el sentido de que se declarara inadmisible la demanda de la 
señora Juana González, en razón de que su acción se basa 
en circunstancias extrañas a la prevención, el Juez a quo, 
sifi considerar los principios que rigen la materia, y olvidan-
do que ello es un asunto de orden público. .., rechazó (sus) 
conclusiones y, declarando buena y válida esa constitución 
de la parte civil, condenó al exponente al pago de la suma 
de doscientos pesos (RD$200.00)"; 

Considerando que, en efecto, los tribunales represivos 
apoderados de un delito de golpes y heridas por impruden-
cia, no pueden estatuir, accesoriamente a la acción pública, 
sobre una demanda en responsabilidad civil fundada en la 
presunción de responsabilidad del guardián de la cosa in-
animada, porque dicha acción se basa en circunstancias ex-
trañas a la prevención; que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta, que con motivo 
de la causa correccional seguida a Luis Emilio Ramírez, in-
culpado de golpes por imprudencia causados con el manejo 
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cencia para manejar vehículo de motor por un período de 
dos meses, a partir de la extinción de las penas impuestas, 
'el Tribunal a quo hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne al in-
terés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique 
su casación; 

En cuanto al recurso de la persona civilmente responsable. 

Considerando, que en el desenvolvimiento de los dos 
medios del recurso, reunidos para su examen, el recurrente 
alega, que en la sentencia impugnada se han violado los ar-
tículos 1 y 3 del Código de Procedimiento Criminal y 1384 
del Código Civil, puesto que habiendo sido puesto en causa 
"en su condición de propietario del automóvil con el cual la 
demandante alega haber sufrido los daños cuya reparación 
reclama. .. y a pesar de haber concluido formalmente. .. en 
el sentido de que se declarara inadmisible la demanda de la 
señora Juana González, en razón de que su acción se basa 
en circunstancias extrañas a la prevención, el Juez a quo, 
sili considerar los principios que rigen la materia, y olvidan-
do que ello es un asunto de orden público. .., rechazó (sus) 
conclusiones y, declarando buena y válida esa constitución 
de la parte civil, condenó al exponente al pago de la suma 
de doscientos pesos (RD$200.00)"; 

Considerando que, en efecto, los tribunales represivos 
apoderados de un delito de golpes y heridas por impruden-
cia, no pueden estatuir, accesoriamente a la acción pública, 
sobre una demanda en responsabilidad civil fundada en la 
Presunción de responsabilidad del guardián de la cosa in-
animada, porque dicha acción se basa en circunstancias ex- 

, 

trañas a la prevención; que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta, que con motivo 
de la causa correccional seguida a Luis Emilio Ramírez, in-
culpado de golpes por imprudencia causados con el manejo 
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desembocó la guagua de Luis y le dió un golpe en la cadera 
a Juana González y cayó y se quiso parar y no pudo, y la  
paró el cobrador de la guagua"; que el juez le hizo al Prevt 
nido Luis Emilio Ramírez la siguiente pregunta: "Cuántos 
golpes le dió?"; y dicho prevenido respondió: "un golpe en 
el lado derecho". . . ; 

Considerando que la desnaturalización de los hechos de 
la causa supone que a los hechos establecidos como verdade-
ros no se les ha dado el sentido o alcance inherente a su pro-
pia naturaleza; que cuando los jueces del fondo reconocen 
como sinceros ciertos testimonios y fundan en ellos su ínti-
ma convicción, lejos de incurrir en una desnaturalización de 
los hechos de la causa, hacen un correcto uso del poder so-
berano de apreciación de que están investidos en la depu-
ración de la prueba; que, en la especie, el Juez a quo pudo 
establecer, como lo hizo correctamente, mediante la ponde-
ración de las declaraciones de los testigos mencionados en 
la sentencia impugnada, la causa del accidente y la materia-
lidad de los golpes recibidos por la persona lesionada; que, 
por consiguiente, todo lo argüido por el preyenido recurren-
te.en el medio que se examina carece de fundamento y debe 
ser desestimado; 

Considerando que los hechos comprobados y admitidos 
por el Tribunal a quo constituyen el delito de golpes por im-
prudencia causados con el manejo de un vehículo de motor, 
previsto y sancionado por el inciso a) del artículo 3 de la 
Ley N9  2022, del año 1949, reformada por la Ley N' 3749, 
del año 1954, con las penas de seis días a seis meses de pri-
sión y multa de seis pesos a ciento ochenta pesos; que, por 
consiguiente, los hechos de la prevención han sido correc-
tamente calificados; que, por otra parte, al declarar al pre-
venido culpable del referido delito y, al condenarlo, conse-
cuentemente, a las penas de seis días de prisión correccional 
y una multa de RD$6.00, así como a la cancelación de la  Ii- 
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de un vehículo de motor, en perjuicio de Juana González 
ésta demandó a Félix Tejada, "propietario del taxi público 
placa N9  17024", en pago de una indemnización de RD$ 
1,500.00 por los "daños morales y materiales sufridos po r 

 ella"; que en la audiencia fijada para el conocimiento de di-
cha causa, el abogado de la demandante presentó las siguien-
tes conclusiones: "En cuanto al aspecto penal lo dejamos a la 
apreciación del Magistrado Juez, y en cuanto al aspecto ci-
vil, que condenéis al señor Félix Tejada como dueño del ve-
hículo al pago de una inde.mnización de un mil quinientos 
pesos y además al abogado que os dirige la palabra las cos-
tas civiles por haberlas avanzado en su mayor parte, no so-
lamente como la cosa inanimada sino como en la parte juz-
gada"; que el Tribunal a quo acogió esa demanda y condenó 
al demandado al pago de una indemnización de RD$200.00, 
sobre el 'fundamento de que "el dueño del vehículo señor 
Félix Tejada es responsable civilmente de los daños y per-
juicios ocasionados por el vehículo de su propiedad maneja-
do por el prevenido Luis Emilio Ramírez, ya que éste traba-
jaba por su cuenta"; que, como se advierte, la imprecisión 
de la motivación que precede, no permite a esta Suprema 
Corte de Justicia verificar si el recurrente, puesto en causa 
como persona civilmente responsable, fué condenado en su 
condición de guardián de la cosa inanimada o como comiten-
te del prevenido; que, en consecuencia, en este aspecto, la 
sentencia impugnada carece de base legal; 

Considerando que las costas podrán ser compensada ,, 
 cuando la sentencia es casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Da acta a la parte civil cons-
tituida, Juana González, del desistimiento de su recurso de 
casación, y la admite como interviniente; Segundo: Rechaza 
el recurso de casación interpuesto por Luis Emilio Ramírez 
contra la sentencia dictada en primera y última instancia 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
San Pedro de Macorís, en fecha doce de julio del año mil 
novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en parte ante- 
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rior del presente fallo; y condena a dicho recurrente al pago 
de las costas, cuya distracción se ordena en provecho del 
Dr. Máximo Vidal Rijo, abogado de la parte interviniente, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Tercero: 
Casa en el aspecto civil la mencionada sentencia y envía el 
asunto así delimitado a la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional; Cuarto: 
Compensa las costas relativas a la acción civil. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Arniama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué fir-
mada, leída y publicada por mí, Secretario General que cer-
tifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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como persona civilmente responsable, fué condenado en su 
condición de guardián de la cosa inanimada o como comiten-
te del prevenido; que, en consecuencia, en este aspecto, la 
sentencia impugnada carece .de base legal; 

Considerando que las costas podrán ser compensadas 
cuando la sentencia es casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Da acta a la parte civil cons-
tituida, Juana González, del desistimiento de su recurso de 
casación, y la admite como interviniente; Segundo: Rechaza 
el recurso de casación interpuesto por Luis Emilio Ramírez 
contra la sentencia dictada en primera y última instancia 
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San Pedro de Macorís, en fecha doce de julio del año mil 
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rior del presente fallo; y condena a dicho recurrente al pago 
de las costas, cuya distracción se ordena en provecho del 
Dr. Máximo Vidal Rijo, abogado de la parte interviniente, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Tercero: 
Casa en el aspecto civil la mencionada sentencia y envía el 

asunto así delimitado a la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional; Cuarto: 
Compensa las costas relativas a la acción civil. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por las 
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diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué fir-
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ttfico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia Impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrt 
Judicial de Azua de fecha 2 de agosto de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Vitelio Antonio Brea. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, .Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diecisiete de febrero de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 117! de la Independencia, 98' de 
la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Vitelio An-
tonio Brea, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, do-
miciliado y residente en la sección de Estebanía, del munici-
pio de Azua, cédula 8775, serie 10, cuyo sello de renovación 
no consta en el expediente, contra sentencia pronunciada en 
atribuciones correccionales y en grado de apelación, por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, 
en fecha dos de agosto de mil novecientos sesenta, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar y declara regulares y válidos los recursos de apela-
ción interpuestos por la parte civil constituida, señor Hora- 
cio Pérez González y por el Fiscalizador del Juzgado de Paz ti
de este Municipio de Azua, conttra la sentencia rendida por di- 

cho 
juzgado de Paz en fecha 25 de marzo de 1960, que des-

C
argó al nombrado Vitelio Antonio Brea del delito de viola-

ción a la Ley N°  2022, por haber sido interpuestos estos re-
cursos de acuerdo con las formalidades legales y en tiempo 
hábil; SEGUNDO: Que debe declarar y declara inadmisible 
el recurso de apelación interpuesto contra la misma senten-
cia, interpuesto por el señor Humberto H. Marchena, por 
falta de calidad; TERCERO: Que debe revocar y revoca la 
sentencia recurrida y declara al nombrado Vitelio Antonio 
Brea, culpable del delito de violación al artículo 3 apartado 
a) de la Ley número 2022, y en consecuencia se condena a 
seis días de prisión correccional y al pago de una multa de 
seis pesos oro (RD$6.00) ; CUARTO: Que debe ordenar y 
ordena la cancelación de la licencia expedida a Vitelio Anto-
nio Brea, para manejar vehículos de motor, por un período 
de dos meses, contados a partir de la extinción de la pena; 
QUINTO: Que debe pronunciar y pronuncia el defecto con-
tra la parte civil constituida, por falta de concluir; SEXTO: 
Que debe condenar y condena a Humberto H. Marchena al 
pago de las costas de su alzada; SEPTIMO: Que debe conde-
nar y condena al prevenido Vitelio Antonio Brea, al pago 
de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Prócurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo, en fecha dieciséis de noviem-
bre de mil novecientos sesenta, a requerimiento del Lic. Dig-
no Sánchez, cédula 2819, serie r, sello 4279, abogado del 
recurrente, en la cual consta que "aunque la sentencia no le 
ha sido notificada a Brea, él lo da por hecho", y que los me-
dios en que se apoya su recurso, se"harán ,valer en su opor-
tunidad"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 185, 186 y 208 del Código de 
Procedimiento Criminal, y 1, 30 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distri 
Judicial de Azua de fecha 2 de agosto de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Vitelio Antonio Brea. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, .Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diecisiete de febrero de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 117! de la Independencia, 98' de 
la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Vitelio An-
tonio Brea, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, do-
miciliado y residente en la sección de Estebanía, del munici-
pio de Azua, cédula 8775, serie 10, cuyo sello de renovación 
no consta en el expediente, contra sentencia pronunciada en 
atribuciones correccionales y en grado de apelación, por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, 
en fecha dos de agosto de mil novecientos sesenta, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar y declara regulares y válidos los recursos de apela-
ción interpuestos por la parte civil constituida, señor Hora-
cio Pérez González y por el Fiscalizador del Juzgado de Paz ti 

 de este Municipio de Azua, conttra la sentencia rendida por di- 

cho  juzgado de Paz en fecha 25 de marzo de 1960, que des-

cargó al nombrado Vitelio Antonio Brea del delito de viola-

ción a la Ley N9  2022, por haber sido interpuestos estos re-
cursos de acuerdo con las formalidades legales y en tiempo 
hábil; SEGUNDO: Que debe declarar y declara inadmisible 
el recurso de apelación interpuesto contra la misma senten-
cia, interpuesto por el señor Humberto H. Marchena, por 
falta de calidad; TERCERO: Que debe revocar y revoca la 
sentencia recurrida y declara al nombrado Vitelio Antonio 
Brea, culpable del delito de violación al artículo 3 apartado 
a) de la Ley número 2022, y en consecuencia se condena a 
seis días de prisión correccional y al pago de una multa de 
seis pesos oro (RD$6.00); CUARTO: Que debe ordenar y 
ordena la cancelación de la licencia expedida a Vitelio Anto-
nio Brea, para manejar vehículos de motor, por un período 
de dos meses, contados a partir de la extinción de la pena; 
QUINTO: Que debe pronunciar y pronuncia el defecto con-
tra la parte civil constituida, por falta de concluir; SEXTO: 
Que debe condenar y condena a Humberto H. Marchena al 
pago de las costas de su alzada; SEPTIMO: Que debe conde-
nar y condena al prevenido Vitelio Antonio Brea, al pago 
de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo, en fecha dieciséis de noviem-
bre de mil novecientos sesenta, a requerimiento del Lic. Dig-
no Sánchez, cédula 2819, serie P, sello 4279, abogado del 
recurrente, en la cual consta que "aunque la sentencia no le 
ha sido notificada a Brea, él lo da por hecho", y que los me-
dios en que se apoya su recurso, se"harán valer en su opor-
tunidad"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 185, 186 y 208 del Código de 
Procedimiento Criminal, y 1, 30 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 



276 , 	BOLETÍN JUDICIAL 

Considerando que las sentencias en defecto pronuncia, 
das en última instancia no pueden ser impugnadas en ca-
sación mientras esté abierto el plazo de la oposición, ni aún 
por aquellas partes respecto de quienes la sentencia es CON _ 
tradictoria; que, por tanto, cuando la parte civil constituid a 

 hace defecto en grado de apelación, el recurso de casación 
del prevenido es prematuro si el plazo de la oposición otor-
gado a la parte civil no se ha vencido; 

Considerando que, en la especie, la sentencia impugna_ 
da fué dictada en defecto por falta de concluir, contra Ho-
racio Pérez González, parte civil constituida, quien tiene 
interés en hacer oposición contra dicho fallo, por cuanto 
no estatuyó sobre la acción civil, no obstante estar apode-
rado el Tribunal a quo de ambas acciones en virtud de los 
recursos de apelación interpuestos por la parte civil y por 
el ministerio público; 

Considerando que el prevenido Vitelio Antonio Brea, 
recurrió en casación el dieciséis de noviembre de mil no-
vecientos sesenta, cuando aún no había comenzado .a co-
rrer el plazo de la oposición otorgado a la parte civil, pues, 
a la fecha del recurso de casación la sentencia impugnada 
no había sido notificada a la parte que hizo defecto; que, 
en tales condiciones, el recurso de que se trata es prematuro; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Vitelio Antonio . Brea, con-
tra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Azua, dictada én atribuciones correccionales y 
en grado de apelación, en fecha dos de agosto de mil nove-
cientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pa-
go de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini. —Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiamá.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. —(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando que las sentencias en defecto pronuncia-
das en última instancia no pueden ser impugnadas en e a• 

 ración mientras esté abierto el plazo de la oposición, ni afín 
 por aquellas partes respecto de quienes la sentencia es con-

tradictoria; que, por tanto, cuando la parte civil constituid a 
 hace defecto en grado de apelación, el recurso de casación 

del prevenido es prematuro si el plazo de la oposición otor-
gado a la parte civil no se ha vencido; 

Considerando que, en la especie, la sentencia impugna.. 
da fué dictada en defecto por falta de concluir, contra Ho-
racio Pérez González, parte civil constituída, quien tiene 
interés en hacer oposición contra dicho fallo, por cuanto 
no estatuyó sobre la acción civil, no obstante estar apode-
rado el Tribunal a quo de ambas acciones en virtud de los 
recursos de apelación interpuestos por la parte civil y por 
el ministerio público; 

Considerando que el prevenido Vitelio Antonio Brea, 
recurrió en casación el dieciséis de noviembre de mil no-
vecientos sesenta, cuando aún no había comenzado .a co-
rrer el plazo de la oposición otorgado a la parte civil, pues, 
a la fecha del recurso de casación la sentencia impugnada 
no había sido notificada a la parte que hizo defecto; que, 
en tales condiciones, el recurso de que se trata es prematuro: 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Vitelio Antonio . Brea, con-
tra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Azua, dictada én atribuciones correccionales y 
en grado de apelación, en fecha dos de agosto de mil nove-
cientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pa-
go de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini. —Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiamá.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario general. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento, 
en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 

certifico. —(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE FEBRERO DE 1%1 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de /da, 
corís de fecha 7 de noviembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Silvilio Caro. . 
Abogado: Dr. Rafael C. Flores Mota. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diecisiete de febrero de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Silvilio Caro, dominicano, mayor de edad, chófer, domicilia-
do y residente en esta ciudad, cédula 17856, serie 23, sello 
21608, contra sentencia pronunciada en atribuciones correc-
cionales por la Col te de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, en fecha siete de noviembre de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Confirma 
la sentencia dictada en fecha 19 de noviembre de 1959, en 
atribuciones correccionales, por la Primera Cámara de lo 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio- 
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que declaró no culpable a Juan Bautista Olacio Gerar-
o del delito de violación a la Ley N? 2022 (golpes invo-
tarios) en perjuicio de Ramón Silvilio Caro, y lo desear-

de toda responsabilidad penal, por insuficiencia de prue-
, declarando las costas de oficio. SEGUNDO: Declara de 

'cio las costas"; 
Oído el alguacil de turno en la lec.  tura del rol; 
Oído el Dr. Rafael C. Flores Mota, cédula 46695, serie 

s, abogado del recurrente en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del reourso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua en fecha ocho de noviembre de 
mil novecientos sesenta, a requerimiento del recurrente, en 
la'cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el escrito de conclusiones y el de ampliación sus- 
crito por el Dr. Rafael C. Flores Mota, abogado del recu- 

rrente; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 66 y 67 del Código de Proce-
dimiento Criminal, y 1, 22 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que las personas calificadas para inten-
tar el recurso de casación son las que han sido partes en la 
instancia que culimina con la sentencia impugnada; que es-
ta condición resulta explícitamente de los términos del ar-
tículo 22 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, según 
el cual pueden pedir la casación de una sentencia, el conde-
nado, el ministerio público, la parte civil y la persóna civil-
mente responsable; 

Considerando que en el presente caso se trata del re-
curso de casación interpuesto por el agraviado Ramón Sil-
vilio Caro, quien no se constituyó en parte civil con sujeción 
a los artículos 66 y 67 del Código de Procedimiento Crimi-
nal; que, en tales condiciones, el recurrente no tiene calidad 
para interponer válidamente dicho recurso; 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de M. 
corís de fecha 7 de noviembre de 1960. 

, que declaró no culpable a Juan Bautista Olacio Gerar-
o del delito de violación a la Ley N9  2022 (golpes invo-

tarios) en perjuicio de Ramón Silvilio Caro, y lo desear-
de toda responsabilidad penal, por insuficiencia de prue-

as, declarando las costas de oficio. SEGUNDO: Declara de 

dficio las costas"; 
Oído el alguacil de turno en la lec  tura del rol; 
Oído el Dr. Rafael C. Flores Mota, cédula 46695, serie 

1,/, abogado del recurrente en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua en fecha ocho de noviembre de 

mil novecientos sesenta, a requerimiento del recurrente, en 
la'cual no se invoca ningún medio determinado de casación;.  

Visto el escrito de conclusiones y el de ampliación sus- 
crito por el Dr. Rafael C. Flores Mota, abogado del recu- 
rrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 66 y 67 del Código de Proce-
dimiento Criminal, y 1, 22 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que las personas calificadas para inten-
tar el recurso de casación son las que han sido partes en la 
instancia que culimina con la sentencia impugnada; que es-
ta condición resulta explícitamente de los términos del ar-
tículo 22 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, según 
el cual pueden pedir la casación de una sentencia, el conde-
nado, el ministerio público, la parte civil y la persona civil-
mente responsable; 

Considerando que en el presente caso se trata del re-
curso de casación interpuesto por el agraviado Ramón Sil-
vilio Caro, quien no se coQstituyó en parte civil con sujeción 
a los artículos 66 y 67 del Código de Procedimiento Crimi-
nal; que, en tales condiciones, el recurrente no tiene calidad 
para interponer válidamente dicho recurso; 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus- - 

tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diecisiete de febrero de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Silvilio Caro, dominicano, mayor de edad, chófer, domicilia-
do y residente en esta ciudad, cédula 17856, serie 23, sello 
21608, contra sentencia pronunciada en atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, en fecha siete de noviembre de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Confirma 
la sentencia dictada en fecha 19 de noviembre de 1959, en 
atribuciones correccionales, por la Primera Cámara de lo 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio- 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Silvilio Caro. . 
Abogado: Dr. Rafael C. Flores Mota. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

SENTENCIA DE FECHA 17 DE FEBRERO DE 1961 
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Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Ramón Silvilio Caro, con_ 
tra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, en fecha siete de noviembre de mil nove. 
cientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otra parte del 
presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pag o 

 de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 17 DE FEBRERO DE 1961 

  

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 26 

de abril de 1960. 

 

 

Materia: Tierras. 

Recurrentes: Carmela Mercedes G. de Sarmiento y compartes. 

Abogado: Lic. Ercilio de Castro García. 

  

   

             

 

Recurrido: Nicolás Herrera Rodríguez. 
Abogado: Dr. J. Mieses Reyes. 

     

      

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. • 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri• 
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diecisiete del mes de febrero de mil 
novecientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 
98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carmela 
Mercedes G. de Sarmiento, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, de oficios domésticos, cédula 2962, serie 25, sello 2184-
327, domiciliada y residente en la ciudad de El Seibo; Máxi-
mo Mercedes González, dominicano, mayor de edad, casado, 
agricultor, cédula 10030, serie 25, sello 246434; María Felipa 
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Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Ramón Silvilio Caro, co n_ 
tra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, en fecha siete de noviembre de mil nove-
cientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otra parte del 
presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 

 de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE FEBRERO DE 1961 

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 26 

de abril de 1960. 

Materia: Tierras. 

BeciuTentes: Carmela Mercedes G. de Sarmiento y compartes. 

Abogado: Lic. Ercilio de Castro García. 

Recurrido: Nicolás Herrera Rodríguez. 

Abogado: Dr. J. Mieses Reyes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. • 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri• 

mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diecisiete del mes de febrero de mil 
novecientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 
98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carmela 
Mercedes G. de Sarmiento, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, de oficios domésticos, cédula 2962, serie 25, sello 2184-
327, domiciliada y residente en la ciudad de El Seibo; Máxi-
mo Mercedes González, dominicano, mayor de edad, casado, 
agricultor, cédula 10030, serie 25, sello 246434; María Felipa 
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Mercedes G. de Alvarez, dominicana, mayor de edad, casa- 
da, de oficios domésticos, cédula 4689, serie 25, sello 2507- 
653; Dionisio Mercedes González, dominicano, mayor d e 

 edad, casado, agricultor, cédula 10398, serie 25, sello 1449.. 
415, domiciliados en la sección de Pedro Sánchez del muni-
cipio y provincia de El Seibo; Juana del Carmen Mercedes 
de Morales, dominicana, mayor de edad, casada, de oficios 
domésticos, cédula 2158, serie 25, sello 2360140, 'domiciliada 
en el municipio de Higüey, provincia de La Altagracia; Mar-
celina Mercedes G. de Silva, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, de oficios domésticos, cédula 38, serie 25, sello 1337-
338, domiciliada en la ciudad de San Pedro de Macorís; Ma-
teo Mercedes González, dominicano, mayor de edad, citsado, 
negociante, cédula 10848, serie 25, sello 1438982, domicilia-
do en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional; Altagracia Merce-
des G. de Herrera, mayor de edad, dominicana, casada, de 
oficios domésticos, cédula 5318, serie 25, sello 2441399, do-
miciliada en la sección de "Las Yayas de Viajama" del mu-
nicipio y provincia de Azua, actuando como sucesores de Dio-
nisio Mercedes, contra la decisión N^ 23 dictada por el Tri-
bunal Superior de Tierras en fecha veintiséis de abril de mil 

' novecientos sesenta, concerniente a la parcela N° 15 del Dis-
trito Catastral N° 4 del municipio de El Seibo, cuyo dispo-
sitivo se transcribe más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Jovino Herrera Arnó, cédula 8376, serie 12, 
sello 32678, en representación del Lic. Ercilio de Castro Gar-
cía, cédula 4201, serie 25, sello 61659, abogado de los recu-
rrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr..J. Mieses Reyes, cédula 14880, serie 47, se-
llo 23130, abogado del recurrido Nicolás Herrera Rodríguez, 
dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, domicilia-
do y residente en la sección "Pedro Sánchez", paraje "Arro-
yo Grande" del municipio de El Seibo, cédula 4353, serie 28 
sello 3759, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-

tiocho de junio de mil novecientos sesenta, suscrito por el 

abogado de los recurrentes, en el cual se invocan contra la 
sentencia impugnada los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de Techa seis de agosto de 
mil novecientos sesenta, suscrito por el abogado del recu- 

rrido; 
Visto el escrito de ampliación suscrito por el abogado de 

los recurrentes, notificado al abogado del recurrido en fecha 
veinticinco de noviembre de mil novecientos sesenta; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 2235, 2262 del Código Civil; 
133 de la Ley.  de Registro de Tierras; 133 del Código de 
Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere constan los hechos siguien-
tes: a) que el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, 
dictó en fecha catorce de mayo de mil novecientos cincuen-
tiséis, su decisión N° 1, cuyo dispositivo en lo que atañe a la 
Parcela N° 15 del Distrito Catastral N9  4 del municipio de 
El Seibo dice: "FALLA: QUE DEBE ORDENAR Y ORDE-
NA.— PARCELA NUMERO 15.— El registro del derecho 
de propiedad de esta parcela y sus mejoras, en la siguiente 
forma y proporción: a) 24 has., 10 as., 24.5 cas., equivantes 
a 383 tareas 27 varas, en favor del señor Nicolás Herrera 
Rodríguez, de generales anotadas; b) 2 has., 51 as., 54.5 cas., 
equivalentes a 40 tareas, en favor de los señores Ismael y 
Amado Jiménez, de generales anotadas; e) 2 has., 82 as., 
98.9 cas., equivalentes a 45 tareas, en favor del señor Ciria-
co Domínguez, de generales anotadas; ch) 1 ha., 44 as., 65.9 
cas., equivalentes a 23 tareas, en favor del señor Santiago 
Calderón, de generales anotadas; d) O ha., 62 as., 88.6 cas., 
equivalentes a 10 tareas, en favor de la señora Josefa de la 



283 BOLETÍN JUDICIAL 

Mercedes G. de Alvarez, dominicana, mayor de edad, casa-
da, de oficios domésticos, cédula 4689, serie 25, sello 2507. 
653; Dionisio Mercedes González, dominicano, mayor d e 

 edad, casado, agricultor, cédula 10398, serie 25, sello 1449.. 
415, domiciliados en la sección de Pedro Sánchez del muni-
cipio y provincia de El Seibo; Juana del Carmen Mercedes 
de Morales, dominicana, mayor de edad, casada, de oficios 
domésticos, cédula 2158, serie 25, sello 2360140, 'domiciliada 
en el municipio de Higüey, provincia de La Altagracia; Mar-
celina Mercedes G. de Silva, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, de oficios domésticos, cédula 38, serie 25, sello 1337-
338, domiciliada en la ciudad de San Pedro de Macorís; Ma-
teo Mercedes González, dominicano, mayor de edad, arsado, 
negociante, cédula 10848, serie 25, sello 1438982, domicilia-
do en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional; Altagracia Merce-
des G. de Herrera, mayor de edad, dominicana, casada, de 
oficios domésticos, cédula 5318, serie 25, sello 2441399, do-
miciliada en la sección de "Las Yayas de Viajama" del mu-
nicipio y provincia de Azua, actuando como sucesores de Dio-
nisio Mercedes, contra la decisión N^ 23 dictada por el Tri-
bunal Superior de Tierras en fecha veintiséis de abril de mil 
novecientos sesenta, concerniente a la parcela N° 15 del Dis-
trito Catastral N° 4 del municipio de El Seibo, cuyo dispo-
sitivo se transcribe más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Jovino Herrera Arnó, cédula 8376, serie 12, 
sello 32678, en representación del Lic. Ercilio de Castro Gar-
cía, cédula 4201, serie 25, sello 61659, abogado de los recu-
rrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr..J. Mieses Reyes, cédula 14880, serie 47, se-
llo 23130, abogado del recurrido Nicolás Herrera Rodríguez, 
dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, domicilia-
do y residente en la sección "Pedro Sánchez", paraje "Arro-
yo Grande" del municipio de El Seibo, cédula 4353, serie 28 
sello 3759, en la lectura de sus conclusiones; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
República; de la 

t'ocho de junio de mil novecientos sesenta, suscrito por el 

abogado de los recurrentes, en el cual se invocan contra la 
sentencia impugnada los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de Techa seis de agosto de 
mil novecientos sesenta, suscrito por el abogado del recu-

rrido; 
Visto el escrito de ampliación suscrito por el abogado de 

los recurrentes, notificado al abogado del recurrido en fecha 
veinticinco de noviembre de mil novecientos sesenta; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 2235, 2262 del Código Civil; 
133 de la Ley .  de Registro de Tierras; 133 del Código de 
Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere constan los hechos siguien-
tes: a) que el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, 
dictó en fecha catorce de mayo de mil novecientos cincuen-
tiséis, su decisión N° 1, cuyo dispositivo en lo que atañe a la 
Parcela N° 15 del Distrito Catastral I\1 9  4 del municipio de 
El Seibo dice: "FALLA: QUE DEBE ORDENAR Y ORDE-
NA.— PARCELA NUMERO 15.— El registro del derecho 
de propiedad de esta parcela y sus mejoras, en la siguiente 
forma y proporción: a) 24 has., 10 as., 24.5 cas., equivantes 
a 383 tareas 27 varas, en favor del señor Nicolás Herrera 
Rodríguez, de generales anotadas; b) 2 has., 51 as., 54.5 cas., 
equivalentes a 40 tareas, en favor de los señores Ismael y 
Amado Jiménez, de generales anotadas; e) 2 has., 82 as., 
98.9 cas., equivalentes a 45 tareas, en favor del señor Ciria-
co Domínguez, de generales anotadas; eh) 1 ha., 44 as., 65.9 
cas., equivalentes a 23 tareas, en favor del señor Santiago 
Calderón, de generales anotadas; d) O ha., 62 as., 88.6 cas., 
equivalentes a 10 tareas, en favor de la señora Josefa de la 
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Cruz; e) el resto, en favor de los sucs. de Manuel Merced es  
Mejía, reservándole a los sucs. de José Vilorio Mercedes e s_ 
tablecer la calidad alegada de herederos de ,Manuel Merce- 
des Mejía; y declarando como levantadas de buena fé las 
mejoras que dentro de esta porción de terreno tienen los 
señores Elupina Avila Batista, Paulina Mercedes, Aurora 
Candelaria, Silvestre Mercedes y Altagracia Mercedes, con.. 
sistentes en sendas casitas de madera y árboles frutales, y 
las fomentadas por el señor Nicolás Herrera Rodríguez, con-
sistentes en yerba y árboles frutales"; b) que sobre recurso 
de apelación interpuesto por Nicolás Herrera Rodríguez, el 
Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha treinta de no-
viembre de mil novecientos cincuentiséis, su decisión N° 1 
cuyo dispositivo dice: "FALLA: 2do.— Se revoca la Decisión 
N° 1 de jurisdicción original, de fecha 14 de mayo de 1956, 
en relación con las parcelas Nos. 14 y 15 del Distrito Catas-
tral N° 4 del Municipio de El Seibo, y se ordena en relación 
con dichas parcelas un nuevo juicio, designándose para cele-
brarlo al Juez del Tribunal de Tierras residente en San Pe-
dro de Macorís, Dr. Otilio Alvarez Villegas, a quien deberá 
comunicársele la presente sentencia y el expediente; decla-
rándose que el nuevo juicio en cuanto a la Parcela N° 15 que-
da limitado al resto de dicha parcela, después de deducir las 
adjudicaciones hechas a los señores Nicolás Herrera, Ismael 
y Amado Jiménez, Ciriaco Domínguez, Santiago Calderón y 
Jósefa de la Cruz de sendas porciones, adjudicaciones que el 
Tribunal Superior confirma y que son las siguientes: a) 24 
Has., 10 As., 24.5 Cas., equivalentes a 383 tareas, 27 varas, 
en favor del señor Nicolás Herrera Rodríguez, de generales 
anotadas; b) 2 Has., 51 As., 54.5 Cas., equivalentes a 40 ta-
reas, en favor de los señores Ismael y Amado Jiménez, de 
generales anotadas; e) 2 Has., 82 As., 98.9 Cas., equivalentes 
a 45 tareas, en favor de Ciriaco Domínguez, de generales 
anotadas; eh) 1 Ha., 44 As., 65.9 Cas., equivalentes a 23 
tareas, en favor del señor Santiago Calderón, de generales 
anotadas; y d) O Ha., 62 As., 88.6 Cas., equivalentes a 10 ta- 

reas, en favor de la señora Josefa de la Cruz"; c) que, con 
motivo del nuevo juicio celebrado en cumplimiento de la an-
terior sentencia, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Ori-
ginal dictó en fecha veintitrés de octubre de mil novecientos 
cincuentiocho, la decisión cuyo dispositivo, en relación con 
la Parcela N" 15 dice lo siguiente: "FALLA: EN LA POR-
CION NO ADJUDICADA DE LA PARCELA NUMERO 15: 
PRIMERO: Que debe ordenar y ordena el registro de esta 
porción y sus mejoras, en favor del señor Nicolás Herrera Ro-
dríguez, de calidades anotadas; SEGUNDO: Que debe recha-
zar y rechaza, por falta de fundamento, la reclamación for-
mulada en esta porción por los Sucesores de José Vilorio 
Mercedes"; d) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
por Ios sucesores de Dionisio Mercedes, contra esa última 
sentencia, el Tribunal Superior de Tierras dictó el veintiséis 
de abril de mil novecientos sesenta la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Se desestiman las pretensiones del Dr. Mieses 
Reyes a nombre del intimado Nicolás Herrera Rodríguez, en 
el sentido de que los Sucesores de Dionisio Mercedes no tie-
nen calidad para apelar contra la decisión dictada en juris-
dicción original en fecha 23 de octubre de 1959, por carecer 
de fundamento; SEGUNDO: Se acoge en cuanto a la forma 
la apelación interpuesta en fecha 28 de octubre de 1959 por 
el Lic. Ercilio de Castro García a nombre de los Sucesores 
de Dionisio Mercedes; y se rechaza en cuanto al fondo por 
improcedente y mal fundada; TERCERO: Se confirma en 
todas sus partes la Decisión N" 1 (UNO) dictada por el Tri-
bunal de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 23 (VEIN-
TITRES) de octubre de 1959, en cuanto al resto no adjudica-
do dentro de la Parcela N° 15 cuyo dispostiivo copiado a la 
letra dice así: "EN LA PORCION NO ADJUDICADA DE 
LA PARCELA N° 15: 1ro.— Que debe ordenar y ordena el 
registro de esta porción y sus mejoras, en favor del señor 
Nicolás Herrera Rodríguez, de calidades anotadas; 2do.-
Que debe rechazar y rechaza por falta de fundamento, la 
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Cruz; e) el resto, en favor de los sucs. de Manuel Mercedes 
Mejía, reservándole a los sucs. de José Vilorio Mercedes e s_ 
tablecer la calidad alegada de herederos de•Manuel Merce-
des Mejía; y declarando como levantadas de buena fé las 
mejoras que dentro de esta porción de terreno tienen los 
señores Elupina Avila Batista, Paulina Mercedes, Aurora 
Candelaria, Silvestre Mercedes y Altagracia Mercedes, con-
sistentes en sendas casitas de madera y árboles frutales, y 
las fomentadas por el señor Nicolás Herrera Rodríguez, con-
sistentes en yerba y árboles frutales"; b) que sobre recurso 
de apelación interpuesto por Nicolás Herrera Rodríguez, el 
Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha treinta de no-
viembre de mil novecientos cincuentiséis, su decisión N9  1 
cuyo dispositivo dice: "FALLA: 2do.— Se revoca la Decisión 
N° 1 de jurisdicción original, de fecha 14 de mayo de 1956, 
en relación con las parcelas Nos. 14 y 15 del Distrito Catas-
tral N" 4 del Municipio de El Seibo, y se ordena en relación 
con dichas parcelas un nuevo juicio, designándose para cele-
brarlo al Juez del Tribunal de Tierras residente en San Pe-
dro de Macorís, Dr. Otilio Alvarez Villegas, a quien deberá 
comunicársele la presente sentencia y el expediente; decla-
rándose que el nuevo juicio en cuanto a la Parcela N9 15 que-
da limitado al resto de dicha parcela, después de deducir las 
adjudicaciones hechas a los señores Nicolás Herrera, Ismael 
y Amado Jiménez, Ciriaco Domínguez, Santiago Calderón y 
Jósefa de la Cruz de sendas porciones, adjudicaciones que el 
Tribunal Superior confirma y que son las siguientes: a) 24 
Has., 10 As., 24.5 Cas., equivalentes a 383 tareas, 27 varas, 
en favor del señor Nicolás Herrera Rodríguez, de generales 
anotadas; b) 2 Has., 51 As., 54.5 Cas., equivalentes a 40 ta-
reas, en favor de los señores Ismael y Amado Jiménez, de 
generales anotadas; c) 2 Has., 82 As., 98.9 Cas., equivalentes 
a 45 tareas, en favor de Ciriaco Domínguez, de generales 
anotadas; eh) 1 Ha., 44 As., 65.9 Cas., equivalentes a 23 
tareas, en favor del señor Santiago Calderón, de generales 
anotadas; y d) O Ha., 62 As., 88.6 Cas., equivalentes a 10 ta- 

reas, en favor de la señora Josefa de la Cruz"; c) que, con 
motivo del nuevo juicio celebrado en cumplimiento de la an-
terior sentencia, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Ori-
ginal dictó en fecha veintitrés de octubre de mil novecientos 
cincuentiocho, la decisión cuyo dispositivo, en relación con 
la Parcela N" 15 dice lo siguiente: "FALLA: EN LA POR-
CION NO ADJUDICADA DE LA PARCELA NUMERO 15: 
PRIMERO: Que debe ordenar y ordena el registro de esta 
porción y sus mejoras, en favor del señor Nicolás Herrera Ro-
dríguez, de calidades anotadas; SEGUNDO: Que debe recha-
zar y rechaza, por falta de fundamento, la reclamación for-
mulada en esta porción por los Sucesores de José Vilorio 

Mercedes"; d) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
por Ios sucesores de Dionisio Mercedes, contra esa última 
sentencia, el Tribunal Superior de Tierras dictó el veintiséis 
de abril de mil novecientos sesenta la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Se desestiman las pretensiones del Dr. Mieses 
Reyes a nombre del intimado Nicolás Herrera Rodríguez, en 
el sentido de que los Sucesores de Dionisio Mercedes no tie-
nen calidad para apelar contra la decisión dictada en juris-
dicción original en fecha 23 de octubre de 1959, por carecer 
de fundamento; SEGUNDO: Se acoge en cuanto a la 'forma 
la apelación interpuesta en fecha 28 de octubre de 1959 por 
el Lic. Ercilio de Castro García a nombre de los Sucesores 
de Dionisio Mercedes; y se rechaza en cuanto al fondo por 
improcedente y mal fundada; TERCERO: Se confirma en 
todas sus partes la Decisión N" 1 (UNO) dictada por el Tri-
bunal de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 23 (VEIN-
TITRES) de octubre de 1959, en cuanto al resto no adjudica-
do dentro de la Parcela N° 15 cuyo dispostiivo copiado a la 
letra dice así: "EN LA PORCION NO ADJUDICADA DE 
LA PARCELA NI  15: 1ro.— Que debe ordenar y ordena el 
registro de esta porción y sus mejoras, en favor del señor 
Nicolás Herrera Rodríguez, de calidades anotadas; 2do.-
Que debe rechazar y rechaza por falta de fundamento, la 
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reclamación formulada en esta porción por los Sucesores de 
José Vilorio Mercedes"; CUARTO: Se designa al Juez d el 
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original residente en El 
Seibo, Dr. Salvador Goico Morel, para conocer del pedimento 
de transferencia solicitado por la señora Rosalinda Núñez, a 
quien deberá comunicarse la presente decisión y el exile_ 
diente"; 

Considerando que, en el memorial de casación los recu-
rrentes invocan contra la sentencia impugnada los siguientes 
medios' de casación: "Primer Medio: Violación del art. 2262 
del Código Civil y de la Ley N" 585 combinados.— Violación 
o desconocimiento a la véz, de los artículos 2265 y 2235 del' 
Código Civil.— Segundo Medio: Contradicción u oscuridad 
en los motivos dados por la sentencia recurrida en cuanto al 
fundamento del derecho de propiedad adjudicado.— Falta de 
base legal.— Tercer Medio: Contradicción de sentencias: la -
impugnada y la del 30 de noviembre de 1956, en cuanto a 
los motivos distintos sobre el fundamento del derecho de 
propiedad que consagran al adjudicar, no obstante tener el 
mismo origen.— Desnaturalización de los hechos de la causa 
y virtualmente de la prueba"; 

Considerando que, a su vez el recurrido propone en su 
memorial que sea declarado inadmisible el presente recurso 
de casación, alegando que los recurrentes no tienen calidad 
para interponer válidamente dicho recurso porque no figu-
raron como partes ante el tribunal a quo; pero, 

Considerando al respecto, que en la sentencia impugna-
da consta que la apelación sobre la cual intervino esa senten-
cia, fué interpuesta por los sucesores de Dionisio Mercedes; 
que en el memorial relativo al presente recurso de casación, 
los recurrentes actúan como sucesores de Dionisio Mercedes, 
alegando la calidad de hijos legítimos de dicho finado; que, 
de acuerdo con el artítulo 133 de la Ley de Registro de Tie-
rras, podrán recurrir en casación en materia civil, las partes 
interesadas que hubieren figurado verbalmente o por escri-
to en el procedimiento seguido por ante el Tribunal que dictó  

la sentencia impugnada; que, por tanto, procede desestimar 

el medio de inadmisión propuesto por el recurrido, y conse- 
cuentemente, examinar los medios de casación invocados por 
los recurrentes; 

Considerando en este orden de ideas, que en el desenvol-
vimiento del primer medio, los recurrentes alegan, que la 
sentencia impugnada reconoce a Nicolás Herrera Rodríguez 
como dueño de "la porción no adjudicada de la Parcela N" 
15", porque su posesión unida a la de sus causantes, le per-
mite invocar la más larga prescripción; que, para llegar a 
esa conclusión el tribunal a quo estaba obligado "a compu-
tar el tiempo, base de esa más larga prescripción, expresan-
do la fecha cierta y precisa en que se inició la posesión", so-
bre todo cuando Herrera compró esos terrenos de 1945 a 
1950, y la primera audiencia del saneamiento fué el 6 de fe-
brero de 1950, sin que en la sentencia conste tampoco la fe-
cha en que iniciaron la posesión sus vendedores; razones por 
las cuales no se justifica la sentencia impugnada, que viola en 
ese aspecto, los artículos 2262 del Código Civil y la Ley 585 
del 24 de octubre de 1941; que, además, dicha sentencia des-
conoce los artículos 2235 y 2265 del citado Código porque los 
documentos de Herrera sólo cubre un área de 659 tareas, 
mientras que las posesiones adjudicadas a él en las parcelas 
14 y 15 suman 700 tareas, lo que demuestra que existe una 
diferencia de 40 tareas en la parcela i\l" 15 que el recurrido 
no pudo adquirir por prescripción al amparo del referido ar-
tículo 2265, por falta de justo título, ni podía unir su posesión 
iniciada como comprador a la de sus causantes ejercida co-
mo herederos, de acuerdo con la interpretación jurispruden-
cia) del artículo 2235; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
pone de manifiesto que el Tribunal a quo ordenó el registro 
de la porción de terreno de que se trata, en favor del recurri-
do, después de haber dado por establecido mediante la ponde-
ración de las declaraciones de los testigos que depusieron en 
el proceso de saneamiento, que esa porción de terreno perte- 
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reclamación formulada en esta porción por los Sucesores de 
José Vilorio Mercedes"; CUARTO: Se designa al Juez del 
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original residente en El 
Seibo, Dr. Salvador Goico Morel, para conocer del pedimento 
de transferencia solicitado por la señora Rosalinda Núñez, a 
quien deberá comunicarse la presente decisión y el expe.. 
diente"; 

Considerando que, en el memorial de casación los recu-
rrentes invocan contra la sentencia impugnada los siguientes 
medios' de casación: "Primer Medio: Violación del art. 2262 
del Código Civil y de la Ley N0 585 combinados.— Violación 
o desconocimiento a la véz, de los artículos 2265 y 2235 del' 
Código Civil.— Segundo Medio: Contradicción u oscuridad 
en los motivos dados por la sentencia recurrida en cuanto al 
fundamento del derecho de propiedad adjudicado.— Falta de 
base legal.— Tercer Medio: Contradicción de sentencias: la 
impugnada y la del 30 de noviembre de 1956, en cuanto a 
los motivos distintos sobre el fundamento del derecho de 
propiedad que consagran al adjudicar, no obstante tener el 
mismo origen.— Desnaturalización de los hechos de la causa 
y virtualmente de la prueba"; 

Considerando que, a su vez el recurrido propone en su 
memorial que sea declarado inadmisible el presente recurso 
de casación, alegando que los recurrentes no tienen calidad 
para interponer válidamente dicho recurso porque no figu-
raron como partes ante el tribunal a quo; pero, 

Considerando al respecto, que en la sentencia impugna-
da consta que la apelación sobre la cual intervino esa senten-
cia, fué interpuesta por loS sucesores de Dionisio Mercedes; 
que en el memorial relativo al presente recurso de casación, 
los recurrentes actúan como sucesores de Dionisio Mercedes, 
alegando la calidad de hijos legítimos de dicho finado; que, 
de acuerdo con el artítulo 133 de la Ley de Registro de Tie-
rras, podrán recurrir en casación en materia civil, las partes 
interesadas que hubieren figurado verbalmente o por escri-
to en el procedimiento seguido por ante el Tribunal que dictó  

la sentencia impugnada; que, por tanto, procede desestimar 
el medio de inadmisión propuesto por el recurrido, y conse- 
cuentemente, examinar los medios de casación invocados por 

los recurrentes; 

 Considerando do en este orden de ideas, que en el desenvol-
vimiento del primer medio, los recurrentes alegan, que la 
sentencia impugnada reconoce a Nicolás Herrera Rodríguez 
como dueño de "la porción no adjudicada de la Parcela N" 
15", porque su posesión unida a la de sus causantes, le per-
mite invocar la más larga prescripción; que, para llegar a 
esa conclusión el tribunal a quo estaba obligado "a compu-
tar el tiempo, base de esa más larga prescripción, expresan-
do la fecha cierta y precisa en que se inició la posesión", so-
bre todo cuando Herrera compró esos terrenos de 1945 a 
1950, y la primera audiencia del saneamiento fué el 6 de fe-
brero de 1950, sin que en la sentencia conste tampoco la fe-
cha en que iniciaron la posesión sus vendedores; razones por 
las cuales no se justifica la sentencia impugnada, que viola en 
ese aspecto, los artículos 2262 del Código Civil y la Ley 585 
del 24 de octubre de 1941; que, además, dicha sentencia des-
conoce los artículos 2235 y 2265 del citado Código porque los 
documentos de Herrera sólo cubre un área de 659 tareas, 
mientras que las posesiones adjudicadas a él en las parcelas 
14 y 15 suman 700 tareas, lo que demuestra que existe una 
diferencia de 40 tareas en la parcela N° 15 que el recurrido 
no pudo adquirir por prescripción al amparo del referido ar-
tículo 2265, por falta de justo título, ni podía unir su posesión 
iniciada como comprador a la de sus causantes ejercida co-
mo herederos, de acuerdo con la interpretación jurispruden-
cial del artículo 2235; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
pone de manifiesto que el Tribunal a quo ordenó el registro 
de la porción de terreno de que se trata, en favor del recurri-
do, después de haber dado por establecido mediante la ponde-
ración de las declaraciones de los testigos que depusieron en 
el proceso de saneamiento, que esa porción de terreno perte- 



BOLETÍN JUDICIAL 	 289 288 	 BOLETÍN JUDICIAL 

neció originalmente a Manuel Mercedes, de quien la hubo po r 
 herencia su hijo Dionisio Mercedes, en fecha 30 de junio de 

1919; que desde esta fecha Dionisio Mercedes inició una 
posesión que duró hasta su fallecimiento, siendo continuada 
por sus herederos hasta que estos vendieron el terreno a Ni-
colás Herrera Rodríguez, quien continuó la misma posesión 
sin otra discusión que la que hicieron los Vilorio en 1950, 
durante el saneamiento; que, en consecuencia, estima el Tri-
bunal a quo, que tal como lo decidió el Juez de Jurisdicción 
Original, la porción que se discute pertenece "a Nicolás He-
rrera Rodríguez por haberla poseído por sí y sus causantes 
en condiciones útiles para invocar en su favor la más larga 
prescripción exigida por la Ley"; 

Considerando que de lo que se acaba de exponer se des-
prende, contrariamente a lo que alegan los recurrentes, que 
el Tribunal a quo señaló y tuvo en cuenta la fecha en que se 
inició la posesión de los causantes del recurrido, así como la 
fecha en que se inició la posesión de este último, y compro-
bó que ambas posesiones, unidas por el lazo jurídico resul-
tante de la referida venta, tenían el tiempo suficiente para 
que se hubiera operado la prescripción del artículo 2262 del 
Código Civil, puesto que desde 1919 a 1950, habían transcu-
rrido más de 30 años; que, además, el tribunal a quo, se fun-
dó en los testimonios del proceso y no en los documentos a 
que se refieren los recurrentes, para dar por establecido 
que los Sucesores de Dionisio Mercedes vendieron toda la 
porción de que se trata al recurrido; que, en consecuencia, la 
sentencia impugnada no ha violado ni desconocido los tex-
tos legales a que se refiere el presente medio, el cual debe 
ser desestimado por falta de fundamento; 

Considerando' que en el desenvolvimiento del segundo 
medio se alega, en resumen, que los jueces del fondo retienen 
y analizan el acto de compra N° 94 de fecha 25 de octubre 
de 1946, como base del derecho de propiedad del recurrido, 
al expresar en la sentencia impugnada "que las pretensiones 
de los recurrentes de que la porción adquirida por Nicolás 

Berrera sea otro terreno sin mensura catastral", no está 
justificada; por lo que, al exponer luego como razón del de-

recho de propiedad del recurrido: "que la porción no adju-
dicada de la parcela N° 15 pertenece a Nicolás Herrera por 
haberla poseído por sí y sus causantes en condiciones útiles 
para invocar la más larga prescripción exigida por la ley", 
los jueces del fondo admitieron consecuentemente dos medios 
de adquirir la propiedad inmobiliar, el título y la prescripción, 
sobre el mismo inmueble, lo que constituye el vicio de moti-
vos contradictorios u oscuros, por no permitir con absoluta 
claridad determinar cual de esos fundamentos se admitió pa-
ra adjudicar el terreno al recurrido, por lo que, en conse-
cuencia -la sentencia carece de base legal; pero, 

Considerando que, de acuerdo con lo expuesto en la pre-
sente sentencia al ponderar el primer medio del memorial de 
casación, del examen de la sentencia impugnada resulta que 
el Tribunal a quo se fundó en la prescripción adquisitiva es-
tablecida sobre prueba testimonial para ordenar el registro 
del derecho de propiedad de la porción que se discute, en 
favor del recurrido, dando motivos claros y precisos al res-
pecto; que, en consecuencia, este medio carece de fundamen-
to y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento del tercer me-
dio los recurrentes alegan, en primer término, que hay con-
tradicción entre la sentencia impugnada que adjudicó por 
prescripción una porción de la parcela N° 15 al recurrido, y 
la sentencia del 30 de noviembre de 1956, que le adjudica 
otra porción de esa parcela mediante documentos, puesto que 
ambas adquisiciones tienen el mismo origen, y no pueden 
darse distintas razones como fundamento del derecho de pro-
piedad como lo hicieron las referidas sentencias; pero, 

Considerando que del hecho de que el Tribunal de Tie-
rras hubiese reconocido por sentencia de fecha 30 de no-
viembre de 1956, que el recurrido era propietario de una por-
ción de terreno en la parcela N° 15, por haberse establecido 
su derecho mediante la prueba documental, no puede inferir- 
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se la existencia de ninguna contradicción entre esa sentenci a 
 y la sentencia ahora impugnada que da por establecido el 

derechd de propiedad del recurrido respecto de la porción no 
adjudicada de dicha parcela, sobre el fundamento de la pres-
cripción adquisitiva, puesto que, nada impide que una perso-
na pruebe con documentos su derecho de propiedad sobre una 
porción de terreno, y pruebe por medio de testigos haber 
adquirido por prescripción otra porción de la misma parcela; 
que, en consecuencia, en este aspecto el tercer medio carece 
de fundamento; 

Considerando que, en el segundo aspecto de este medio 
los recurrentes reproducen en diferente forma los mismos 
alegatos formulados en relación con el primer medio, los cua-
les han sido ya examinados y declarados sin fundamento; que, 
consecuentemente, procede d_ esestimar los dos aspectos del 
tercero y último medio; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Carmela Mercedes G. de Sarmiento, 
Máximo Mercedes González, María Felipa G. de Alvarez, Dio-
nisio Mercedes González, Juana del Carmen Mercedes de 
Morales, Marcelina Mercedes G. de Silva, Mateo Mercedes 
González y Altagracia Mercedes G. de Herrera, actuando co-
mo sucesores de Dionisio Mercedes, contra la decisión NQ 23 
dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha vein-
titrés de abril de mil novecientos sesenta, concerniente a la 
Parcela N" 15 del Distrito Catastral N9  4 del municipio de El 
Seibo, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente 
fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las 
costas con distracción de las mismas en favor del Dr. J. Mie-
ses Reyes, quien declara haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dadá y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifica.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 22 
de septiembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco Antonio nomán y Pedro Hierro Socorro. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francsico Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctor 
Manuel D. Bergés Chupani, licenciados Barón T. Sánchez L., 
Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinte 
del mes de febrero de mil novecientos sesenta y uno, años 
117' de la Independencia, 98' de la Restauración y 31' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Francis-
co Antonio Román, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en la sección Las Yayas-Ja-
mo, del municipio de La Vega, cédula 31344, serie 47, cuyo 
sello de renovación no consta en el expediente y Pedro Hie-
rro Socorro, dominicano, soltero, mayor de edad, agricultor, 
domiciliado y residente en la sección Las Yayas-Jamo, del 
municipio de La Vega, cédula 26868, serié 47, cuyo sello de 
renovación no consta en el expediente, contra sentencia pro-
nunciada-en sus atribucioneá criminales por la Corte de Ape-
lación de La Vega en fecha veintidós del mes de septiembre  

el año mil novecientos sesenta cuyo dispositivo se copia más 

adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la se-

cretaría de la Corte a qua, en fecha, treinta del mes de sep-
tiembre del año mil novecientos sesenta, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación, expresando 
"que oportunamente su abogado constituído Dr. Luis Ramón 
Cordero, hará el memorial correspondiente", el cual no 'fue 
enviado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 59, 60, 295, 296, 297, 298, 302, re-
formado por la Ley N" 64, del año 1924, y 463, inciso 1ro. 
del Código Penal; 1382 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha primero de abril del año mil novecientos cincuenta 
y nueve, el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Ve-
ga dictó un requerimiento introductivo, por medio del cual 
apoderó al Juez de Instrucción del mismo Distrito Judicial, 
para que instruyera la sumaria correspondiente, en reliCión 
con el homicidio de que-fú-é—viciffiii-RáfaéFOSCa-f.-Bencosme 
(Carlitos) ; b) que en fecha veintitréá de abril del año mil 
novecientos cincuenta y nueve, el Juez de Instrucción dictó 
acerca del hecho la siguiente providencia calificativa: "DE-
CLARAMOS UNICO:— Que existen hechos y pruebas sufi-
cientemente graves, para inculpar a los nombrados Francisco 
Antonio Román (a) Nelson y Pedro Hierro Socorro (a) Nono, 
de generales anotadas, como coautores del crimen de asesi-
nato, en perjuicio del que en vida lo llamaban Rafael Oscar 
Bencosme, hecho ocurrido en esta ciudad de La Vega, reali-
zado en fecha veintisiete (27) del mes de marzo del año mil 
novecientos cincuenta y nueve (1959) y por lo tanto: MAN- 
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DAMOS Y ORDENAMOS: PRIMERO: Que dichos inculpa-
dos Francisco Antonio Román (a) Nelson y Pedro Hierro So-
corro (a) Nono, sean enviados por ante el Tribunal Criminal 
para que allí se les juzgue conforme a la ley; SEGUNDO : 

 Que la presente Providencia Calificativa, sea notificada por 
Secretaría al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito 
Judicial, así como también a dichos inculpados; TERCERO: 
Que un estado de las piezas que integran el. presente expe-
diente y que hayan de servir como medios de convicción sea 
remitido al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito 
Judicial, para los fines que haya de lugar, después de expi-
rado el plazo de oposición"; y, c) que así apoderada del caso 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, dictó en fecha quince de 
enero del año mil novecientos sesenta, una sentencia con el 
siguiente dispositivo; "FALLA: PRIMERO: Declara al acu-
sado Francisco Antonio Román (a) Nelson, de generales ano-
tadas, Culpable colo autor del crimen de asesinato, en per-
juicio del que en vida se llamó Rafael Oscar Bencosme, y en, 
consecuencia lo condena a sufrir la pena de 30 años de tra-
bajos públicos; SEGUNDO: Varía la calificación dada a los 
hechos en cuanto al coacusado Pedro Hierro Socorro (a) 
Nono, de generales anotadas, de crimen de asesinato, por la 
de crimen de complicidad en el asesinato cometido y recono-
cido en esta sentencia por Francisco Antonio Román (a) Nel-
son, y en consecuencia lo condena a sufrir la pena de 20 años 
de trabajos públicos; TERCERO: Declara buena y válida la 
constitución en parte civil hecha en contra de los acusados 
Francisco Antonio Román (a) Nelson y Pedro Hierro Soco-
rro (a) Nono, por la Sra. Lidia Uceta Vda. Bencosme por sí y 
por sus hijos menores Ligia y Pastora; y en consecuencia 
condena a dichos acusados a pagar solidariamente una in-
demnización de RD$1.00, a título de daños y perjuicios, en 
provecho de la parte civil ya mencionada, señora Li-
dia Uceía. Vda. Bencosme; CUARTO: Condena además a 
los referidos acusados Francisco Antonio Román (a) Nelson 
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y pedro Hierro Socorro al pago de las costas penales y ci- 

viles"; 
Considerando que sobre recursos interpuestos por los 

'acusados y actuales recurrentes, la Corte a qua dictó la 
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y váli-
dos los presentes recursos de apelación en cuanto a la forma; 
SEGUNDO: Rechaza el pedimento de reenvío solicitado por 
la defensa de los acusados, por improcedente; TERCERO: 
Modifica la sentencia apelada en cuanto a la pena impuesta 
y en consecuencia condena a Francisco Antonio Román (a) 
Nelson, —de generales que constan a sufrir la pena de vein-
te (20) años de trabajos públicos como autor del crimen de 
asesinato en la persona de Rafael Oscar Bencosme (a) Carli-
to, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y a Pe-
dro Hierro Socorro (a) Nano, a sufrir la pena de quince (15) 
años de trabajos públicos como cómplice del crimen cometi-
do por el primero; CUARTO: Confirma en el aspecto civil 
la sentencia recurrida; QUINTO: Condena a los nombrados 
Francisco Antonio Román (a) Nelson y Pedro Hierro Soco-
rro (a) Nano, al pago de las costas"; 

En cuanto al acusado Francisco Antonio Román 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido me-
diante la ponderación de los elementos de prueba que fueron 
regularmente administrados en la instrucción de la causa, lo 
siguiente: "a) que el día 27 de marzo de 1959, Viernes Santos, 
entre las seis y las siete de la tarde, al inicio de la avenida 
Riva de esta ciudad, se originó una discusión en la que par-
ticiparon Angel María Santos (a) Chicho, Hilario Antonio 
Bencosme y Francisco Antonio Román (a) Nelson que cul-
minó con un pescozón propinado por el segundo al tercero, 
no ocurriendo un hecho de más gravedad en ese momento, 
por la intervención de otras personas presentes, entre ellas 
Antonio Bidó Alvarez y Rafael Oscar Bencosme (a) Carlitos, 
quien agarró a Francisco Antonio Román (a) Nelson por 
los brazos y evitó que agrediera con un cuchillo que portaba 
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DAMOS Y ORDENAMOS: PRIMERO: Que dichos inculpa_ 
dos Francisco Antonio Román (a) Nelson y Pedro Hierro So-
corro (a) Nono, sean enviados por ante el Tribunal Criminal 
para que allí se les juzgue conforme a la ley; SEGUNDO: 
Que la presente Providencia Calificativa, sea notificada por 
Secretaría al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito 
Judicial, así como también a dichos inculpados; TERCERO: 
Que un estado de las piezas que integran el. presente expe-
diente y que hayan de servir como medios de convicción sea 
remitido al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito 
Judicial, para los fines que haya de lugar, después de expi-
rado el plazo de oposición"; y, c) que así apoderada del caso 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, dictó en fecha quince de 
enero del año mil novecientos sesenta, una sentencia con el 
siguiente dispositivo; "FALLA: PRIMERO: Declara al acu-
sado Francisco Antonio Román (a) Nelson, de generales ano-
tadas, Culpable colo autor del crimen de asesinato, en per-
juicio del que en vida se llamó Rafael Oscar Bencosme, y en, 
consecuencia lo condena a sufrir la pena de 30 años de tra-
bajos públicos; SEGUNDO: Varía la calificación dada a los 
hechos en cuanto al coacusado Pedro Hierro Socorro (a) 
Nono, de generales anotadas, de crimen de asesinato, por la 
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son, y en consecuencia lo condena a sufrir la pena de 20 años 
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constitución en parte civil hecha en contra de los acusados 
Francisco Antonio Román (a) Nelson y Pedro Hierro Soco-
rro (a) Nono, por la Sra. Lidia Uceta Vda. Bencosme por sí y 
por sus hijos menores Ligia y Pastora; y en consecuencia 
condena a dichos acusados a pagar solidariamente una in-
demnización de RD$1.00, a título de daños y perjuicios, en 
provecho de la parte civil ya mencionada, señora Li-
dia Uceia Vda. Bencosme; CUARTO: Condena además a 
los referidos acusados Francisco Antonio Román (a) Nelson 

y pedro Hierro Socorro al pago de las costas penales y ci- 

des"; 
Considerando que sobre recursos interpuestos por los 

acusados y actuales recurrentes, la Corte a qua dictó la 
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y váli-
dos los presentes recursos de apelación en cuanto a la forma; 
SEGUNDO: Rechaza el pedimento de reenvío solicitado por 
la defensa de los acusados, por improcedente; TERCERO: 
Modifica la sentencia apelada en cuanto a la pena impuesta 
y en consecuencia condena a Francisco Antonio Román (a) 
Nelson, —de generales que constan a sufrir la pena de vein-
te (20) años de trabajos públicos como autor del crimen de 
asesinato en la persona de Rafael Oscar Bencosme (a) Carli-
to, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y a Pe-
dro Hierro Socorro (a) Nano, a sufrir la pena de quince (15) 
años de trabajos públicos como cómplice del crimen cometi-
do por el primero; CUARTO: Confirma en el aspecto civil 
la sentencia recurrida; QUINTO: Condena a los nombrados 
Francisco Antonio Román (a) Nelson y Pedro Hierro Soco-
rro (a) Nano, al pago de las costas"; 

En cuanto al acusado Francisco Antonio Román 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido me-
diante la ponderación de los elementos de prueba que fueron 
regularmente administrados en la instrucción de la causa, lo 
siguiente: "a) que el día 27 de marzo de 1959, Viernes Santos, 
entre las seis y las siete de la tarde, al inicio de la avenida 
1:Uva de esta ciudad, se originó una discusión en la que par-
ticiparon Angel María Santos (a) Chicho, Hilario Antonio 
Bencosme y Francisco Antonio Román (a) Nelson que cul-
minó con un pescozón propinado por el segundo al tercero, 
no ocurriendo un hecho de más gravedad en ese momento, 
por la intervención de otras personas presentes, entre ellas 
Antonio Bidó Alvarez y Rafael Oscar Bencosme (a) Carlitos, 
quien agarró a Francisco Antonio Román (a) Nelson por 
los brazos y evitó que agrediera con un cuchillo que portaba 
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a Hilario Antonio Bencosme; b) que momentos después, 

 mientras Francisco Antonio Román (a) Nelson se encontrab a 
 en una bomba de gasolina en la misma avenida Riva, llega_ 

ron a ese sitio los hermanos Rafael Oscar e Hilario Antonio 
Bencosme y este último lo invitó a pelear a lo que no accedió 
el acusado Román; c) que de ese lugar los hermanos Ben-
cosme se dirigieron al paraje de Bacuí, donde se quedó Hila-
rio Antonio y Rafael Oscar continuó manejando el carro has-
ta la sección de Las Cabuyas, para regresar más tarde a la 
ciudad de La Vega; mientras que el acusado Román, mane-
jando también su carro, se trasladó a la sección Las Yayas, 
donde procuró a su amigo Pedro Hierro Socorro y luego se 
dirigieron a Villa Tapia a buscar a su novia Grecia Argenti-
na Guillén Mera, a quien le propuso que contrajeran matri-
monio esa noche; d) que de Villa Tapia salió Francisco An-
tonio Román acoilly añado de su amigo Pedro Hierro Socorro 
y de su novia Grecia A. Guillén Mera y se detuvo en Ba-
rranca con el propósito de buscar a Tavo Deschamps para 
que le manejara el carro desde el día siguiente, pero al no 
encontrarlo continuó viaje hacia La Vega; e) que en el tra-
yecto de Villa Tapia a La Vega los acusados Román e Hierro 
Socorro, armados de cuchillos, ingirieron bebidas alcohólicas 
(ron), se cambiaron las camisas y Román se puso la gorra 
de Hierro Socorro, después de haber referido lo que le suce-
dió con los hermanos. Bencosme; f) que a la entrada de esta 
ciudad, en la avenida Riva se le agotó la gasolina al carro 
manejado por Román, por lo que lo llevaron empujando a 
una bomba de gasolina cercana donde le echaron un peso de 
gasolina y allí lo dejaron estacionado con el objeto de que lo 
lavaran, quedándose en la aludida bomba de gasolina Grecia 
A. Guillén M., saliendo los acusados Romón e Hierro Soco-
rro a pie, en busca de Rafael Oscar Bencosme, quien se en-
contraba, según le habían informado a Hierro Socorro en 
casa de Negra la Coja y al no encontrarlo allí volvieron los 
acusados a la bomba de gasolina por la parte de atrás y 
tomaron la avenida Riva en dirección a la ciudad; g) qua, 

Hierro Socorro, momentos antes del crimen, detuvo al chó-
fer Antonio Bidó Alvarez en la avenida Riva, en un lugar 
cercano al del suceso y le preguntó qué había ocurrido entre 
Román y los hermanos Bencosme; y antes de esto le había 
preguntado a Antonio Valdez Sánchez, quien se ocupa en 
buscar pasajeros 'a los choferes, en el comienzo de la aveni-
da Riva, si Rafael Oscar Bencosme volvía de ese viaje que 
estaba realizando; h) que más o menos a las nueve y media 
de la misma noche, mientras Rafael Oscar Bencosme (a) 
Carlitos, manejaba su carro lleno de pasajeros, por la ave-
nida Riva, para dirigirse a Barranca, algunas esquinas antes 
de llegar a la bomba de gasolina donde se encontraba el ca-
rro de Román, lo detuvo un hombre (el acusado Francisco 
Antonio Román) y le infirió una herida con un cuchillo en 
la región pectoral izquierda, que le ocasionó la muerte mo-
mentos después"; 

Considerando que la Corte a qua basándose en los he-
chos precedentemente relatados, haciendo uso de sus poderes 
soberanos de apreciación, llegó a la conclusión de que dicho 
acusado "voluntariamente dió muerte a Rafael Oscar Ben-
cosme, con la circunstancia de haber formado tal designio 
antes de ejecutarlo y haber esperado más o menos tiempo 
en el cruce de la Avenida Riva con la calle Tres, hasta que 
la víctima pasara por ese lugar, lo que constituyen, respec-
tivamente, la premeditación y la asechanza"; 

Considerando que esos hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a qua en lo que se refiere a Francisco An-
tonio Román, constituyen el crimen de asesinato, previsto por 
los artículos 295, 296, 297 y 298, combinados, del Código Pe-
nal y sancionado con la pena de treinta años de trabajos 
públicos, de conformidad con el artículo 302 del mismo Có-
digo, modificado por la Ley N9  64 del Congreso Nacional del 
19 de noviembre del año 1924; que, por consiguiente, los he-
chos de la acusación han sido correctamente calificados; que, 
Por otra parte, al declarar al acusado Francisco Antonio 
Román culpable como autor principal y al condenarlo, con- 
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a Hilario Antonio Bencosme; b) que momentos después,  
mientras Francisco Antonio Román (a) Nelson se encontrab a 

 en una bomba de gasolina en la misma avenida Riva, llega_ 
ron a ese sitio los hermanos Rafael Oscar e Hilario Antonio 
Bencosme y este último lo invitó a pelear a lo que no accedió 
el acusado Román; c) que de ese lugar los hermanos Ben.. 
cosme se dirigieron al paraje de Bacuí, donde se quedó Hila-
rio Antonio y Rafael Oscar continuó manejando el carro has-
ta la sección de Las Cabuyas, para regresar más tarde a la 
ciudad de La Vega; mientras que el acusado Román, mane-
jando también su carro, se trasladó a la sección Las Yayas, 
donde procuró a su amigo Pedro Hierro Socorro y luego se 
dirigieron a Villa Tapia a buscar a su novia Grecia Argenti-
na Guillén Mera, a quien le propuso que contrajeran matri-
monio esa noche; d) que de Villa Tapia salió Francisco An-
tonio Román acoliilañado de su amigo Pedro Hierro Socorro 
y de su novia Grecia A. Guillén Mera y se detuvo en Ba-
rranca con el propósito de buscar a Tavo Deschamps para 
que le manejara el carro desde el día siguiente, pero al no 
encontrarlo continuó viaje hacia La Vega; e) que en el tra-
yecto de Villa Tapia a La Vega los acusados Román e Hierro 
Socorro, armados de cuchillos, ingirieron bebidas alcohólicas 
(ron), se cambiaron las camisas y Román se puso la gorra 
de Hierro Socorro, después de haber referido lo que le suce-
dió con los hermanos Bencosme; f) que a la entrada de esta 
ciudad, en la avenida Riva se le agotó la gasolina al carro 
manejado por Román, por lo que lo llevaron empujando a 
una bomba de gasolina cercana donde le echaron un peso de 
gasolina y allí lo dejaron estacionado con el objeto de que lo 
lavaran, quedándose en la aludida bomba de gasolina Grecia 
A. Guillén M., saliendo los acusados Romón e Hierro Soco-
rro a pie, en busca de Rafael Oscar Bencosme, quien se en-
contraba, según le habían informado a Hierro Socorro en 
casa de Negra la Coja y al no encontrarlo allí volvieron los 
acusados a la bomba de gasolina por la parte de atrás y 
tomaron la avenida Riva en dirección a la ciudad; g) qud 

Hierro Socorro, momentos antes del crimen, detuvo al chó-
fer Antonio Bidó Alvarez en la avenida Riva, en un lugar 
cercano al del suceso y le preguntó qué había ocurrido entre 
Román y los hermanos Bencosme; y antes de esto le había 
preguntado a Antonio Valdez Sánchez, quien se ocupa en 
buscar pasajeros 'a los choferes, en el comienzo de la aveni-
da Riva, si Rafael Oscar Bencosme volvía de ese viaje que 
estaba realizando; h) que más o menos a las nueve y media 
de la misma noche, mientras Rafael Oscar Bencosme (a) 
Carlitos, manejaba su carro lleno de pasajeros, por la ave-
nida Riva, para dirigirse a Barranca, algunas esquinas antes 
de llegar a la bomba de gasolina donde se encontraba el ca-
rro de Román, lo detuvo un hombre (el acusado Francisco 
Antonio Román) y le infirió una herida con un cuchillo en 
la región pectdral izquierda, que le ocasionó la muerte mo-
mentos después"; 

Considerando que la Corte a qua basándose en los he-. 
ellos precedentemente relatados, haciendo uso de sus poderes 
soberanos de apreciación, llegó a la conclusión de que dicho 
acusado "voluntariamente dió muerte a Rafael Oscar Ben-
cosme, con la circunstancia de haber formado tal designio 
antes de ejecutarlo y haber esperado más o menos tiempo 
en el cruce de la Avenida Riva con la calle Tres, hasta que 
la víctima pasara por ese lugar, lo que constituyen, respec-
tivamente, la premeditación y la asechanza"; 

Considerando que esos hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a qua en lo que se refiere a Francisco An-
tonio Román, constituyen el crimen de asesinato, previsto por 
los artículos 295, 296, 297 y 298, combinados, del Código Pe-
nal y sancionado con la pena de treinta años de trabajos 
públicos, de conformidad con el artículo 302 del mismo Có-
digo, modificado por la Ley N9  64 del Congreso Nacional del 
19 de noviembre del año 1924; que, por consiguiente, los he-
chos de la acusación han sido correctamente calificados; que, 
Por otra parte, al declarar al acusado Francisco Antonio 
Román culpable como autor principal y al condenarlo, con- 
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secuentemente, a veinte años de trabajos públicos, acogiend 
a su favor circunstancias atenuantes, en virtud del párrar 
único de la citada Ley N9  64, y la Corte a qua hizo una co, 
rrecta aplicación de la Ley; 

En cuanto al acusado Pedro Hierro Socorro 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido los 
siguientes hechos, examinados y ponderados dentro de sus 
poderes soberanos de apreciación: a) que el coacusado Fran-
cisco Antonio Román lo fué a buscar a su domicilio de "Las 
Yayas", municipio de La Vega, y después de enterarlo por-
menorizadamente del incidente con los hermanos Bencosme, 
recorrieron juntos varios lugares vecinos, ingiriendo bebidas 
alcohólicas, armados de sendos cuchillos y se detuvieron en 
el lugar donde debía pasar la víctima, manejando su carro, 
hacia la medianoche del día del crimen; b) que se cambiaron 
las camisas y Pedro Hierro Socorro le prestó además a Fran-
cisco Antonio Román su gorra, que resultó ser la que llevaba 
puesta en el momento del crimen; y, c) que Pedro Hierro So-
corro, según su propia confesión, robustecida por otros testi-
monios de la causa, declaró: "cuando salgo con un amigo lo 
que le pase al amigo debe pasarme a mí, paramos en el ce-
menterio, en la cárcel, en el hospital si es necesario", mos-
trando con ello su identificación con los hechos del crimen, 
para lo cual le prestó asistencia y medios para consumarlo; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a qua. constituyen la complicidad en el 
crimen de asesinato, prevista por el artículo 60 del Código 
Penal y sancionada por los artículos 59 y 302 del mismo Có-
digo, este último modificado por la Ley N9 64 del Congreso 
Nacional del año 1924, con la pena de veinte años de trabajos 
públicos; que, por consiguiente, los hechos de la acusación 
han sido correctamente calificados; 

Considerando, sin embargo, que al declarár al recurren-
te Pedro Hierro Socorro culpable de complicidad en el refe- 
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ido crimen, la Corte a qua le impuso erróneamente la pena 

de quince años de trabajos públicos, ya que al no acoger a su 
-favor el beneficio de circunstancias atenuantes como las re-

conoció al autor principal, debió mantener la pena de veinte 

, afios de trabajos públicos, que es la inmediatamente inferior 

a la de treinta años de trabajos públicos que correspondía 
según la ley al autor principal; pero, corno la pena aplicable 

es más grave que la que le fué impuesta, es de principio que 

el efecto devolutivo del recurso de casación del acusado está 
limitado por su propio interés, y su situación no puede ser 
agravada sobre su único recurso; 

En cuanto a las condenaciones civiles. 

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles, que 
jueces del fondo establecieron que la parte civil constituida 
Ligia Uceta Viuda Bencosme, sufrió, a consecuencia del he-
cho cometido por los acusados, daños y perjuicios morales 
y materiales cuyo monto fijaron en la suma de un peso oro 
(RD$1.00), acogiendo las conclusiones de la parte civil cons-
tituida; por tanto, al condenarlos al pago de esa suma, a 
título de indemnización, en provecho de la citada parte civil 
constituída, la Corte a qua hizo una correcta aplicación del 
artículo 1382 del Código CM; 

Considerando que examinada en sus deniás aspectos la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de ca-
sación interpuestos por Francisco Antonio Román y Pedro 
Hierro Socorro, como autor y cómplice, respectivamente, 
contra la sentencia dictada en atribuciones criminales por 
la Corte de Apelación de La Vega, en fecha veintidós del 
mes de septiembre del año mil novecientos sesenta, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo; y, Segundo: 
Condena a los recurrentes al pago de las costas. 
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secuentemente, a veinte años de trabajos públicos, acogiendo 
a su favor circunstancias atenuantes, en virtud del párraf o 
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rrecta aplicación de la Ley; 

En cuanto al acusado Pedro Hierro Socorro 
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recorrieron juntos varios lugares vecinos, ingiriendo bebidas 
alcohólicas, armados de sendos cuchillos y se detuvieron en 
el lugar donde debía pasar la víctima, manejando su carro, 
hacia la medianoche del día del crimen; b) que se cambiaron 
las camisas y Pedro Hierro Socorro le prestó además a Fran-
cisco Antonio Román su gorra, que resultó ser la que llevaba 
puesta en el momento del crimen; y, c) que Pedro Hierro So-
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monios de la causa, declaró: "cuando salgo con un amigo lo 
que le pase al amigo debe pasarme a mí, paramos en el ce-
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trando con ello su identificación con los hechos del crimen, 
para lo cual le prestó asistencia y medios para consumarlo; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a qua constituyen la complicidad en el 
crimen de asesinato, prevista por el artículo 60 del Código 
Penal y sancionada por los artículos 59 y 302 del mismo Có-
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Nacional del año 1924, con la pena de veinte años de trabajos 
públicos; que, por consiguiente, los hechos de la acusación 
han sido correctamente calificados; 

Considerando, sin embargo, que al declarar al recurren-
te Pedro Hierro Socorro culpable de complicidad en el refe- 
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rido crimen, la Corte a qua le impuso erróneamente la pena 

de quince años de trabajos públicos, ya que al no acoger a su 

favor el beneficio de circunstancias atenuantes como las re-
conoció al autor principal, debió mantener la pena de veinte 

b arios de trabajos públicos, que es la inmediatamente inferior 
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es  más grave que la que le fué impuesta, es de principio que 

el efecto devolutivo del recurso de casación del acusado está 
limitado por su propio interés, y su situación no puede ser 
agravada sobre su único recurso; 

En cuanto a las condenaciones civiles. 

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles, que 
jueces del fondo establecieron que la parte civil constituida 
Ligia Uceta Viuda Bencosme, sufrió, a consecuencia del he-
cho cometido por los acusados, daños y perjuicios morales 
y materiales cuyo monto fijaron en la suma de un peso oro 
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sación interpuestos por Francisco Antonio Román y Pedro 
Hierro Socorro, como autor y cómplice, respectivamente, 
contra la sentencia dictada en atribuciones criminales por 
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mes de septiembre del año mil novecientos sesenta, cuyo dis-
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Condena a los recurrentes al pago de las costas. 
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(Firmados) H. Herrera Billini.–: Feo. Elpidio 
Juan A. Morel.—F. E. Ravelo de la Fuente.—Manuel D. Ber.. 
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Guz- 
mán.— Alfredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DE 1901 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-

guana de fecha 7 de octubre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Miguel Víctor Dotel Méndez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco.  Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinte del mes de febrero c;le mil 
novecientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 
98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel \Ac-
tor Dotel Méndez, dominicano, mayor de edad, agricultor, 
casado, domiciliado y residente en Postrer Río, jurisdicción 
de Jimaní, cédula 254, serie 70, sello 1088086, contra sen-
tencia pronunciada en atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en fecha 
siete de octubre del año mil novecientos sesenta, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras, 
Juan A. Morel.—F. E. Ravelo de la Fuente.—Manuel D. ge r., 

 gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Olegario Helena Gin.. 
mán.— Alfredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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.SENTENCIA DE FECHA 20 DE insitEno DE.1961 

tencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-

guana de fecha 7 de octubre de 1960. 

terca: Penal. 

Recurrente: Miguel Víctor Dotel Méndez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinte del mes de febrero de mil 
novecientos sesenta y uno, años 117' do la Independencia, 
98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel Víc-
tor Dotel Méndez, dominicano, mayor de edad, agricultor, 
casado, domiciliado y residente en Postrer Río, jurisdicción 
de Jimaní, cédula, 254, serie 70, sello 1088086, contra sen-
tencia pronunciada en atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en fecha 
siete de octubre del año mil novecientos sesenta, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en 1 1, 
• 

secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren- 
te, en fecha once de octubre de mil novecientos sesenta, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell: 
berado, y vistos los artículos 406, 408 y 463, inciso 6, del 
Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que, en fecha 
dieciocho de marzo de mil novecientos sesenta, Silvio Alber-
to Demorizi Benítez, presentó querella ante la Policía Na-
cional en Postrer Río, contra Miguel Dote], por el hecho de 
éste no haberle devuelto unas bebidas que le entregó para 
la venta, ni el valor de las mismas; b) que apoderado del ca-
so el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Independencia, dictó, en fecha treinta de marzo de mil no-
vecientos sesenta, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"FALLA: PRIMERO: que debe pronunciar y pronuncia, el 
defecto contra el nombrado Miguel Dotel, por no haber com-
parecido a la audiencia de este día, no obstante haber sido 
legalmente citado; SEGUNDO: Declarar y declara, al nom-
brado Miguel Dotel, de generales ignoradas, culpable del 
delito de abuso de confianza en perjuicio del señor Silvio 
Alberto Demorizi, y en consecuencia lo condena & sufrir la 
pena de tres meses de prisión correccional, acogiendo a su 
favor circunstancias atenuantes; y TERCERO: Condenar 
y condena, además, al prevenido Miguel Dotel, al pago de 
las costas"; c) que sobre el recurso de oposición interpuesto 
por el prevenido, el mismo Juzgado dictó, en 'fecha veinti-
trés de agosto de mil novecientos sesenta, una sentencia cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar y declara, la nulidad del recurso de oposición inter-
puesto por el nombrado Miguel Dotel o Miguel Víctor Dotel 
Méndez, de generales conocidas, contra sentencia I\1 9  52 de 
fecha 30 del mes de marzo del año 1960, dictada por este 
Tribunal, mediante la cual lo condenó en defecto a sufrir 

la  pena de tres meses de prisión correccional y al pago de 
las costas, acogiendo a su favor circunstancias atenuantes, 

por el delito de abuso de confianza, en perjuicio del señor 
Silvio Alberto Demorizi Benítez, por no haber comparecido 
a la audiencia de este día, no obstante haber sido legalmen-
te citado; SEGUNDO: Mantener y mantiene, en todas sus 
partes la sentencia recurrida; y TERCERO: Condenar y 
condena, al recurrente Miguel Dotel o Miguel Víctor Dotel 
iSléndez, al pago de las costas del presente recurso"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el ministerio público y por Cleorfa Medina de 
Dotel, en representación de su.esposo el prevenido, la Corte 
a  qua pronunció la sentencia ahora impugnada cuyo dispo-
sitivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra inadmisible el recurso de apelación intentado por el pre-
venido hecho por su esposa Cleorfa Medina de Dotel por 
falta de calidad.— SEGUNDO: Declara regular en la for-
ma el recurso de apelación intentado por el Procurador Fis-
cal de Independencia;— TERCERO: Declara culpable al pre-
venido Miguel Dotel o Miguel Víctor Dotel Méndez del delito 
de abuso de confianza que se le imputa, en perjuicio de Sil-
vio Demorizi Benítez y en consecuencia condena a dicho pre-
venido a un mes de prisión correccional, RD$20.00 oro de 
multa y al pago de las costas, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes"; 

Considerandó en cuanto al recurso de apelación inter-
puesto por Cleorfa Medina de Dotel, que como la Corte a 

qua comprobó que dicha señora no tenía el poder especial 
requerido por el artículo 204 del Código de Procedimiento 
Criminal, para poder intentar válidamente el recurso de 
apelación en representación del prevenido, dicha Corte hizo 
una correcta aplicación de la ley, al "declararlo inadmisi-
ble"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la • 
secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren, 
te, en fecha once de octubre de mil novecientos sesenta, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 406, 408 y 463, inciso 6, del 
Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que, en fecha 
dieciocho de marzo de mil novecientos sesenta, Silvio Alber-
to Demorizi Benítez, presentó querella ante la Policía Na-
cional en Postrer Río, contra Miguel Dotel, por el hecho de 
éste no haberle devuelto unas bebidas que le entregó para 
la venta, ni el valor de las mismas; b) que apoderado del ca-
so el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Independencia, dictó, en fecha treinta de marzo de mil no-
vecientos sesenta, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"FALLA: PRIMERO: que debe pronunciar y pronuncia, el 
defecto contra el nombrado Miguel Dotel, por no haber com-
parecido a la audiencia de este día, no obstante haber sido 
legalmente citado; SEGUNDO: Declarar y declara, al nom-
brado Miguel Dotel, de generales ignoradas, culpable del 
delito de abuso de confianza en perjuicio del señor Silvio 
Alberto Demorizi, y en consecuencia lo condena a,' sufrir la 
pena de tres meses de prisión correccional, acogiendo a su 
favor circunstancias atenuantes; y TERCERO: Condenar 
y condena, además, al prevenido Miguel Dotel, al pago de 
las costas"; c) que sobre el recurso de oposición interpuesto 
por el prevenido, el mismo Juzgado dictó, en 'fecha veinti-
trés de agosto de mil novecientos sesenta, una sentencia cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar y declara, la nulidad del recurso de oposición inter-
puesto por el nombrado Miguel Dotel o Miguel Víctor Dotel 
Méndez, de generales conocidas, contra sentencia N9 52 de 
fecha 30 del mes de marzo del año 1960, dictada por este 
Tribunal, mediante la cual lo condenó en defecto a sufrir 

la Pena de tres meses de prisión correccional y al pago de 
las costas, acogiendo a su favor circunstancias atenuantes, 
por el delito de abuso de confianza, en perjuicio del señor 
Silvio Alberto Demorizi Benítez, por no haber comparecido 
a la audiencia de este día, no obstante haber sido legalmen-
te citado; SEGUNDO: Mantener y mantiene, en todas sus 
partes la sentencia recurrida; y TERCERO: Condenar y 
condena, al recurrente Miguel Dotel o Miguel Víctor Dotel 
Méndez, al pago de las costas del presente recurso"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el ministerio público y por Cleorfa Medina de 
Dotel, en representación de su.esposo el prevenido, la Corte 
a  qua pronunció la sentencia ahora impugnada cuyo dispo-
sitivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra inadmisible el recurso de apelación intentado por el pre-
venido hecho por su esposa Cleorfa Medina de Dotel por 
falta de calidad.— SEGUNDO: Declara regular en la for-
ma el recurso de apelación intentado por el Procurador Fis-
cal de Independencia;— TERCERO: Declara culpable al pre-
venido Miguel Dotel o Miguel Víctor Dotel Méndez del delito 
de abuso de confianza que se le imputa, en perjuicio de Sil-
vio Demorizi Benítez y en consecuencia condena a dicho pre-
venido a un mes de prisión correccional, RD$20.00 oro de 
multa y al pago de las costas, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes"; 

Considerando en cuanto al recurso de apelación inter-
puesto por Cleorfa Medina de Dotel, que como la Corte a 

qua comprobó que dicha señora no tenía el poder especial 
requerido por el artículo 204 del Código de Procedimiento 
Criminal, para poder intentar válidamente el recurso de 
apelación en representación del prevenido, dicha Corte hizo 
una correcta aplicación de la ley, al "declararlo inadmisi-
ble"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) 
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que en fecha veintidós de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y nueve, Silvio Alberto Demorizi entregó al pre-
venido cierta cantidad de bebidas alcohólicas para la venta, 
con el compromiso de devolverlas si no se vendían o de p a_ 
gar su valor que era de RD$28.50; b) que el prevenido no 
devolvió las bebidas, ni pagó el valor de ellas cuando se lo 
requirió el querellante; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a qua constituyen el delito de abuso de 
confianza previsto por el artículo 408 del Código Penal y 
sancionado por el artículo 406 del mismo Código, con las 
penas de prisión correccional de uno a dos años y multa que 
no bajará de cincuenta pesos, ni excederá el tanto de la ter-
cera parte de las indemnizaciones y restituciones que se 
deban al agraviado; que, por consiguiente, los hechos de la 
prevención han sido correctamente calificados; que, por 
otra parte al declarar al prevenido culpable del referido 
delito y al condenarlo, acogiendo circunstancias atenuantes, 
a un mes de prisión y RD$20.00 de multa, la Corte a qua 
hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Miguel Víctor Dotel Méndez, contra 
sentencia pronunciada en` atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en fecha 
siete de octubre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo 
se copia en otra parte del presente fallo; y Segundo: Conde-
na al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Berras — 
Juan A. Morel— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 'fuá 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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que en fecha veintidós de septiembre de mil novecient os 
 cincuenta y nueve, Silvio Alberto Demorizi entregó al pre-

venido cierta cantidad de bebidas alcohólicas para la venta, 
con el compromiso de devolverlas si no se vendían o de pa_ 
gar su valor que era de RD$28.50; b) que el prevenido no 
devolvió las bebidas, ni pagó el valor de ellas cuando se lo 
requirió el querellante; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a qua constituyen el delito de abuso de 
confianza previsto por el artículo 408 del Código Penal y 
sancionado por el artículo 406 del mismo Código, con las 
penas de prisión correccional uno a dos años y multa que 
no bajará de cincuenta pesos, ni excederá el tanto de la ter-
cera parte de las indemnizaciones y restituciones que se 
deban al agraviado; que, por consiguiente, los hechos de la 
prevención han sido correctamente calificados; que, por 
otra parte al declarar al prevenido culpable del referido 
delito y al condenarlo, acogiendo circunstancias atenuantes, 
a un mes de prisión y RD$20.00 de multa, la Corte a qua 
hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Miguel Víctor Dotel Méndez, contra 
sentencia pronunciada en' atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en fecha 
siete de octubre de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo 
se copia en otra parte del presente fallo; y Segundo: Conde-
na al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Seres.— 
Juan A. Morel— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Melena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

BOLETÍN JUDICIAL 	 305 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal 
de fe. 

cha 9 de septiembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Alejandro Gratereaux y el Consorcio Algodonero Do. 
minicano, C. por A. 

Abogados: Dres. Luis Silvestre Nina Mota y José Escalante Dial 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintidós de febrero de mil novecien-
tos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' de la 
Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alejandro 
Gratereaux, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, do-
miciliado y residente en el municipio de Enriquillo, cédula 
9975, serie 18, sello N9 47982, y el Consorcio Algodonero 
Dominicano, C. por A., sociedad comercial organizada de 
acuerdo con las leyes de la República Dominicana, con su da 
micilio social en la Avenida Tiradentes, de esta ciudad, con-
tra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal el nueve de septiembre de mil novecientos sesenta, 
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Cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regulares y válidos los presentes recursos de 

apelación interpuestos por el prevenido, el Magistrado Pro-
curador General de esta Corte, la parte civil constituida y 

el Consorcio Algodonero Dominicano, C. por A., parte civil-
mente responsable puesta en causa; SEGUNDO: Pronuncia 
el defecto contra la parte civil constituída, señor Alejandro 
Terrero, por falta de concluir; TERCERO: Modifica en cuan-
to a la pena impuesta la sentencia contra la cual se apela, 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona, de fecha 27 de junio del año 1960, 
cuya parte dispositiva se copia en otro lugar del presente 
fallo; y, en consecuencia, obrando por propia autoridad, 
condena al prevenido Alejandro Gratereaux, a sufrir la pena 
de (1) año de prisión correccional y a pagar una multa de 
RD$250.00, por el delito de violación a la Ley N9  2022 (gol-
pes involuntarios que causaron la muerte), en perjuicio de 
quien en vida respondía al nombre de Camilo Terrero; CUAR-
TO: Ordena la cancelación de la licencia del prevenido Ale-
jandro Gratereaux por el término de 5 (cinco) años, a partir 
de la extinción de la pena; QUINTO: Modifica el Ordinal 
Cuarto de la sentencia apelada y obrando por propia autori-
dad, condena al Consorcio Algodonero Dominicano, C. por 
A., persona civilmente responsable, puesta en causa, al pa-
go de una indemnización de RD$2,000.00), en favor de la 
parte civil constituida, señor Alejandro Terrero, por los 
daños morales y materiales ocasionádoles por el hecho de su 
preposé Alejandro Gratereaux; SEXTO: Condena al Consor-
cio Algodonero Dominicano, C. por A., al pago de las costas 
civiles; SEPTIMO: Condena al prevenido al pago de las cos-
tas penales"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Lic. Federico Nina hijo, cédula 670, serie 23, 
sello 1171, en representación de los Dres. Luis Silvestre Nina 
Mota, cédula 22398, serie 23, sello 5241, y José Escalante 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fe. 
cha 9 de septiembre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Alejandro Gratereaux y el Consorcio Algodonero Do. 
minicano, C. por A. 

Abogados: Dres. Luis Silvestre Nina Mota y José Escalante Díaz 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintidós de febrero de mil novecien-
tos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' de la 
Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alejandro 
Gratereaux, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, do-
miciliado y residente en el municipio de Enriquillo, cédula 
9975, serie 18, sello N9 47982, y el Consorcio Algodonero 
Dominicano, C. por A., sociedad comercial organizada de 
acuerdo con las leyes de la República Dominicana, con su do-
micilio social en la Avenida Tiradentes, de esta ciudad, con-
tra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal el nueve de septiembre de mil novecientos sesenta,  

cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regulares y válidos los presentes recursos de 
apelación interpuestos por el prevenido, el Magistrado Pro-
curador General de esta Corte, la parte civil constituída y 
el Consorcio Algodonero Dominicano, C. por A., parte civil-
mente responsable puesta en causa; SEGUNDO: Pronuncia 
el defecto contra la parte civil constituída, señor Alejandro 
Terrero, por falta de concluir; TERCERO: Modifica en cuan-
to a la pena impuesta la sentencia contra la cual se apela, 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona, de fecha 27 de junio del año 1960, 
cuya parte dispositiva se copia en otro lugar del presente 
fallo; y, en consecuencia, obrando por propia autoridad, 
condena al prevenido Alejandro Gratereaux, a sufrir la pena 
de (1) año de prisión correccional y a pagar una multa de 
RD$250.00, por el delito de violación a la Ley N°  2022 (gol-
pes involuntarios que causaron la muerte), en perjuicio de 
quien en vida respondía al nombre de Camilo Terrero; CUAR-
TO: Ordena la cancelación de la licencia del prevenido Ale-
jandro Gratereaux por el término de 5 (cinco) años, a partir 
de la extinción de la pena; QUINTO: Modifica el Ordinal 
Cuarto de la sentencia apelada y obrando por propia autori-
dad, condena al Consorcio Algodonero Dominicano, C. por 
A., persona civilmente responsable, puesta en causa, al pa-
go de una indemnización de RD$2,000.00), en favor de la 
parte civil constituída, señor Alejandro Terrero, por los 
daños morales y materiales ocasionádoles por el hecho de su 
preposé Alejandro Gratereaux; SEXTO: Condena al Consor-
cio Algodonero Dominicano, C. por A., al pago de las costas 
civiles; SEPTIMO: Condena al prevenido al pago de las cos-
tas penales"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Lic. Federico Nina hijo, cédula 670, serie 23, 
sello 1171, en representación de los Dres. Luis Silvestre Nina 
Mota, cédula 22398, serie 23, sello 5241, y José Escalante 
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Díaz, cédula 28405, serie 1 1, sello 32619, abogados de los re. currentes, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la Repúbliea; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secretaría de la Corte a qua, en fecha diez y seis de sep-tiembre de mil novecientos sesenta, a requerimiento del Dr. 

- José Escalante Díaz, abogado de los recurrentes, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

• Visto el memorial de casación presentado por los abo-
gados de los recurrentes en fecha nueve de diciembre de mi] 
novecientos sesenta, en el cual se invocan los siguientes me-
dios: "Primer Medio: Violación del apartado quinto del ar-
tículo 23 de la Ley sobre Procedimiento de Casación por 
falta de motivos, contradicción de los mismos y desnatura-
lización de los hechos, que la hacen carente de base legal; 
Segundo Medio: Violación, en otro aspecto, de los Artículos 
141 del Código de Procedimiento Civil y 23 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, por contradicción de motivos y 
desnaturalización de los hechos, y violación, por —falsa apli-
cación de las disposiciones de los Artículos 1383 y 1384 del 
Código Civil; Tercer Medio: decisión extrapetita á:rifa-bel 
concedido indemnización sin haber sido pedida"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 185, 186 y 208 del Código de 
Procedimiento Criminal, y 1, 30 y 65 de la Ley sobre Proce- 
dimiento de Casación; 

Considerando, en cuanto a la admisibilidad del recurso, 
que los recurrentes sostienen que' "de conformidad con el 
Artículo 185 y siguientes del Código de Procedimiento Cri-
minal, solamente el inculpado que no compareciere será juz-
gado en defecto, y solamente a él corresponde el derecho a la 
oposición"; que "la Doctrina y la Jurisprudencia tanto én el 
País de origen de nuestra legislación como la d` esa Honora-
ble Suprema Corte de Justicia, han extendido la facultad de 
la oposición en favor de la persona civilmente responsable y 
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hasta a la parte civil constituida cuando esta última no ha 
comparecido a la audiencia en que el Tribunal amparado ha 
concluido la instrucción del proceso fallando definitivamente 
o aplazando el fallo para una próxima audiencia", que "en 
esta materia, ni la Doctrina ni la Jurisprudencia francesa, 
ni aún la dominicana, han tenido oportunidad de pronunciar-

se sobre el caso en que la parte civil compareciente en todas 
las audiencias, no ha concluido al fondo en la última audien-
cia en que el asunto ha quedado en estado"; y que "siendo la 
parte civil constituida un interviniente en el procesó correc- 
cional, una persona persiguiente, y, por tanto, que debe por-
tarse de manera diligente, si ha sido legalmente citada y ha, 
efectivamente, comparecido en la audiencia correccional en 
la oual,persigue a las personas contra quienes dirige su -ac-
ción, si ha dejado de concluir sobre el fondo ello ha sido por 
su propia cuenta y a sus propios riesgos, y, aún cuando la 
sentencia le fuere adversa, lo que no ocurre en el caso de la 
especie, no habría en ello lesión al derecho de defensa, que 
es lo qué justifica el reconocimiento que se ha hecho de su 
derecho de hacer oposición, puesto que esa parte persiguien-
te ha estado en condición de contradecir cualquier alegato 
opuesto pbr sus demandados; 

Considerando que las sentencias en defecto dictadas en 
última instancia en materia correccional, no pueden ser im-
pugnadas en casación mientras esté abierto el plazo de la 
oposición, ni aún por aquellas partes respecto de quienes la 
sentencia es contradictoria, pues hasta la expiración de ese 
plazo, las violaciones de la ley que invaliden el fallo impug 
nado pueden ser subsanadas por el ejercicio de la vía ordi-
ri a de la oposición; que si se extiende la imposibilidad de in-
terponer la casación durante el plazo de la oposición, aún a 
las partes respecto de quienes la sentencia es contradictoria, 
es para evitar que sea deferida a la Suprema Corte una deci-
sión susceptible de ser retractada posteriormente en un sen-
tido diferente a lo que ya hubiese sido decidido por esta 
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Díaz, cédula 28405, serie 1 1, sello 32619, abogados de los re-currentes, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la Repúbliea; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha diez y seis de sep-tiembre de mil novecientos sesenta, a requerimiento del Dr. 
José Escalante Díaz, abogado de los recurrentes, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación presentado por los abo-
gados de los recurrentes en fecha nueve de diciembre de mil 
novecientos sesenta, en el cual se invocan los siguientes me-
dios: "Primer Medio: Violación del apartado quinto del ar-
tículo 23 de la Ley sobre Procedimiento de Casación por 
falta de motivos, contradicción de los mismos y desnatura-
lización de los hechos, que la hacen carente de base legal; 
Segundo Medio: Violación, en otro aspecto, de los Artículos 
141 del Código de Procedimiento Civil y 23 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, por contradicción de motivos y 
desnaturalización de los hechos, y violación, porialsa apli-
cación de las disposiciones de los Artículos 1383 y 1384 del 
Código Civil; Tercer Medio: decisión extrapetita al haber 
concedido indemnización sin haber sido pedida"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 185, 186 y 208 del Código de 
Procedimiento Criminal, y 1, 30 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando, en cuanto a la admisibilidad del recurso, 
que los recurrentes sostienen que' "de conformidad con el 
Artículo 185 y siguientes del Código de Procedimiento Cri-
minal, solamente el inculpado que no compareciere será juz-
gado en defecto, y solamente a él corresponde el derecho a la 
oposición"; que "la Doctrina y la Jurisprudencia tanto en el 
País de origen de nuestra legislación como la de` esa Honora-
ble Suprema Corte de Justicia, han extendido la facultad de 
la oposición en favor de la persona civilmente responsable y  

hasta a la parte civil constituida cuando esta última no ha 
comparecido a la audiencia en que el Tribunal amparado ha 
concluido la instrucción del proceso fallando definitivamente 

o aplazando el fallo para una próxima audiencia", que "en 
esta materia, ni la Doctrina ni la Jurisprudencia francesa, 

ni aún la dominicana, han tenido oportunidad de pronunciar-

se sobre el caso en que la parte civil compareciente en todas 
las audiencias, no ha concluido al fondo en la última audien-
cia en que el asunto ha quedado en estado"; y que "siendo la 
parte civil constituida un interviniente en el procesó correc-
cional, una persona persiguiente, y, por tanto, que debe por-
tarse de manera diligente, si ha sido legalmente citada y ha, 
efectivamente, comparecido en la audiencia correccional en 
la oual,persigue a las personas contra quienes dirige su 'ac-
ción, si ha dejado de concluir sobre el fondo ello ha sido por 
su propia cuenta y a sus propios riesgos, y, aún cuando la 
sentencia le fuere adversa, lo que no ocurre en el caso de la 
especie, no habría en ello lesión al derecho de defensa, que 
es lo que justifica el reconocimiento que se ha hecho de su 
derecho de hacer oposición, puesto que esa parte persiguien-
te ha estado en condición de contradecir cualquier alegato 
opuesto por sus demandados; 

Considerando que las sentencias en defecto dictadas en 
última instancia en materia correccional, no pueden ser im-
pugnadas en casación mientras esté abierto el plazo de la 
oposición, ni aún por aquellas partes respecto de quienes la 
sentencia es contradictoria, pues hasta la expiración de ese 
plazo, las violaciones de la ley que invaliden el fallo impug 
nado pueden ser subsanadas por el ejercicio de la vía ordi-
ri a de la oposición; que si se extiende la imposibilidad de in-
terponer la casación durante el plazo de la oposición, aún a 
las partes respecto de quienes la sentencia es contradictoria, 
es para evitar que sea deferida a la Suprema Corte una deci-
sión susceptible de ser retractada posteriormente en un sen-

tido diferente a lo que ya hubiese sido decidido por esta 
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jurisdicción, con evidente perjuicio para una buena admi. 
nistración de justicia; 

Considerando que la parte civil que hace defecto tiene 
derecho a formar oposición contra toda sentencia que le 
cause algún agravio; que en el procedimiento penal existen, 
como en el procedimiento civil, dos clases de defecto: el 
defecto por falta de comparecer y el defecto por falta de 
concluir, de defenderse; que tanto el uno como el otro abren 
la vía de la oposición en las mismas condiciones y en los 
mismos límites; que, en este orden de ideas, la parte civil 
que comparece, sin concluir a los fines de su demanda, debe 
ser asimilada a la parte civil que materialmente no compare-
ce,puesto que en ninguno de los dos casos hay contradicción, 
y no puede intervenir, por consiguiente, una decisión contra-
dictoria;  

Considerando que en el presente caso la sentencia im-
pugnada fué dictada en defecto contra Alejandro Terrero, 
parte civil constituida, por no haber concluido a los fines 
de su demanda; que dicha sentencia le ha causada agravios, 
ya que la indemnización de cinco mil pesos que le fué acor-
dada a título de daños y perjuicios en primera instancia fué 
reducida a dos mil pesos en grado de apelación; que, por 
consiguiente, la parte civil puede interponer recurso de opo-
sición; 

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por el prevenido Alejandro 
Gratereaux y por el Consorcio Algodonero, C. por A., pues-
ta en causa como persona civilmente responsable, contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, en fecha nueve de septiembre, del año mil nove-
cientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otra parte del 
presente fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al pago 
de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidib Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Arniama.,-- Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
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Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas.—

Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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jurisdicción, con evidente perjuicio para una buena admi-
nistración de justicia; 

Considerando que la parte civil que hace defecto tiene 
derecho a formar oposición contra toda sentencia que le 
cause algún agravio; que en el procedimiento penal existen, 
como en el procedimiento civil, dos clases de defecto: el 
defecto por falta de comparecer y el defecto por falta de 
concluir, de defenderse; que tanto el uno como el otro abren 
la vía de la oposición en las mismas condiciones y en los 
mismos límites; que, en este orden de ideas, la parte civil 
que comparece, sin concluir a los fines de su demanda, debe 
ser asimilada a la parte civil que materialmente no compare-
ce4puesto que en ninguno de los dos casos hay contradicción, 
y no puede intervenir, por consiguiente, una decisión contra- , 
dictoria; 

Considerando que en el presente caso la sentencia im-
pugnada fué dictada en defecto contra Alejandro Terrero, 
parte civil constituida, por no haber concluido a los fines 
de su demanda; que dicha sentencia le ha causado agravios, 
ya que la indemnización de cinco mil pesos que le fué acor-
dada a título de daños y perjuicios en primera instancia fué 
reducida a dos mil pesos en grado de apelación; que, por 
consiguiente, la parte civil puede interponer recurso de opo-
sición; 

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por el prevenido Alejandro 
Gratereaux y por el Consorcio Algodonero, C. por A., pues-
ta en causa como persona civilmente responsable, contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, en 'fecha nueve de septiembre, del año mil nove-
cientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otra parte del 
presente fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al pago 
de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidib Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Arniama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 

L.— Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona, de fecha 11 de marzo de 1960. 

312teria: Trabajo. 

Recurrente: Enemencio Reyes. 

Abogado: Dr. José A. •Galán Carrasco. 

Recurrido: Melchor Fuentes (Defecto). 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

• 
En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 

regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintidós de febrero de Mil nove-
cientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia,. 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trtijillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente senL 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Enemencio 
Reyes, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domici-
lildo y residente en la ciudad de Barahona, cédula 1998; se-
rie 18, sello 256975, contra sentencia pronunciada por. el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Baraho-
na, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, en fecha 
once de marzo de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Rafael de Moya Grullón, cédula 1050, serie 

56, sello 6289, en representación del Dr. José A. Galán Ca-
rrasco, cédula 22347, serie 18, sello 70540, abogado del re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
*e la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha ocho 
e agosto de mil novecientos sesenta, suscrito por el abo-

gado del recurrente, en el cual se invocan los medios que lue-
o se indican; 

Vista la resolución dictada por la Suprema Corte de 
sticia, en fecha veinte y uno de septiembre de mil nove-

entes sesenta, por la cual se declara el defecto del recurri-
o Melchor Fuentes, por no haber constituido abogado; 

La Suprema Corte, de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 86, inciso 2. 185 y siguientes y 
691 del Código de Trabajo, y 1 y 65, inciso 3, de la Ley Sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta que con 
motivo de la demanda en pago de las prestaciones que el Có-
digo de Trabajo acuerda a los trabajadores despedidos sin 
causa justificada intentada por Enemencio Reyes contra su 
patrono Melchor Fuentes, el Juzgado de Paz de Barahona, 
como Tribunal de Trabajo de primer grado, dictó sentencia 
en fecha diez y siete de marzo de mil novecientos cincuenta 
y ocho, cuyo dispbsitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que 
debe pronunciar y pronuncia el defecto en contra del señor 
Melchor Fuentes por falta de concluir; SEGUNDO: Que debe 
acoTer y acoge, los términos de la demanda del señor Ene-
mencio Reyes y en consecuencia condena al señor Melchor 
Fu:mies, a pagar a dicho demandante señor Enemencio Re-
yes, la suma de cuatrocientos ochenta y siete pesos oro con 
cincuenta centavos (RD$487.50), por liquidación de desahu-
cio y auxilio de cesantía, más la suma de cincuenta y cuatro 
pesos oro con once centavos (RD$54.11) por concepto de 
sueldo adicional de Navidad; TERCERO: Que debe conde- 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona, de fecha 11 de marzo de 1960. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Enemencio Reyes. 

Abogado: Dr. José A. °Galán Carrasco. 

Recurrido: Melchor Fuentes (Defecto). 

Dios, Patria y Libertad. 
República. Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintidós de febrero de nove-
cientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia,. 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente senl 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Enemencio 
Reyes, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domici-
lildo y residente en la ciudad de Barahona, cédula 1998; se-
rie 18, sello 256975, contra sentencia pronunciada por. el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Baraho-
na, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, en fecha 
cnce de marzo de mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Rafael de Moya Grullón, cédula 1050, serie 

56, sello 6289, en representación del Dr. José A. Galán Ca-
rasco, cédula 22347, serie 18, sello 70540, abogado del re-

currente, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

Ge la República; 
Visto el memorial de casación depositado en fecha ocho 

de agosto de mil novecientos sesenta, suscrito por el abo-
gado del recurrente, en el cual se invocan los medios que lue-

se indican; 
Vista la resolución dictada por la Suprema Corte de 

sticia, en fecha veinte y uno de septiembre de mil nove-
entos sesenta, por la cual se declara el defecto del recurri-
o Melchor Fuentes, por no haber constituído abogado; 

La Suprema Corte , de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 86, inciso 2. 185 y siguientes y 
691 del Código de Trabajo, y 1 y 65, inciso 3, de la Ley Sol5re 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta que con 
motivo de la demanda en pago de las prestaciones que el Có-
digo de Trabajo acuerda a los trabajadores despedidos sin 
'causa justificada intentada por Enemencio Reyes contra su 
patrono Melchor Fuentes, el Juzgado de Paz de Barahona, 
como Tribunal de Trabajo de primer grado, dictó sentencia 
en fecha diez y siete de marzo de mil novecientos cincuenta 
y ocho, cuyo dispOsitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que 
debe pronunciar y pronuncia el defecto en contra del señor 
Melchor Fuentes por falta de concluir; SEGUNDO: Que debe 
acoger y acoge , los términos de la demanda del señor Ene-
mencio Reyes y en consecuencia condena al señor `Melchor 
Fuentes, a pagar a dicho demandante señor Enemencio Re-
yes, la suma de cuatrocientos ochenta y siete pesos oro con 
cincuenta centavos (RD$487;50), por liquidación de desahu-
cio y auxilio de cesantía, más la suma de cincuenta y cuatro 
pesos oro con once centavos (RD$54.11) por concepto de 
sueldo adicional de Navidad; TERCERO: Que 'debe conde- 
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nar y condena a la parte demandada señor Melchor Fuentes 
al pago de las costas de este procedimiento"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Melchor Fuentes el Tribunal a quo dictó la sen. 
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar regular 
y válido el recurso de apelación interpuesto por el señor Mel-
chor Fuentes, contra la sentencia de trabajo del Juzgado de 
Paz del Municipio de Barahona, en fecha 17 del mes de 
marzo del año 1958, dictada en favor de Enemencio Reyes, 
y obrando por contrario imperio, revoca la sentencia recu-
rrida; SEGUNDO: Que debe condenar y condena al 'señor 
Enemencio Reyes, parte intimada que sucumbe al pago de 
las costas"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios: "PRIMER MEDIO: Falta de base legal y en conse-
cuencia; violación al artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil.— SEGUNDO MEDIO: Violación del artículo 
1315 del Código Civil, 86 párrafo 2" y 90 del Código Trujillo 
de Trabajo (Ley N°  2920) y Desnaturalización de los hechos"; 

Considerando en cuanto a la falta de base legal alegada 
en el, primer medio, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que entre el actual recurrente y 
su patrono Melchor Fuentes existía un contrato de trabajo 
por tiempo indefinido, y que éste terminó por dimisión del 
trabajador; que, además, en dicho fallo consta que el actual 
recurrente alegó que su dimisión estaba justificada al ampa-
ro del artículo 86, inciso 2, del Código de Trabajo, por no 
pagarle el patrono el salario convenido, y que, en apoyo de 
su alegato, aportó al debate, entre otros documentos, la co-
pia certificada de un acta levantada en fecha primero de 
octubre de mil novecientos cincuenta y siete, por el Inspec-
tor de Trabajo, por no haber querido pagar al trabajador 
Enemencio Reyes el salario convenido de sesenta y cinco 
pesos mensuales; 

Considerando que el tribunal a quo revocó la sentencia 
de primera instancia y rechazó, consecuentemente, la de- 

manda del trabajador Enemencio Reyes, sobre el 'fundamen-

to de que éste no había establecido la prueba de la justa 

causa de la dimisión por él invocada; que para llegar a esa 
conclusión dicho tribunal se, basó únicamente en la declara-
ción prestada por Carlos N. Nin, quien negó haber declara-
do al Inspector de Trabajo Páblo Antonio Volquez que "él 
era quien entregaba el pago de RD$65.00 mensual al señor 
Enemencio Reyes, por orden de su patrono"; 

Considerando que al atenerse exclusivamente a la ne- 
gativa del representante del patrono, para considerar la de-
manda del trabajador desprovista de pruebas, sin ponderar 
el mérito del acta levantada por el Inspector de Trabajo Pa-
blo Antonio Volquez, aportada por el actual recurrente como 
elemento de prueba para establecer la justa causa de su 
dimisión el tribunal a quo no ha justificado legalmente su de-
cisión, por lo cual' la sentencia impugnada debe ser anulada, 
sin que sea necesario examinlr el segundo medio del re-
curso; 

Considerando que las costas podrán ser compensadas 
cuando la sentencia fuere casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Barahona, como Tribunal de Trabajo de segundo 
grado, en fecha once de marzo de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, y 
envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Azua; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

.,. señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente–, Manuel A. 

Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 

f 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué
irmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
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nar y condena a la parte demandada señor Melchor Fuentes 
al pago de las costas de este procedimiento"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Melchor Fuentes el Tribunal a quo dictó la sea. 
Lencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar regular 
y válido el recurso de apelación interpuesto por el señor Mel-
chor Fuentes, contra la sentencia de trabajo del Juzgado de 
Paz del Municipio de Barahona, en fecha 17 del mes de 
marzo del año 1958, dictada en favor de Enemencio Reyes, 
y obrando por contrario imperio, revoca la sentencia recu-
rrida; SEGUNDO: Que debe condenar y condena al señor 
Enemencio Reyes, parte intimada que sucumbe al pago de 
las costas"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios: "PRIMER MEDIO: Falta de base legal y en conse-
cuencia; violación al artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil.— SEGUNDO MEDIO: Violación del artículo 
1315 del Código Civil, 86 párrafo 2' y 90 del Código Trujillo 
de Trabajo (Ley N° 2920) y Desnaturalización de los hechos"; 

Considerando en cuanto a la falta de base legal alegada 
en el, primer medio, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que entre el actual recurrente y 
su patrono Melchor Fuentes existía un contrato de trabajo 
por tiempo indefinido, y que éste terminó por dimisión del 
trabajador; que, además, en dicho fallo consta que el actual 
recurrente alegó que su dimisión estaba justificada al ampa-
ro del artículo 86, inciso 2, del Código de Trabajo, por no 
pagarle el patrono el salario convenido, y que, en apoyo de 
su alegato, aportó al debate, entre otros documentos, la co-
pia certificada de un acta levantada en fecha primero de 
octubre de mil novecientos cincuenta y siete, por el Inspec-
tor de Trabajo, por no haber querido pagar al trabajador 
Enemencio Reyes el salario convenido de sesenta y cinco 
pesos mensuales; 

Considerando que el tribunal a quo revocó la sentencia 
de primera instancia y rechazó, consecuentemente, la de- 

manda del trabajador Enemencio Reyes, sobre el 'fundamen-

to  de que éste no había establecido la prueba de la justa 
causa de la dimisión por él invocada; que para llegar a esa 
conclusión dicho tribunal se, basó únicamente en la declara-
ción prestada por Carlos N. Nin, quien negó haber declara-
do  al Inspector de Trabajo Páblo Antonio Volquez que "él 
era quien entregaba el pago de RD$65.00 mensual al señor 
Enemencio Reyes, por orden de su patrono"; 

Considerando que al atenerse exclusivamente a la ne-
gativa del representante del patrono, para considerar la de-
manda del trabajador desprovista de pruébas, sin ponderar 
el mérito del acta levantada por el Inspector de Trabajo Pa-
blo Antonio Volquez, aportada por el actual recurrente como 
elemento de prueba para establecer la justa causa de su 
dimisión el tribunal a quo no ha justificado legalmente su de-
cisión, por lo cuan la sentencia impugnada debe ser anulada, 
sin que sea necesario examinar el segundo medio del re-
curso; 

Considerando que las costas podrán ser compensadas 
cuando la sentencia fuere casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Barahona, como Tribunal de Trabajo de segundo 
grado, en fecha duce de marzo de mil novecientos sesenta, 
cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, y 
envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Azua; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente,- Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 

Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE FEBRERO DE 1%1 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distri 
Judicial de Pedernales, de fecha 20 de octubre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Fidelio Acevedo Hiraldo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintidós del mes de febrero de 
mil novecientos sesenta y uno, años 117' de la Independen-
cia, 98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fidelio 
Acevedo Hiraldo, dominicano, mayor de edad, casado, do-
miciliado y residente en Pedernales, cédula 1132, serie 72, 
cuyo sello de renovación no consta en el expediente, contra 
sentencia pronunciada en atribuciones correccionales y en 
grado de apelación, por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Pedernales, en fecha veinte de octu-
bre de mil novecientos sesenta, y cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
ecretaría dél Juzgado a quo, en fecha veintisiete de octu-
re de mil novecientos sesenta, a requerimiento del recu-
rente, en la cual se invocan los medios que luego se in-
can; t 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 167, 173, 200 y 201 de la Ley 
3489, de 1953, sobre el Régimen de Aduanas, y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a qué ella se refiere, consta: a) que en fecha 
veintiséis de septiembre de mil novecientos sesenta, el Co-
lector de Aduanas de Cabo Rojo, sometió a la acción de la 
justicia a Fidelio Acevedo Hiraldo, Arístides Restituyo, Ra-
fael Villalona y Manuel Arturo Espinal por el hecho de "in-
troducir mercancías de procedencia extranjera sin pagar 
los impuestos legales"; b) que apoderado el Juzgado de Paz 
de Pedernales del conocimiento del caso, dictó en fecha 
veintinueve de septiembre de mil novecientos sesenta, una 
sentencia con el siguiente dispositivo: 'FALLA: PRIMERO: 
Que debe declarar y declara a Fidelio Acevedo Hiraldo, 
Arístides Restituyo, Rafael Villalona y Manuel Arturo Ta-
veras Espinal, de generales anotadas, culpables de intro-
ducir mercancías extranjeras clandestinamente al País, sin 
pagar los impuestos correspondientes. SEGUNDO: Que de-
be condenar como al efecto condena a Fidelio Acevedo Hi-
raldo a sufrir tres (3) meses de prisión correccional y al 
Pago del duplo del impuesto o sea a RD$148.26, igualmente 
condena a Arístides Restituyo, Rafael Villalona, y Manuel 
Arturo Taveras Espinal, al pago de RD$148.26 cada uno 
o sea el mismo duplo del impuesto dejado de pagar. TER-
CERO: se ordena por la misma sentencia la confiscación 
de los efectos que componen el contrabando que en el acta 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Pedernales, de fecha 20 de octubre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Fidelio Acevedo Hiraldo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en 'Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintidós del mes de febrero de 
mil novecientos sesenta y uno, años 117' de la Independen-
cia, 98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fidelio 
Acevedo Hiraldo, dominicano, mayor de edad, casado, do-
miciliado y residente en Pedernales, cédula 1132, serie 72, 
cuyo sello de renovación no consta en el expediente, contra 
sentencia pronunciada en atribuciones correccionales y en 
grado de apelación, por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Pedernales, en fecha veinte de octu-
bre de mil novecientos sesenta, y cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
le la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
ecretaría dél Juzgado a quo, en fecha veintisiete de octu-
re de mil novecientos sesenta, a requerimiento del recu-
rente, en la cual se invocan los medios que luego se in-
can; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 167, 173, 200 y 201 de la Ley 
3489, de 1953, sobre el Régimen de Aduanas, y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
veintiséis de septiembre de mil novecientos sesenta, el Co-
lector de Aduanas de Cabo Rojo, sometió a la acción de la 
justicia a Fidelio Acevedo Hiraldo, Arístides Restituyo, Ra-
fael Villalona y Manuel Arturo Espinal por el hecho de "in-
troducir mercancías de procedencia extranjera sin pagar 
los impuestos legales"; b) que apoderado el Juzgado de Paz 
de Pedernales del conocimiento del caso, dictó en fecha 
veintinueve de septiembre de mil novecientos sesenta, una 
sentencia con el siguiente dispositivo: 'FALLA: PRIMERO: 
Que debe declarar y declara a Fidelio Acevedo Hiraldo, 
Arístides Restituyo, Rafael Villalona y Manuel Arturo Ta-
veras Espinal, de generales anotadas, culpables de intro-
ducir mercancías extranjeras clandestinamente al País, sin 
pagar los impuestos correspondientes. SEGUNDO: Que de-
be condenar como al efecto condena a Fidelio Acevedo Hi-
raldo a sufrir tres (3) meses de prisión correccional y al 
Pago del duplo del impuesto o sea a RD$148.26, igualmente 
condena a Arístides Restituyo, Rafael Villalona, y Manuel 
Arturo Taveras Espinal, al pago de RD$148.26 cada uno 
o sea el mismo duplo del impuesto dejado de pagar. TER-
CERO: se ordena por la misma sentencia la confiscación 
de los efectos que componen el contrabando que en el acta 
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verbal del Colector de Aduana se detalla. Los condena a 
más al pago solidario de las costas"; 

Considerando que sobre apelación de los condenados, 
el tribunal a quo dictó la sentencia ahora impugnada cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe ma n

-tener y mantiene las multas de RD$10.00 (diez pesos oro) 
impuesta por este Tribunal a los nombrados Rafael Ricar-
do Vargas y Enrique Lantigua de la Rosa, por sentencia 
N" 162 de fecha 7 de octubre de 1960, en razón de no haber 
justificado los motivos que les impidieron comparecer a 
deponer como testigos en la audiencia de ese día, fijada 
para el conocimiento de la presente causa; SEGUNDO: Re-
chazar y rechaza el pedimento formulado .por el abogado de 
la defensa Dr. Eueiides'Marmolejos Vargas >  respecto al en-
causamiento de los nombrados Carlos B. Ortiz y Ramón Ro-
dríguez Almonte como autores del delito de contrabando, 
conjuntamente con el prevenido Fidelio Acevedo Hiraldo, 
por improcedente y mal fundado; TERCERO: Declarar y 
declara regulares y válidos_ los recursos de apelación inter-
puestos por los nombrados Fidelio Acevedo Hiraldo, Rafael 
Villalona y Manuel Arturo Taveras Espinal, de generales 
anotadas, contra sentencio. correccional N9  252, rendida 
por el Juzgado de Paz de este municipio, en fecha 29 de sep-
tiembre de 1960 cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRI-
MERO: Que debe declarar y declara a Fidelio Acevedo Hi-
raldo, Arístides R(ttituyo, Rafael Villalona y Manuel Ar-
turo Taveras Espinal, de generales anotadas, culpables de -
introducir mercancías extranjeras clandestinamente al país, 
sin pagar los impuestos correspondientes; SEGUNDO: Que 
debe condenar como al efecto condena a Fidelio Acevedo 
Hiraldo a sufrir tres (3) meses de prisión correccional y al 
pago del duplo del impuesto o sea a RD$148.26, igualmente 
condena a Arístides Restituyo, Rafael Villalona y Manuel 
Arturo Taveras Espinal, al pago de RD$148.26 cada uno, 
» sea al mismo duplo del impuesto dejado de pagar; TER-
CERO: Se ordena por la misma sentencia la confiscación 

los efectos que componen el contrabando que el acta del 
lector de Aduanas se detalla. Los condena adeMás al pa-
solidario de las costas'; por haber sido intentada en tiem-
hábil y en cumplimiento de las formalidades legales; 
ARTO: Modificar y modifica la sentencia recurrida, en 
sentido de condenar al prevenido Fidelio Acevedo Hiral-

do, a sufrir la pena de dos (2) meses de prisión correccional, 
y al pago de RD$148.26 (ciento cuarentiocho pesos con 
veintiséis centavos) de multa, equivalente al duplo del valor 
de los impuestos con que están gravados los artículos ocupa-
dos como productos del contrabando, y de descargar al nom-
brado Rafael Villalona, de toda responsabilidad penal, por no 
haber cometido el hecho que se le imputa; QUINTO: Confir-
mar y confirma la referida sentencia, en lo que respecta a la 
multa de RD$148.26 (ciento 'cuarentiocho pesos con 
veintiséis centavos), equivalente al duplo del valor de los 
Impuestos con que están gravados los artículos ocupados 
como productos del contrabando, impuesta al prevenido Ma-
nuel Arturo Taveras Espinal, y al comiso de los efectos 
ocupados copio cuerpo del delito; SEXTO: Condenar, y con-
dena, además, a los prevenidos Fidelio Acevedo Hiraldo y 
Manuel Arturo Taveras Espinal al pago de las costas de la 
presente alzada; SEPTIMO: Declarar y declara las costas 
de oficio en cuanto al nombrado Rafael Villalona". 

. Considerando que el recurrente sostiene en el acta de 
su recurso, lo siguiente: a) que en el presente caso "no se 
encausó a los señores Carlos B. Ortiz y Ramón Rodríguez 
Almonte, personas éstas comprometidas en el delito de con-
trabando" que se le imputa; y b) que no está conforme con 
"la prisión impuesta"; pero 

Considerando que el tribunal a quo mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmen-
te aportados en la instrucción de la causa, dió por esta-
blecido, lo siguiente: "que mientras el prevenido Fidelio 
Acevedo Hiraldo, prestaba servicios de turno en su con-
dición de Celador de Aduanas en el Puerto de Cabo Rojo,... 
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verbal del Colector de Aduana se detalla. Los condena ade.. 
más al pago solidario de las costas"; 

Considerando que sobre apelación .de los condenados, 
el tribunal a quo dictó la sentencia ahora impugnada cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe man-
tener y mantiene las multas de RD$10.00 (diez pesos oro) 
impuesta por este Tribunal a los nombrados Rafael Ricar-
do Vargas y Enrique Lantigua de la Rosa, por sentencia 
N'• 162 de fecha 7 de octubre de 1960, en razón de no haber 
justificado los motivos que les impidieron comparecer a 
deponer como testigos en la audiencia de ese día, fijada 
para el conocimiento de la presente causa; SEGUNDO: Re-
chazar y rechaza el pedimento formulado .por el abogado de 
la defensa Dr. Eucüdes•Marmolejos Vargas, respecto al en-
causamiento de los nombrados Carlos B. Ortiz y Ramón Ro-
dríguez Almonte como autores del delito de contrabando, 
conjuntamente con el prevenido Fidelio Acevedo Hiraldo, 
por improcedente y mal fundado; TERCERO: Declarar y 
declara regulares y válidos los recursos de apelación inter-
puestos por los nombrados Fidelio Acevedo Hiraldo, Rafael 
Villalona y Manuel Arturo Taveras Espinal, de generales 
anotadas, contra sentencia correccional N" 252, rendida 
por el Juzgado de Paz de este municipio, en fecha 29 de sep-
tiembre de 1960 cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRI-
MERO: Que debe declarar y declara a Fidelio Acevedo Hi-
raldo, Arístides Réstituyo, Rafael Villalona y Manuel Ar-
turo Taveras Espinal, de generales anotadas, culpables de 
introducir mercancías extranjeras clandestinamente al país, 
sin pagar los impuestos correspondientes; SEGUNDO: Que 
debe condenar como al efecto condena a Fidelio Acevedo 
Hiraldo a sufrir tres (3) meses de prisión correccional y al 
pago del duplo del impuesto o sea a RD$148.26, igualmente 
condena a Arístides Restituyo, Rafael Villalona y Manuel 
Arturo Taveras Espinal, al pago de RD$148.26 cada uno, 
'o sea al mismo duplo del impuesto dejado de pagar; TER-
CERO: Se ordena por la misma sentencia la confiscación 
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de los efectos que componen el contrabando que el acta del 
olector de Aduanas se detalla. Los condena además al pa-
() solidario de las costas'; por haber sido intentada en tiem-

po hábil y en cumplimiento de las formalidades legales; 
HARTO: Modificar y modifica la sentencia recurrida, en 
el sentido de condenar al prevenido Fidelio Acevedo Hiral-
do, a sufrir la pena de dos (2) meses de prisión correccional, 
y al pago de RD$148.26 (ciento cuarentiocho pesos con 
veintiséis centavos) de multa, equivalente al duplo del valor 
de los impuestos con que están gravados los artículos ocupa-

' dos como productos del contrabando, y de descargar al nom-
brado Rafael Villalona, de toda responsabilidad penal, por no 
haber cometido el hecho que se le imputa; QUINTO: Confir-
mar y confirma la referida sentencia, en lo que respecta a la 
multa de RD$148.26 (ciento Cuarentiocho pesos con 
veintiséis centavos), equivalente al duplo del valor de los 
mpuestos con que están gravados los artículos ocupados 

como productos del contrabándo, impuesta al prevenido Ma-
nuel Arturo Taveras Espinal, y al comiso de los efectos 
ocupados corno cuerpo del delito; SEXTO: Condenar, y con-
dena, además, a los prevenidos Fidelio Acevedo Hiraldo y 
Manuel Arturo Taveras Espinal al pago de las costas de la 
presente alzada; SEPTIMO: Declarar y declara las costas 
de oficio en cuanto al nombrado Rafael Villalona". 

Considerando que el recurrente sostiene en el acta de 
su recurso, lo siguiente: a) que en el presente caso "no se 
encausó a los señores Carlos B. Ortiz y Ramón Rodríguez 
Almonte, personas éstas comprometidas en el delito de con-
trabando" que se le imputa; y b) que no está conforme con 
"la prisión impuesta"; pero 

Considerando que el tribunal a quo mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmen-
te aportados en la instrucción de la causa, dió por esta-
blecido, lo siguiente: "que mientras el prevenido Fidelio 
Acevedo Hiraldo, prestaba servicios de turno en su con-
dición de Celador de Aduanas en el Puerto de Cabo Rojo,... 
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donde estaba surto el( buque de nacionalidad panameñ a 
 "Leader" tomando un cargamento de bauxista, introdujo 

al país clandestinamente tres pares de zapatos para caba. 
Iler fieros marca "Sundial", cuatro pares de medias pa ra 

 caballero marca "Fifferies" y ochentidós cajetillas de ciga-
rrillos de fabricación norteamericana, con el propósito de 
eludir el pago de los derechos e impuestos con que dichos 
artículos están gravados, ascendente al valor de RD$74,13, 
según liquidación efectuada en la Aduana de Cabo Rojo"; 

Considerando en cuanto al alegato relativo a que no 
se -encausó a Carlos B. Ortiz y Ramón Rodríguez Almonte, 
como personas "comprometidas en el delito de contraban-
do"; que el recurrente carece de interés en presentar este 
medio de casación, en razón de que es al ministerio público 
a quien corresponde ejercer la acción pública; que, además, 
según consta en el fallo impugnado, el inculpado recurren-
te cometió hechos que comprometen su responsabilidad pe-
nal independientemente de la participación que pudiera te-
ner otras personas en la comisión del delito que se le im-
puta; 

Considerando en cuanto al alegato relativo a la pena de 
"prisión impuesta", que como el delito de contrabando se 
castiga entre otras penas, con prisión de un mes a un año, 
el juez a quo al condenar a dos meses de prisión al preveni-
do, hizo un correcto uso del poder soberano que le permite 
aplicar la sanción correspondiente dentro del mínimo y el 
máximo fijados por la ley; 

Considerando que los hechos comprobados y admitidos 
por el tribunal a quo constituyen el delito de contrabando 
previsto por el artículo 167 de la Ley 3489, de 
1953, y sancionado por el artículo 200 de la misma ley, 
con prisión de un mes a un año, comiso de las mercancías 
objeto del contrabando y multa igual al duplo de los de-
rechos dejados de pagar; que, por consiguiente, los hechos 
de la prevención han sido correctamente calificados; que, 
por otra parte, al declarar al prevenido culpable del referi- 
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do delito y condenarlo, consecuentemente, a las penas de 
dos meses de prisión correccional, comiso de las mercancías 
objeto del contrabando y multa de ciento cuarenta y ocho 

pesos oro con veintiséis centavos, equivalente al duplo de 
los derechos dejados de pagar, el tribunal a quo ha hecho 
una correcta aplicación de la ley; • 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justi-
fique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Fidelio Acevedo Hiraldo, contra sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales y en grado 
de apelación, por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Pedernales, en fecha veinte de octubre de 
mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otra 
parte del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente. —• Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. 'Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— ( Fdo. ) Ernesto Curiel hijo. 
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donde estaba surto el( buque de nacionalidad panameñ a 
 "Leader" tomando un cargamento de bauxista, introdujo 

al país clandestinamente tres pares de zapatos para caba-
ller lleros marca "Sundial", cuatro pares de medias pa ra 

 caballero marca "Fifferies" y ochentidós cajetillas de ciga_ 
rrillos de fabricación norteamericana, con el propósito de 
eludir el pago de los derechos e impuestos con que dichos 
artículos están gravados, ascendente al valor de RD$74,13, 
según liquidación efectuada en la Aduana de Cabo Rojo"; 

'Considerando en cuanto al alegato relativo a que no 
se encausó a Carlos B. Ortiz y Ramón Rodríguez Almonte, 
como personas "comprometidas en el delito de contraban-
do"; que el recurrente carece de interés en presentar este 
medio de casación, en razón de que es al ministerio público 
a quien corresponde ejercer la acción pública; que, además, 
según consta en el fallo impugnado, el inculpado recurren-
te cometió hechos que comprometen su responsabilidad pe-
nal independientemente de la participación que pudiera te-
ner otras personas en la comisión del delito que se le im-
puta; 

Considerando en cuanto al alegato relativo a la pena de 
"prisión impuesta", que como el delito de contrabando se 
castiga entre otras penas, con prisión de un mes a un año, 
el juez a quo al condenar a dos meses de prisión al preveni-
do, hizo un correcto uso del poder soberano que lp permite 
aplicar la sanción correspondiente dentro del mínimo y el 
máximo fijados por la ley; 

Considerando que los hechos comprobados y admitidos 
por el tribunal a quo constituyen el delito de contrabando 
previsto por el artículo 167 de la Ley N" 3489, de 
1953, y sancionado por el artículo 200 de la misma ley, 
con prisión de un mes a un año, comiso de las mercancías 
objeto del contrabando y multa igual al duplo de los de-
rechos dejados de pagar; que, por consiguiente, los hechos 
de la prevención han sido correctamente calificados; que, 
por otra parte, al declarar al prevenido culpable del referi- 

do delito y condenarlo, consecuentemente, a las penas de 
dos meses de prisión correccional, comiso de las mercancías 
objeto del contrabando y multa de ciento cuarenta y ocho 
pesos oro con veintiséis centavos, equivalente al duplo de 
los derechos dejados de pagar, el tribunal a quo ha hecho 
una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justi-
fique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Fidelio Acevedo Hiraldo, contra sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales y en grado 
de apelación, por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Pedernales, en fecha veinte de octubre de 
mil novecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otra 
parte del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.—. Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE FEBRERO DE 196I 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Isla 
rís de fecha 13 de septiembre de 1960. • 

Materia: Penal. 

Recurrente: César Gerónimo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc. 
tor Manuel D. Bergés 'Chupani, licenciados ,Olegario Helena 
Guzmán y Alfredo Conde Pausas, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintidós de febrero 
de mil novecientos sesenta y uno, años 117' de la Indepen-
dencia, 98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo ? 

 dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobré el recurso de casación interpuesto por César Ge-
rónimo, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domi-
ciliado y residente en El Seibo, cédula 9280, serie 27, sello 
50607, contra sentencia pronunciada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, en fecha trece de septiembre de mil novecientos se: 
senta y notificádale al recurrente el día veintiuno de sep-
tiembre de mil novecientos sesenta, sentencia cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del 'Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintisiete de sep-
tiembre de mil novecientos sesenta, a requerimiento del Lic. 
Laureano Canto, cédula 7677, serie 23, sello 25358, abogado 
del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

Visto el escrito de conclusiones suscrito por el Dr. José 
Dolores Galván Alvarez, cédula 33007, serie 1% sello 80182, 
abogado de Juan Espino, coprevenido descargado del he-
cho que se le imputa al recurrente, escrito depositado en 
Secretaría en fecha trece de enero de mil novecientos se-
senta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell: 
berado y vistos los artículos 3 de la Ley 2022 de 1949, mo-
dificado por la ley 3749 del 1954, y 1.y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: que 
en 'fecha veintisiete de abril de mil novecientos sesenta, el 
Juzgado de -  Primera Instancia del Distrito Judicial de El 
Seibo, regularmente apoderado por el ministerio público, 
dictó en atribuciones correccionales, una sentencia con el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar como al efecto declara buena y válida la constitución 
en parte civil en cuanto a la forma, hecha por el señor Thel= 
mis Henríquez de León, en contra de los nombrados Juan 
Espino, César Gerónimo y la Compañía de Seguros "San 
Rafael C. por A.", por conducto dé su abogado constituido 
el Doctor Luis Osiris Duquela Morales, en su condición de 
personas civilmente responsables los dos primeros y la Com-
pañía Aseguradora la última en el momento de ocurrir el 
accidente; SEGUNDO: Que debe declarar como al efecto 
declara a los nombrados Juan Espino y César Gerónimo, 
culpables de violación al artículo 3, apartado b) y e) de la 
Ley N9  2022; TERCERO: Que debe condenar, como al efec-
to condena a los nombrados Juan Espino y César Gerónimo, 
el primero a sufrir 'tres meses de prisión correccional y al 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de t 0 . 
rís de fecha 13 de septiembre de 1960. • 

Materia: Penal. 

Recurrente: César Gerónimo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc. 
tor Manuel D. Bergés Chupani, licenciados ,Olegario Helena 
Guzmán y Alfredo- Conde Pausas, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintidós de febrero 
de mil novecientos sesenta y uno, años 117' de la Indepen-
dencia, 98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo ; 

 dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre' el recurso de casación interpuesto por César Ge-
rónimo, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domi-
ciliado y residente en El Seibo, cédula 9280, serie 27, sello 
50607, contra sentencia pronunciada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, en fecha trece de septiembre de mil novecientos se-
senta y notificádale al recurrente 'el día veintiuno de sep- . 
tiembre de mil novecientos sesenta, sentencia cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lecturá del rol ., 
Oído el dictamen del 'Magistrado ProCurádor General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintisiete de sep-
tiembre de mil novecientos sesenta, a requerimiento del Lic. 
Laureano Canto, cédula 7677, serie 23, sello 25358, abogado 
del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

Visto el escrito de conclusiones suscrito por el Dr. José 
Dolores Galván Alvarez, cédula 33007, serie 1 1, sello 80182, 
abogado de Juan Espino, coprevenido descargado del he-
cho que se le imputa al recurrente, escrito depositadó en 
Secretaría en fecha trece de enero de mil novecientos se-
senta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell: 
berado y vistos los artículos 3 .de 'la Ley 2022 de 1949, mo 
dificado por la ley 3749 del 1954, y 1-y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: que 
en fecha veintisiete de abril de mil novecientos sesenta, el 
Juzgado de -  Primera Instancia: del Distrito Judicial de El 
Seibo, regularmente apoderado por el ministerio público, 
dictó en atribuciones correccionales, una sentencia con el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar como al efecto declara buena y válida la constitución 
en parte civil en cuanto a la forma, hecha por el señor ThelL 
mis Henríquez de León, en contra de los nombrados Juan 
Espino, César Gerónimo y la Compañía de Seguros "San 
Rafael C. por A.", por conducto dé su abogado constituido 
el Doctor Luis Osiris Duquela Morales, en su condición de 
personas civilmente responsables los dos primeros y la Com-

. pañía Aseguradora la última en el momento de ocurrir el 
accidente; SEGUNDO.: Que debe declarar como al efecto 
declara a los nombrados Juan Espino y César Gerónimo, 
culpables de violación al artículo 3, apartado b) y c) de lá 
Ley NQ 2022; TERCERO: Que debe condenar, como al efec-
to condena a los nombrados Juan Espino y César Gerónimo; 
el primero a sufrir 'tres meses de prisión correccional y al 
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pago de RD$50.00 de multa y el segundo a sufrir un mes 
 de prisión correccional y al pago de RD$25.00 de múlta, las 

multas compensables con prisión en caso de insolvencia a 
razón de un día por cada peso dejado, de pagar; CUARTO: 
Que debe acoger, como al efecto acoge, en parte las con-
clusiones de la parte civil constituída, y en consecuencia con-
dena a Juan Espino, César Gerónimo y la Compañía de Se-
guros "San Rafael, C. por A.", a pagar a Thelmis Henríquez 
de León, una indemnización de RD$1,000.00, por los daños 
morales y materiales sufridos en dicho accidente; QUINTO: 
Que debe ordenar, como al efecto ordena la cancelación de 
las licencias para manejar vehículos de motor expedidas a 
favor de los nombrados Juan Espino y César Gerónimo, el 
primero por el término de seis meses y al segundo por el 
término de cuatro meses, ambas a partir de la extinción de 
las penas impuestas a los mismos; SEXTO: Que debe conde-
nar, como al efecto condena a los nombrados Juan Espino, 
César Gerónimo y la Compañía de Seguros "San Rafael, C. 
por A.", al pago de las costas penales y civiles, con distrac-
ción de estas últimas en provecho del Dr. Luis Osiris Duque-
la Morales, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; 

Considerando que sobre los recurso de apelación inter-
puestos por César Gerónimo y Juan Espino, la Corte a qua 
pronunció la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo 
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma, 
los recursos de apelación; SEGUNDO: Confirma la senten-
cia recurrida, dictada en materia correccional, por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de El Seibo, 
en fecha 27 de abril del año 1960, que condenó a César Ge-
rónimo a un mes de prisión correccional y al pago de una 
multa de RD$25.00 como culpable de violación al artículo 3, 
apartado B de la Ley N" 2022, disponiendo que la multa sea 
compensable con prisión en caso de insolvencia, a razón de 
un día por cada peso dejado de pagar; la cancelación de la 
licencia para manejar vehículos de motor por el término de 
cuatro meses, a partir de la extinción de la pena impuesta a 
dicho prevenido, condenándolo, además, al pago de las cos- 
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tas; TERCERO: Condena a dicho procesado al pago de las 

costas penales de esta alzada; CUARTO: Revoca la antes 
indicada sentencia en cuanto condenó a Juan Espino a tres 
meses de prisión correccional y al pago de una multa de 
R,D$50.00, compensable a razón de un día por cada peso 
dejado de pagar, en caso de insolvencia, ordenó la cancela-
ción de la licencia para manejar vehículos de motor, por el 
término de seis meses a partir de la extinción de la pena 
que le fué impuesta, condenándolo al pago de las costas, y 
actuando por contrario imperio lo descarga del delito por 
el que fué condenado, por insuficiencia de pruebas; QUIN-
TO: Declara las costas de oficio de ambas instancias; SEX-
TO: Modifica la referida sentencia en lo que respecta a la 
indemnización de un mil pesos oro (RD$1,000.00) a que fue-
ron condenados Juan Espino, César Gerónimo y la Compa-
ñía de Seguros "San Rafael, C. por A.", en provecho de 
Thelmis Henríquez de León, a título de daños y perjuicios 
morales y materiales causados por el accidente, en el sen-
tido de condenar a César Gerónimo al pago de una indem-
nización cuya cuantía se fija en seiscientos pesos oro RD 
$600.00) en provecho del referido señor Thelmis Henríquez 
de León, parte civil constituida, hasta la concurrencia de la 
póliza intervenida con la Compañía Aseguradora; SEPTI-
MO: Revoca la expresada sentencia en su aspecto civil, en 
lo que se refiere a los ordinales, primero, cuarto y sexto de 
la misma: a) por haber declarado buena y válida la cons-
titución en parte civil hecha por Thelmis Henríquez de León, 
en contra de Juan Espino y de la Compañía de Seguros "San 
Rafael, C. por A."; b) al acoger en parte las conclusiones 
de la parte civil, condenando en provecho de ésta, a Juan 
Espino y a la Compañía de Seguros "San Rafael, C. por A.", 
al pago de una indemnización de RD$1,000.00 a título de 
daños morales y materiales; y c) por haber condenado a 
Juan Espino y a la Compañía de Seguros "San Rafael, C. por 
A.", al pago de las costas con distracción para el Dr. Luis 
OsiriA Duquela Morales que afirmó haberlas avanzado en 
su totalidad, por no ser dicha Compañía de Seguros "San 
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pago de RD$50.00 de multa y el segundo a sufrir un mes 
de prisión correccional y al pago de RD$25.00 de múlta, las 
multas compensables con prisión en caso de insolvencia a 
razón de un día por cada peso dejado, de pagar; CUARTO: 
Que debe acoger, como al efecto acoge, en parte las con-
clusiones de la parte civil constituida, y en consecuencia con-
dena a Juan Espino, César Gerónimo y la Compañía de Se.. 
guros "San Rafael, C. por A.", a pagar a Thelmis Henríquez 
de León, una indemnización de RD$1,000.00, por los daños 
morales y materiales sufridos en dicho accidente; QUINTO: 
Que debe ordenar, como al efecto ordena la cancelación de 
las licencias para manejar vehículos de motor expedidas a 
favor de los nombrados Juan Espino y César Gerónimo, el 
primero por el término de seis meses y al segundo por el 
término de cuatro meses, ambas a partir de la extinción de 
las penas impuestas a los mismos; SEXTO: Que debe conde-
nar, como al efecto condena a los nombrados Juan Espino, 
César Gerónimo y la Compañía de Seguros "San Rafael, C. 
por A.", al pago de las costas penales y civiles, con distrac-
ción de estas últimas en provecho del Dr. Luis Osiris Duque-
la Morales, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; 

Considerando que sobre los recurso de apelación inter-
puestos por César Gerónimo y Juan Espino, la Corte a qua 
pronunció la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo 
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma, 
los recursos de apelación; SEGUNDO: Confirma la senten-
cia recurrida, dictada en materia correccional, por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de El Seibo, 
en fecha 27 de abril del año 1960, que condenó a César Ge-
rónimo a un mes de prisión correccional y al pago de una 
multa de RD$25.00 como culpable de violación al artículo 3, 
apartado B de la Ley N" 2022, disponiendo que la multa sea 
compensable con prisión en caso de insolvencia, a razón de 
un día por cada peso dejado de pagar; la cancelación de la 
licencia para manejar vehículos de motor por el término de 
cuatro meses, a partir de la extinción de la pena impuesta a 
dicho prevenido, condenándolo, además, al pago de las cos- 
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tas; TERCERO: Condena a dicho procesado al pago de las 
costas penales de esta alzada; CUARTO: Revoca la antes 
indicada sentencia en cuanto condenó a Juan Espino a tres 
meses de prisión correccional y al pago de una multa de 
RD$50.00, compensable a razón de un día por cada peso 
dejado de pagar, en caso de insolvencia, ordenó la cancela-

ción de la licencia para manejar vehículos de motor, por el 
término de seis meses a partir de la extinción de la pena 
que le fué impuesta, condenándolo al pago de las costas, y 
actuando por contrario imperio lo descarga del delito por 
el que fué condenado, por insuficiencia de pruebas; QUIN-
TO: Declara las costas de oficio de ambas instancias; SEX-
TO: Modifica la referida sentencia en lo que respecta a la 
indemnización de un mil pesos oro (RD$1,000.00) a que fue-
ron condenados Juan Espino, César Gerónimo y la Compa-
ñía de Seguros "San Rafael, C. por A.", en provecho de 
Thelmis Henríquez de León, a título de daños y perjuicios 
morales y materiales causados por el accidente, en el sen-
tido de condenar a César Gerónimo al pago de una indem-
nización cuya cuantía se fija en seiscientos pesos oro RD 
$600.00) en provecho del referido señor Thelmis Henríquez 
de León, parte civil constituida, hasta la concurrencia de la 
póliza intervenida con la Compañía Aseguradora; SEPTI-
MO: Revoca la expresada sentencia en su aspecto civil, en 
lo que se refiere a los ordinales, primero, cuarto y sexto de 
la misma: a) por haber declarado buena y válida la cons-
titución en parte civil hecha por Thelmis Henríquez de León, 
en contra de Juan Espino y de la Compañía de Seguros "San 
Rafael, C. por A."; b) al acoger en parte las conclusiones 
de la parte civil, condenando en provecho de ésta, a Juan 
Espino y a la Compañía de Seguros "San Rafael, C. por A.", 
al pago de una indemnización de RD$1,000.00 a título de 
daños morales y materiales; y e) por haber condenado a 
Juan Espino y a la Compañía de Seguros "San Rafael, C. por 
A.", al pago de las costas con distracción para el Dr. Luis 
Osiris Duquela Morales que afirmó haberlas avanzado en 
su totalidad, por no ser dicha Compañía de Seguros "San 
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Rafael, C. por A.", persona civilmente responsable, ni enti-
dad aseguradora de Juan Espino, ni tampoco ser este últi-
mo autor del delito puesto a su cargo; OCTAVO: Condena a 
César Gerónimo al pago de las costas civiles causadas en 
esta alzada, con distracción para el Dr. Luis Osiris Duquela 
Morales, abogado que afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte; NOVENO: Condena a Thelmis Henríquez de 
León, en su expresada calidad, al pago de las costas causa-
das en ambas instancias, en provecho de la Compañía de 
Seguros "San Rafael, C. por A."; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente aportados en la instrucción de la cau-
sa, lo siguiente: a) «que siendo aproximadamente las 7:30 de 
la noche del veintiocho de febrero del año mil novecientos 
sesenta, en el kilómetro nueve de la carretera Háto Mayor-
San Pedro de Macorís, se produjo un choque entre los ve-
hículos 18701 y 19303 conducidos por César Gerónimo y 
Juan Espino, respectivamente; b) que a consecuencia de 
ese accidente resultaron con golpes y heridas, además de los 
choferes, las siguientes personas que viajaban como pasa-
jeros en los vehículos: Eurípides Antonio Martínez, Gladys 
Zorrilla de Gerónimo, Adaina Kelly, Thelmis Henríquez de 
León, José A. Fermín Ovalle, y César Francisco Gerónimo; 
c) que las heridas sufridas por este último curaron después 
de veinte días; d) que el vehículo .manejado por Juan Espi-
no se dirigía de Sabana de la Mar a Ciudad Trujillo, y en el 
momento en que ocurrió el choque se encontraba detenido 
a su derecha con la luz baja; e) que el choque se produjo 
porque el inculpado César Gerónimo que se dirigía de Ciu-
dad Trujillo a Hato Mayor, no redujo la velocidad al aproxi-
marse al otro vehículo, y cuando se encontró con éste frenó 
"violentamente", "sin tomar en consideración la humedad 
del pavimento", maniobra que hizo dar a su automóvil un 
súbito "viraje" a la izquierda, yéndose a estrellar contra 
el vehículo de Juan Espino; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-

tidos por la Corte a qua constituyen el delito de golpes y 
heridas por imprudencia causadas con el manejo de un ve-
hículo de motor, previsto y sancionado por el artículo 3 de 
la Ley 2022 del 1949, modificada por la Ley 3749 de 1954, con 
las penas de seis meses a 'dos años y multa de cien a quinientos 
pesos y cancelación de la licencia por seis meses a partir 
de la extinción de la pena impuesta; que, por consiguiente, 
los hechos de la prevención han sido correctamente califica-
dos; que, por otra parte, al declarar al prevenido culpable 
del referido delito y al confirmar, sobre el único recurso de 
apelación del prevenido, las penas de tres meses de prisión 
y RD$50.00 pesos de multa que le había impuesto el tribu-
nal de primera instancia, la Corte a qua hizo una correcta 
aplicación de los textos legales antes mencionados y de los 
principios que rigen el efecto devolutivo del recurso de ape- 
lación del prevenido; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, que 

la Corte a qua dió pór establecido que como consecuencia 
del delito, la parte civil constituida sufrió daños y perjuicios 
morales y materiales cuyo monto apreció soberanamente 
en la suma de RD$600.00; que, por tanto, al condenar a di-
cho prevenido al pago de esa suma a título de indemniza-
ción a favor de la parte civil constituida, en la sentencia 
impugnada se hizo una correcta aplicación del artículo 1382 
del Código Civil; 

Considerando en cuanto al escrito de conclusiones de 
Juan Espino, que como él no es parte en la presente instan- 
cia, ni ha sido puesto en causa, dicho escrito no puede ser 

• tomado en consideración; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos 

la sentencia impugnada, no contiene vicio alguno que justi- 
fique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 
, sación interpuesto por César Gerónimo contra sentencia de 

fecha trece de septiembre de mil novecientos sesenta, dicta-
da en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación 
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Rafael, C. por A.", persona civilmente responsable, ni enti-
dad aseguradora de Juan Espino, ni tampoco ser este últi-
mo autor del delito puesto a su cargo; OCTAVO: Condena a 
César Gerónimo al pago de las costas civiles causadas en 
esta alzada, con distracción para el Dr. Luis Osiris Duqu e 

 Morales, abogado que afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte; NOVENO: Condena a Thelmis Henríquez de 
León, en su expresada calidad, al pago de las costas causa-
das en ambas instancias, en provecho de la Compañía de 
Seguros "San Rafael, C. por A."; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente aportados en la instrucción de la cau-
sa, lo siguiente: a) «que siendo aproximadamente las 7:30 de 
la noche del veintiocho de febrero del año mil novecientos 
sesenta, en el kilómetro nueve de la carretera Háto Mayor-
San Pedro de Macorís, se produjo un choque entre los ve-
hículos 18701 y 19303 conducidos por César Gerónimo y 
Juan Espino, respectivamente; b) qu' e a consecuencia de 
ese accidente resultaron con golpes y heridas, además de los 
choferes, las siguientes personas que viajaban como pasa-
jeros en los vehículos: Eurípides Antonio Martínez, Gladys 
Zorrilla de Gerónimo, Adaina Kelly, Thelmis Henríquez de 
León, José A. Fermín Ovalle, y César Francisco Gerónimo; 
c) que las heridas sufridas por este último curaron después 
de veinte días; d) que el vehículo manejado por Juan Espi-
no se dirigía de Sabana de la Mar a Ciudad Trujillo, y en el 
momento en que ocurrió el choque se encontraba detenido 
a su derecha con la luz baja; e) que el choque se produjo 
porque el inculpado César Gerónimo que se dirigía de Ciu-
dad Trujillo a Hato Mayor, no redujo la velocidad al aproxi-
marse al otro vehículo, y cuando se encontró con éste frenó 
"violentamente", "sin tomar en consideración la humedad 
del pavimento", maniobra que hizo dar a su automóvil un 
súbito "viraje" a la izquierda, yéndose a estrellar contra 
el vehículo de Juan Espino; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-

tidos por la Corte a qua constituyen el delito de golpes y 
heridas por imprudencia causadas con el manejo de un ve-
hículo de motor, previsto y sancionado por el artículo 3 de 
la Ley 2022 del 1949, modificada por la Ley 3749 de 1954, con 
las penas de seis meses a Uos años y multa de cien a quinientos 
pesos y cancelación de la licencia por seis meses a partir 
de la extinción de la pena impuesta; que, por consiguiente, 
los hechos de la prevención han sido correctamente califica-

dos; 

 

 que, por otra parte, al declarar al prevenido culpable 
del referido delito y al confirmar, sobre el único recurso de 
apelación del prevenido, las penas de tres meses de prisión 
y RD$50.00 pesos de multa que le había impuesto el tribu-
nal de primera instancia, la Corte a qua hizo una correcta 
aplicación de los textos legales antes mencionados y de los 
principios que rigen el efecto devolutivo del recurso de ape-
lación del prevenido; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, que 

la Corte a qua dió pór establecido que como consecuencia 
del delito, la parte civil constituida sufrió daños y perjuicios 
morales y materiales cuyo monto apreció soberanamente 
en la suma de RD$600.00; que, por tanto, al condenar a di-

' cho prevenido al pago de esa suma a título de indemniza-
ción a favor de la parte civil constituida, en la sentencia 
impugnada se hizo una correcta aplicación del artículo 1382 
del Código Civil; 

Considerando en cuanto al escrito de conclusiones de 
Juan Espino, que como él no es parte en la presente instan-
cia, ni ha sido puesto en causa, dicho escrito no puede ser 

• tomado en consideración; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos 

la sentencia impugnada, no contiene vicio alguno que justi-
fique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por César Gerónimo contra sentencia de 
fecha trece de septiembre de mil novecientos sesenta, dicta-
da en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación 
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de San Pedro de Macorís, cuyo dispositivo se copia en otra 
parte del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D.  
Bergés Chupani.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Con-
de Pausas.-- Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 
diencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE FEBRERO DE 1961 

Intervinlente: María Fernández Viuda Rubio. 
Abogado: Lic. Ramón de Windt Lavandier. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel Á. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y 
Alfredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintidós de febrero de mil no-
vecientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia .pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel 
A. Saviñón M., dominicano, mayor de edad, propietario, do-
miliciado y residente en la ciudad de La Romana, cédula 
955, serie 26, sello 2254, contra la sentencia dictada en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, en fecha diecisiete de agosto de mil no-
vecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

uff.sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís de fecha 17 cje agosto de 1960. 

lowit Materia: Penal. 

Recurrente: Miguel A. Saviñón M. 
Abogado: Dr. Rafael Richiez Saviñón. 1 
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de San Pedro de Macorís, cuyo dispositivo se copia en 
otra parte del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente si

f pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Con-
de Pausas.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 22 DE FEBRERO DE 1961 

,e/itencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-

rís de fecha 17 4e agosto de 1960. 

I tcria: Penal. 

Recurrente: Miguel A. Saviñón M. 
Abogado: Dr. Rafael Richiez Saviñón. 

laten-intente: María Fernández Viuda Rubio. 
Abogado: Lic. Ramón de Windt Lavandier. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-

'nuel Á. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y 
Alfredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintidós de febrero de mil no-
vecientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel 
A. Saviñón M., dominicano, mayor de edad, propietario, do-
miliciado y residente en la ciudad de La Romana, cédula 
955, serie 26, sello 2254, contra la sentencia dictada en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, en fecha diecisiete de agosto de mil no-
vecientos sesenta, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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- 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Rafael Richiez Saviñón, cédula 1290, serie 

14, sello N" 73790, abogado del recurrente, en la lectura de' 
sus conclusiones; 

Oído el Lic. Ramón de Windt Lavandier, cédula 1659, 
serie 23, sello 11875, abogado de la parte interviniente, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, eh fecha primero de septiem-
bre de mil novecientos sesenta, a requerimiento del Dr. Ra-
fael Richiez Saviñón, en nombre y representación del recu-
rrente, en la cual se expresa que "los medios de casación en 
que se fundamenta el presente recurso, serán presentados 
a su oportunidad a la consideración de la Suprema Corte 
de Justicia"; 

Visto el memorial de casación de fecha diez de septiem-
bre de mil novecientos sesenta, suscrito por el abogado del 
recurrente, en el cual se invocan los medios que más ade-
lante se enuncian; 

Visto el escrito de intervención de fecha doce de di-
ciembre de mil novecientos sesenta, suscrito por el abogado 
de la interviniente María Fernández Viuda Rubio, espa-
ñola, mayor de edad, propietaria, domiciliada y residente 
en la ciudad de La Romana, cédula 1252, serie 26, sello 
1250, puesta en causa como persona civilmente responsable; 

Vistos los escritos de ampliación del recurrente y de la 
parte interviniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedimien- 
to Civil; 1382, 1383 y 1384 del -  Código Civil; y 1 y 65 de 
la. Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
dieciocho de marzo de mil novecientos cincuentinueve, Luis  

1 Saviñón compareció por ante el Oficial del Día del Cuar-
tel General de la 7ma. Compañía, P. N., en La Romana, y 
le expuso lo que sigue: "Que hace más o menos un mes, en 
una propiedad de la señora María Fernández Viuda Rubio, 
radicada en la sección Caleta, se dió candela mientras unos 
individuos realizaban trabajos de chapeo en la misma, au-
torizados por la Viuda Rubio, dando lugar a que el fuego se 
(extendiera) el sábado 7 de los corrientes, en horas del me-
diodía, hasta una propiedad de mi padre Miguel A. Savi- 

, que colinda con la de la Viuda Rubio, quemándose 
unas dos mil tareas de yerbas de guinea, y se malograron 
22 cabezas de ganado vacuno, cuyas pérdidas materiales 
ascendieron a RD$1,000.000, aproximadamente"; b) que 
dicha denuncia fué referida al Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de La Altagracia, quien después de realizar 
las primeras diligencias del caso, dictó en fecha dos de abril 
del año mil novecientos sesenta un auto con la siguiente 
parte dispositiva: "Resolvemos: Poner en movimiento la 
acción pública contra los nombrados Víctor Pilier (a) 
Elpidio Encarnación, Confesor Castillo, Leonte de los San-
tos (Nicio) y Emilio Pérez, los tres primeros como presun-
tos autores de incendio involuntario en violación de la Ley 
N9  4544, de fecha 18 de septiembre de 1956, y el último, 
Emilio Pérez, como presunto cómplice en el mismo hecho, 
en perjuicio de Miguel Angel Saviñón e hijos y del Licdo. 
S. Gil Morales, para que sean juzgados por el Tribunal de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia 
en sus atribuciones penales correspondientes; c) que así 
apoderado del hecho el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Altagracia, lo decidió por su senten-
cia de fecha tres de mayo de mil novecientos sesenta, la cual 
contiene el dispositivo que sigue: "FALLA: PRIMERO: Va-
ría, la calificación de Incendio Involuntario (Ley I\T" 4544) ; 
por la de Incendio previsto y sancionado por el artículo 458 
del Código Penal; SEGUNDO: y en consecuencia al decla-
rarse al nombrado Dionisio de los Santos o Leonte de los 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Rafael Richiez Saviñón, cédula 1290, seri e  

1..›, sello N" 73790, abogado del recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Lic. Ramón de Windt Lavandier, cédula 1659, 
serie 23, sello 11875, abogado de la parte interviniente, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, eh fecha primero de septiem-
bre de mil novecientos sesenta, a requerimiento del Dr. Ra-
fael Richiez Saviñón, en nombre y representación del recu-
rrente, en la cual se expresa que "los medios de casación en 
que se fundamenta el presente recurso, serán presentados „ 
a su oportunidad a la consideración de la Suprema Corte 
de Justicia"; 

Visto el memorial de casación de fecha diez de septiem-
bre de mil novecientos sesenta, suscrito por el abogado del 
recurrente, en el cual se invocan los medios que más ade-
lante se enuncian; 

Visto el escrito de intervención de fecha doce de di-
ciembre de mil novecientos sesenta, suscrito por el abogado 
de la interviniente María Fernández Viuda Rubio, espa-
ñola, mayor de edad, propietaria, domiciliada y residente 
en la ciudad de La Romana, cédula 1252, serie 26, sello 
1250, puesta en causa como persona civilmente responsable; 

Vistos los escritos de ampliación del recurrente y de la 
parte interviniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedimien- 
to Civil; 1382, 1383 y 1384 del -  Código Civil; y 1 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
dieciocho de marzo de mil novecientas cincuentinueve, Luis  

1. Saviñón compareció por ante el Oficial del Día del Cuar-
tel General de la 7ma. Compañía, P. N., en La Romana, y 
le expuso lo que sigue: "Que hace más o menos un mes, en 
una propiedad de la señora María Fernández Viuda Rubio, 
radicada en la sección Caleta, se dió candela mientras unos 
individuos realizaban trabajos de chapeo en la misma, au-
torizados por la Viuda Rubio, dando lugar a que el fuego se 
(extendiera) el sábado 7 de los corrientes, en horas del me-
diodía, hasta una propiedad de mi padre Miguel A. Savi- 

, que colinda con la de la Viuda Rubio, quemándose 
unas dos mil tareas de yerbas de guinea, y se malograron 
22 cabezas de ganado vacuno, cuyas pérdidas materiales 
ascendieron a RD$1,000.000, aproximadamente"; b) que 
dicha denuncia fué referida al Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de La Altagracia, quien después de realizar 
las primeras diligencias del caso, dictó en fecha dos de abril 
del año mil novecientos sesenta un auto con la siguiente 
parte dispositiva: "Resolvemos: Poner en movimiento la 
acción pública contra los nombrados Víctor Pilier (a) 
Elpidio Encarnación, Confesor Castillo, Leonte de los San-
tos (Nicio) y Emilio Pérez, los tres primeros como presun-
tos autores de incendio involuntario en violación de la Ley 
NI. 4544, de fecha 18 de septiembre de 1956, y el último, 
Emilio Pérez, como presunto cómplice en el mismo hecho, 
en perjuicio de Miguel Angel. Saviñón e hijos y del Licdo. 
S. Gil Morales, para que sean juzgados por el Tribunal de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia 
en sus atribuciones penales correspondientes; c) que así 
apoderado del hecho el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Altagracia, lo decidió por su senten-
cia de fecha tres de mayo de mil novecientos sesenta, la cual 
contiene el dispositivo que sigue: "FALLA: PRIMERO: Va-
ría, la calificación de Incendio Involuntario (Ley N° 4544); 
por la de Incendio previsto y sancionado por el artículo 458 
del Código Penal; SEGUNDO: y en consecuencia al decla-
rarse al nombrado Dionisio de los Santos o Leonte de los 



 

332 	 BOLETÍN JUDICIAL 

    

BOLETÍN JUDICIAL 	 333 

            

            

Santos, de generales anotadas, convicto y confeso del in_ 
cendio del día siete (7) del mes de marzo del año 1959, ocu-
rrido en la propiedad de la señora María Fernández Viuda 
Rubio, se le condena a pagar una multa de cien pesos oro 
(RD$100.00), por violar las disposiciones del artículo 458 
del Código Penal; TERCERO: Descarga, a los nombrados 
Víctor Pilier o Elpidio Encarnación y Confesor Castillo, de 
generales anotadas, del hecho que se les imputa, por no 
haberlo cometido y en consecuencia se descarga también a 
Emilio Pérez, del hecho de complicidad por no haberlo co-
metido; CUARTO: Declara, buena y valida la constitución 
en parte civil declarada en audiencia por el señor Miguel 
A. Saviñón, por mediación de su abogado Dr. Rafael Ri-
chiez Saviñón, contra la señora María Fernández Vda Ru-
bio, como persona civilmente responsable y en consecuen-
cia se pronuncia defecto por falta de conclusiones y se re-
chaza a la vez por improcedente y mal fundada; QUINTO: 
Condena, además a Dionisio de los Santos o Leonte de los 
Santos, al pago de las costas penales; SEXTO: 'Condena, en 
defecto al pago de las costas civiles, a la parte civil cons-
tituida, con distracción de las mismas en provecho del abo-
gado Lic. Ramón de Windt Lavandier, quien declaró ha-
berlas avanzado en su mayor parte; SEPTIMO: Declara, 
las costas penales de oficio en cuanto a Víctor Pilier o Elpi-
dio Encarnación, Confesor Castillo y Emilio Pérez"; 

Considerando que sobre las apelaciones interpuelstas 
contra ese fallo por el Procurador Fiscal y la parte civil 
constituida, intervino la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite en cuanto a la forma, los recursos de apelación; SE-
GUNDO: Confirma la sentencia dictada en fecha 3 de mayo 
de 1960, en materia correccional, por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, que des-
cargó a los inculpados Víctor Pilier y Confesor Castillo, del 
delito de incendio, previsto y sancionado por el artículo 458 
del Código Penal, por no haberlo cometido, declarando, ade- 

  

más, las costas penales de oficio, rechazó en defecto, las 
conclusiones de la parte civil constituida, señor Miguel A. 
saviñón, por improcedentes, condenando a dicha parte al 
pago de las costas, con distracción de ellas a favor del li-
cenciado Ramón de Windt Lavandier; quien las avanzó en 
su  mayor parte; TERCERO: Declara las costas penales de 

olido; y CUARTO: Condena a la expresada parte civil ape-
lante, que sucumbe, al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de las mismas en provecho del licenciado Ramón 
de Windt Lavandier que declara haberlas avanzado en su 
mayor parte $ "; 

Considerando que en el memorial de casación se invo-
can los siguientes medios: "Desnaturalización de los hechos 
de la causa.— Violación de los Arts. 1382, 1383 y 1384 del 
código Civil.— Motivación insuficiente, contradictoria o 
falsa.— Violación del derecho de defensa"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del último 
medio, que se examina en primer término, el recurrente sos-
tiene que "debe ser considerada como falsa la motivación 
de la sentencia recurrida en el aspecto en que los jueces 
declaran nula la apelación incidental interpuesta por el se-
ñor Miguel A. Saviñón M., contra una sentencia del Juez del 
primer grado, por cuyo dispositivo se negó un reenvío o 
aplazamiento de la apertura de los debates'; que "para con-
siderar la referida sentencia (de primera instancia) como 
definitiva basta con hacer notar que por la misma no se 
ordena ninguna medida de instrucción, sino que se decide 
respecto de un aplazamiento de apertura de los debates, que 
en las circunstancias en que fué solicitado, se involucra 
con una cuestión de derecho, como lo es el ejercicio del de-
recho de defensa"; que, por tanto, "la falsedad de la moti-
vación en lo que concierne a la nulidad de la apelación inci-
dental mencionada precedentemente, implica que la Corte 
de Apelación de San Pedro dr Macorís, al no examinar la 
procedencia de este recurso, con relación al asunto que lo 
había motivado, da por resultado que dichos jueces, como 
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Santos, de generales anotadas, convicto y confeso del in. 
cendio del día siete (7) del mes de marzo del año 1959, ocu-
rrido en la propiedad de la señora María Fernández Viuda 
Rubio, se le condena a pagar una multa de cien pesos oro 
(RD$100.00), por violar las disposiciones del artículo 458 
del Código Penal; TERCERO: Descarga, a los nombrados 
Víctor Pilier o Elpidio Encarnación y Confesor Castillo, de 
generales anotadas, del hecho que se les imputa, por no 
haberlo cometido y en consecuencia se descarga también a 
Emilio Pérez, del hecho de complicidad por no haberlo co-
metido; CUARTO: Declara, buena y valida la constitución 
en parte civil declarada en audiencia por el señor Miguel 
A. Saviñón, por mediación de su abogado Dr. Rafael Ri-
chiez Saviñón, contra la señora María Fernández Vda Ru-
bio, como persona civilmente responsable y en consecuen-
cia se pronuncia defecto por falta de conclusiones y se re-
chaza a la vez por improcedente y mal fundada; QUINTO: 
Condena, además a Dionisio de los Santos o Leonte de los 
Santos, al pago de las costas penales; SEXTO: Condena, en 
defecto al pago de las costas civiles, a la parte civil cons-
tituída, con distracción de las mismas en provecho del abo-
gado Lic. Ramón de Windt Lavandier, quien declaró ha-
berlas avanzado en su mayor parte; SEPTIMO: Declara, 
las costas penales de oficio en cuanto a Víctor Pilier o Elpi-
dio Encarnación, Confesor Castillo y Emilio Pérez"; 

Considerando que sobre las apelaciones interpueistas 
contra ese fallo por el Procurador Fiscal y la parte civil 
constituida, intervino la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite en cuanto a la forma, los recursos de apelación; SE-
GUNDO: Confirma la sentencia dictada en fecha 3 de mayo 
de 1960, en materia correccional, por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, que des-
cargó a los inculpados Víctor Pilier y Confesor Castillo, del 
delito de incendio, previsto y sancionado por el artículo 458 
del Código Penal, por no haberlo cometido, declarando, ade- 
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más, las costas penales de oficio, rechazó en defecto, las 
conclusiones de la parte civil constituida, señor Miguel A. 
saviñón, por improcedentes, condenando a dicha parte al 
pago de las costas, con distracción de ellas a favor del li-
cenciado Ramón de Windt Lavandier; quien las avanzó en 

su mayor parte; TERCERO: Declara las costas penales de 
oficio; y CUARTO: Condena a la expresada parte civil ape-
lante, que sucumbe, al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de las mismas en provecho del licenciado Ramón 
de Windt Lavandier que declara haberlas avanzado en su 

mayor parte"; 	$ 
Considerando que en el memorial de casación se invo-

can los siguientes medios: "Desnaturalización de los hechos 
de la causa.— Violación de los Arts. 1382, 1383 y 1384 del 
Código Civil.— Motivación insuficiente, contradictoria o 
falsa.— Violación del derecho de defensa"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del último 
medio, que se examina en primer término, el recurrente sos-
tiene que "debe ser considerada como falsa la motivación 
de la sentencia recurrida en el aspecto en que los jueces 
declaran nula la apelación incidental interpuesta por el se-
ñor Miguel A. Saviñón M., contra una sentencia del Juez del 
primer grado, por cuyo dispositivo se negó un reenvío o 
aplazamiento de la apertura de los debates'; que "para con-
siderar la referida sentencia (de primera instancia) como 
definitiva basta con hacer notar que por la misma no se 
ordena ninguna medida de instrucción, sino que se decide 
respecto de un aplazamiento de apertura de los debates, que 
en las circunstancias en que fué solicitado, se involucra 
con una cuestión de derecho, como lo es el ejercicio del de-
recho de defensa"; que, por tanto, "la falsedad de la moti-
vación en lo que concierne a la nulidad de la apelación inci-
dental mencionada precedentemente, implica que la Corte 
de Apelación de San Pedro dr Macorís, al no examinar la 
procedencia de este recurso, con relación al asunto que lo 
había motivado, da por resultado que dichos jueces, como 
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el Juez del primer grado, han incurrido en una violación 
del derecho de defensa, que legítimamente le correspondía 
en este proceso a la parte civil constituida en el primer gr a. 
do de jurisdicción"; pero, 

Considerando que del examen de la, sentencia impug. 
nada y de los documentos a que ella se refiere, resulta lo 
siguiente: a) que en la audiencia del 29 de abril de 1960, 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
La Altagracia, el abogado de la parte civil constituida, Dr. 
Rafael Richiez Saviñón, manifestó: "que no está en .  condi-
ciones de dirigir los debates, que es preferible reenviar los 
debates para una próxima audiencia, o bien para la nueva 
instrucción' de la causa"; b) que el juez decidió "abrir in-
mediatamente los debates, por considerar bien sustanciada 
la causa"; c) que acto seguido el abogado de la parte civil 
declaró, que "interpone formal recurso de apelación contra 
la sentencia que ordena la continuación de los debates por 
considerar que este fallo es atentatorio al derecho de la 
defensa, que constitucionalmente le corresponde frente a la 
señora María Rubio, como persona civilmente responsable 
en la causa", y se retiró de la audiencia; 

Considerando que, según consta en el fallo impugnado, 
la Corte a qua desestimó dicha apelación sobre el funda-
mento de "que la decisión del juez de primer grado orde-
nando la continuación de los debates, "por considerar bien 
sustanciada la causa", constituye una sentencia prepara-
toria, que no prejuzga el fondo, y para ser impugnada por 
la vía de la apelación, es necesario seguir la regla estable-
cida Fu el artículo 451 del Código de Procedimiento Civil, 
esto es, que la apelación incidental surja después de la sen-
tencia definitiva y conjuntamente con ella; que al no ha-
berlo hecho así, puesto que dicha apelación fué declarada 
desde los estrados, antes del fallo definitivo, ella ha violado 
las indicadas reglas,, y por tanto, resulta improcedente"; 

Considerando que, en efecto, la sentencia que ordena 
la apertura o continuación de los debates, como no prejuzga 
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e fondo, tiene el carácter de sentencia preparatoria, y no 
puede ser apelada sino conjuntamente con la que se dicte 

s

obre el fondo; que aunque la calificación de apelación inci-
dental que atribuye la Corte a qua a la apelación interpues-
ta  por la parte civil contra la decisión del juez que ordenó 
la continuación de los debates, es errónea, puesto que el ar-
tículo 443 del Código de Procedimiento Civil, que autoriza, 
en materia civil, la apelación incidental en todo estado de 
causa, es inaplicable en materia penal, ese error no tiene 
ninguna influencia sobre el punto decidido; que, por otra 
parte, al declarar inadmisible la apelación, por haber sido 
interpuesta prematuramente, la Corte a qua no podía pon-
derar los agravios del apelante, ni pronunciarse sobre ellos; 
que, en tales condiciones, el presente medio carece de fun-
damento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los otros 
tres medios del recurso, en los cuales se alega "desnatu-
ralización de los hechos de la causa", "motivación insufi-
ciente, contradictoria o falsa" y "violación de los artículos 
1382, 1383 y 1384 del Código Civil", el recurrente sostiene 
que en la sentencia impugnada se incurre en dichos vicios 
considerar "que los señores Víctor Pilier, Confesor Castillo 
y Dionisio de los Santos, en cuanto a los trabajos de chapeo 
realizados por ellos en beneficio de María Fernández Vda. 
Rubio, actuaron como contratistas y bajo su responsabi-
dad personal"; que, por el contrario, "de conformidad con 
el artículo 16 del Código de Trabajo, el hecho de que los 
prevenidos Víctor Pilier, Confesor Castillo y Dionisio de 
los Santos cumplieran actividades de trabajo de chapeo en 
un potrero propiedad de la señora María Fernández Viuda 
Rubio, es suficiente para que se produzca una presunción 
legal de que entre esas personas se formalizó un contrato 
de trabajo"; que el citado artíctilo 16 "esta completado pa-
ra los fines del caso, con el artículo 17 del mismo Código, 
según cuyo texto, los administradores, gerentes, directores 
y demás empleados que ejercen funciones de administra-
ción o dirección, se consideran representantes del patrono 



t
. 
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el Juez del primer grado, han incurrido en una violación 
del derecho de defensa, que legítimamente le correspondía 
en este proceso a la parte civil constituída en el primer g ra _ 
do de jurisdicción"; pero, 

Considerando que del examen de la, sentencia imp ug_ 
nada y de los documentos a que ella se refiere, resulta lo 
siguiente: a) que en la audiencia del 29 de abril de 1960, 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
La Altagracia, el abogado de la parte civil constituida, Dr. 
Rafael Richiez Saviñón, manifestó: "que no está en .  condi-
ciones de dirigir los debates, que es preferible reenviar los 
debates para una próxima audiencia, o bien para la nueva 
instrucción' de la causa"; b) que el juez decidió "abrir in-
mediatamente los debates, por considerar bien sustanciada 
la causa"; e) que acto seguido el abogado de la parte civil 
declaró, que "interpone formal recurso de apelación contra 
la sentencia que ordena la continuación de los debates por 
considerar que este fallo es atentatorio al derecho de la 
defensa, que constitucionalmente le corresponde frente a la 
señora María Rubio, como persona civilmente responsable 
en la causa", y se retiró de la audiencia; 

Considerando que, según consta en el fallo impugnado, 
la Corte a qua desestimó dicha apelación sobre el funda-
mento de "que la decisión del juez de primer grado orde-
nando la continuación de los debates, "por considerar bien 
sustanciada la causa", constituye una sentencia prepara-
toria, que no prejuzga el fondo, y para ser impugnada por 
la vía de la apelación, es necesario seguir la regla estable-
cida pm' el artículo 451 del Código de Procedimiento Civil, 
esto es, que la apelación incidental surja después de la sen-
tencia definitiva y conjuntamente con ella; que al no ha-
berlo hecho así, puesto que dicha apelación fué declarada 
desde los estrados, antes del fallo definitivo, ella ha violado 
las indicadas reglas, y por tanto, resulta improcedente"; 

Considerando que, en efecto, la sentencia que ordena 
la apertura o continuación de los debates, como no prejuzga 
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1 fondo, tiene el carácter de sentencia preparatoria, y no 

pu ede ser apelada sino conjuntamente con la que se dicte 

'obre el fondo; que aunque la calificación de apelación inci-

dental que atribuye la Corte a qua a la apelación interpues-

ta  por la parte civil contra la decisión del juez que ordenó 
la continuación de los debates, es errónea, puesto que el ar-
tículo 443 del Código de Procedimiento Civil, que autoriza, 
en materia civil, la apelación incidental en todo estado de 
causa, es inaplicable en materia penal, ese error no tiene 
ninguna influencia sobre el punto decidido; que, por otra 
parte, al declarar inadmisible la apelación, por haber sido 
interpuesta prematuramente, la Corte a qua no podía pon-
derar los agravios del apelante, ni pronunciarse sobre ellos; 
que, en tales condiciones, el presente medio carece de fun-
damento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los otros 
tres medios del recurso, en los cuales se alega "desnatu-
ralización de los hechos de la causa", "motivación insufi-
ciente, contradictoria o falsa" y "violación de los artículos 
1382, 1383 y 1384 del Código Civil", el recurrente sostiene 
que en la sentencia impugnada se incurre en dichos vicios 
considerar "que los señores Víctor Pilier, Confesor Castillo 
y Dionisio de los Santos, en cuanto a los trabajos de chapeo 
realizados por ellos en beneficio de María Fernández Vda. 
Rubio, actuaron como contratistas y bajo su responsabi-
dad personal"; que, por el contrario, "de conformidad con 
el artículo 16 del Código de Trabajo, el hecho de que los 
prevenidos Víctor Pilier, Confesor Castillo y Dionisio de 
los Santos cumplieran actividades de trabajo de chapeo en 
un potrero propiedad de la señora María Fernández Viuda 
Rubio, es suficiente para que se produzca una presunción 
legal de que entre esas personas se formalizó un contrato 
de trabajo"; que el citado artíctilo 16 "esto completado pa-
ra los fines del caso, con el artículo 17 del mismo Código, 
Según cuyo texto, los administradores, gerentes, directores 
Y demás empleados que ejercen funciones de administra-
ción o dirección, se consideran representantes del patrono 
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en sus relaciones con los trabajadores, dentro de la órbita 
de sus atribuciones"; y agrega el recurrente, "que la pre-
sunción señalada en la exposición que precede se robustece 
en vez de desaparecer, cuando se analizan los hechos y cir.. 
cunstancias establecidas a través de las declaraciones h e.. 
chas por el encargado del potrero propiedad de la señora 
María Fernández Viuda Rubio, señor Emilio Pérez, y p or 

 las propias declaraciones de la misma señora aludida"; y a 
 continuación hace un análisis de dichas declaraciones y de 

las prestadas por los prevenidos, para concluir afirmando, 
"que si de los hechos comprobados por los jueces del fondo 
se han deducido consecuencias distintas a las que entrañan 
jurídicamente, no solamente se está frente a una desnatu-
ralización de los hechos de la causa, sino ante una motiva-
ción insuficiente, contradictoria o falsa"; pero 

Considerando que la Corte a qua expresa en la senten-
cia impugnada, que del examen que ella hizo de los hechos 
y circunstancias de la causa, "mediante la ponderación de 
los medios de prueba sometidos al debate, no se ha podido 
establecer a cargo de los inculpados Víctor Pilier y Confe-
sor Castillo ningún hecho que constituya una 'falta, capaz 
de generar daños y perjuicios"; que "es constante en el 
expediente, que Emilio Pérez, encargado del potrero de la 
señora María Fernández Viuda Rubio, en Caleta, municipio 
de La Romana, ajustó un chapeo con Confesor Castillo, de 
una parte del potrero, por un precio total de noventa pesos 
oro (RD$90.00), sin autorización para el empleo del fuego, 
sistema autorizado en ciertos lugares para la ejecución de 
esa índole de trabajo, empleando para tal labor a Víctor 
Pilier y también a Dionisio de los Santos; que aún cuando 
en tal caso se hubiese propagado el fuego desde- la cerca de 
la señora María Fernández Viuda Rubio, lugar donde se 
trabajaba en el mencionado chapeo, para producir el incen-
dio los daños que se invocan en el potrero de Miguel A. Sa-
viñón, consistentes en la pérdida de dos mil tareas de yer-
ba de guinea y 22 cabezas de ganado vacuno, según la que-
rella ,en tales condiciones no se evidencia ninguna respon- 

sabilidad civil para la repetida señora María Fernández Viu-
da Rubio, por no existir vínculos de subordinación entre 
ella como comitente y Confesor Castillo y demás chapea-
dores, como preposé, ya que estos estuvieron en la obliga-
ción de hacer el trabajo a ellos confiado independientemen-
te, sin la participación de la voluntad de la comitente en lo 
que se refiere a instrucciones para ejecutarlo, siendo ellos 
contratistas del referido chapeo cuyas labores quedaron 
abandonadas a sus propios riesgos"; 

Considerando que, ciertamente, cuando no hay ningún 
lazo de subordinación en la ejecución del trabajo, como lo 
estableció en la especie la Corte a qua —subordinación que 
es indispensable para que se forme el vínculo de empleado 
a comitente a los fines del artículo 1384, inciso 3, del Código 
Civil— el contrato intervenido entre las partes presenta 
los caracteres de un contrato de empresa, que pone los 

\\riesgos  y peligros a cargo del trabajador que realiza el con-
trato; que, en consecuencia, al rechazar la Corte a qua so-
bre ese fundamento la acción civil en reparación de daños 
y perjuicios intentada por el recurrente contra la repetida 
Viuda Rubio, como comitente, por el hecho de esos traba-
jadores, los jueces del fondo hicieron una correcta aplica-
ción de la regla que consagra el referido texto legal; 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que en ella no se incurrió en la desna-N 
turación alegada, y que contiene motivos suficientes y per-
tinentes que justifican plenamente su dispositivo; que, por 
consiguiente, los medios que se examinan carecen de funda-
mento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Admite como parte inter-
viniente a María Fernández Viuda Rubio; Segundo: Recha-
za el recurso de casación interpuesto por Miguel Saviñón M., 
contra la sentencia correccional dictada en fecha diecisiete 
de agosto de mil novecientos sesenta por la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, cuyo dispositivo se copia en 
parte anterior del presente fallo; y Tercero: Condena al re-
currente al pago de las costas, ordenando su distracción en 
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en sus relaciones con los trabajadores, dentro de la órbita 
de sus atribuciones"; y agrega el recurrente, "que la pr e. 
suhción señalada en la exposición que precede se robustece 
en vez de desaparecer, cuando se analizan los hechos y cir_ 
cunstancias establecidas a través de las declaraciones he.. 
chas por el encargado del potrero propiedad de la señora 
María Fernández Viuda Rubio, señor Emilio Pérez, y p or 

 las propias declaraciones de la misma señora aludida"; y a 
 continuación hace un análisis de dichas declaraciones y de 

las prestadas por los prevenidos, para concluir afirmando, 
"que si de los hechos comprobados por los jueces del fondo 
se han deducido consecuencias distintas a las que entrañan 
jurídicamente, no solamente se está frente a una desnatu-
ralización de los hechos de la causa, sino ante una motiva-
ción insuficiente, contradictoria o falsa"; pero 

Considerando que la Corte a qua expresa en la senten-
cia impugnada, que del examen que ella hizo de los hechos 
y circunstancias de la causa, "mediante la ponderación de 
los medios de prueba sometidos al debate, no se ha podido 
establecer a cargo de los inculpados Víctor Pilier y Confe-
sor Castillo ningún hecho que constituya una 'falta, capaz 
de generar daños y perjuicios"; que "es constante en el 
expediente, que Emilio Pérez, encargado del potrero de la 
señora María Fernández Viuda Rubio, en Caleta, municipio 
de La Romana, ajustó un chapeo con Confesor Castillo, de 
una parte del potrero, por un precio total de noventa pesos 
oro (RD$90.00), sin autorización para el empleo del fuego, 
sistema autorizado en ciertos lugares para la ejecución de 
esa índole de trabajo, empleando para tal labor a Víctor 
Pilier y también a Dionisio de los Santos; que aún cuando 
en tal caso se hubiese propagado el fuego desde- la cerca de 
la señora María Fernández Viuda Rubio, lugar donde se 
trabajaba en el mencionado chapeo, para producir el incen-
dio los daños que se invocan en el potrero de Miguel A. Sa-
viñón, consistentes en la pérdida de dos mil tareas de yer-
ba de guinea y 22 cabezas de ganado vacuno, según la que-
rella ,en tales condiciones no se evidencia ninguna respon- 

  

sabilidad civil para la repetida señora María Fernández Viu-
da Rubio, por no existir vínculos de subordinación entre 
ella como comitente y Confesor Castillo y demás chapea-
dores, como preposé, ya que estos estuvieron en la obliga-
ción de hacer el trabajo a ellos confiado independientemen-
te, sin la participación de la voluntad de la comitente en lo 
que se refiere a instrucciones para ejecutarlo, siendo ellos 
contratistas del referido chapeo cuyas labores quedaron 
abandonadas a sus propios riesgos"; 

Considerando que, ciertamente, cuando no hay ningún 
lazo de subordinación en la ejecución del trabajo, como lo 
estableció en la especie la Corte a qua —subordinación que 
es indispensable para que se forme el vínculo de empleado 
a comitente a los fines del artículo 1384, inciso 3, del Código 
Civil— el contrato intervenido entre las partes presenta 
los caracteres de un contrato de empresa, que pone los 
riesgos y peligros a cargo del trabajador que realiza el con-
trato; que, en consecuencia, al rechazar la Corte a qua so-
bre ese fundamento la acción civil en reparación de daños 
y perjuicios intentada por el recurrente contra la repetida 
Viuda Rubio, como comitente, por el hecho de esos traba-
jadores, los jueces del fondo hicieron una correcta aplica-
ción de la regla que consagra el referido texto legal; 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que en ella no se incurrió en la desna-N 
turación alegada, y que contiene motivos suficientes y per-
tinentes que justifican plenamente su dispositivo; que, por 
consiguiente, los medios que se examinan carecen de funda-
mento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Admite como parte inter-
viniente a María Fernández Viuda Rubio; Segundo: Recha-
za el recurso de casación interpuesto por Miguel Saviñón M., 
contra la sentencia correccional dictada en fecha diecisiete 
de agosto de mil novecientos sesenta por la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, cuyo dispositivo se copia en 
parte anterior del presente fallo; y Tercero: Condena al re-
currente al pago de las costas, ordenando su distracción en 
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provecho del licenciado Ramón de Windt Lavandier, aboga. 
do de la parte interviniente, quien afirma haberlas avanza-
do en su mayor parte. 

( Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sán-
chez L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pau-
sas.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada pot los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA • DE FECHA 22 DE FEBRERO DE 1961 

tenia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Monte Cristy, de fecha 4 de octubre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Ortiz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintidós del mes de febrero de mil 
novecientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 
98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Ortiz, dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, domi-
ciliado y residente en Guayacanes, Monte Cristi, cédula 
25254, serie 47, cuyo sello de renovación no consta en el ex-
pediente, contra sentencia de fecha cuatro de octubre de 
mil novecientos sesenta, dictada en grado de apelación y 
atribuciones correccionales por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Monte Cristi, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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provecho del licenciado Ramón de Windt Lavandier, aboga. 
do de la parte interviniente, quien afirma haberlas avanza_ 
do en su mayor parte. 

( Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sán-
chez L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pau-
sas.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada poi hs 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA . DE FECHA 22 DE FEBRERO DE 1961 

tenia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Monte Cristy, de fecha 4 de octubre de 1960. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Ortiz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintidós del mes de febrero de mil 
novecientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 
98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Ortiz, dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, domi-
ciliado y residente en Guayacanes, Monte Cristi, cédula 
25254, serie 47, cuyo sello de renovación no consta en el ex-
pediente, contra sentencia de fecha cuatro de octubre de 
mil novecientos sesenta, dictada en grado de apelación y 
atribuciones correccionales por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Monte Cristi, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; . 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a quo, en fecha cinco de octubre de 
mil novecientos sesenta, en la cual no se invoca contra la 
sentencia impugnada ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 269, 270, 271, modificados, del 
Código Penal; 419 del Código de Trabajo, y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que, 
previo apoderamiento del Ministerio Público, el Juzgado de 
Paz del Municipio de Monte Cristi dictó en fecha veintidós 
de septiembre de mil novecientos sesenta, una sentencia en 
atribuciones correccionales con el siguiente dispositivo: "Fa-
lla: Primero: Que debe condenar y condena al nombrado 
Rafael Ortiz, de generales anotadas, a 6 meses de prisión 
correccional y al pago de las costas, por violación al artícu-
lo 271 del Código Penal"; b) que, sobre apelación del pre-
venido, el Juzgado de Primera Instancia de Monte Cristi 
dictó en fecha cuatro de octubre de mil novecientos sesenta, 
una sentencia, que .es la ahora impugnada en casación, con 
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que debe declarar 
y declara bueno y válido el recurso de apelación interpuesto 
por el nombrado Rafael Ortiz, de generales conocidas, con-
tra sentencia del Juzgado de Paz del Municipio de Monte 
Cristi, de fecha 22 de septiembre de 1960, que lo condenó 
a sufrir la pena de seis meses de prisión correccional y al 
pago de las costas, por el delito de ejercer la vagancia, por 
haberlo hecho en tiempo hábil; Segundo: Que debe confir-
mar y confirma la antes expresada sentencia en todas sus 
partes, por haber hecho el Juez a quo una correcta aplica: 
ción de la Ley; se le condena además, al pago de las costas 
de la presente alzada"; 
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Considerando, 'que, en la sentencia impugnada se da 

por establecido que el diecinueve de septiembre de mil no-
vecientos sesenta, Rafael Ortiz fué detenido por la Policía 
Nacional, vagando de pueblo en pueblo, sin dedicarse a nin-
gún trabajo; y que el propio prevenido declaró no haber 
trabajado en ningún lugar en los meses que precedieron a 
su detención; 

Considerando, que, el hecho así establecido por el Juz-
gado a quo constituye el elemento material del delito de va-
gancia previsto en el artículo 269 del Código Penal, sin que 
el prevenido estableciera, para justificarse, que tenía me-
dios legales de subsistencia, o que ejercía habitualmente al-
guna profesión, arte, oficio u ocupación productiva, ni que 
tuviera por lo menos diez tareas permanentes de conuco en 
buen estado de cultivo, o que fuera empleado de alguna per-
sona o corporación responsable; que, en consecuencia, al 
condenarlo a la pena que ya se ha indicado, el Juzgado 
a quo ha hecho en el presente caso una correcta aplicación 
de los artículos 269, 170 y 271 del Código Penal, reforma-
dos por las Leyes N9  440, de 1920 y NY  623, de 1944, que 
castigan la vagancia con la pena de tres a seis meses de 
prisión correccional, y sujeción, después de sufrida la conde-
na, a la vigilancia de la alta policía, durante un año a lo 
menos y cinco años a lo más, sin que pueda esta Corte casar 
la sentencia por la no aplicación de la última de las penas 
citadas, por no haber otro recurso de casación que la del 
mismo prevenido, cuya situación, en tales condiciones, no 
puede ser agravada; 

Considerando, que, examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, no presenta vicio alguno que justi-
fique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Ortiz, contra sentencia de fe-
cha cuatro de octubre de mil novecientos sesenta, dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Monte Cristi, en grado de apelación y atribuciones co- 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República;.  

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a quo, en fecha cinco de octubre de 
mil novecientos sesenta, en la cual no se invoca contra la 
sentencia impugnada ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 269, 270, 271, modificados, del 
Código Penal; 419 del Código de Trabajo, y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que, 
previo apoderamiento del Ministerio Público, el Juzgado de 
Paz del Municipio de Monte Cristi dictó en fecha veintidós 
de septiembre de mil novecientos sesenta, una sentencia en 
atribuciones correccionales con el siguiente dispositivo: "Fa-
lla: Primero: Que debe condenar y condena al nombrado 
Rafael Ortiz, de generales anotadas, a 6 meses de prisión 
correccional y al pago de las costas, por violación al artícu-
lo 271 del Código Penal"; b) que, sobre apelación del pre-
venido, el Juzgado de Primera Instancia de Monte Cristi 
dictó en fecha cuatro de octubre de mil novecientos sesenta, 
una sentencia, que .es la ahora impugnada en casación, con 
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que debe declarar 
y declara bueno y válido el recurso de apelación interpuesto 
por el nombrado Rafael Ortiz, de generales conocidas, con-
tra sentencia del Juzgado de Paz del Municipio de Monte 
Cristi, de fecha 22 de septiembre de 1960, que lo condenó 
a sufrir la pena de seis meses de prisión correccional y al 
pago de las costas, por el delito de ejercer la vagancia, por 
haberlo hecho en tiempo hábil; Segundo: Que debe confir-
mar y confirma la antes expresada sentencia en todas sus 
partes, por haber hecho el Juez a quo una correcta aplica-
ción de la Ley; se le condena además, al pago de las costas 
de la presente alzada"; 
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Considerando, 'que, en la sentencia impugnada se da 
por establecido que el diecinueve de septiembre de mil no-
vecientos sesenta, Rafael Ortiz fué detenido por la Policía 
Nacional, vagando de pueblo en pueblo, sin dedicarse a nin-
gún trabajo; y que el propio prevenido declaró no haber 
trabajado en ningún lugar en los meses que precedieron a 
su detención; 

Considerando, que, el hecho así establecido por el Juz-
gado a quo constituye el elemento material del delito de va-
gancia previsto en el artículo 269 del Código Penal, sin que 
el prevenido estableciera, para justificarse, que tenía me-
dios legales de subsistencia, o que ejercía habitualmente al-
guna profesión, arte, oficio u ocupación productiva, ni que 
tuviera por lo menos diez tareas permanentes de conuco en 
buen estado de cultivo, o que fuera empleado de alguna per-
sona o corporación responsable; que, en consecuencia, al 
condenarlo a la pena que ya se ha indicado, el Juzgado 
a quo ha hecho en el presente caso una correcta aplicación 
de los artículos 269, 170 y 271 del Código Penal, reforma-
dos por las Leyes N9  440, de 1920 y N 9  623, de 1944, que 
castigan la vagancia con la pena de tres a seis meses de 
prisión correccional, y sujeción, después de sufrida la conde-
na, a la vigilancia de la alta policía, durante un año a lo 
menos y cinco años a lo más, sin que pueda esta Corte casar 
la sentencia por la no aplicación de la última de las penas 
citadas, por no haber otro recurso de casación que la del 
mismo prevenido, cuya situación, en tales condiciones, no 
puede ser agravada; 

Considerando, que, examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, no presenta vicio alguno que justi-
fique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Ortiz, contra sentencia de fe-
cha cuatro de octubre de mil novecientos sesenta, dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Monte Cristi, en grado de apelación y atribuciones co- 
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rreccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al 
pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras-
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 24 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, de fecha 3 de junio 

de 1960. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Sacos y Tejidos Dominicanos, C. por A. 
Abogados: Dres. Carlos R. González B. y Luis R. del Castillo M. 

Recurrido: José Francisco Pallero Reyes. 
Abogado: Dr. Camilo Heredia Soto. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticuatro del mes de febrero de 
mil novecientos sesenta y uno, años 117' de la Independen-
cia, 98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sacos y 
Tejidos Dominicanos, C. por A., compañía por acciones cons-
tituida de acuerdo con las leyes de la República, con su 
domicilio social y asiento principal en la casa N° 58 de la 
Avenida Tiradentes de esta ciudad, contra sentencia dictada 
en fecha tres de junio del año de mil novecientos sesenta, 
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rreccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al 
pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE FEBRERO DE 1961 

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, de fecha 3 de junio 
de 1960. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Sacos y Tejidos Dominicanos, C. por A. 
Abogados: Dres. Carlos R. González B. y Luis R. del Castillo M. 

Recurrido: José Francisco Pallero Reyes. 
Abogado: Dr. Camilo Heredia Soto. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veinticuatro del mes de febrero de 
mil novecientos sesenta y uno, años 117' de la Independen-
cia, 98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sacos y 
Tejidos Dominicanos, C. por A., compañía por acciones cons-
tituida de acuerdo con las leyes de la República, con su 
domicilio social y asiento principal en la casa N° 58 de la 
Avenida Tiradentes de esta ciudad, contra sentencia dictada 
en fecha tres de junio del año de mil novecientos sesenta, 
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por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Carlos R. González B., por sí y por el Dr. 

Luis R. del Castillo M., respectivamente, portadores de las 
cédulas 26102 y 40538, serie primera ,sellos 75382 y 11123, 
abogados de la recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Camilo Heredia Soto, cédula 73, serie 13, 
sello 6262, abogado del recurrido, José Francisco Pallero 
Reyes, dominicano, obrero, mayor de edad, de este domicilio 
y residencia, cédula 5578, serie 45, sello 131639, en la lectu-
ra de sus conclusiones; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
ticuatro de junio del año de mil novecientos sesenta, suscri-
to por los abogados de la recurrente, en el cual se invocan 
los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha dieciocho de 
agosto del año mil novecientos sesenta, suscrito por el abo-
gado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 57 de la 
Ley sobre Contratos de Trabajo, del año 1944; y 1, 20 y 63 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de la demanda intentada por el trabajador José 
Francisco Pallero Reyes, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, del domicilio y residente de Ciudad Trujillo, cédula 
5578, serie 45, sello 18779, contra su patrono Sacos y Teji-
dos Dominicanos, en pago de las prestaciones que le acuerda 
la ley por causa de despido injustificado, el Juzgado de Paz 
de la Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, en fun-
ciones de tribunal de trabajo, dictó en fecha ocho de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y siete, una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
declarar, como al efecto declara, rescindido el contrato de 
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trabajo entre el obrero José Francisco Pallero Reyes y la 
Fábrica de Sacos y Tejidos Dominicanos, C. por A., sin res-
ponsabilidad para esta última; SEGUNDO: Que debe recha-
zar, como al efecto rechaza, la demanda interpuesta por el 
obrero José Francisco Pallero Reyes, contra la Fábrica Sa-
cos  y Tejidos Dominicanos, C. por A., por improcedente y 
mal fundada; TERCERO: Que debe condenar como al elec-
to condena a la parte sucumbiente al pago de las costas": 
b) que en fecha catorce de noviembre de mil novecientos 
cincuentisiete, el trabajador Pallero Reyes interpuso recur-
so de apelación contra dicha sentencia; y c) que en fecna 
doce de enero del año de mil novecientos cincuentinueve. la  
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, declinó el conocimiento y fallo 
del recurso, por ante la Cámara de Trabajo del mismo Juz-
gado; 

Considerando que en fecha tres de junio de mil nove-
cientos sesenta, después de disponer Ciertas medidas de ins-
trucción, la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, dictó la sentencia ahora im-
pugnada cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Acóge, tanto en la forma, como en el fondo, el recurso de 
apelación intentado por el trabajador José Francisco Pallero 
Reyes contra sentencia de trabajo del Juzgado de Paz de la 
Quinta Circunscripción de este Distrito Nacional, de fecha 
8 de noviembre de 1957, dictada en favor de la Sacos y Te-
jidos Dominicanos, C. por A., según los motivos precedente-
mente expuestos, y, en consecuencia, revoca en todas sus 
N'irles dicha sontencia impugnada; SEGUNDO: Declara 
injustificado el despido de que fué objeto el obrero José 
Francisco Pallero Reyes las siguientes prestaciones: veinti-
minicanos, C. por A., y resuelto el contrato de trabajo por 
culpa de esta última; TERCERO: Condena a la Sacos y Te-
jidos Dominicanos, C. por A., a pagarle al trabajador José 
Francisco Palero Reyes las siguientes prestaciones: veinti-
cuatro (24) días de preaviso ;treinta (30) días de auxilio 
de cesantía; catorce (14) días de vacaciones no disfrutadas; 
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por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins 
cia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Carlos R. González B., por sí y por el Dr. 

Luis R. del Castillo M., respectivamente, portadores de las 
cédulas 26102 y 40538, serie primera ,sellos 75382 y 11123, 
abogados de la recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Camilo Heredia Soto, cédula 73, serie 13, 
sello 6262, abogado del recurrido, José Francisco Pallero 
Reyes, dominicano, obrero, mayor de edad, de este domicilio 
y residencia, cédula 5578, serie 45, sello 131639, en la lectu-
ra de sus conclusiones; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
ticuatro de junio del año de mil novecientos sesenta, suscri-
to por los abogados de la recurrente, en el cual se invocan 
los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha dieciocho de 
agosto del año mil novecientos sesenta, suscrito por el abo-
gado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 57 de la 
Ley sobre Contratos de Trabajo, del año 1944; y 1, 20 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; f  

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de la demanda intentada por el trabajador José 
Francisco Pallero Reyes, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, del domicilio y residente de Ciudad Trujillo, cédula 
5578, serie 45, sello 18779, contra su patrono Sacos y Teji-
dos Dominicanos, en pago de las prestaciones que le acuerda 
la ley por causa de despido injustificado, el Juzgado de Paz 
de la Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, en fun-
ciones de tribunal de trabajo, dictó en fecha ocho de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y siete, una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
declarar, como al efecto declara, rescindido el contrato de 
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abajo entre el obrero José Francisco Pallero Reyes y la 
ábrica de Sacos y Tejidos Dominicanos, C. por A., sin res-

ponsabilidad para esta última; SEGUNDO: Que debe recha-
zar, como al efecto rechaza, la demanda interpuesta por el 
obrero José Francisco Pallero Reyes, contra la Fábrica Sa-
cos y Tejidos Dominicanos, C. por A., por improcedente y 
mal fundada; TERCERO: Que debe condenar como al elec-
to condena a la parte sucumbiente al pago de las costas": 
b) que en fecha catorce de noviembre de mil novecientos 
cincuentisiete, el trabajador Pallero Reyes interpuso recur-
so de apelación contra dicha sentencia; y c) que en fecna 
doce de enero del año de mil novecientos cincuentinueve. la  
cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, declinó el conocimiento y fallo 
del recurso, por ante la Cámara de Trabajo del mismo Juz-
gado; 

Considerando que en fecha tres de junio de mil nove-
cientos sesenta, después de disponer Ciertas medidas de ins-
trucción, la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, dictó la sentencia ahora im-
pugnada cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Acoge, tanto en la forma, como en el fondo, el recurso de 
apelación intentado por el trabajador José Francisco Pallero 
Reyes contra sentencia de trabajo del Juzgado de Paz de la 
Quinta Circunscripción de este Distrito Nacional, de fecha 
8 de noviembre de 1957, dictada en favor de la Sacos y Te-
jidos Dominicanos, C. por A., según los motivos precedente-
mente expuestos, y, en consecuencia, revoca en todas sus 
planes dicha sentencia impugnada; SEGUNDO: Declara 
injustificado el despido de que fué objeto el obrero José 
Francisco Pallero Reyes las siguientes prestaciones: veinti-
minicanos, C. por A., y resuelto el contrato de trabajo por 
culpa de esta última; TERCERO: Condena a la Sacos y Te-
jidos Dominicanos, C. por A., a pagarle al trabajador José 
Francisco Palero Reyes las siguientes prestaciones: veinti-
cuatro (24) días de preaviso ;treinta (30) días de auxilio 
de cesantía; catorce (14) días de vacaciones no disfrutadas; 
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noventa (90) días por concepto de la indemnización esta.. 
blecida por el artículo 84-ordinal 3°, del Código de Trabajo 
y la Regalía Pascual proporcional del año 1957; todo de co n, 
formidad con un salario de diez pesos oro (RD$10.00) sema-
nales; CUARTO: Condena a la mencionada compañía, parte 
sucumbiente, al pago de las costas del procedimiento, ta n 

 solo en un cfficuenta por ciento, de acuerdo con los artículos 
691 del Código de Trabajo y 52-mod. de la Ley N° 637, so-
bre Contratos de Trabajo, vigente, ordenándose su distrac-
ción en provecho del Dr. Camino Heredia Soto, abogado de 
la parte gananciosa, quien afirma haberlas ayanzado en su 
totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: "Primer Medio: Violación del artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil. Motivos erróneos. 
Desnaturalización de los hechos y de la prueba. Violación 
del artículo 57 de la Ley 637. Violación del artículo 78 del 
Código de Trabajo. Insuficiencia de motivos".— "Segunda 
Medio: Motivos erróneos. Violación del artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil. Violación del artículo 57 de la 
Ley 637. Violación del ordinal 14 del artículo 78 del Código 
de Trabajo. Violación al derecho de defensa.— Falsa apli-
cación del artículo 17 del Código de Trabajo".— "Tercer 
Medio: Violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil. Falta de motivos. Violación de los ordinales 2 
y 21 del artículo 78 del Código de Trabajo y del artículo 36 
del mismo Código. Falta de base legal". "Cuarto Medio: 
Violación del artículo 1315 (segunda parte) del Código Ci-
vil y del artículo 57 de la Ley 637 (otro aspecto) de la re-
gla de la prueba en materia laboral"; 

'Considerando que en el primero y segundo medios del 
recurso, la recurrente alega que el Juez a quo desnaturalizó 
el testimonio de Hriberto Lapoz, atribuyéndole el carácter 
de un testimonio de referencia, y lo excluyó, por tanto, co-
mo elemento de convicción en la causa; y que, además, re-
husó tomar en consideración ciertas cartas enviadas por la 
recurrente al Departamento de Trabajo, antes del despido, 

Y relativas al comportamiento del trabajador despedido, fun-
dándose en que "se trataba de documentos emanados de una 
de las partes, y que nadie puede formarse un título a sí 
mismo", con lo cual descartó "pura y simplemente elemen-
tos de prueba regularmente admitidos al debate", sin fun-

.damento legal alguno; 

Considerando que aunque la recurrente, en relación.al 
rehusamiento del Juez a quo a examinar y ponderar las 
cartas por ella dirigidas al Departamento de Trabajo, ha 
invocado la violación del derecho de defensa, en realidad lo 
que alega, como se desprende de lo anteriormente dicho, es 
la violación de las reglas de la prueba, por lo que será en 
este último carácter que esta Suprema Corte de Justicia, 
hará el examen de dicho agravio; 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
pone de manifiesto que para hacer la prueba de que el des-
pido del trabajador Pallero Reyes fué justificado, la ahora 
recurrente hizo oir, entre otros, al testigo Heriberto Lapoz, 
y que con igual fin sometió a la consideración de los jueces 

. del fondo una certificación expedida por funcionario compe-
tente del Departamento de Trabajo, en la que se transcri-
ben las comunicaciones que desde tiempo antes del despido 
y relativos a la conducta del obrero Pallero Lapoz en el 
trabajo, le había dirigido la empresa a dicho Departamento; 
que con respecto a la primera causa de despido invocada, o 
sea el abandono por el obrero de su trabajo sin autorización, 
la Cámara a qua desestimó el testimonio de Heriberto La-
poz, en razón de carecer sus declaraciones de fuerza proban-
te, por ser su testimonio "de segunda mano" o de referencia, 
e igualmente declinó ponderar las comunicaciones de los 
Sacos y Tejidos C. por A., ahora recurrente, al Departa-
mento de Trabajo ,anteriorés al despido, y relativas al modo 
anormal de conducirse Pallero Reyes en el despeño de sus 
obligaciones, "por ser documentos emanados de la propia 
compañía litigante", siendo "inoperante en justicia crearse . 
un título a sí mismo"; pero, 
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Considerando que el examen del acta del informativo C e
-lebrado por la Cámara a qua, revela que con respecto al 

abandono del trabajo por la parte ahora recurrida, el tes-
tigo Heriberto Lapoz declaró, a preguntas del juez de la 
causa que "en esto solamente puedo decirle que el día que 
lo despidieron de su trabajo (a Pallero Reyes) casualmente 
se encontraba trabajando a mi lado, él desapareció del tra-
base, y no me dijo me voy ni nada, después el jefe de nos-
otros lo buscó y no lo encontró", agregando en respuesta a 
nueva pregunta que le fué hecha respecto a la hora de la 
ocurrencia, que fué "como de nueve a diez de la mañana"; 
que "se fué sin permiso", y que "después el señor Matos di-
jo que se había ido dos 'o tres veces sin permiso"; y que 
ratificando lo dicho reiteró posteriormente, en el curso de 
su deposición, respondiendo a la pregunta de si recordaba 
que Pallero Reyes había abandonado su trabajo cuando 
fué despedido, "Yo puedo decirle que ese día él abandonó el 
trabajo y se desapareció, el señor Matos lo buscaba y des-
pués apareció corno a la hora y dijo que estaba en los sanita-
rios, pero ya lo habían buscado mucho"; que lo anterior 
revela que el testimonio de Heriberto Lapoz, contrariamente 
a la apreciación del Juez a quo, fué un testimonio sobre he-
chos de los cuales tuvo conocimiento personar directo el tes-
tigo, por lo que, como se alega, al atribuírsele el carácter de 
un testigo de referencia, con las consecuencias que de ello 
dedujo el Juez, desconoció el verdadero caráctr de dicho tes-
timonio; que, por otra parte, si es de principio que en justi-
cia nadie puede crearse un título a sí mismo, las cartas pro-
ducidas por la ahora recurrente, anteriores a los hechos que 
supuestamente originaron su derecho a ejercer su facultad 
de despedir al trabajador, constituyen en la especie, crian-
do menos, elementos de juicio que han debido ser ponderados 
para la solución del litigio; que, de consiguiente, al ser ex-
cluidos del debate dichos documentos, en la sentencia im-
pugnada se incurrió evidentemente en la violación de las 
reglas de la prueba; que, en consecuencia, la sentencia im-
pugnada debe ser casada sin que haya necesidad de exami- 

nar los demás aspectos del primero y segundo medios, y los 
demás medios del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, en fecha tres de junio de mil nove-
cientos sesenta, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo, y envía el asunto por ante el Juzgado de 
primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo; y Segun-
do: Condena a la parte recurrida al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera .Billini. —Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Ámiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.--
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo. ) Ernesto Cu riel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE FEBRERO DE 1961 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 
fecha 14 de marzo de 1957. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Créditos y Cobros, C. por Á. 
Abogado: Dr. José Martín Elsevif López. 

Recurrido: Arturd Holsteinson. 
Abogados: Dr. Narciso Abreu Pagin y Lic. Enrique Plá Miran 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, 
asistidos del Secretario General ,en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día veinticuatro del mes de febrero, del año mil novecientos 
sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Crédi-
tos y Cobros, C. por A., compañía constituida de acuerdo con 
las leyes dominicanas, domiciliada en la casa N9  95 de la 
calle 30 de Marzo, en Ciudad Trujillo, contra sentencia dic-
tada en fecha catorce de marzo de mil novecientos cincuen-
ta y siete, por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el Dr. José Martín Elsevif López, cédula 49724, 

serie 1, sello 72799, abogado de la recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Narciso Abreu Pagán, cédula 28556, serie 
51, sello 75278, por sí y en representación del Lic. Enrique 

Plá Miranda, cédula 593, serie 1, sello 34525, abogados del 
recurrido Arturo Holsteinson, de nacional sueca, mayor de 
edad, casado, ingeniero mecánico, de este domicilio y resi-
dencia, cédula 7748, serie 1, sello 3368, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha veintiocho 
de marzo de mil novecientos sesenta, suscrito por el abogado 
de la recurrente; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados 
del recurrido, notificado al abogado de la recurrente en fe-
cha siete de abril de mil novecientos sesenta; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 14 y 17 de la Ley N" 1608, del 
año 1947, sobre Ventas Condicionales de Muebles; y 1, 20 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en el año mil novecientos cincuenta y dos Arturo Holstein-
son compró a la Del Río Motors, C. por A., bajo el sistema 
de ventas condicionales de muebles regido por la Ley N" 
1608, un automóvil por el precio de RD$4,456.50, a cuenta 
del cual el comprador suscribió tres pagarés por RD$985.50 
cada uno, que vencían respectivamente ,el once de abril, el 
once de agosto y el once .de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y dos; b) que la Del Río Motors, C. por A., cedió 
los derechos y acreencias derivados de esa venta a la Crédi-
tos y Cobros, C. por A.; c) que la Créditos y Cobros, C. por 
A., en vista de que Arturo Holsteinson no pagó a su ven-
cimiento la parte del precio de que era deudor, procedió en 
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H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Olegario Helena Guzmán y Alfredo Conde Pausas, 
asistidos del Secretario General ,en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día veinticuatro del mes de febrero, del año mil novecientos 
sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' de la Res-
tauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Crédi-
tos y Cobros, C. por A., compañía constituida de acuerdo con 
las leyes dominicanas, domiciliada en la casa N 9  95 de la 
calle 30 de Marzo, en Ciudad Trujillo, contra sentencia dic-
tada en fecha catorce de marzo de mil novecientos cincuen-
ta y siete, por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el Dr. José Martín Elsevif López, cédula 49724, 
serie 1, sello 72799, abogado de la recurrente, en la lectura 

de sus conclusiones; 
Oído el Dr. Narciso Abreu Pagán, cédula 28556, serie 

51, sello 75278, por sí y en representación del Lic. Enrique 

Plá Miranda, cédula 593, serie 1, sello 34525, abogados del 
recurrido Arturo Holsteinson, de nacional sueca, mayor de 
edad, casado, ingeniero mecánico, de este domicilio y resi-
dencia, cédula 7748, serie 1, sello 3368, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha veintiocho 
de marzo de mil novecientos sesenta, suscrito por el abogado 
de la recurrente; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados 
del recurrido, notificado al abogado de la recurrente en fe-
cha siete de abril de mil novecientos sesenta; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 14 y 17 de la Ley N' 1608, del 
año 1947, sobre Ventas Condicionales de Muebles; y 1, 20 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en el año mil novecientos cincuenta y dos Arturo Holstein-
son compró a la Del Río Motors, C. por A., bajo el sistema 
de ventas condicionales de muebles regido por la Ley N" 
1608, un automóvil por el precio de RD$4,456.50, a cuenta 
del cual el comprador suscribió tres pagarés por RD$985.50 
cada uno, que vencían respectivamente ,el once de abril, el 
once de agosto y el once .de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y dos; b) que la Del Río Motors, C. por A., cedió 
los derechos y acreencias derivados de esa venta a la Crédi-
tos y Cobros, C. por A.; c) que la Créditos y Cobros, C. por 
A., en vista de que Arturo EIolsteinson no pagó a su ven-
cimiento la parte del precio de que era deudor, procedió en 
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fecha trece de agosto de mil novecientos cincuenta y tres 
 y mediante los procedimientos de la mencionada Ley  N„ 

1608, a la incautación del automóvil objeto de la venta con.. 
dicional; d) que, después de entregado el vehículo a la per-
siguiente, se procedió en fecha veintitrés de septiembre de 
mil novecientos cincuenta y tres, al ajuste de cuentas entre 
las partes, del cual resultó un saldo de RD$1,034.25 adeuda-
do por Arturo Holsteinson a la Créditos y Cobros, C. por 
A., conforme hoja de ajuste firmada por el perito designado 
y visada por el Juez de Paz en la fecha antes indicada; e) 
que, en fecha primero de junio de mil novecientos cincuenta 
y seis, la Créditos y Cobros, C. por A., fundándose en dicho 
ajuste de cuenta, embargó retentivamente en manos de The 
Bank of Nova Scotia, todos los valores que allí tuviere depo-
sitados Arturo Holsteinson; f) que, en fecha ocho de junio 
de mil novecientos cincuenta y seis, la Créditos y Cobros, 
C. por A., demandó a Arturo Holsteinson en cobro de pesos 
y en validez del referido embargo retentivo, ante la Cáma-
ra de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, la cual dictó al respecto la sentencia IP 

 de fecha ocho de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
seis, cuyo dispositivo se copia: "FALLA: PRIMERO: Recha- 
a, por motivos precedentemente texpuestos, las conclusio-

nes de la parte demandante la Créditos y Cobros, C. por A., 
en su demanda civil en cobro de pesos y validez de embargo 
retentivo, intentada contra Arturo Holsteinson, acogiendo 
las conclusiones de éste por ser fundadas en derecho y en 
consecuencia, declara prescrita la acción intentada por dicha 
demandante y nulo y sin ningún valor, con todas sus conse-
cuencias legales, por tanto, el embargo retentivo realizado 
en perjuicio del demandado, por acto de alguacil de fecha 
1 de junio de 1956, ya dicho; SEGUNDO: Condena a dicha 
parte demandante que sucumbe, al pago de las costas, dis-
traídas en favor del Lic. Narciso Abreu Pagán, quien afirma 
haberlas avanzado"; g) que, sobre el recurso de apelación 
interpuesto contra esa sentencia por la Créditos y Cobros, 
C. por A., la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo dictó el 

BOLETÍN JUDICIAL 
	

353 

catorce de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia: "FA-
LELA: PRIMERO: Declara regular y válida .en la forma la 
apelación interpuesta por la Créditos y Cobros, C. por A., 

contra sentencia dictada en fecha ocho de noviembre de mil 
novecientos cincuentiséis por la Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional. 

cuyo dispositivo se copia en el cuerpo del presente fallo; SE-
GUNDO: Confirma en todas sus partes la sentencia apelada; 
TERCERO: Condena a la Créditos y Cobros, C. por A., parte 
intimante que sucumbe, al pago de las costas, distrayéndo-
las en provecho del doctor Narciso Abreu Pagán, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casación el siguiente medio: "PRIMER Y UNICO MEDIO 
DE CASACION: Motivos falsos y erróneos; Violación del 
Art. 141 del Código de Procedimiento Civil y Violación del 
Art. 17 de la Ley N° 1608, sobre Ventas Condicionales de 
Muebles, en combinación con el Párrafo II del Art. 14 de 
esa misma Ley"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del único me-
dio expuesto en su memorial de casación, la recurrente ale-
ga, en resumen, que, en la especie, procedía efectuar y se 
efectuó un ajuste de cuentas que arrojó un saldo en favor 
de la recurrente contra el recurrido; que el plazo de la pres-
cripción establecido en el artículo 17 de la Ley sobre Ven-
tas Condicionales de Muebles, tiene como punto de partida 
la fecha en que termina el plazo de diez días francos después 
que se haya notificado el mandamiento de pago al deudor; 
que no habiéndose hecho ninguna notificación con anterio-
ridad al embargo retentivo y a la demanda en cobro de pe-

, sos y en validez de ese embargo, no pudo operarse la pres-
cripción prevista por el referido texto legal, puesto que al 
plazo de tres meses no había empezado a correr; por lo que, 
la sentencia impugnada ha violado los artículos 14 y 17 de 
la ley citada al confirmar la sentencia de primera instancia 
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fecha trece de agosto de mil novecientos cincuenta y t res 
 y mediante los procedimientos de la mencionada Ley  N., 

1608, a la incautación del automóvil objeto de la venta con-
dicional; d) que, después de entregado el vehículo a la per-
siguiente, se procedió en fecha veintitrés de septiembre d e 

 mil novecientos cincuenta y tres, al ajuste de cuentas entre 
las partes, del cual resultó un saldo de RD$1,034.25 adeuda-
do por Arturo Holsteinson a la Créditos y Cobros, C. po r 

 A., conforme hoja de ajuste firmada por el perito designado 
y visada por el Juez de Paz en la fecha antes indicada; e) 
que, en fecha primero de junio de mil novecientos cincuenta 
y seis, la Créditos y Cobros, C. por A., 'fundándose en dicho 
ajuste de cuenta, embargó retentivamente en manos de The 
Bank of Nova Scotia, todos los valores que allí tuviere depo-
sitados Arturo Holsteinson; f) que, en fecha ocho de junio 
de mil novecientos cincuenta y seis, la Créditos y Cobros, 
C. por A., demandó a Arturo Holsteinson en cobro de pesos 
y en validez del referido embargo retentivo, ante la Cáma-
ra de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, la cual dictó al respecto la sentencia 
de fecha ocho de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
seis, cuyo dispositivo se copia: "FALLA: PRIMERO: Recha-
za, por motivos precedentemente texpuestos, las conclusio-
nes de la parte demandante la Créditos y Cobros, C. por A., 
en su demanda civil en cobro de pesos y validez de embargo 
retentivo, intentada contra Arturo Holsteinson, acogiendo 
las conclusiones de éste por ser fundadas en derecho y en 
consecuencia, declara prescrita la acción intentada por dicha 
demandante y nulo y sin ningún valor, con todas sus conse-
cuencias legales, por tanto, el embargo retentivo realizado 
en perjuicio del demandado, por acto de alguacil de fecha 
1 de junio de 1956, ya dicho; SEGUNDO: Condena a dicha 
parte demandante que sucumbe, al pago de las costas, dis-
traídas en favor del Lic. Narciso Abreu Pagán, quien afirma 
haberlas avanzado"; g) que, sobre el recurso de apelación 
interpuesto contra esa sentencia por la Créditos y Cobros, 
C. por A., la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo dictó el 
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catorce de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válida .en la forma la 
apelación interpuesta por la Créditos y Cobros, C. por A., 
contra sentencia dictada en fecha ocho de noviembre de mil 
novecientos cincuentiséis por la Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional. 
cuyo dispositivo se copia en el cuerpo del presente fallo; SE-
GUNDO: Confirma en todas sus partes la sentencia apelada; 
TERCERO: Condena a la Créditos y Cobros, C. por A., parte 
intimante que sucumbe, al pago de las costas, distrayéndo-
las en provecho del doctor Narciso Abreu Pagán, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casación el siguiente medio: "PRIMER Y UNICO MEDIO 

DE CASACION: Motivos falsos y erróneos; Violación del 
Art. 141 del Código de .Procedimiento Civil y Violación del 
Art. 17 de la Ley N" 1608, sobre Ventas Condicionales de 
Muebles, en combinación con el Párrafo II del Art. 14 de 
esa misma Ley"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del único me-
dio expuesto en su memorial de casación, la recurrente ale-
ga, en resumen, que, en la especie, procedía efectuar y se 
efectuó un ajuste de cuentas que arrojó un saldo en favor 
de la recurrente contra el recurrido; que el plazo de la pres-
cripción establecido en el artículo 17 de la Ley sobre Ven-
tas Condicionales de Muebles, tiene como punto de partida 
la fecha en que termina el plazo de diez días francos después 
que se haya notificado el mandamiento de pago al deudor; 
que no habiéndose hecho ninguna notificación con anterio-
ridad al embargo retentivo y a la demanda en cobro de pe-

, sos y en validez de ese embargo, no pudo operarse la pres-
cripción prevista por el referido texto legal, puesto que al 
plazo de tres meses no había empezado a correr; por lo que, 
la sentencia impugnada ha violado los artículos 14 y 17 de 
la ley citada al confirmar la sentencia de primera instancia 



que declaró prescrita la acción ejercida por la recurrente 
nulo el embargo retentivo trabado contra el recurrido 

Considerando que el artículo 17 de la Ley sobre Ventas 
Condicionales de Muebles dispone que "Toda clase de dere-
chos y acciones que genere el contrato, su negociabilidad o 
su ejecución, prescribirán a los tres meses de la terminación 
del plazo establecido por el párrafo II del artículo 14, y si no 

 hubiere lugar a plazo, a partir de la incautación"; que, el 
referido artículo 14, expresa que: "Una vez entregada la 
cosa al persiguiente, se procederá entre las partes al ajuste 
de cuentas, si de acuerdo con las estipulaciones del contrato 
hubiere lugar a dicho ajuste. Este debe, en principio, hacer-
se voluntariamente entre el persiguiente y el comprador, y 
en la forma prevista en el contrato. En ausencia de previsio-
nes relativas al ajuste, o si no hubiere acuerdo, las partes 
pueden designar uno o más peritos que hagan el ajuste de 
cuentas; y si tampoco hubiere acuerdo para nombrarlos los 
nombrará el Juez de Paz cuando una de las partes lo solici-
te"; y, en su párrafo II, dicho artículo establece que "aquel 
que resulte deudor de saldo está obligado a pagarlo, en el 
término de diez días francos después de la notificación que 
le haga la otra parte con intimación de pago"; 

Considerando que, de tales disposiciones legales se in-
fiere que, cuando las partes no han estipulado en los con, 
tratos de ventas condicionales de muebles ninguna disposi-
ción concerniente al ajuste de cuentas ,es procedente efec-
tuar dicho ajuste, y en este caso es indispensable su noti-
ficación con mandamiento de pago al deudor del saldo, para 
que empiece a correr el plazo de la prescripción establecida 
por el artículo 17 de la ley citada; 

Considerando que la Corte a qua para confirmarla sen-
tencia de primera instancia que declaró prescrita la acción 
ejercida por la Créditos y Cobros, C. por A., se funda en 
que, como en la especie no se puede aplicar la disposición 
del artículo 17, según la cual la prescripción comienza a par-
tir de la terminación del referido plazo de diez días, porque 
el demandante no hizo la notificación y el mandamiento de 
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pago, 'entonces procede considerar que la prescripción co-
menzó a partir de la incautación"; que, al sustentar ese 
criterio dicha Corte ha desconocido que cuando el ajuste de 
cuentas ha tenido lugar, como en el caso de que se trata, 
es indispensable la notificación de la hoja de ajuste y la in-
timación de pago del saldo, para que pueda iniciarse la pres-
cripción, una vez expirado el término de diez días subsi-
guiente; que, al no haber sido hecha esa notificación es evi-
dente que el plazo de la prescripción no ha comenzado a co-
rrer, y, en tal virtud, al estatuir la Corte a qua confirmando 
la sentencia que declaró prescrita la acción ejercida por la 
recurrente, violó el artículo 17 de la Ley sobre Ventas Con-
dicionales de Muebles, por lo que, en consecuencia, procede 
acoger el presente recurso de casación; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada en sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, en fecha catorce de marzo de mil nove-
cientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha sido transcrito 
en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto por 
ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; Segundo: Con-
dena al recurrido al pago de las costas, con distracción de 
las mismas en favor del Dr. José Martín Elsevif López, abo-
gado de la recurrente, el cual declara haberlas avanzado en 
su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 

\,14  Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Olegario Helena 

• 
 Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

`1  diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
; • firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 

. certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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que declaró prescrita la acción ejercida por la recurrent e, 
 nulo el embargo retentivo trabado contra el recurrido 

Considerando que el artículo 17 de la Ley sobre Ventas 
Condicionales de Muebles dispone que "Toda clase de dere-
chos y acciones que genere el contrato, su negociabilidad o 
su ejecución, prescribirán a los tres meses de la terminación 
del plazo establecido por el párrafo II del artículo 14, y si no 
hubiere lugar a plazo, a partir de la incautación"; que, el 
referido artículo 14, expresa que: "Una vez entregada la 
cosa al persiguiente, se procederá entre las partes al ajuste 
de cuentas, si de acuerdo con las estipulaciones del contrato 
hubiere lugar a dicho ajuste. Este debe, en principio, hacer-
se Voluntariamente entre el persiguiente y el comprador, y 
en la forma prevista en el contrato. En ausencia de previsio-
nes relativas al ajuste, o si no hubiere acuerdo, las partes 
pueden designar uno o más peritos que hagan el ajuste de 
cuentas; y si tampoco hubiere acuerdo para nombrarlos los 
nombrará el Juez de Paz cuando una de las partes lo solici-
te"; y, en su párrafo II, dicho artículo establece que "aquel 
que resulte deudor de saldo está obligado a pagarlo, en el 
término de diez días francos después de la notificación que 
le haga la otra parte con intimación de pago"; 

Considerando que, de tales disposiciones legales se in-
fiere que, cuando las partes no han estipulado en los con, 
tratos de ventas condicionales de muebles ninguna disposi-
ción concerniente al ajuste de cuentas ,es procedente efec-
tuar dicho ajuste, y en este caso es indispensable su noti-
ficación con mandamiento de pago al deudor del saldo, para 
que empiece a correr el plazo de la prescripción establecida 
por el artículo 17 de la ley citada; 

Considerando que la Corte a qua para confirmar.  la sen-
tencia de primera instancia que declaró prescrita la acción 
ejercida por la Créditos y Cobros, C. por A., se funda en 
que, como en la especie no se puede aplicar la disposición 
del artículo 17, según la cual la prescripción comienza a par-
tir de la terminación del referido plazo de diez días, porque 
el demandante no hizo la notificación y el mandamiento de  

pago, 'entonces procede considerar que la prescripción co-
menzó a partir de la incautación"; que, al sustentar ese 
criterio dicha Corte ha desconocido que cuando el ajuste de 
cuentas ha tenido lugar, como en el caso de que se trata, 
es indispensable la notificación de la hoja de ajuste y la in-
timación de pago del saldo, para que pueda iniciarse la pres-
cripción, una vez expirado el término de diez días subsi-
guiente; que, al no haber sido hecha esa notificación es evi-
dente que el plazo de la prescripción no ha comenzado a co-
rrer, y, en tal virtud, al estatuir la Corte a qua. confirmando 
ja sentencia que declaró prescrita la acción ejercida por la 
recurrente, violó el artículo 17 de la Ley sobre Ventas Con-
dicionales de Muebles, por lo que, en consecuencia, procede 
acoger el presente recurso de casación; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada en sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, en fecha catorce de marzo de mil nove-
cientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha sido transcrito 
en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto por 
ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; Segundo: Con-
dena al recurrido al pago de las costas, con distracción de 
las mismas en favor del Dr. José Martín Elsevif López, abo-
gado de la recurrente, el cual declara haberlas avanzado en 
su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Olegario Helena 
Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia. 
En Nombre de la República. 

Vista la instancia dirigida por el Magistrado Procura. 
dor General de la República en fecha tres del corriente mes 
de febrero, la cual copiada textualmente dice así: "Honora-. 
bles Magistrados: El suscrito en su calidad de Jefe de la 
Policía de las profesiones jurídicas, tiene a bien exponeros a 
ese Alto Tribunal de Justicia lo siguiente : a) que en fecha 
25 de noviembre del año próximo pasado, el Dr. Rafael Gon: 
zález Tirado, dirigió una exposición a este Despacho, me-
diante la cual informó que tenía noticias de que el Dr. Ama-
deo Rodríguez Marcelino, Abogado Notario de los del nú-
mero del Distrito Nacional, con estudio abierto en la casa 
N9 (—), de la calle Isabel La Católica de esta ciudad, se 
había ausentado para la ciudad de New York, E. U. A., sin 
haber obtenido previamente la licencia que corresponde ex-
tender esa Honorable Suprema Corte de Justicia; b) que se-
gún se comprueba con la información suministrada a esta 
Procuraduría General de la República, por el Director Ge-
neral de Migración, que se anexa, la Cancillería expidió el 
pasaporte corriente N9 46680, en fecha 29 de septiembre de 
1960, en favor del Dr. José Amadeo Rodríguez Marcelino. 
abogado notario para dirigirse a los Estados Unidos de Nor-` 
te América, por un mes, en viaje de turismo, habiéndose au-
sentado para dicho país en fecha 1° de octubre de 1960; c) 
que de acuerdo con la comunicación N° 188 de fecha 30 de 
enero del año cursante, suscrita por el Presidente de esa Ho-
norable Corte, se nos informó que la Suprema Corte de Jus-
ticia no ha concedido ninguna licencia al Notario del Dis-
trito Nacional, Dr. Amadeo Rodríguez, para ausentarse del 
país; d) como se evidencia por los hechos anteriormente 
expuestos, el Dr. José Amadeo Rodríguez Marcelino, ha vio-
lado las disposiciones de los artículos 11 de la Ley N° 770  

del 8 de noviembre de 1927, del Notariado y los artículos 
137 y siguientes de la Ley N° 821 de Organización Judicial; 
por tanto lo precedentemente expuesto y en virtud de las 
atribuciones que me confiere el Reglamento 6050 sobre la 
policía de las Profesiones Jurídicas, la destitución como No-
tario de los del número del Distrito Nacional, Dr. José Ama-
deo Rodríguez Marcelino, por las razones supra indicadas. 
Ciudad Trujillo, D. N. Capital de la República Dominicana, 
a los 3 días del mes de febrero de 1961. años 117' de la In-
dendencia, 98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo. 
(Firmado) Dr. Federico A. Cabral Noboa, Procurador Gene-
ral de la República"; 

Atendido a que el Dr. José Amadeo Rodríguez Marceli-
no, Notario Público de los del Distrito Nacional, ha abando-
nado la jurisdicción notarial que le fué concedida por la Su-
prema Corte de Justicia en fecha primero de julio de mil 
novecientos cuarenta y seis, al ausentarse del país, sin haber 
obtenido previamente la licencia requerida por el artículo 11 
de la Ley del Notariado; 

Vistos los artículos 5 y 11 de la Ley del Notariado; 137 
y 148 de la Ley de Organización Judicial, y la Ley 769, de 
1934; 

RESUELVE: 

Primero: Declarar que el Notario Dr. José Amadeo Ro-
dríguez Marcelino, ha cesado en el ejercicio de sus funcio-
nes, por haber abandonado su jurisdicción notarial; 

Segundo: Ordenar que el Magistrado Juez de Paz de la 
Primera Circunscripción del Distrito Nacional, proceda con 
el archivo de dicho notario, con sujeción a las disposiciones 
del artículo 10 de la Ley 769, de 1934; 

Tercero: Ordena que la presente resolución sea comu-
nicada, por Secretaría, al Magistrado Procurador General 
de la República, para su ejecución. 

Dado en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
seis de febrero de mil novecientos sesenta y uno, años 117' 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia. 
En Nombre de la República. 

Vista la instancia dirigida por el Magistrado Procura. 
dor General de la República en fecha tres del corriente mes 
de febrero, la cual copiada textualmente dice así: "Honora. 
bles Magistrados: El suscrito en su calidad de Jefe de la 
Policía de lás profesiones jurídicas, tiene a bien exponeros a 
ese Alto Tribunal de Justicia lo siguiente : a) que en fecha 
25 de noviembre del año próximo pasado, el Dr. Rafael Gon: 
zález Tirado, dirigió una exposición a este Despacho, me-
diante la cual informó que tenía noticias de que el Dr. Ama-
deo Rodríguez Marcelino, Abogado Notario de los del nú-
mero del Distrito Nacional, con estudio abierto en la casa 
N9  (--) de la calle Isabel La Católica de esta ciudad, se 
había ausentado para la ciudad de New York, E. U. A., sin 
haber obtenido previamente la licencia que corresponde ex-
tender esa Honorable Suprema Corte de Justicia; b) que se-
gún se comprueba con la información suministrada a esta 
Procuraduría General de la República, por el Director Ge-
neral de Migración, que se anexa, la Cancillería expidió el 
pasaporte corriente N9  46680, en fecha 29 de septiembre de 
1960, en favor del Dr. José Amadeo Rodríguez Marcelino. 
abogado notario para dirigirse a los Estados Unidos de Nor-` 
te Amériéa, por un mes, en viaje de turismo, habiéndose au-
sentado para dicho país en fecha 1° de octubre de 1960; c) 
que de acuerdo con la comunicación N° 188 de fecha 30 de " 
enero del año cursante, suscrita por el Presidente de esa Ho-
norable Corte, se nos informó que la Suprema Corte de Jus-
ticia no ha concedido ninguna licencia al Notario del Dis-
trito Nacional, Dr. Amadeo Rodríguez, para ausentarse del 
país; d) como se evidencia por los hechos anteriormente 
expuestos, el Dr. José Amadeo Rodríguez Marcelino, ha vio-
lado las disposiciones de los artículos 11 de la Ley N° 770  

del 8 de noviembre de 1927, del Notariado y los artículos 
137 y siguientes de la Ley N° 821 de Organización Judicial; 
por tanto lo precedentemente expuesto y en virtud de las 
atribuciones que me confiere el Reglamento 6050 sobre la 
Policía de las Profesiones Jurídicas, la destitución como No-
tario de los del número del Distrito Nacional, Dr. José Ama-
deo Rodríguez Marcelino, por las razones supra indicadas. 
Ciudad Trujillo, D. N. Capital de la República Dominicana, 
a los 3 días del mes de febrero de 1961. años 117' de la In-
dendencia, 98' de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo. 
(Firmado) Dr. Federico A. Cabral Noboa, Procurador Gene-
ral de la República"; 

Atendido a que el Dr. José Amadeo Rodríguez Marceli-
no, Notario Público de los del Distrito Nacional, ha abando-
nado la jurisdicción notarial que le fué concedida por la Su-
prema Corte de Justicia en fecha primero de julio de mil 
novecientos cuarenta y seis, al ausentarse del país, sin haber 
obtenido previamente la licencia requerida por el artículo 11 
de la Ley del Notariado; 

Vistos los artículos 5 y 11 de la Ley del Notariado; 137 
y 148 de la Ley de Organización Judicial, y la Ley 769, de 
1934; 

RESUELVE: 

Primero: Declarar que el Notario Dr. José Amadeo Ro-
dríguez Marcelino, ha cesado en el ejercicio de sus funcio-
nes, por haber abandonado su jurisdicción notarial; 

Segundo: Ordenar que el Magistrado Juez de Paz de la 
Primera Circunscripción del Distrito Nacional, proceda con 
el archivo de dicho notario, con sujeción a las disposiciones 
del artículo 1° de la Ley 769, de 1934; 

Tercero: Ordena que la presente resolución sea comu-
nicada, por Secretaría, al Magistrado Procurador General 
de la República, para su ejecución. 

Dado en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
seis de febrero de mil novecientos sesenta y uno, años 117' 
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dé la Independencia, 98' de la Restauración y 31' de la 
de Trujillo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 

• Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

Dada y firmada ha sido la anterior resolución por los 
señores Jueces que figuran más arriba, el mismo día, mes y 
año en él expresados, lo que yo, Secretario General, certifico. 
—(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente consi 4-tuída por los Jueces licenciados 
ki. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Rjavelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del-Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día ocho del mes de febrero de mil 
novecientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, la siguiente sentencia: 

Sobre la demanda de designación de jueces introducida 
por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de 
La Vega, con motivo del conflicto negativo de jurisdicción 
surgido como consecuencia de las sentencias dictadas por la 
Prirnera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, en fecha seis de octubre de 
mil novecientos sesenta, y por el Juzgado de Paz de la Pri-
mera Circunscripción del municipio .de La Vega, en fecha 
cinco de diciembre del mismo año, cuyos dispositivos se co-
pian más adelante; 

Visto el oficio N" 9423, del veintiséis de diciembre de 
mil novecientos sesenta, dirigido por el Magistrado Procu-
rador Fiscal de La Vega, por medio del cual pide que sea 
resuelto el conflicto de jurisdicción de que se trata; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista la sentencia pronunciada por la Primera Cámara 

• Penal de La Vega en fecha seis de octubre de mil novecien- 
tos sesenta, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Declina el presente expediente puesto a cargo de la preve- 
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dé la Independencia, 98' de la Restauración y 31' de la 
de Trujillo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 

• Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

Dada y firmada ha sido la anterior resolución por los 
señores Jueces que figuran más arriba, el mismo día, mes y 
año en él expresados, lo que yo, Secretario General, certifico. 
—(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente consl«'tuída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Rjavelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, licen-
ciados Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Al-
fredo Conde Pausas, asistidos del-Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día ocho del mes de febrero de mil 
novecientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' 
de la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, la siguiente sentencia: 

Sobre la demanda de designación de jueces introducida 
por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de 
La Vega, con motivo del conflicto negativo de jurisdicción 
surgido como consecuencia de las sentencias dictadas por la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, en fecha seis de octubre de 
mil novecientos sesenta, y por el Juzgado de Paz de la Pri-
mera Circunscripción del municipio .de La Vega, en fecha 
cinco de diciembre del mismo año, cuyos dispositivos se co-
pian más adelante; 

Visto el oficio N.,  9423, del veintiséis de diciembre de 
mil novecientos sesenta, dirigido por el Magistrado Procu-
rador Fiscal de La Vega, por medio del cual pide que sea 
resuelto el conflicto de jurisdicción de que se trata; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista la sentencia pronunciada por la Primera Cámara 
Penal de La Vega en fecha seis de octubre de mil novecien-
tos sesenta, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Declina el presente expediente puesto a cargo de la preve- 
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nida Josefa Rodríguez, inculpada de dejar vagar un pe rro, 
 por ante el Juzgado de Paz correspondiente, por no ser de la 

competencia de este Tribunal, en primer grado de jurisdic-
ción; SEGUNDO: Reserva las costas"; 

Vista la sentencia pronunciada en fecha,  cinco de diciem-
bre del mismo año por el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripción de La Vega, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "FALLA: PRIMERO: Se pronuncia defecto con-
tra la nombrada Josefa Rodríguez, de las generales ignora-
das, por no haber comparecido a la audiencia para la cual 
fué citada; SEGUNDO: El Juzgado de Paz se declara incom-
petente para el conocimiento de la causa, se reservan las 
costas"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 381 y siguientes del Código 
de Procedimiento Criminal, y 163 de la Ley de Organiza-
ción Judicial; 

Considerando que de conformidad con el artículo 163 
de la Ley de Organización Judicial, toda demanda de desig-
nación de jueces será de la competencia exclusiva de la 
Suprema Corte de Justicia; que esta demanda puede ser 
intentada por el prevenido, la parte civil o el ministerio pú-
blico; 

Considerando que el conflicto negativo de jurisdicción 
da lugar, como el conflicto positivo, a la designación de jue-
ces; que el conflicto negativo se produce cuando dos tribu-
nales se declaran incompetentes para conocer de un mismo 
asunto; que, finalmente, para que haya conflicto de juris-
dicción, las decisiones tienen que ser irrevocables; 

Considerando que en el presente caso la sentencia del 
Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de La Vega, 
de fecha cinco de diciembre de mil novecientos sesenta, que 
declara su incompetencia para estatuir sobre la prevención 
puesta a cargo de Josefa Rodríguez fué dictada en defecto; 
que, por consiguiente, la demanda de designación de jueces 
de que se trata es prematura, en vista de que dicha senten- 

tia es susceptible de ser reformada, si la prevenida interpo-

ne recurso de oposición, especialmente, cuando no se ha 
justificado que la notificación de la sentencia haya sido he-
cha por hacer correr el plazo de la oposición; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible la de-
manda de designación de jueces pronunciada por el Magis-
trado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Vega; y 
segundo: Ordena que la presente sentencia sea comunicada 
por Secretaría al Magistrado Procurador General de la Re-
pública para que sea notificada a las partes. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 

,Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 'fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

• 
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nida Josefa Rodríguez, inculpada de dejar vagar un perro, 
por ante el juzgado de Paz correspondiente, por no ser de la 
competencia de este Tribunal, en primer grado de jurisdic-
ción; SEGUNDO: Reserva las costas"; 

Vista la sentencia pronunciada en fecha ,  cinco de diciem-
bre del mismo año por el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripción de La Vega, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "FALLA: PRIMERO: Se pronuncia defecto con-
tra la nombrada Josefa Rodríguez, de las generales ignora-
das, por no haber comparecido a la audiencia para la cual 
fué citada; SEGUNDO: El Juzgado de Paz se declara incom-
petente para el conocimiento de la causa, se reservan las 
costas"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 381 y siguientes del Código 
de Procedimiento Criminal, y 163 de la Ley de Organiza-
ción Judicial; 

Considerando que de conformidad con el artículo 163 
de la Ley de Organización Judicial, toda demanda de desig-
nación de jueces será de la competencia exclusiva de la 
Suprema Corte de Justicia; que esta demanda puede ser 
intentada por el prevenido, la parte civil o el ministerio pú-
blico; 

Considerando que el conflicto negativo de jurisdicción 
da lugar, como el conflicto positivo, a la designación de jue-
ces; que el conflicto negativo 'se produce cuando dos tribu-
nales se declaran incompetentes para conocer de un mismo 
asunto; que, finalmente, para que haya conflicto de juris-
dicción, las decisiones tienen que ser irrevocables; 

Considerando que en el presente caso la sentencia del 
Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de La Vega, 
de fecha cinco de diciembre de mil novecientos sesenta, que 
declara su incompetencia para estatuir sobre la prevención 
puesta a cargo de Josefa Rodríguez fué dictada en defecto; 
que, por consiguiente, la demanda de designación de jueces 
de que se trata es prematura, en vista de que dicha senten- 

tia es susceptible de ser reformada, si la prevenida interpo-

ne recurso de oposición, especialmente, cuando no se ha 
justificado que la notificación de la sentencia haya sido he-
cha por hacer correr el plazo de la oposición; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible la de-
manda de designación de jueces pronunciada por el Magis-
trado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Vega; y 

gundo: Ordena que la presente sentencia sea comunicada 
por Secretaría al Magistrado Procurador General de la Re-
pública para que sea notificada a las partes. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 

,Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

• 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciado s 

 H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri.. 
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma. 
nuel, A. Amiama, Dr. Manuel D. Bergés Chupani, licencia.. 
dos Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfre-
do Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintidós del mes de febrero de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' de 
la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de revisión interpuesto por Ramón An-
tonio Concepción Guerrero, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, empleado público, domiciliado y residente en la ciudad 
de La Vega, cédula 15039, serie 47, sello 14088, contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega, 
en fecha catorce de mayo de mil novecientos cincuenta y sie-
te, cuyo dispositivo se copia más adelante, al final de la ins-
tancia que se transcribe a continuación; 

Vista la instancia dirigida al Magistrado Procurador Ge-
neral de la República en fecha veintitrés de enero del co-
rriente año (1961), por el doctor Mario A. de Moya D., en 
nombre y representación del recurrente, la cual copiada tex-
tualmente, dice así: "Honorables Magistrados: El Señor 
Ramón Antonio Concepción Guerrero, dominicano, mayOr de 
edad, casado, empleado público, domiciliado y residente en 
la ciudad de La Vega, identificado con la cédula personal de 
identidad NQ 15039, serie 47, renovada con sello de R. I. N 
14088, por la mediación del infrascrito abogado, tiene el 
honor de exponeros: 1.—En el libro de nacimiento N° 2, folio 
234, por Acta N° 234 de la oficina del Oficialato Civil de la  

• 	' 	I 
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población de Cayetano Germosén, 'existe un acta de naci-

miento a nombre de Cirila Altagracia Antonia, nacida en la 

sección de Bacuy, el día 27 de octubre de 1953, hija natural 
reconocida de María Badía Santos y de Domingo Coronado'. 
(Véase Certificación en expediente a cargo del exponente, 
incluida en su comunicación al Procurador General de la 
Corte de Apelación de La Vega, de fecha 7 de diciembre de, 
1960, y copia de la misma inclusa, Pieza N° 1.); 2.—En fe-
cha 19 de febrero de 1954 y por ante el Oficial del Día, de la 
Policía Nacional de la Ciudad de La Vega, la señora María 
Badía Santos, presentó querella por violación a la Ley Núm. 
2402 contra el señor Domingo Antonio Coronado, 'por el 
hecho de éste no querer cumplir con sus obligaciones de pa-
dre para con la menor Cirila Altagracia Antonia Badía' 
etc... (Pieza N°  2); 3.— En la audiencia celebrada por la 
Honorable Corte de Apelación de La Vega, de fecha 11 de 
marzo de 1955 contra el indicado señor Domingo Coronado, 
la querellante, Señora María Badía Santos declaró: 'Yo ten-
go esa niña con él y lo niega, tiene un año y cuatro meses. 
Yo vivía con él en casa de mi mamá donde él iba y se pasa-
ba tres y cuatro días. Dejó de ir cuando yo salí en estado. 

Eso fué en el año de 1953. Yo era casada con él y nos divor-

ciamos en 1948, después nos arreglamos sin casarnos y tuve 
la niña. Tengo dos hijas con él, etc. .. (Véase pieza N9 2, 
párrafo final)'; 4.— La Honorable Corte de Apelación de 
La Vega, por su sentencia correccional de fecha 11 de marzo 
de 1955, expresa: 'Segundo: Confirma en defecto, la senten-
cia dictada por la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, el veintitrés de , 
septiembre de mil novecientos cincuenta y cuatro, cuyo dis-
positivo copiado textualmente dice: Primero: Se declara al 
nombrado Domingo Antonio Coronado, culpable de come-
ter el delito de violación a la Ley NQ 2402 en perjuicio de 

una menor que tiene procreada con María Badía Santos y 
en consecuencia, lo condena a sufrir dos años de prisión co-
rreccional y costas y se fija en RD$5.00 la pensión que deberá 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciado s 

 H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma. 
nuel, A. Amiama, Dr. Manuel D. Bergés Chupani, licencia-
dos Barón T. Sánchez L., Olegario Helena Guzmán y Alfre-
do Conde Pausas, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintidós del mes de febrero de mil nove-
cientos sesenta y uno, años 117' de la Independencia, 98' de 
la Restauración y 31' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de revisión interpuesto por Ramón An-
tonio Concepción Guerrero, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, empleado público, domiciliado y residente en la ciudad 
de La Vega, cédula 15039, serie 47, sello 14088, contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega, 
en fecha catorce de mayo de mil novecientos cincuenta y sie-
te, cuyo dispositivo se copia más adelante, al final de la ins-
tancia que se transcribe a continuación; 

Vista la instancia dirigida al Magistrado Procurador Ge-
neral de la República en fecha veintitrés de enero del co-
rriente año (1961), por el doctor Mario A. de Moya D., en 
nombre y representación del recurrente, la cual copiada tex- , 
tualmente, dice así: "Honorables Magistrados: El Señor 
Ramón Antonio Concepción Guerrero, dominicano, mayOr de 
edad, casado, empleado público, domiciliado y residente en 
la ciudad de La Vega, identificado con la cédula personal de 
identidad N9  15039, serie 47, renovada con sello de R. I. N 
14088, por la mediación del infrascrito abogado, tiene el 
honor de exponeros: 1.—En el libro de nacimiento N9  2, folio 
234, por Acta N° 234 de la oficina del Oficialato Civil de lá 
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población de Cayetano Germosén, 'existe un acta de naci-
miento a nombre de Cirila Altagracia Antonia, nacida en la 
sección de Bacuy, el día 27 de octubre de 1953, hija natural 
reconocida de María Badía Santos y de Domingo Coronado'. 
(Véase Certificación en expediente a cargo del exponente, 
ocluida en su comunicación al Procurador General de la 
Corte de Apelación de La Vega, de fecha 7 de diciembre de, 
1960, y copia de la misma inclusa, Pieza N° 1.) ; 2.—En fe-
cha 19 de febrero de 1954 y por ante el Oficial del Día, de la 
Policía Nacional de la Ciudad de La Vega, la señora María 
Badía Santos, presentó querella por violación a la Ley Núm. 
2402 contra el señor Domingo Antonio Coronado, 'por el 
hecho de éste no querer cumplir con sus obligaciones de pa-

dre para con la menor Cirila Altagracia Antonia Badía' 

etc... (Pieza N9  2); 3.— En la audiencia celebrada por la 
Honorable Corte de Apelación de La Vega, de fecha 11 de 
marzo de 1955 contra el indicado señor Domingo Coronado, 
la querellante, Señora María Badía Santos declaró: 'Yo ten-
go esa niña con él y lo niega, tiene un año y cuatro meses. 
Yo vivía con él en casa de mi mamá donde él iba y se pasa-
ba tres y cuatro días. Dejó de ir cuando yo salí en estado. 
Eso fué en el año de 1953. Yo era casada con él y nos divor-
ciamos en 1948, después nos arreglamos sin casarnos y tuve 
la niña. Tengo dos hijas con él, etc. .. (Véase pieza N9  2, 
párrafo final)'; 4.— La Honorable Corte de Apelación de 
La Vega, por su sentencia correccional de fecha 11 de marzo 
de 1955, expresa: 'Segundo: Confirma en defecto, la senten-
cia dictada por la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, el veintitrés de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y cuatro, cuyo dis-
positivo copiado textualmente dice: Primero: Se declara al 
nombrado Domingo Antonio Coronado, culpable de come-
ter el delito de violación a la Ley N°  2402 en perjuicio de 
una menor que tiene procreada con María Badía Santos y 
en consecuencia, lo condena a sufrir dos años de prisión co-
rreccional y costas y se fija en RD$5.00 la pensión que deberá 
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pasarle a la querellante, a partir de la fecha de la querelle 
como ayuda para la manutención de dicha menor. Segundo; 
Se ordena la ejecución de la sentencia no obstante cualquier 
recurso, etc. .. (Pieza N" 3) '; 5.— Más tarde, en fecha 31 de 
agosto de 1956, la citada señora María Badía Santos, pre-
sentó querella por ante el cuartel de la Policía Nacional d e 

 La Vega, contra el exponente, por violación a la misma ley 
N° 2402, en los siguientes términos: 'Por el hecho de éste 
no querer atender a sus obligaciones de padre de una menor 
que tiene procreada conmigo, de nombre .Cirila Altagracia 
Antonia, de dos años y diez meses de edad, etc. . • (Pieza 
N° 4) '; Es decir, la misma menor, de nombre . Cirila Altagra-
cia Antonia por la cual estableció querella contra su ex-es-
poso Domingo Antonio Coronado, y obtuvo sentencia con-
denatoria contra éste, tanto en primera instancia, como en 
apelación como se deja dicho; 6.— Conocida la querella 
que contra el exponente presentara la señora María Badía 
Santos, la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia, 
del Distrito Judicial de La Vega, por su sentencia, en defec-
to, de fecha 18 de enero de 1957, pese a la existencia de de-
cisiones anteriores que condenaron al señor Domingo Anto-
nio Coronado, por violación a la Ley N^ 2402 en perjuicio de 
la misma menor Cirila Alt. Antonia, por querella que contra 
dicho Coronado presentara la misma querellante Badía San-
tos, condenó al exponente, sin tomar en cuenta los docu-
mentos que fueron depositados por la defensa de Ramón 
Antonio Concepción, y quien por la naturaleza de su em-
pleo: Director de Escuelas, Inspector y luego Intendente de 
Educación en distintas localidades del país, no pudo estar 
presente en las audiencias celebradas; Mas luego, agotada su 
paciencia y desconociendo que la querellante había declara-
do personalmente por ante el Oficial del Estado Civil de 
Cayetano Germosén, a la menor ensila Altagracia Antonia, 
cuya paternidad sin razón le atribuyó también, como hija de 
su ex-esposo Domingo Antonio Coronado, habiendo apelado 
de la sentencia de primer grado aludida, en fecha 13 de  

mayo de 1957, dirigió una comunicación al Presidente de la 
Corte de Apelación de La Vega, en los siguientes términos: 
'Tengo a bien escribirle para comunicarle por medio de la 
presente, que desisto de la apelación que hice por haber sido 
condenado por una menor hija de la señora María Badía, ya 
que las delicadezas (le mis funciones, no considero prudente 
presentarme a un Tribunal, aun cuando esté dentro de todos 
mis derechos etc... (Pieza N° 5) '; Desistimiento que dió 
fundamento a la sentencia cuya revisión se solicita por la 
presente instancia. En Derecho. I.—El Código de Instruc-
ción Criminal en su artículo 305, dispone: 'Art. 305.— Podrá 
pedirse la revisión, edmateria criminal o correccional, cual-
quiera que fuese la jurisdicción que haya fallado, en los casos 
siguientes: 1^ cuando etc... 2° cuando después de una con-
denación por crimen o delito, una nueva sentencia condenare 
a otro procesado por el mismo hecho, y no pudiendo conci-
liarse ambas condenaciones, su contradicción sea la prueba 
de la inocencia del uno o del otro condenado; 3" cuando 
etc... ; 4^ Cuando después de una condenación sobrevenga 
o se revele algún hecho, o se presenten documentos de los 
cuales no se conoció en los debates, siempre que por su na-
turaleza demuestren la inocencia del condenado'; Por lo ex-
puesto precedentemente, y por los documentos que se in-
cluyen con la presente instancia, se establece la existencia 
de dos sentencias por violación a la Ley N" 2402, en la que se 
condenan a dos personas al pago de las pensiones alimenti-
cias, como padres ambos de la misma menor, Cirila Alta-
gracia Antonia, procreada por ambos padres, Domingo An-
tonio Coronado y Ramón Antonio Concepción con la misma 
madre querellante, María Badía Santos. Ambas sentencias 
son ostensiblemente inconciliables; tal situación es biológi-
camente imposible, y consecuencialmente, dichas sentencias 
son jurídicamente; una monstruosidad. Es precisamente tal 
situación, una de las causas que hacen admisible la revisión 
de la sentencia de la Corte de Apelación del Departamento 
de La Vega, de fecha 14 de mayo de 1957, al amparo del 

• 
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pasarle a la querellante, a partir de la fecha de la querella 
como ayuda para la manutención de dicha menor. Segundo; 
Se ordena la ejecución de la sentencia no obstante cualquier 
recurso, etc. .. (Pieza N° 3) '; 5.— Más tarde, en fecha 31 d e 

 agosto de 1956, la citada señora María Badía Santos, pre-
sentó querella por ante el cuartel de la Policía Nacional de 
La Vega, contra el exponente, por violación a la misma ley 
N9  2402, en los siguientes términos: 'Por el hecho de éste 
no querer atender a sus obligaciones de padre de una menor 
que tiene procreada conmigo, de nombre •Cirila Altagracia 
Antonia, de dos años y diez meses de edad, etc... (Pieza 
N° 4) '; Es decir, la misma menor, de nombre .  Cirila Altagra-
cia Antonia por la cual estableció querella contra su ex-es-
poso Domingo Antonio Coronado, y obtuvo sentencia con-
denatoria contra éste, tanto en primera instancia, como en 
apelación como se deja dicho; 6.— Conocida la querella 
que contra el exponente presentara la señora María Badía 
Santos, la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia, 
del Distrito Judicial de La Vega, por su sentencia, en defec-
to, de fecha 18 de enero de 1957, pese a la existencia de de-
cisiones anteriores que condenaron al señor Domingo Anto-
nio Coronado, por violación a la Ley N°  2402 en perjuicio de 
la misma menor Cirila Alt. Antonia, por querella que contra 
dicho Coronado presentara la misma querellante Badía San-
tos, condenó al exponente, sin tomar en cuenta los docu-
mentos que fueron depositados por la defensa de Ramón 
Antonio Concepción, y quien por la naturaleza de su em-
pleo: Director de Escuelas, Inspector y luego Intendente de 
Educación en distintas localidades del país, no pudo estar 
presente en las audiencias celebradas; Mas luego, agotada su 
paciencia y desconociendo que la querellante había declara-
do personalmente por ante el Oficial del Estado Civil ae 
Cayetano Germosén, a la menor Cirila Altagracia Antonia, 
cuya paternidad sin razón le atribuyó también, como hija de 
su ex-esposo Domingo Antonio Coronado, habiendo apelado 
de la sentencia de primer grado aludida, en fecha 13 de  

mayo de 1957, dirigió una comunicación al Presidente de la 
Corte de Apelación de La Vega, en los siguientes términos: 
'Tengo a bien escribirle para comunicarle por medio de la 
presente, que desisto de la apelación que hice por haber sido 
condenado por una menor hija de la señora María Badía, ya 
que las delicadezas (le mis funciones, no considero prudente 
presentarme a un 1 ribunal, aun cuando esté dentro de todos 
mis derechos etc... (Pieza N° 5)'; Desistimiento que dió 
fundamento a la sentencia cuya revisión se solicita por la 
presente instancia. En Derecho. I.—El Código de Instruc-
ción Criminal en su artículo 305, dispone: 'Art. 305.— Podrá 
pedirse la revisión, en . materia criminal o correccional, cual-
quiera que fuese la jurisdicción que haya fallado, en los casos 
siguientes: 1° cuando etc . . 2° cuando después de una con-
denación por crimen o delito, una nueva sentencia condenare 
a otro procesado por el mismo hecho, y no pudiendo conci-
liarse ambas condenaciones, su contradicción sea la prueba 
de la inocencia del uno o del otro condenado; 3° cuando 

etc... ; 4° Cuando después de una condenación sobrevenga 
o se revele algún hecho, o se presenten documentos de los 
cuales no se conoció en los debates, siempre que por su na-
turaleza demuestren la inocencia del condenado'; Por lo ex-
puesto precedentemente, y por los documentos que se in-
cluyen con la presente instancia, se establece la existencia 
de dos sentencias por violación a la Ley N" 2402, en la que se 
condenan a dos personas al pago de las pensiones alimenti-
cias, como padres ambos de la misma menor, Cirila Alta-
gracia Antonia, procreada por ambos padres, Domingo An-
tonio Coronado y Ramón Antonio Concepción con la misma 
madre querellante, María Badía Santos. Ambas sentencias 
son ostensiblemente inconciliables; tal situación es biológi-
camente imposible, y consecuencialmente, dichas sentencias 
son jurídicamente; una monstruosidad. Es precisamente tal 
situación, una de las causas que hacen admisible la revisión 
de la sentencia de la Corte de Apelación del Departamento 
de La Vega, de fecha 14 de mayo de 1957, al amparo del 
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párrafo 2° del artículo 305 arriba transcrito; II.— Por otra 
parte, existe además en beneficio del recurso solicitado, la 
confesión de la madre querellante, señora María Badía San-
tos, por ante el Oficial del Estado Civil de Cayetano Gerrno_ 
sén, por ante quien, al hacer la declaración de nacimient o 

 de la menor Cirila Altagracia Antonia, expresa que su 'hija 
natural reconocida' con Domingo Coronado. Este documen-
to y este hecho de que en un acta de nacimiento figure el 
nombre del padre de la dicha menor, sobre los cuales —do-
cumento y hecho—, no se conoció en ninguna de las audien-
cias, es la causa indicada en el párrafo 4° del citado artículo 
305, para hacer admisible el recurso de revisión que se soli-
cita. III.— Independientemente de las dos causas indicadas 
precedentemente, existen además otros hechos que por las 
circunstancias de prestar el exponente, Ramón Antonio Con-
cepción sus servicios como empleado público en distintas 
localidades del país, fueron hasta el presente ignoradas del 
mismo, como es el hecho de que la querellante, señora María 
Badía Santos en reiteradas ocasiones solicitó el auxilio de 
los Magistrados Procurador Fiscal y Procurador General del 
Distrito Judicial de La Vega, para requerir al señor Do-
mingo Antonio Coronado, el pago de pensiones alimenticias 
al amparo de la sentencia que condenó a éste al pago de las 
mismas, como padre de la menor Cirila Altagracia Antonia. 
Por todas esas razones, por las más que supla con su ele-
vado criterio el Magistrado Procurador General de la Re-
pública y por virtud de lo que disponen los párrafos 2° y 4" 
del artículo 305; Párrafo 2° del artículo 306, 307 y siguien-
tes del Código de Procedimiento Criminal, el Señor Ramón 
Antonio Concepción, exponente, os pide con todo respecto. 
por mediación del infrascrito abogado: Que os plazca re-
querir de la Honorable Suprema Corte de Justicia, la revi-
sión de la sentencia dictada por la Honorable Corte de Ape-
lación del Departamento de La Vega, en fecha catorce de 
mayo de mil novecientos cincuenta y siete, dictada en atri-
buciones correccionales, con el siguiente dispositivo: 'Falla: 

primero: Da acta al apelante Señor Ramón Antonio Con-
cepción, de haber desistido del recurso de apelación por él 
interpuesto contra de la sentencia dictada por la Cámara 
penal del Juzgado de Primera Instancia dél Distrito Judicial 
de La Vega, de fecha dieciocho de enero del año mil nove-
cientos cincuenta y siete, que le condenó en defecto a su-
frir la pena de dos años de prisión correccional y costas, por 
el delito de violación a la ley N^ 2402 en perjuicio de una 
menor procreada con María Badía Santos y fijó en la suma 
de cuatro pesos oro la pensión mensual que le fué asignada 
en favor de dicha menor, y en consecuencia, declara sin va-
lor ni efecto el antes expresado recurso de apelación, con 
todos sus efectos legales; y Segundo: Condena al nombrado 
Ramón Antonio Concepción al pago de las costas hasta el 
desistimiento, a los fines de su conocimiento y fallo con to-
da sus consecuencias. Es Justicia. (Firmado) Dr. Mario A. de 
Moya D..La Vega, Enero 23, 1961. Hay un sello de RD$2.00, 
debidamente cancelado"; 

Visto el oficio Ng 551 del veintisiete de enero de mil 
novecientos sesenta y uno, cuyo texto es el siguiente: "Ciu-
dad Trujillo, D. N. 27 de enero de 1961. Núm. 551. Al: Señor 
Presidente de la Honorable Suprema Corte de Justicia. Su 
Despacho. Asunto: Solicitud de revisión de sentencia que 
hace el Dr. Mario A. de Moya D., a nombre y representa-
ción de Ramón Antonio Concepción Guerrero. Anexo: a) 
Instancia dirigida a este Despacho, en fecha 23 de enero en 
curso, por el Dr. Mario A. de Moya D.; y b) Un sello de ren-
tas internas NY 2353520 del tipo de RD$2.00 con su factura 
correspondiente. 1.—REMITIDO, muy cortésmente, apode-
rando a la Honorable Suprema Corte de Justicia de la ins-
tancia dirigida a este Despacho por el doctor Mario A. de 
Moya D., a nombre y representación del señor Ramón Anto-
nio Concepción Guerrero, en solicitud de revisión de la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de La Vega, en 
atribuciones correccionales, en fecha 14 de mayo de 1957. 
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párrafo 29  del articulo 305 arriba transcrito; II.— Por otra 
parte, existe además en beneficio del recurso solicitado, la 
confesión de la madre querellante, señora María Badía San-
tos, por ante el Oficial del Estado Civil de Cayetano Germo_ 
sén, por ante quien, al hacer la declaración de nacimiento 
de la menor Cirila Altagracia Antonia, expresa que su 'hija 
natural reconocida' con Domingo Coronado. Este documen-
to y este hecho de que en un acta de nacimiento figure el 
nombre del padre de la dicha menor, sobre los cuales —da 
cumento y hecho—, no se conoció en ninguna de las audien-
cias, es la causa indicada en el párrafo 4° del citado artículo 
305, para hacer admisible el recurso de revisión que se soli-
cita. Independientemente de las dos causas indicadas 
precedentemente, existen además otros hechos que por las 
circunstancias de prestar el exponente, Ramón Antonio Con-
cepción sus servicios como empleado público en distintas 
localidades del país, fueron hasta el presente ignoradas del 
mismo, como es el hecho de que la querellante, señora María 
Badía Santos en reiteradas ocasiones solicitó el auxilio de 
los Magistrados Procurador Fiscal y Procurador General del 
Distrito Judicial de La Vega, para requerir al señor Do-
mingo Antonio Coronado, el pago de pensiones alimenticias 
al amparo de la sentencia que condenó a éste al pago de las 
mismas, como padre de la menor Cirila Altagracia Antonia. 
Por todas esas razones, por las más que supla con su ele-
vado criterio el Magistrado Procurador General de la Re-
pública y por virtud de lo que disponen los párrafos 29 y 4" 
del artículo 305; Párrafo 2" del artículo 306, 307 y siguien-
tes del Código de Procedimiento Criminal, el Señor Ramón 
Antonio Concepción, exponente, os pide con todo respecto, 
por mediación del infrascrito abogado: Que os plazca re-
querir de la Honorable Suprema Corte de Justicia, la revi-
sión de la sentencia dictada por la Honorable Corte de Ape-
lación del Departamento de La Vega, en fecha catorce de 
mayo de mil novecientos cincuenta y siete, dictada en atri-
buciones correccionales, con el siguiente dispositivo: 'Falla: 

Primero: Da acta al apelante Señor Ramón Antonio Con-

cepción, de haber desistido del recurso de apelación por él 
interpuesto contra de la sentencia dictada por la Cámara 
penal del Juzgado de Primera Instancia dél Distrito Judicial 
de La Vega, de fecha dieciocho de enero del año mil nove-
cientos*cincuenta y siete, que le condenó en defecto a su-
frir la pena de dos años de prisión correccional y costas, por 
el delito de violación a la ley N^ 2402 en perjuicio de una 
menor procreada con María Badía Santos y fijó en la suma 
de cuatro pesos oro la pensión mensual que le fué asignada 
en favor de dicha menor, y en consecuencia, declara sin va-
lor ni efecto el antes expresado recurso de apelación, con 
todos sus efectos legales; y Segundo: Condena al nombrado 
Ramón Antonio Concepción al pago de las costas hasta el 
desistimiento, a los fines de su conocimiento y fallo con to-
da sus consecuencias. Es Justicia. (Firmado) Dr. Mario A. de 
Moya D..La Vega, Enero 23, 1961. Hay un sello de RD$2.00, 
debidamente cancelado"; 

Visto el oficio N9  551 del veintisiete de enero de mil 
novecientos sesenta y uno, cuyo texto es el siguiente: "Ciu-
dad Trujillo, D. N. 27 de enero de 1961. Núm. 551. Al: Señor 
Presidente de la Honorable Suprema Corte de Justicia. Su 
Despacho. Asunto: Solicitud de revisión de sentencia que 
hace el Dr. Mario A. de Moya D., a nombre y representa-
ción de Ramón Antonio Concepción Guerrero. Anexo: a) 
Instancia dirigida a este Despacho, en fecha 23 de enero en 
curso, por el Dr. Mario A. de Moya D.; y b) Un sello de ren-
tas internas N9  2353520 del tipo de RD$2.00 con su factura 
correspondiente. 1.—REMITIDO, muy cortésmente, apode-
rando a la Honorable Suprema Corte de Justicia de la ins-
tancia dirigida a este Despacho por el doctor Mario A. de 
Moya D., a nombre y representación del señor Ramón Anto-
nio Concepción Guerrero, en solicitud de revisión de la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de La Vega, en 
atribuciones correccionales, en fecha 14 de mayo de 1957. 
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Muy atentamente, (Firmado) Dr. Federico A. Cabral N 
boa, Procurador General de la República"; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador Gen eral 
 de la República; 

Vistos los documentos del expediente; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 305, inciso 2, y 309 del Código 
de Procedimiento Criminal, y 130 del Código de Procedi-
miento Civil; 

Considerando que de conformidad con las disposiciones 
del inciso 2 del artículo 305 del Código de Procedimiento 
Criminal "cuando después de una condenación por crimen 
o delito, una nueva sentencia condenare a otro procesado 
por el mismo hecho, y no pudiendo conciliarse ambas con-
denaciones, su contradicción sea la prueba de la inocencia 
del uno o del otro condenado"; que, por otra parte, el ar-
tículo 309 del mismo Código establece que la revisión "no 
será admisible en los casos determinados en los número 2 y 
3 del artículo 305, si no ha sido inscrita en la secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia en el plazo de dos años, a con-
tar desde la segunda de las condenaciones inconciliables, o 
de la condenación del testigo falso"; 

Considerando que la sentencia de la Corte de Apelación 
de La Vega, cuya revisión se pide, fué pronunciada el cator-
ce de mayo de mil novecientos cincuenta y siete; que habien-
do sido iniciada la demanda de revisión de que se trata por 
instancia de fecha veintitrés de enero del corriente año 
(1961), es obvio que dicha demanda se interpuso después de 
haber expirado el plazo de dos años señalado por el citado 
artículo 309 del Código de Procedimiento Criminal; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible, por 
tardío, el recurso de revisión interpuesto por Ramón Anto-
nio Concepción Guerrero, contra sentencia dictada por la 
Corte de Apelación de La Vega, en fecha catorce de mayo 
de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se co- 

en otra parte del presente fallo; y Segundo: Condena  al 
mente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.-- F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Arniama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L, Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Muy atentamente, (Firmado) Dr. Federico A. Cabral No. 
boa, Procurador General de la República"; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador Gen eral 
 de la República; 

Vistos los documentos del expediente; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 305, inciso 2, y 309 del Código 
de Procedimiento Criminal, y 130 del Código de Procedi-
miento Civil; 

Considerando que de conformidad con las disposiciones 
del inciso 2 del artículo 305 del Código de Procedimiento 
Criminal "cuando después de una condenación por crimen 
o delito, una nueva sentencia condenare a otro procesado 
por el mismo hecho, y no pudiendo conciliarse ambas con-
denaciones, su contradicción sea la prueba de la inocencia 
del uno o del otro condenado"; que, por otra parte, el ar-
tículo 309 del mismo Código establece que la revisión "no 
será admisible en los casos determinados en los número 2 y 
3 del artículo 305, si no ha sido inscrita en la secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia en el plazo de dos años, a con-
tar desde la segunda de las condenaciones inconciliables, o 
de la condenación del testigo falso"; 

Considerando que la sentencia de la Corte de Apelación 
de La Vega, cuya revisión se pide, fué pronunciada el cator-
ce de mayo de mil novecientos cincuenta y siete; que habien-
do sido iniciada la demanda de revisión de que se trata por 
instancia de fecha veintitrés de enero del corriente año 
(1961), es obvio que dicha demanda se interpuso después de 
haber expirado el plazo de dos años señalado por el citado 
artículo 309 del Código de Procedimiento Criminal; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible, por 
tardío, el recurso de revisión interpuesto por Ramón Anto-
nio Concepción Guerrero, contra sentencia dictada por la 
Corte de Apelación de La Vega, en fecha catorce de mayo 
de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se co- 

en otra parte del presente fallo; y Segundo: Condena  al 
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.–z- F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Ainiama.— Manuel D. Bergés ChupaM.— Barón T. Sánchez 
L.— Olegario Helena Guzmán.— Alfredo Conde Pausas.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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durante el mes de Febrero de 1961 

A SABER: 

Reucursos de casación civiles conocidos 	 12 
Recursos de casación civiles fallados 	  11 
Recursos de casación penales conocidos 	 18 
Recursos de casación penales fallados 	 21 
Recursos de revisión penal conocidos  	1 
Recursos de revisión penal fallados 	  
Recursos de apelación sobre libertad provisional 

bajo fianza conocidos 	  
Recursos de apelación sobre libertad provisional 

bajo fianza fallados 
Autos sobre libertad provisional bajo fianza dic- 

ditados  	1 
Causas disciplinarias conocidas 	  1 
Suspensión de Ejecución de Sentencias  	1 
Defectos 	  3 

	

Designación de Jueces    1 

	

Desistimientos     3 
Juramentación de Abogados 	  2 
Nombramientos de Notarios 	  3 
Resoluciones Administrativas 	  12 
Autos autorizando emplazamientos 	  8 
Autos pasando expedientes para dictamen 	 46 
Autos fijando causas 	  39 

Total: 	  186 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 

1 

1 

CORTE DE APELACION DE CIUDAD TRUJILLO 

Aso nao 
u / • 

u 

Enero 	 2 — 60 5 

Febrero ... , 	 6 3 86 13 

Marzo 	 6 2 89 8 

Abril 	 3 — 27 14 

Mayo 	 7 — 104 5 

Junio 	 8 1 63 •11 

Julio 	 7 1 63 5 

Agosto 	 5 2 65 10 

Septiembre . . 4 — 58 24 

Octubre .. . . 10 1 51 5 

Noviembre ., . 7 6 64 4 

Diciembre . . . 8 2 51 24 

Totales . . . . 73 18 781 128 2394 	6 103 3503 

206 — 4 277 

235 — 13 356 

236 — 6 347 

263 1 8 316 

271 — 2 389 
76 1 12 172 

198 1 4 279 

197 — 15 294 

234 2 10 332 

240 — 10 317 

120 — 5 206 

118 1 14 218 

1 
1 

e 

2 I  3 o 
e 

Ciudad Trujillo, D. N., 
28 de febrero, 1961. 
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AÑO 1980 

Labor de la Stiprema Corte de Justicia 
durante el mes de Febrero de 1961 

A SABER: 

Reucursos de casación civiles conocidos 	 12 
Recursos de casación civiles fallados 	  11 
Recursos de casación penales conocidos 	 18 
Recursos de casación penales fallados  	21 
Recursos de revisión penal conocidos  	1 
Recursos de revisión penal fallados 	  
Recursos de apelación sobre libertad provisional 

bajo fianza conocidos  	1 
Recursos de apelación sobre libertad provisional 

bajo fianza fallados 	  
Autos sobre libertad provisional bajo fianza dic- 

1 

ditados   	 1 
Causas disciplinarias conocidas 	  1 
Suspensión de Ejecución de Sentencias 	 1 
Defectos 	  3 
Designación de Jueces    	1 
Desistimientos 	  3 
Juramentación de Abogados 	  2 
Nombramientos de Notarios 	  3 
Resoluciones Administrativas 	  12 
Autos autorizando emplazamientos 	  8 
Autos pasando expedientes para dictamen 	 46 
Autos fijando causas , 	  39 

Total: 	  186 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 

Ciudad Trujillo, D. N., 
28 de febrero, 1961. 

CORTE DE APELACION DE CIUDAD TRUJILLO 

8 	
3.0a 
E. 

Enero 	 2 — 60 5 206 — 4 277 

Febrero 	 6 3 86 13 235 — 13 356 

6 2 89 8 236 — 6 347 

MarwAbril 	 3 — 27 14 263 1 8 316 

Mayo 	 7 — 104 5 271 — 2 389 

Junio 	8 1 63 '11 76 1 12 172 

Julio 	 7 1 63 5 198 1 4 279 

Agosto 	 5 2 65 10 197 — 15 294 

Septiembre . . 4 — 58 24 234 2 10 332 

Octubre . . . . 10 1 51 5 240 — 10 317 

Noviembre ., . 7 6 64 4 120 — 5 206 

Diciembre . . . 8 2 51 24 118 1 14 218 

Totales . . . 73 18 781 128 2394 6 103 3503 
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CORTE DE APELACION DE SAN CRISTOBAL CORTE DE APELACION DE SANTIAGO 

C
ri

m
in

al
es

  

3 o 

Enero 	 3 13 112 1 129 

Febrero 	 — 57 11 77 4 149 

Marzo ... 1 — 47 13 82 1 3 147 

Abril 	 1 36 6 55 4 102 

Mayo. 	 2 — 36 6 107 4 155 

Junio 	 — — 37 9 101 4 151 

Julio 	 3 — 35 7 97 2 144 

Agosto 	 — 30 7 65 3 105 

Septiembre . 1 1 48 9 107 — 3 169 

Octubre . . . 1 — 32 9 73 — 3 118 

Noviembre . — 33 5 50 — 4 92 

Diciembre .. 2 24 14 55 2 97 

Totales 	 8 7 428 96 981 1 37 1558 

Enero 	 61 1 82 4 	148 

Febrero 	 52 8 106 2 	168 

Marzo 	 1 — 	72 6 76 4 	159 

Abril 	  1 44. 5 75 6 	131 

Mayo 	  3 48 12 116 4 	183 

Junio 	 53 6 86 4 	149 

Julio 	  2 71 6 193 6 	278 

Agosto 	 1 43 8 114 4 	170 

Septiembre 3 1 	174 20 542 12 	752 

Octubre 	 1 — 	61 13 126 9 	210 

Noviembre 	 2 68 14 173 15 	272 

Diciembre 4 — 187 52 433 4 . .660 

Totales 	 18 1 	934 131 2122 74 3280 
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CORTE DE APELACION DE SAN CRISTOBAL CORTE DE APELACION DE SANTIAGO 

AÑO 1960 

 
01 	 . In: 	2,.• : i 1  

2 	.. 	1 ' o. 	1- 	S 1 	: 	§ 1 	3 	 2:- 	Y 3 T,.  

1 < 	is 	.t--1' 	C 	
AÑO 1960 

U ' 	I 	 ? 
8 	8 	 1 	A' • 	 e 

129 Enero 	 — — 61 1 82 4 148 

149  Febrero 	 

	

52 	8 106 	2 168 

Marzo 	 147 	 1 	72 	6 76 	4 159 

102 	Abril  	1 — 44. 	5 75 	6 131 

155 	Mayo 	  3 — 48 12 116 	4 183 

Junio r. 151 	 — 53 	6 86 	4 149 

144 	Julio  	2 	71 	6 193 	6 278 

105 	Agosto 	1 — 43 	8 114 	4 170 

169 	Septiembre 	 3 	1 174 20 542 12 752 

118 	Octubre  	1 — 61 13 126 	9 210 

92 	Noviembre  	2 — 68 14 173 15 272 

97 	Diciembre . 	4 — 187 52 433 	4 660 

1558 	1. 	Totales  	18 	1 934 1.31 2122 74 3280 

Enero 	 3 13 112 1 

Febrero 	 — 57 11 77 4 

Marzo ... 	 — 47 13 82 1 3 

Abril 	 — 1 36 6 55 4 

Mayo. 	 2 — 36 6 107 4 

Junio 	 — 37 9 101 4 

Julio 	 3 — 35 7 97 2 

Agosto 	 — 30 7 65 3 

Septiembre . . 1 1 48 9 107 3 

Octubre . . . . 1 — 32 9 73 3 

Noviembre . . — 33 5 50 — 4 

Diciembre . . . — 2 24 14 55 — 2 

Totales 	 8 7 428 96 981 1 37 
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CORTE DE APELACION DE LA VEGA 
,TE DE APELACION DE SAN PEDRO DE MACORIS 

Enero 	 

Febrero 

Marzo 	 

Abril 	 

Mayo 	 

Junio 	 

Julio 	 

Agosto 	 

Septiembre 

Octubre 	 

Noviembre 	 

Diciembre 	 

AÑO 1960 

Totales 

— 

AÑO 1960 

Enero 	  — 	31 1 148 1 4 185 

Febrero . 1 	84 10 110 — 1 206 

Marzo 	 3 — 11 90 — 6 110 

Abril 	 1 	43 3 9 — 2 58 

Mayo 	 3 	46 6 6 — — 61 

Junio 	 6 	55 8 6 1 76 

Julio 	  2 	74 5 7 — 4 92 

Agosto 	 1 	61 9 8 3 82 

Septiembre . 	 2 	88 5 9 2 106 

Octubre 	 — 122 7 6 1 1 137 

Noviembre . — 100 22 8 2 132 

Diciembre 	 1 	67 6 67 1 142 

Totales 	 20 771 93 474 2 27 1387 

8 

e 5 3 

O 

o 

— 13 1 34 4 52 

1 — 23 — 42 2 68 

— 20 5 40 4 69 

— 14 5 26 '2 . 47 

— 11 8 50 2 71 

— — 32 5 43 — 80 

27 3 53 2 85 

— 1 21 4 41 1 68 

— -- 27 5 50 — 	.82 

— 1 19 10 53 1 84 

2 28 7 44 3 84 

— — 20 6 49 2 77 

1 4 255 59 525 23 867 

5 3 

4  

e 
8 
S 

3 
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CORTE DE APELACION DE LA VEGA TE DE APELACION DE SAN PEDRO DE MACORIS 

1.  a 
AÑO 1960 

Tie  

o ASO 1960 

Enero 	  — 31 	1 148 	1 	4 185 

Febrero . 	 1 84 10 110 — 	1 206 

Marzo  
	

3 — 11 90 	6 110 

Abril  
	

1 43 	3 	9 — 	2 58 

Mayo 	  3 46 6 6 — — 61 

Junio  
	

6 55 	8 	6 — 	1 76 

Julio  	2 74 	5 	7 — 	4 92 

Agosto  	1 61 	9 	8 	3 82 

Septiembre .  	2 88 	5 	9 — 	2 106 

Octubre 	 — 122 	7 	6 	1 	1 137 

Noviembre . 	— 100 22 	8 	2 132 

Diciembre  	1 67 	6 67 	1 142 

Totales 	 20 771 93 474 	2 27 1387 

Enero 	— — 13 1 34 4 52 

Febrero  	1 — 23 — 42 	2. 68 

Marzo  	— 20 5 40 4 69 

Abril  	— 14 	5 26 	2 47 

Mayo  	 11 	8 50 	2 71 

Junio 	— 32 	5 43 	80 

Julio  	— 27 	3 53 	2 85 

Agosto 	 — 	1 21 	4 41 	1 68 

Septiembre 	 27 	5 50 — 82 

Octubre 	 — 	1 19 10 53 	1 84 

Noviembre . 	 28 	7 44 	3 84 

Diciembre 	 — — 20 6 49 2 77 

Totales  	1 	4 255 59 525 23 867 


	Portadas Boletin Judicial 1960-1969 14
	Febrero
	Preliminares.
	Page 1
	Page 2
	Page 3

	1_manuel_de_jesus_ramirez_de_la_mota
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4

	2_rufina_josefina_lluberes_de_castro_y_victoriano_castro
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8
	Page 9
	Page 10
	Page 11

	3_lorenzo_de_la_cruz
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4

	4_aurora_ruiz_de_camarena
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5

	5_antonio_villanueva
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7

	6_juan_bautista_feliz
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8
	Page 9
	Page 10

	7_luis_manuel_espinal
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6

	8_industrias_de_pastas_alimenticias,_c._por_a
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8
	Page 9

	9_luis_rafael_parada_valdez
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4

	10_alejo_santana
	Page 1
	Page 2
	Page 3

	11_victor_manuel_gonzalez
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5

	12_mecanizacion_agricola,_c._por_a
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5

	13_aristides_martinez
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5

	14_maquinas_pesadas_y_transportes,_c._por_a
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6

	15_guen_chen_sang
	Page 1
	Page 2
	Page 3

	16_eduardo_de_los_santos_y_maria_cristina_brazoban
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4

	17_anastacio_paula_mercedes
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4

	18_juan_corporan
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5

	19_luis_emilio_ramirez,_felix_tejada_y_juana_gonzalez
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8
	Page 9
	Page 10

	20_vitelio_antonio_brea
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4

	21_ramon_silvilio_caro
	Page 1
	Page 2
	Page 3

	22_carmela_mercedes_g._de_sarmiento_y_compartes
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8
	Page 9
	Page 10
	Page 11

	23_francisco_antonio_roman_y_pedro_hierro_socorro
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8
	Page 9

	24_miguel_victor_dotel_mendez
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5

	25_alejandro_gratereaux_y_el_consorcio_algodonero_dominicano,_c._por_a
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6

	26_enemencio_reyes
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4

	27_fidelio_acevedo_hiraldo
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6

	28_cesar_geronimo
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7

	29_miguel_a._savinon_m
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8
	Page 9
	Page 10

	30_rafael_ortiz
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4

	31_sacos_y_tejidos_dominicanos,_c._por_a
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7

	32_creditos_y_cobros,_c._por_a
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6

	Sentencias.
	Page 1
	Page 2
	Page 3
	Page 4
	Page 5
	Page 6
	Page 7
	Page 8
	Page 9
	Page 10
	Page 11
	Page 12
	Page 13
	Page 14
	Page 15
	Page 16
	Page 17
	Page 18
	Page 19
	Page 20



